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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Aburto Ochoa, Marcos

--Boeninger Kausel, Edgardo

--Bombal Otaegui, Carlos

--Canessa Robert, Julio

--Cantero Ojeda, Carlos

--Cariola Barroilhet, Marco

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Espina Otero, Alberto

--Fernández Fernández, Sergio

--Flores Labra, Fernando

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Horvath Kiss, Antonio

--Larraín Fernández, Hernán

--Martínez Busch, Jorge

--Matthei Fornet, Evelyn

--Moreno Rojas, Rafael

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Parra Muñoz, Augusto

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Silva Cimma, Enrique

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Vega Hidalgo, Ramón

--Viera-Gallo Quesney, José Antonio

--Zaldívar Larraín, Adolfo

--Zaldívar Larraín, Andrés

--Zurita Camps, Enrique

Concurrieron, además, los señores Ministros de Justicia, del Trabajo y Previsión Social y Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, y los señores Subsecretario del Trabajo, Jefe de Fiscalización de la Dirección del Trabajo y asesor del Ministerio del Trabajo.

Actuó de Secretario el señor José Luis Alliende Leiva, y de Prosecretario, el señor César Berguño Benavente.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:17, en presencia de 17 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ROMERO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 40ª y 41ª, ordinarias, en 11 y 12 de octubre del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.


(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor ROMERO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor BERGUÑO (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje



De Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual retira la urgencia hecha presente para el despacho del proyecto de ley que prorroga para 2006 la aplicación de los coeficientes de distribución del Fondo Común Municipal vigentes durante 2005 y establece un mecanismo de compensación (boletín Nº 4.015-06).



--Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.
Oficios



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que ha aprobado el proyecto de ley que prorroga para 2006 la aplicación de los coeficientes de distribución del Fondo Común Municipal vigentes durante 2005 y establece un mecanismo de compensación (boletín Nº 4.015-06) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas.



Con el segundo comunica que ha prestado su aprobación al proyecto que modifica el artículo 124 de la ley Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura (boletín Nº 2.587-01) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



Con el tercero informa que ha dado su aprobación, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, al proyecto de ley que crea y regula el Registro Nacional de Revisores Independientes de Obras de Edificación (boletín Nº 3.964-14).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República.



Con el cuarto comunica que aprobó la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras durante la tramitación del proyecto de ley que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la reforma procesal penal (boletín Nº 3.465-07).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República. 



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Prokurica, relativo a los oficios de la Corporación que no son contestados por los ministerios y servicios públicos.



Del señor Secretario General de la Fuerza Aérea, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, concerniente a la posibilidad de proporcionar transporte a estudiantes de colegios o liceos que deseen viajar a la Isla de Pascua.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.
Informes



De las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce una disposición transitoria al decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletín Nº 4.013-06) (Véase en los Anexos, documento 3).



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el oficio con que Su Excelencia el Vicepresidente de la República somete a consideración del Senado la proposición, y solicita su acuerdo, para designar a los señores Ernesto Fontaine Ferreira-Nobriga y Ernesto Livacic Rojas como representantes del Presidente de la República en el Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos de Juego, con la urgencia establecida en el inciso segundo del Nº 5 del artículo 53 de la Constitución Política de la República (boletín Nº S 828-05) (Véase en los Anexos, documento 4).



Dos de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaídos en los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema de regulación sobre abogados integrantes de Cortes de Apelaciones (boletín Nº 2.950-07) (Véase en los Anexos, documento 5), y



2) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que penaliza las conductas constitutivas de genocidio y los crímenes de lesa humanidad y de guerra (boletín Nº 3.493-07) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Quedan para tabla.
Mociones



De los Honorables señores Cantero, Espina, Horvath, Prokurica y Ríos, con la que presentan un proyecto de ley que establece normas especiales para el enjuiciamiento de los delitos que indica (boletín Nº 4.026-07) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Senadores señores Moreno, Páez, Sabag, Zaldívar (don Adolfo) y Zaldívar (don Andrés), con la que presentan un proyecto de ley que modifica el sistema electoral (boletín Nº 4.027-06) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. 
Permisos constitucionales



Los Senadores señores Arancibia y Ávila, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 60 de la Carta Fundamental y 7º del Reglamento, solicitan autorización para ausentarse del país a contar del día 19 de octubre en curso.



--Se accede.

El señor BERGUÑO (Prosecretario subrogante).- En este momento ha llegado a la Mesa un oficio de la Honorable Cámara de Diputados, con el que se comunica la aprobación del informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras durante la tramitación del proyecto de ley que suspende la inscripción de automóviles colectivos y buses en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros (boletín Nº 3.399-15) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Queda para tabla. 

El señor NOVOA.- Pido la palabra.

El señor ROMERO (Presidente).- Su Señoría la tiene para referirse a la Cuenta. 

El señor NOVOA.- Señor Presidente, solicito la autorización de la Sala para votar el informe de la Comisión Mixta referente a la suspensión de la inscripción de taxis y taxis colectivos -no buses- en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros. El título está mal. Originalmente, la iniciativa aludía también a la no inscripción de buses, pero fue modificada durante su tramitación.



Básicamente, pido votar el informe de la Comisión Mixta porque la vigencia de la normativa, que suspendió la inscripción de taxis y de taxis colectivos en el mencionado Registro, vence los primeros días de noviembre.



Por lo tanto, si no se aprueba la prórroga, ya acordada tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado, habrá un lapso durante el cual podrán inscribirse numerosos taxis y taxis colectivos, volviéndose a repetir las distorsiones que obligaron al Congreso Nacional a suspender la inscripción.

El señor ROMERO (Presidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para incorporar en la tabla de Fácil Despacho de hoy el referido informe, cuya aprobación, como explicó el Honorable señor Novoa, es de extraordinaria urgencia.



--Así se acuerda.
------------------
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Moreno.

El señor MORENO.- Señor Presidente, ayer presentamos con el Senador señor Adolfo Zaldívar un proyecto de reforma constitucional para modificar los quórum.



Se produjo una confusión en la entrega de los ejemplares, pero la moción ya fue presentada.

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la Cuenta.
ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

L señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- Los Comités, en sesión celebrada el día de hoy, resolvieron lo siguiente:



1.- Agregar en Fácil Despacho de hoy el proyecto que figura con el número 6 en el Orden del Día, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura.



2.- Incorporar en la tabla de la próxima sesión ordinaria, en el orden que corresponda, la propuesta de Su Excelencia el Presidente de la República para el nombramiento de dos miembros del Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos de Juego, y



3.- Cambiar el trámite acordado durante la Cuenta de la sesión de ayer para el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en la consulta sobre los efectos del artículo 8º de la Carta Fundamental en el Reglamento del Senado, disponiendo que queda para tabla.
V. FÁCIL DESPACHO
SUSPENSIÓN DE INSCRIPCIÓN DE AUTOMÓVILES COLECTIVOS Y BUSES EN REGISTRO NACIONAL DE SERVICIOS DE TRANSPORTE DE PASAJEROS. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor ROMERO (Presidente).- Informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley sobre suspensión de la inscripción de automóviles colectivos y buses en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3399-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 49ª, en 4 de mayo de 2005.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 39ª, en 5 de octubre de 2005.


Informes de Comisión:


Transportes, sesión 36ª, en 14 de septiembre de 2005.


Mixta, sesión 43ª, en 19 de octubre de 2005.


Discusión:



Sesión 36ª, en 14 de septiembre de 2005 (se aprueba en general y particular).
El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- La controversia entre ambas ramas del Congreso se originó al rechazar la Honorable Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, la enmienda efectuada por el Senado en el trámite previo.



El informe de la Comisión Mixta formula la proposición destinada a resolver la divergencia -ello fue acordado por 5 votos a favor (Senador señor Muñoz Barra y Diputados señores Espinoza, García, García-Huidobro y Salas) y 3 en contra (Senadores señores Novoa y Prokurica y Diputado señor Hales) en el sentido de mantener el inciso segundo del artículo único del proyecto de ley aprobado por la Cámara Baja. Es decir, no se permitirá el cambio de inscripción de una Región a otra de los taxis actualmente inscritos en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe los términos de la ley Nº 19.593, el proyecto aprobado por la otra rama del Congreso, la modificación introducida por el Senado, la proposición de la Comisión Mixta y el texto que resultaría de aprobarse esta última.



Finalmente, cabe señalar que la Cámara de Diputados aprobó en sesión celebrada el día de hoy el planteamiento de la Comisión Mixta.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión el informe.



Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- El motivo de la discrepancia, señor Presidente, fue muy simple. En el Senado se optó por permitir, no obstante el cierre de la inscripción en el Registro, el traslado de taxis de una Región a otra, en tanto que la Cámara mantuvo la posición contraria, juntamente con la de prorrogar la suspensión de nuevas inscripciones. En la Comisión Mixta prevaleció ese último criterio.



Los argumentos de los Diputados derivaban, fundamentalmente, del temor, dada la aplicación del Plan Transantiago en la Región Metropolitana, de que se registrara una migración masiva de taxis, básicos o colectivos, hacia regiones. Y, por ello, plantearon que la suspensión de la inscripción incluyera también la del traslado de una Región a otra.



La Comisión Mixta acogió el criterio de la Cámara –reitero-, en votación dividida, y esta última Corporación ya aprobó el informe que nos ocupa. Y sugiero hacer lo mismo ahora, porque, de mediar un rechazo, se originaría la peor situación, en la medida en que quedaría cerrado el Registro para todos los efectos, incluso para cambiar de taxi básico a colectivo, por ejemplo, o para otros casos que hoy se permiten. O sea, un pronunciamiento negativo tornaría el proyecto mucho más restrictivo de lo que el Senado había determinado en su oportunidad.



En consecuencia, pido que se acoja el informe en examen, de manera de poder dar curso a la iniciativa y de que la ley de prórroga sea publicada antes del vencimiento de la actual suspensión.



Gracias.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se procederá en esos términos, dadas las características, muy sencillas, del cambio.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta.
MODIFICACIÓN DE LEY GENERAL DE PESCA Y ACUICULTURA

EN MATERIA DE ACUICULTURA

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de la Honorable Cámara de Diputados que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura, con informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura y urgencia calificada de “simple”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3892-21) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 38ª, en 4 de octubre de 2005.


Informe de Comisión:


Intereses Marítimos, sesión 42ª, en 18 de octubre de 2005.
El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- El objetivo de la iniciativa es perfeccionar el régimen jurídico aplicable a las concesiones y autorizaciones de acuicultura, simplificar los trámites para su otorgamiento, establecer nuevas causales de caducidad y otras sanciones por la infracción a la normativa que las rige y modificar las disposiciones reguladoras de la patente única en el rubro.



La Comisión aprobó solamente en general el proyecto por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Ávila, Martínez, Ríos y Ruiz), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados. El texto se puede consultar en el primer informe.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, sólo deseo informar de manera breve a la Sala acerca de la relevancia de la acuicultura, respecto de la cual se proyecta, para 2010, una exportación de tres mil millones de dólares, y para 2020, una probablemente superior a lo que significa en la actualidad el cobre.



Se ha dictado, en paralelo, un reglamento sanitario, de medio ambiente, muy estricto, para asegurar la sustentabilidad. Y algunas regiones ya se están dando un ordenamiento territorial a través de la zonificación del borde costero, de manera de poder compatibilizar otras actividades, como la pesca, las áreas de manejo y las de interés turístico.



Lo que resulta importante señalar con motivo del proyecto, particularmente, es que se resuelven inequidades en el pago de las patentes, se reducen o minimizan las posibilidades de especulación en las concesiones de mar para la acuicultura, se simplifican los procedimientos y se permite la rotación de los cultivos para poder mejorar las condiciones ambientales.



Asimismo, se han asegurado buenas prácticas, sistemas de gestión integrados y, también, el trazado del producto, de manera que sus características, desde el origen, y todo el procedimiento sean conocidos por los consumidores, y en especial, la demanda de otros países.



Por esas razones, como ha existido unanimidad en la Cámara y en la Comisión, solicitamos que la Sala tenga a bien aprobar en general la iniciativa y abrir un plazo de dos semanas para formular indicaciones, a fin de introducir las correcciones que puedan corresponder.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, así se hará.



--Se aprueba en general el proyecto.

El señor ROMERO (Presidente).- Si no hubiera objeciones, se determinaría el viernes 28 de octubre como plazo para presentar indicaciones.

El señor NÚÑEZ.- ¿Puede ser el 2 de noviembre, señor Presidente?

El señor ESPINA.- No atrasemos mucho el despacho.

El señor ROMERO (Presidente).- El 1º de noviembre es feriado. Pero, si es la decisión de la Sala, se fijará el 2 de noviembre, a las 12.



--Así se acuerda.
MODIFICACIONES A APLICACIÓN DE PROCEDIMIENTOS

DE LEY DE TRIBUNALES DE FAMILIA

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de la Honorable Cámara de Diputados que introduce modificaciones a la aplicación de los procedimientos de la Ley de Tribunales de Familia, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3989-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 40ª, en 11 de octubre de 2005.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 42ª, en 18 de octubre de 2005.
El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- El objetivo principal de la iniciativa es zanjar algunas dudas de interpretación que han surgido, con lo cual se espera una mejor y más rápida solución de las controversias sometidas al conocimiento y decisión de esos tribunales.



La Sala, en sesión de 11 de octubre, autorizó a la Comisión para discutir en general y en particular el proyecto en su primer informe. Ese órgano aprobó la iniciativa en general por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Espina, Prokurica y Silva. Durante la discusión particular efectuó diversas enmiendas al texto despachado por la Cámara de Diputados, las que fueron acordadas igualmente por unanimidad. La normativa propuesta se transcribe en el informe.



Cabe tener presente que la letra a) del artículo 1º y el artículo 2º revisten el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que su aprobación requiere el voto conforme de 26 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- Se tocarán los timbres, porque no se cuenta con el quórum suficiente.



Casi todos los demás proyectos del Orden del Día presentan ese mismo rango, de modo que ruego a Sus Señorías permanecer en la Sala.



En discusión general y particular.



Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quisiera puntualizar el contenido del articulado en análisis, que fue aprobado por la unanimidad de la Cámara de Diputados y cuyo objeto es incorporar ciertos perfeccionamientos a la ley que creó los tribunales de familia y entró en vigencia no hace mucho tiempo. Y es preciso efectuarlos, porque la puesta en práctica de ese cuerpo legal dejó en claro la necesidad de agilizarlo y, sobre todo, de resolver algunas dudas de los jueces en su aplicación.



Básicamente, consisten en lo siguiente:



a) Modificar los requisitos para ser miembro del Comité Consultivo de los tribunales de familia, con el objeto de admitir especialistas formados en centros de reconocido prestigio que desarrollen docencia, capacitación o investigación en materias de familia o infancia, los cuales son los que, en la práctica, han cumplido esa función por décadas.



b) Establecer que la regla de acumulación de causas seguidas ante los tribunales de familia rige sólo en caso de juicios tramitados según el mismo procedimiento, contemplándose como excepción la norma incluida al respecto en la Ley sobre Violencia Intrafamiliar.



c) Disponer que respecto de los informes de peritos rigen las normas del Código Procesal Penal recientemente reformado y que la Sala despachó hace una semana.



d) Facilitar la comparecencia de abogados en representación de las partes.



e) Determinar que serán aplicables al juicio de familia las reglas sobre pruebas no presentadas oportunamente según lo regula el Código Procesal Penal.



f) Señalar que la primera citación a la audiencia preparatoria será siempre efectuada bajo apercibimiento de arresto, para evitar dilaciones en la comparecencia.



g) Establecer que mientras no rijan las normas sobre responsabilidad penal juvenil y derechos de la infancia, actualmente en trámite y que entrarán en vigencia seis meses después de su publicación en el Diario Oficial, el juez de familia podrá proteger a los menores ordenando cualquiera de las medidas cautelares establecidas en el artículo 71 de la Ley de Tribunales de Familia.



El artículo 2º modifica el Código Orgánico de Tribunales con el propósito de cambiar la antigua expresión “juzgados de letras de menores” por “juzgados de familia”. Se trata de una norma meramente adecuatoria.



El artículo 3º enmienda la Ley sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias, con el fin de establecer que la notificación hecha por carta certificada se entenderá practicada cuando hayan transcurrido tres días desde su entrega en la oficina de correos, y no cinco, como estatuye ahora.



Finalmente, el artículo 4º, por un lado, modifica la Ley de Menores con el propósito de suprimir la norma que dispone que los menores declarados con discernimiento serán juzgados siempre bajo las reglas del juicio simplificado, cualquiera que haya sido el delito cometido; y por otro, elimina la posibilidad de que, después de declarado el discernimiento, el fiscal a cargo archive provisionalmente la causa u ocupe el principio de oportunidad o la facultad de no iniciar la investigación.



Señores Senadores, todas estas enmiendas tienen por finalidad  perfeccionar la normativa sobre tribunales de familia.



Por eso, en mi calidad de Presidente de la Comisión de Constitución, solicito a Sus Señorías que aprueben unánimemente el proyecto.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se aprobará la iniciativa.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que se pronunciaron a favor 29 señores Senadores; y queda terminado en este trámite. 
VI. ORDEN DEL DÍA
MONTO Y FORMA DE PAGO DE APORTE ADICIONAL 

A FONDO COMÚN MUNICIPAL DE 2005

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que agrega una disposición transitoria al decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, con informe de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


-Los antecedentes sobre el proyecto (4013-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 42ª, en 18 de octubre de 2005.


Informe de Comisión:


Gobierno y Hacienda, unidas, sesión 43ª, en 19 de octubre de 2005.
El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- El objetivo de la iniciativa es regular la forma en que se aplicará, durante el presente año, el artículo 39 del decreto ley Nº 3.063, de 1979.



Se establece que el monto global por concepto de aporte adicional que las Municipalidades de Providencia, Vitacura y Las Condes deben efectuar al Fondo Común Municipal será de 35 mil unidades tributarias mensuales.



Si los mencionados municipios optan, en 2005, por realizar aportes equivalentes a la Corporación Cultural de la Municipalidad de Santiago, podrán enterarlos en la forma y oportunidad que se acuerden en el convenio que se suscriba al efecto entre las municipalidades y la citada institución.



Con todo, a contar de 2006 el aporte adicional que cada una de ellas debe efectuar al Fondo Común Municipal ascenderá a 70 mil unidades tributarias mensuales.



Las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas, aprobaron en general y en particular el proyecto, por la unanimidad de sus miembros presentes, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



Cabe considerar que la iniciativa tiene carácter orgánico constitucional, en atención a que se refiere al Fondo Común Municipal, por lo que para su aprobación se requieren los votos conformes de 26 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, tal cual dio cuenta el señor Secretario, en la mañana de hoy se constituyeron las Comisiones unidas de Hacienda y de Gobierno para analizar esta normativa, que, debido a su urgencia, calificada de “discusión inmediata”, requería  un  informe  muy  rápido. Éste ya fue elaborado y se encuentra en poder de todos los señores Senadores.



La iniciativa es razonablemente simple.



La ley Nº 20.033, conocida como Ley de Rentas Municipales II, consigna la obligación para tres municipios de Santiago -Providencia, Las Condes y Vitacura- de aportar cada año al Fondo Común Municipal 70 mil unidades tributarias mensuales, adicionales al aporte común establecido en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, en la proporción que corresponda a cada una de ellas.



La idea es que tales recursos se destinen a apoyar el trabajo que desarrolla la Corporación Cultural de la Municipalidad de Santiago a través del Teatro Municipal, en el entendido de que la labor de este último, que es de índole nacional, de mucha envergadura y gran calidad cultural, beneficia fundamentalmente a los habitantes de las referidas comunas. 



Por eso se estableció que el entero de las 70 mil UTM pudiera cumplirse, a voluntad de los municipios, mediante su entrega como aporte a la Corporación Cultural mencionada, en lugar de al Fondo Común Municipal.



Ésa es la norma actual.



Dicha obligación se hace exigible a contar del presente año, en circunstancias de que la ley citada fue aprobada recién hace algunos meses y publicada el 1º de julio. 



Por lo tanto, el proyecto agrega una disposición transitoria, aplicable a esa obligación de los tres municipios, en la cual se reduce a la mitad el monto del mencionado aporte adicional, sólo por el año 2005, de acuerdo al tiempo en que la ley ha estado vigente. 



Lo anterior es comprensible, pues en el 2004 los municipios no alcanzaron a  presupuestar la cifra indicada, a pesar de que la respectiva iniciativa se hallaba en tramitación y se sabía que ese aporte podría ser exigible. Sin embargo, mientras no se dictara, la obligación era eventual, una mera expectativa. 



Por lo tanto, tal obligación se hizo exigible recién cuando se dictó la ley. Y como ello ocurrió a mediados de 2005, el proyecto disminuye a la mitad la contribución que los tres municipios deben entregar este año al Fondo Común Municipal o, de modo alternativo, a la Corporación Cultural de la Municipalidad de Santiago. 



Además, se establece que, en el evento de que esos municipios opten por efectuar aportes equivalentes a la Corporación Cultural, deberán suscribir un convenio, donde se determinará la forma en que habrán de enterarlos, lo cual podrá ser, incluso, de manera diferida. Ello, con el fin de incentivar que los recursos vayan al Teatro Municipal y que se puedan entregar en cuotas, facilitando así el cumplimiento del compromiso por parte de las tres municipalidades.



La verdad es que con esta iniciativa se intenta resolver una situación   bastante  compleja.  Por la prensa hemos sabido de las dificultades financieras que enfrenta el Teatro Municipal. El año pasado, el Gobierno y las autoridades de la Municipalidad de Santiago llegaron a un acuerdo, que fue incorporado en la Ley de Presupuestos, con el objeto de resolver esos problemas, entre otras formas, siguiendo el camino establecido en la Ley de Rentas Municipales II. Y este año, ambas partes concordaron en la modalidad contemplada en el texto propuesto.



En consecuencia, tanto a los integrantes de la Comisión de Hacienda como a los de la de Gobierno nos pareció una buena iniciativa y la aprobamos por unanimidad, con el propósito de colaborar a una rápida solución de las dificultades por las cuales atraviesa el Teatro Municipal haciendo posible el cumplimiento de la ley que se modifica en la forma descrita.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Se encuentran inscritos los Honorables señores Parra y Bombal, a quienes ruego ser breves porque contamos con el quórum exacto.

El señor FERNÁNDEZ.- ¿Está abierta la votación?

El señor ROMERO (Presidente).- Se abrirá la votación nominal en este momento.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor ROMERO.- 
Tiene la palabra el Honorable señor Parra.

El señor PARRA.- Señor Presidente, voy a votar favorablemente el proyecto exclusivamente por una razón. 



Aquí se propone agregar un artículo transitorio al decreto ley Nº 3.063 para facilitar el cumplimiento de obligaciones establecidas en las normas permanentes de esa normativa y, además, atendido el problema coyuntural de la nueva crisis financiera que enfrenta la Corporación Cultural de la Municipalidad de Santiago, a la cual se refirió el Honorable señor Larraín.



Quiero hacer dos precisiones.



En primer lugar, el esfuerzo financiero para concurrir a solventar la situación presupuestaria de ese organismo no lo realizan sólo los municipios que se mencionan en el texto, sino el conjunto de la sociedad chilena y la totalidad de las municipalidades. 



Si el destino de los recursos no fuera el que precisan, tanto la norma permanente de la ley como la transitoria que se propone agregar, el beneficiario de ellos no sería dicha Corporación Cultural, sino el Fondo Común Municipal. 



En consecuencia, se trata de un esfuerzo financiero colectivo y no de tres municipalidades en forma particular.



En segundo término, deseo aprovechar que se encuentra en la Sala el señor Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes para señalar que, en mi opinión, la situación de la Corporación Cultural de Santiago debe ser resuelta, de una buena vez, a través de normas permanentes. 



Dicha Corporación constituye un patrimonio nacional. El país tiene que comprometerse con la cultura en una forma más clara y decidida que lo que ha hecho hasta ahora.



El proyecto de Ley de Presupuestos para 2006 es, con relación al campo cultural, prácticamente una normativa de continuidad. De manera que, con seguridad, los problemas que hoy constatamos volverán a presentarse el próximo año.



Las Regiones también están esperando una respuesta -tuve oportunidad de hacerlo notar en la hora de Incidentes de hace un par de sesiones-, porque hay una gran deuda histórica de la sociedad chilena con la cultura. 



Y ello es particularmente evidente en el caso de la Octava Región, que tiene una alta creatividad artística y cuenta con elencos permanentes que conforman una vida cultural muy rica, pero que, como lo estableció en su minuto el Fondo de las Naciones Unidas para el Desarrollo, posee la infraestructura cultural más pobre del país, lo que no sólo constituye una limitante para su progreso futuro, sino que ni siquiera responde a la actual expresión de su producción en el campo de la cultura. 



De todos modos, señor Presidente, y por la razón que indiqué, voto a favor del proyecto. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bombal. 

El señor BOMBAL.- Señor Presidente, hago mías todas y cada una de las expresiones vertidas por el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, precisamente porque aquí hay una cuestión de fondo que no se resuelve bien. 



Cuando se habla de la Corporación Cultural de la Municipalidad de Santiago, se está aludiendo a un patrimonio nacional. Conozco muy de cerca esa realidad, pues en años pasados me tocó ser partícipe de su proceso de desarrollo. 



Por eso puedo decir con propiedad que, si hoy cuenta con una orquesta filarmónica, ésta no es de la Municipalidad de Santiago ni del Teatro Municipal, sino del país. Otro tanto sucede con sus cuerpos estables, coro profesional y ballet. 



Entonces, cuando llegan figuras relevantes del mundo artístico internacional, que prestigian al Teatro Municipal, a la comunidad nacional, a nuestros artistas, no vienen a la Municipalidad de Santiago: vienen a Chile, y luego llevan su imagen al mundo. Y cuando viaja la Corporación Cultural con sus producciones, es Chile el que va a Finlandia, a Buenos Aires, a Caracas, e incluso a Nueva York, con exponentes del arte nacional, los que, cobijados por dicha entidad, llevan al exterior el nombre de nuestra nación.



Además, el quehacer de los cuerpos estables de esa Corporación, que se hallan compuestos por relevantes artistas, formados en distintos establecimientos de nivel universitario nacionales, permiten  abrir espacio a la creatividad de que hablaba justamente el Senador señor Parra, en la búsqueda de muchachos de enorme talento que hoy día, mediante iniciativas muy loables, integran las orquestas juveniles a lo largo de todo el territorio y cuya aspiración es llegar a formar parte de orquestas mayores. 



Cuando en el debate de hace algún tiempo se expresaba que la crisis señalada sería producto del centralismo, se incurría en un profundo error, porque ha sido tan notable la labor que se ha realizado desde la Corporación que hoy día debe considerársela -y estoy cierto de que el señor Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes concuerda en ello- como una alentadora expresión nacional destinada a fomentar el arte y el desarrollo cultural. 



Los artistas de la Octava Región tienen un extraordinario talento creativo y son apoyados también por ese organismo. Y allá hubo una temporada lírica estupenda, respaldada por el elenco del Teatro Municipal. 



Por lo tanto, en vez de sostener que éste es un problema de cierto municipio, debemos asumir que reviste un carácter más general, porque allí se encuentra el gran semillero que puede dar a otras Regiones sustento y apoyo a través de artistas brillantes, sobresalientes, a partir de un prestigio nacional e internacional que no es mérito de la Municipalidad de Santiago, sino de los talentos artísticos que ahí existen y que pueden perfectamente compartir esa dimensión cultural con el resto del país.



Participo también de la idea de que miremos la cultura, en un nivel integral, a partir de los grandes sustentos que tenemos, como todo ese patrimonio artístico-cultural existente en diversas Regiones, incluida la Metropolitana. Seguir pensando que estos cuerpos estables pertenecen a determinado municipio es un profundo error, pues se trata de figuras del arte nacional.



Se habla de las crisis financieras. ¡Si la del Teatro Municipal se debe, exclusivamente, a que la demanda de los cuerpos estables por mayores remuneraciones involucra una suma importante! ¡Y en buena hora que nuestros artistas se queden acá, no emigren, estén bien pagados o reciban sueldos razonables por cumplir un cometido de excelencia, que merece el prestigio y reconocimiento internacionales! Ninguno de los grandes directores, como Zubin Mehta, Abbado y otros que han venido a Chile, se presenta con orquestas que no tengan excelencia artística. Y en nuestro caso todo es nacional.



En consecuencia, no hay que seguir esperando más y más crisis, que se continuarán sucediendo si no se dispone de fondos para cancelar a los cuerpos estables las remuneraciones que merecen -aquí ocurre lo mismo que en el área de la salud, donde el 90 por ciento del presupuesto se ocupa en sueldos-, porque ellos son quienes hacen el arte.



Señor Presidente, creo que éste es el momento propicio. A raíz de la iniciativa que nos ocupa -que es de parche-, levantemos la mirada y contemplemos en la Ley de Presupuestos los recursos que se precisan. Así, esta actividad, complementariamente con otras a través del país, y a la inversa, habrán de mirarse como un todo nacional y asumirse como patrimonio de Chile, independiente de que se lleven a cabo en la Capital o en otra Región, pues considero que la interacción de todos los cuerpos estables en el ballet, en la ópera, en el teatro, en la música, habla de un país con un potencial notable.



Celebro eso, en particular por el éxito que ha tenido la creación de orquestas juveniles, que pueden sustentar toda su actividad por sí mismas y, además, apoyarse en el prestigio nacional e internacional de nuestro cuerpo estable.



Lo mismo reclamo para la orquesta sinfónica de la Universidad de Chile, que también ha estado pasando por crisis. Se debería considerar. Se trata de una orquesta muy buena, con gran tradición, que ha efectuado presentaciones relevantes a lo largo de su historia, y que igualmente se halla en crisis.



Es necesario mirar todo esto dentro de una perspectiva nacional y no seguir analizándolo desde el punto de vista local, que lleva a afirmar que el aporte adicional a que se refiere el proyecto sería una muestra de centralismo. 



¡No, por favor! ¡Y gracias, Municipalidad de Santiago; gracias, Corporación Cultural, por haber entregado este patrimonio al país! 



Si esa Municipalidad no puede seguir financiando a la Corporación, no es culpa de ella. Y no se debe a  una  mala  administración -soy testigo de su brillante gestión-, sino a que no dan las fuerzas ante los enormes desafíos que implica mantener los cuerpos estables en el nivel de excelencia en que se encuentran.



Por eso, señor Presidente, es bueno que en este debate, con mucha altura, orientemos hacia allá la mirada y no sigamos pensando que  la iniciativa tiende a apoyar, con afán centralista, a una entidad local. 



Es una gloria para Chile tener esos cuerpos estables, con talentos artísticos provenientes de todas las Regiones. Y están ahí, en esa orquesta filarmónica, en ese ballet, en ese coro y en la ópera que se difunde. Me alegro mucho cuando veo en distintas ciudades las óperas que se están presentando, alentándose figuras, talentos y la creatividad propia de cada una de las Regiones.



Miremos con amplitud y gocemos de un patrimonio nacional que, además, nos da  prestigio internacional.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, seré muy breve, porque me parece que el sentido de lo planteado por los Senadores señores Parra y Bombal apunta en la dirección central del proyecto.



Sólo quiero precisar un concepto que emitió el Honorable señor Parra, pues no entiendo que sea exactamente así.



La contribución que deben efectuar los tres municipios es adicional a lo que les corresponde aportar al Fondo Común Municipal. De manera que si aquélla no se hubiera establecido, no tendrían tal obligación.



Por lo tanto, no hay una ayuda del resto del país al Teatro Municipal o a la Corporación Cultural de la Municipalidad de Santiago. 



El aporte adicional referido tiene por objeto, justamente, financiar las actividades de dicha Corporación. De lo contrario, no habría tenido ninguna explicación.



Hago este alcance porque se podría entender que a algunos municipios pequeños les disminuyeron recursos del Fondo Común Municipal para destinarlos a la Corporación Cultural de la Municipalidad de Santiago. En ningún caso es así, sino que constituye -por así decirlo- un castigo adicional a las comunas que supuestamente tienen mayores fondos, cuyos habitantes reciben en parte beneficios adicionales por la actividad del Teatro Municipal.



Sólo deseaba hacer ese alcance para la historia fidedigna de la ley.

El señor ROMERO (Presidente).- El señor Secretario seguirá tomando la votación en forma nominal a quienes todavía no se han pronunciado.

El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y particular el proyecto (31 votos favorables), dejándose constancia de que se cumplió con el quórum constitucional requerido; y queda concluido en este trámite.



Votaron por la afirmativa los señores Aburto, Boeninger, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Coloma, Espina, Fernández, Flores, Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Matthei, Moreno, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Silva, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo) y Zurita.

El señor WEINSTEIN (Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Cómo no, señor Ministro.

El señor WEINSTEIN (Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes).- Señor Presidente, agradezco al Senado la expedita tramitación dada a esta iniciativa, que permitirá implementar adecuadamente el apoyo al Teatro Municipal, de acuerdo con los requerimientos del señor Alcalde de Santiago.



Haré dos acotaciones muy breves en relación con el debate suscitado.



En primer lugar, cuando entre fines de 2003 y abril de 2004 nos abocamos al problema de la situación financiera y administrativa del Teatro Municipal, una de las exigencias que impusimos consistió en entrar a la negociación, no sólo para resolver la crisis, sino también para elaborar un plan de desarrollo de dicha entidad cultural.



Dicho plan, que ya se elaboró, corresponde a los años 2005-2010 e incluye un conjunto de disposiciones muy importantes para su adecuada implementación. Por ejemplo, la iniciativa "Crecer danzando", similar  a "Crecer cantando", que promueve la formación de coros en todos los colegios del país; define seis polos de desarrollo con tratamiento privilegiado en distintas Regiones por parte del Teatro Municipal; pretende dar mayor interpretación del repertorio nacional en las obras que él exhibe, y así sucesivamente.



No me detendré en cada una de ellas. Pero -como dije- el apoyo presupuestario adicional que se otorga al Teatro Municipal tiene que ver con el plan de desarrollo nacional 2005-2010. En éste se incluyó -como bien lo recordaba el Senador señor Larraín- una estructura de apoyo financiero, el cual tiene -perdónenme la expresión- "tres patas". La primera corresponde a la Municipalidad de Santiago; la segunda, al Gobierno, que incrementó su aporte desde el presente año, y la tercera, a los tres municipios señalados en el proyecto, los cuales harán su contribución a partir de este año con la cuota mencionada, y después -esperamos-, mediante diversos convenios con el municipio capitalino. Ese aporte totaliza más de 6 mil millones de pesos, cifra muy significativa y que debiera permitir un buen desenvolvimiento del Teatro para cumplir el nuevo proyecto, que tiene su énfasis en un mayor desarrollo artístico-cultural, sobre todo en Regiones.



La segunda consideración se relaciona con el presupuesto 2006 para la cultura. Los recursos correspondientes han aumentado en 12 por ciento, porcentaje que duplica el del crecimiento del Presupuesto Nacional. Y adicionalmente, si se entera el aumento del presupuesto de los fondos concursables desde el 2000 al 2006, se habrá incrementado un 110 por ciento. Es decir, durante el mandato del actual Gobierno, tales fondos se habrán más que duplicado.



Por otro lado, durante el año en curso, una norma va a permitir que hasta el uno por ciento del Fondo Nacional de Desarrollo Regional sea destinado a subvenciones -no a proyectos- para distintas organizaciones culturales regionales.



Y aquí se agrega una disposición que incluye claramente a los teatros municipales de Regiones, de manera que este enorme fondo de recursos que es el FNDR pueda incluirlos dentro de sus destinatarios principales.



Muchas gracias, señor Presidente.

-------------
El señor ROMERO (Presidente).- A propósito del siguiente proyecto, solicito autorización para que ingresen a la Sala el Subsecretario del Trabajo, don Cristóbal Pascal, y los asesores señores Cristián Mellis y Francisco Del Río.



--Se accede.
SUSTITUCIÓN DE PROCEDIMIENTO DE LIBRO V 

DEL CÓDIGO LABORAL

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sustituye el procedimiento laboral consignado en el Libro V del Código de Trabajo, con segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social y urgencia calificada de "suma".


--Los antecedentes sobre el proyecto (3367-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 1ª, en 7 de junio de 2005.


Informes de Comisión:


Trabajo, sesión 18ª, en 19 de julio de 2005.


Trabajo (segundo), sesión 42ª, en 18 de octubre de 2005.


Discusión:



Sesión 21ª, en 3 de agosto de 2005 (se aprueba en general).
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- El proyecto fue aprobado en general en sesión de 3 de agosto del año en curso.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social deja constancia en su informe de las materias reglamentarias correspondientes.



Las modificaciones efectuadas al proyecto aprobado en general por la Comisión fueron acordadas por unanimidad, con excepción de tres de ellas, las cuales serán puestas en votación oportunamente por el señor Presidente.



Cabe recordar que las enmiendas aprobadas en forma unánime por la Comisión deben ser votadas sin debate, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento del Senado, salvo que algún señor Senador, antes del inicio de la discusión, solicite debatir la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o que existan indicaciones renovadas. Es el caso de la indicación Nº 57, renovada con las firmas de 10 señores Senadores.



Los números 14 y 15 del artículo único del proyecto, referidos a la letra c) del artículo 420 y al inciso segundo del artículo 427 del Código del Trabajo, tienen carácter orgánico constitucional, por lo que requieren para su aprobación el voto conforme de 26 señores Senadores.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe las normas pertinentes del Código del Trabajo; el proyecto aprobado en general por el Senado; las modificaciones efectuadas en el segundo informe por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, y el texto final que resultaría si ellas se aprobaran.

El señor ROMERO (Presidente).- Antes de ofrecer la palabra al Senador informante, hago presente que la iniciativa contiene dos normas de quórum especial.



Como el número de los presentes es reducido, me gustaría que Sus Señorías considerasen  tal situación.



Por lo tanto, se abrirá la votación en este momento, ante el evento de que en cualquier minuto algún señor Senador tuviera alguna dificultad.

El señor MORENO.-  ¿Qué normas requieren quórum especial?

El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- La modificación referida a la letra c) del artículo 420 del Código del Trabajo, que fue aprobada unánimemente por la Comisión, y también la propuesta relativa al inciso segundo del artículo 427, que antes era 426.

El señor ROMERO (Presidente).- En la discusión particular del proyecto, tiene la palabra el  Presidente de la Comisión de Trabajo, Senador señor Bombal.

El señor BOMBAL.- Señor Presidente, la Comisión de Trabajo y Previsión Social ha dado término a una intensa labor y a un proceso de acuerdos por el cual se propone al Senado el texto en particular del proyecto de ley que sustituye el procedimiento laboral consignado en el Libro V del Código del Trabajo.



Recordarán Sus Señorías que se plantea un nuevo procedimiento para la tramitación de los juicios laborales, basado en la oralidad de cada una de las actuaciones, junto a la inmediación personal del juez, el que debe seguir y dirigir el juicio. Asimismo, tal procedimiento se basa en la concentración de los actos procesales y la gratuidad para la gran mayoría de los trabajadores, sin perjuicio del sistema de defensa gratuita que la ley disponga en el futuro.



Los fundamentos que se han tenido para legislar sobre esta materia se relacionan con el hecho de que las causas laborales, que en su mayoría tratan de cobro de indemnizaciones o de remuneraciones de los trabajadores, tienen una demora excesiva en primera instancia y en las Cortes de Apelaciones, no siendo siempre determinante el escaso número de tribunales, sino la cantidad de dilaciones que el actual procedimiento presenta en sus diversas etapas, aun cuando su concepción original no las considerara como tales.



Como complemento necesario del proyecto, es preciso mencionar la recién aprobada ley Nº 20.022, que aumenta de 20 a 40 el número de tribunales del trabajo en todo el país y crea 9 tribunales de cobranza laboral y previsional; y la ley Nº 20.023, relativa a la cobranza judicial de cotizaciones de seguridad social, materia que en la actualidad atocha los juzgados laborales.



La iniciativa que se somete a la consideración del Senado, aprobada en general por la unanimidad de la Sala, recibió 251 indicaciones a su articulado, destacándose que las materias en que ellas recayeron fueron sustancialmente las relacionadas con el establecimiento de una doble audiencia, la posibilidad de apelar de la sentencia definitiva y la precisión de los alcances y contenidos de la tutela de los derechos fundamentales del trabajador en sede laboral. A ello se agregan adecuaciones al procedimiento de mínima cuantía, o monitorio, la regulación de las multas y otras normas puntuales sobre aspectos procesales.



Señor Presidente, como el tiempo avanza, deseo solicitar anticipadamente algunos minutos adicionales a fin de poder dar término a la relación del informe, que trata de una materia más o menos específica.

El señor ROMERO (Presidente).- Si a la Sala le pareciere, no habría inconveniente.



Acordado.



Puede continuar, señor Senador.

El señor BOMBAL.- Gracias, señor Presidente.



La complejidad y cantidad de las indicaciones presentadas determinaron que la Comisión trabajara en su análisis sobre propuestas consensuadas técnicamente entre los señores Senadores y sus asesores, dando lugar a una labor de intensos acuerdos con el Ejecutivo, que derivó en proposiciones agrupadas por materias temáticas que abarcaron 80 a 90 por ciento del proyecto. 



Deseo destacar cómo, en un proyecto de esta naturaleza, el Ejecutivo y el Legislativo se allanaron a lograr acuerdos técnicos en aspectos donde había diferencias que en un momento, durante la discusión en la Cámara, parecían insalvables, lo que de algún modo marca el rol del Senado: una instancia donde pueden lograrse entendimientos y acuerdos, más allá de las naturales y muy legítimas posiciones ideológicas, que en su momento, al calor del debate político, suelen extremarse o llevar a omitir aspectos técnicos.



Es así como me permito dar cuenta a la Sala de aquellas materias que fueron dando lugar a acuerdos que finalmente implicaron, en la práctica, la aprobación de un texto por la unanimidad de los miembros de la Comisión, lo que constituye -reitero- una muestra inequívoca de la voluntad de todos los sectores políticos por otorgar al mundo del trabajo una justicia oportuna y eficaz.



En primer término, el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados establecía que el juicio laboral se desarrollaría sólo en una audiencia. En esta materia, la unanimidad de los invitados a la Comisión durante el debate general manifestaron su opinión en el sentido de que existiera una audiencia previa en la que se pudieran resolver cuestiones que no constituyen el juicio mismo, entre ellas la conciliación, las diligencias iniciales del tribunal y la determinación de los hechos por probar. Así, tanto las partes como los magistrados pueden contar con una herramienta eficaz para evitar eventuales vicios de procedimiento y establecer un mejor estándar de defensa de las partes. 



Ésa es una materia muy sustantiva.



La Comisión, haciéndose parte de tal inquietud, aprobó un texto consensuado, considerando una audiencia preparatoria del juicio, en la que el demandado podrá responder oralmente la demanda, si no lo ha hecho antes por escrito, procediéndose, si corresponde, a la conciliación total o parcial entre las partes. Si ella no se produce o sólo es parcial, el juez determinará los hechos por probar y recibirá la lista de medios probatorios de los que aquéllas se valdrán, fijando la audiencia de juicio para una fecha no superior a 30 días.



Un segundo aspecto relevante lo constituye la apelación laboral o segunda instancia en estos juicios. En esta materia fue necesario compatibilizar un adecuado derecho a defensa de las partes con el hecho de evitar una dilación pura y simple del cumplimiento de la sentencia de primera instancia. La gran mayoría de las causas apeladas son confirmadas en segunda instancia, por lo que parece necesario poner algunos resguardos a esta opción procesal. 



Cabe señalar que el proyecto de la Cámara de Diputados consignaba sólo un recurso de nulidad procesal, muy parecido a una suerte de casación en la forma y en el fondo.



La Comisión, después de este proceso de negociaciones, acordó establecer un recurso de apelación laboral para revisar la sentencia de primera instancia cuando ésta haya sido dictada con infracción de garantías constitucionales o de normas legales que influyan sustancialmente en lo dispositivo del fallo, como también en lo relativo a la ponderación jurídica de la prueba y a la calificación de los hechos. El apelante debe otorgar garantía suficiente respecto del monto sobre el que versa la apelación, de tal forma que asegure el resultado del juicio para la parte gananciosa. Además, no se podrá rendir prueba en segunda instancia, salvo en casos excepcionales.



Adicionalmente, se estableció la preferencia para la vista de estas causas en segunda instancia, como lo dispone hoy día el Código del Trabajo.



En materia de tutela de derechos fundamentales, la Comisión se hizo cargo de la preocupación existente en cuanto a que su inclusión en las relaciones de orden laboral se podría prestar para abusos al demandarse prestaciones recargadas sobre el mérito de cuestiones de lato conocimiento y difícil resolución para los jueces del trabajo. 



En tal sentido, se concordó en que el catálogo de derechos fundamentales apuntaba a establecer límites a la potestad reglamentaria del empleador, siendo la sentencia natural en estos casos revertir la medida que dio origen a la denuncia. Asimismo, se precisó que las causas ventiladas por este concepto deben necesariamente provenir de la relación laboral, dejando fuera los aspectos que más bien se relacionan con materias que sin duda son de conocimiento del recurso de protección propiamente tal.



Un punto sensible decía relación a la posibilidad de que la sentencia, en caso de despido discriminatorio, establezca que el trabajador pueda optar entre su reincorporación o una indemnización recargada. La Comisión, de manera unánime, adoptó una solución que apunta a que esta opción del trabajador se aplique restrictivamente al caso en que el juez determine que dicho despido ha sido discriminatorio por haberse infringido el inciso cuarto del artículo 2º del Código del Trabajo, disposición que contempla los actos de discriminación, y, además, a que ello sea calificado como grave por el tribunal, mediante resolución fundada. Cabe hacer presente que esto se aplica sólo a propósito de actos de discriminación ejercidos por un empleador y no a otras infracciones.



En cuanto al procedimiento de mínima cuantía, denominado “procedimiento monitorio”, es preciso mencionar que incluirá todas las causas cuya cuantía no supere los ocho ingresos mínimos mensuales (un millón de pesos, aproximadamente). Eso permite a trabajadores modestos, de rentas bajas, acceder a un procedimiento que se inicia en la Inspección del Trabajo con el respectivo comparendo de conciliación. Si ésta no se produce, los antecedentes pasarán al tribunal del trabajo y el juez resolverá de plano. Si alguna de las partes no queda conforme, se iniciará el procedimiento de aplicación general.



Debo señalar que el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados restringía sólo a cuatro ingresos mínimos mensuales la cuantía para acceder a ese procedimiento abreviado.



Otra materia relevante se refería al monto de las multas. La Comisión de Trabajo y el Ejecutivo concordaron rebajar algunas de las que el proyecto elevaba; pero, de todas formas, se mantuvo una mayor sanción para la reincidencia en determinadas infracciones.



Señoras y señores Senadores, lo expuesto es reflejo de un esfuerzo intenso, consistente y consciente, que da cuenta de una preocupación central, cual es la importancia que tiene para el mundo del trabajo contar con un adecuado sistema judicial de resolución de conflictos, que sea expedito, rápido y eficaz.



La Comisión que tengo el honor de presidir ha dado una señal potente de que son posibles y viables los acuerdos en materias delicadas que históricamente han sido objeto de controversias, y de que todos abogamos por mejores relaciones laborales y por un profundo proceso de modernización de ellas. En este entendido, creemos estar proponiendo un proyecto equilibrado, que ha considerado indicaciones de todos los señores Senadores y que fue aprobado en forma unánime prácticamente en su articulado completo.



Hago presente que, a pesar de que probablemente se pida discusión separada para precisar algunas materias con mayor acuciosidad y profundidad, la médula de la iniciativa es la que he explicado.



Es cuanto puedo informar como Presidente de la Comisión de Trabajo, sin perjuicio de los planteamientos que estimen del caso formular los miembros de ese órgano técnico.



Por último, destaco la excelente labor desempeñada por la Secretaría de la Comisión. Su abogado secretario, don Mario Labbé, y su personal trabajaron arduamente para elaborar un comparado que refleja todo el complejo sistema que he expuesto y que fue objeto de largos e intensos debates.

El señor ROMERO (Presidente).- Antes de iniciar la discusión propiamente tal, si le parece a la Sala, daremos por aprobadas las modificaciones que fueron acordadas en forma unánime en la Comisión, aprovechando que tenemos el quórum necesario para acoger las normas de rango orgánico constitucional, que son los números 14 y 15.

El señor BOMBAL.- Señor Presidente, respecto de las enmiendas a los artículos 483 y 487, pienso que sería bueno realizar un debate más amplio.

El señor ROMERO (Presidente).- Por supuesto, Su Señoría.



Si no hubiere objeción, se darían por aprobadas las proposiciones unánimes de la Comisión y las de quórum especial.



--Se aprueban, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que votaron favorablemente 26 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- Entonces, quedan por votar cuatro disposiciones, que indicaré más adelante.



Tiene la palabra el Honorable señor Boeninger.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, sólo quiero decir algo muy breve para complementar la presentación hecha por el Senador señor Bombal, quien tuvo una participación bastante activa en la Comisión.



Deseo destacar dos aspectos que, a mi juicio, son la esencia de lo que persigue el proyecto -y ambos se han logrado bien-: tener una justicia laboral eficaz, rápida y oportuna, y, al mismo tiempo, cautelar el debido proceso.



Lo primero se alcanza fundamentalmente acercándose en forma casi total al principio de oralidad propio de la reforma procesal penal. Y ése es el camino que se ha seguido.



Respecto del segundo punto, luego de una larga discusión y de aprobar un conjunto de indicaciones, se aceptó, dado que hay diferencias entre el procedimiento penal y la justicia del trabajo, un sistema que no venía en el proyecto original: el de doble audiencia. A juicio de los miembros de la Comisión, tal solución da cuenta satisfactoria de esta materia. 



En consecuencia, aquí hay una armonía entre justicia rápida y eficaz, y el respeto al debido proceso, sin perjuicio de otros temas acerca de los cuales se quiera discutir.

El señor PROKURICA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, existe un amplio consenso acerca del colapso actual de la justicia laboral. La extensión de los juicios del trabajo en el tiempo -una minuta explicativa del Ministerio del Trabajo entregada hoy señala que la primera instancia puede durar tres años, y la segunda, dos-; los costos involucrados; la no correspondencia entre el juicio declarativo y la velocidad de los cambios que se producen en las relaciones de trabajo, y, muy principalmente, la profunda transformación experimentada por el ordenamiento procesal en las disciplinas penales y de familia, justifican plenamente el proyecto.



Quizás una de las principales razones estriba en el hecho de que la justicia lenta no es justicia. Más aún, en la mayoría de estos juicios las partes no están en igualdad de condiciones; por tanto, el tiempo corre en contra del trabajador. Éste vive básicamente de su remuneración. En consecuencia, un juicio muy lato termina doblegándodo, no por la razón, sino por el tiempo.



La iniciativa, señor Presidente, establece un procedimiento  oral, concentrado, gratuito y con una doble instancia de apelación, que se agregó en el Senado.



El proyecto recoge en forma importante las ideas matrices del Foro de la Reforma Procesal Laboral y Previsional. Ellas gozaron de amplio consenso y son las siguientes:



1º. La definición de un proceso marcado por la presencia de un juez rector y responsable del proceso, que cumple su función jurisdiccional bajo el principio de la inmediación;



2º. Un procedimiento concentrado y oral -quizás, ésta es la novedad- que elimina las trabas y dilaciones del procedimiento actual y permite a las partes el ejercicio de los derechos bajo la bilateralidad de la audiencia, y



3º. La solución de las controversias a través del efectivo razonamiento judicial en el ejercicio de las funciones y potestades del juez, en el marco de la norma clave de la administración de justicia, cual es la apreciación de la prueba conforme a la sana crítica.



El nuevo procedimiento laboral tiene por objeto central dar mayor rapidez a los juicios laborales, de forma tal que tanto trabajadores como empleadores puedan ejercer sus derechos en forma más expedita y eficaz.



No quiero alargarme, señor Presidente, pero creo importante dejar constancia, para la historia fidedigna de la ley, de que estos cambios, que son sustanciales, sólo podrán funcionar si se crean más tribunales de justicia, porque la actividad que se genera en esta área no va a poder ser absorbida por los que actualmente se hallan en funcionamiento. Entiendo que hay anuncios en esta materia; así que parece que esto va a tener un buen resultado.



Por último, como Presidente accidental de la Comisión, quiero agradecer a los señores Ministro y Subsecretario del Trabajo -como ya lo hizo el Presidente titular, Senador señor Bombal- por el especial interés y la capacidad de diálogo y entendimiento que demostraron en la tramitación del proyecto, lo que permitió la realización de un debate de muy alto nivel. En este trabajo también participaron los asesores, que ayudaron a perfeccionar el texto legal,  al igual que la Secretaría de la Comisión, que cumplió una labor fundamental.


El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, ante todo, hago mías las expresiones del Senador señor Prokurica y de aquellos que me han antecedido en el uso de la palabra. Y me congratulo de que el Senado -el Parlamento en general- pueda evacuar una normativa que agiliza la justicia laboral. De veras, considero de extrema necesidad avanzar en un procedimiento más expedito.



Me parece, además, que el proyecto constituye una respuesta oportuna y adecuada a una realidad nacional que golpea duramente: la asimetría con que los trabajadores encaran los procesos laborales, al verse expuestos a situaciones muy engorrosas e injustas, como la de tener que enfrentar a equipos de abogados que aplastan y atropellan sus derechos en forma bastante impune.



Sin embargo, creo que este avance en materia de justicia laboral debe tener un correlato en el ámbito del Ministerio del ramo, particularmente en la Dirección del Trabajo. En efecto, es necesario realizar esfuerzos que efectivamente permitan a estas instituciones, primero, contar con recursos humanos adecuados para el cumplimiento de sus funciones. Lo digo porque he visto -por ejemplo, en la provincia de El Loa- situaciones muy complejas y dramáticas debido a la escasez de elementos necsarios para cumplir adecuadamente su labor.



Y, en segundo lugar -con todo respeto y con la mayor prudencia-, sugiero más estrictez en su cometido a las instancias fiscalizadoras. En mi concepto, el nivel nacional debe ejercer un mejor control de las actividades sujetas a su supervigilancia, pues en ocasiones los derechos y los intereses de los trabajadores no se hallan suficientemente cautelados. Es una cuestión que me preocupa, sobre todo en la zona que acabo de mencionar.



Con todo, me produce gran complacencia ver el grado de acuerdo alcanzado, la altura con que se ha tratado el tema y la buena disposición mostrada por el Gobierno, lo cual permitirá despachar esta iniciativa en el día de hoy.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se iniciará el estudio particular de las tres normas aprobadas por mayoría en la Comisión y de aquella que fue objeto de una indicación renovada.



Acordado.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- Gracias, señor Presidente.



La primera modificación que no alcanzó unanimidad en el organismo técnico corresponde a la supresión del artículo 431, aprobada por tres votos contra dos. Votaron a favor los Senadores señores Bombal, Parra y Ruiz de Giorgio, y en contra, los Honorables señores Canessa y Prokurica.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión la supresión del artículo 431.



Tiene la palabra el Honorable señor Bombal.

El señor BOMBAL.- Señor Presidente, la razón para eliminar el precepto aparece de su sola lectura. Dice: “En la interpretación de las normas procesales, el tribunal deberá tener siempre presente que el fin del proceso es la efectividad de los derechos sustantivos de las partes". Consideramos que su contenido era obvio y que estaba de más.

El señor ROMERO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación electrónica.

El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la supresión del artículo 431 (21 votos contra 3, una abstención y 2 pareos).



Votaron por la afirmativa los señores Aburto, Boeninger, Bombal, Canessa, Coloma, Flores, Gazmuri, Larraín, Martínez, Matthei, Moreno, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Pizarro, Ruiz-Esquide, Silva, Vásquez, Vega y Viera-Gallo.



Votaron por la negativa los señores Horvath, Prokurica y Romero.



Se abstuvo el señor Cantero.



No votaron, por estar pareados, los señores Novoa y Zurita.


El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- Respecto del artículo 442, los Senadores señores Horvath, Prokurica, Espina, Vega, Bombal, Cariola, Novoa, Orpis, Martínez y Cantero han renovado la indicación Nº 57, para reemplazar su inciso tercero por el siguiente: 



“Las medidas precautorias se podrán disponer en cualquier estado de tramitación de la causa aun cuando no esté contestada la demanda o incluso antes de su presentación, como prejudiciales. En ambos casos se deberá siempre acreditar razonablemente el fundamento y la necesidad del derecho que se reclama. Si presentada la demanda al tribunal respectivo persistieran las circunstancias que motivaron su adopción, se mantendrán como precautorias. Si no se presentare la demanda en el término de diez días contados desde la fecha en que la medida se hizo efectiva, ésta caducará de pleno derecho y sin necesidad de resolución judicial, quedando el solicitante por este sólo hecho responsable de los perjuicios que se hubiere causado. Con todo, por motivos fundados y cuando se acredite por el demandado el inminente término de la empresa o su manifiesta insolvencia, el juez podrá prorrogar las medidas prejudiciales precautorias por el plazo prudencial que estime necesario para asegurar el resultado de la litis."

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión la indicación renovada.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, el nuevo procedimiento establece un mecanismo moderno y eficaz, como el de las medidas prejudiciales precautorias -entre ellas, el embargo-, las cuales podrán disponerse aun antes de notificarse la demanda, pues a veces, cuando los trabajadores hacen valer sus derechos, los empresarios desaparecen o venden sus bienes.



Ahora, ¿por qué renovamos la indicación? Aunque nos parece bien que puedan adoptarse tales medidas, ellas no deben ser ilimitadas, sino que tienen que enmarcarse dentro de ciertos parámetros, como ocurre en la justicia civil. Si se está demandando un millón, no puede pedirse una precautoria por 100 millones. De franquearse esa posibilidad, se corre el peligro de que las pequeñas empresas -no tanto las grandes- vayan a la quiebra a raíz de un juicio laboral por un monto menor. 



No estamos proponiendo que las medidas precautorias no existan, sino que se ajusten al valor de lo que se esté demandando.

El señor ROMERO (Presidente).- Como algunos señores Senadores desean emitir desde ya su preferencia, la votación nominal queda abierta a partir de este momento.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bombal.

El señor BOMBAL.- Señor Presidente, como muy bien indicó el Senador señor Prokurica, la indicación renovada sólo tiene por objeto acotar la cuantía de la medida precautoria que se está solicitando, precisamente para evitar un perjuicio a los trabajadores. Porque si la medida es extrema -como el embargo-, puede paralizar la empresa. Y ello, por la demanda -legítima- de un trabajador que reclama sus derechos judicialmente. O sea, el problema radica en que el monto exigido puede ser para la empresa -especialmente en el caso de las pymes- de una entidad financiera tal que descalabre su gestión. Y, ante una situación como ésta, los perjudicados serán los demás trabajadores, que nada tienen que ver con el litigio que lleva adelante la persona que cree estar afectada y que, con toda justicia, reclama sus derechos.



Entonces, el objetivo es acotar la medida prejudicial. Porque, incluso, el inciso segundo del artículo 442 dispone que puede llevarse a cabo la precautoria antes de que se notifique a la persona contra la cual se dicta. De suerte que ésta ni siquiera sabe que la afecta una demanda y que se ha tomado una medida de aquella índole. 



Por esa vía, entonces, se puede causar un gran perjuicio a la empresa. Y -reitero- es factible que una pequeña o mediana no resista esa situación; por lo tanto, el daño será para sus trabajadores.



Aquí no se trata de defender al empleador, sino de poner a resguardo a los trabajadores haciendo claridad respecto de la cuantía de los montos involucrados.



Ahora, si el tribunal fija la cuantía, ésa es otra cuestión. Pero ella no puede ser desproporcionada.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Parra.

El señor PARRA.- En verdad, señor Presidente, no hay contradicción entre lo que propone la Comisión de Trabajo y los términos de la indicación renovada. Al final, la regulación de la medida, a partir de lo que se solicite y de los antecedentes que se pongan a disposición, corresponderá al juez de la causa.



Por lo mismo, la única diferencia que se advierte entre una posición y la otra es que lo sugerido por la Comisión, evidentemente, se basa en la confianza en el criterio de los magistrados.



Así que no veo absolutamente ninguna contradicción de fondo. Y es claro que el monto de las medidas que se dispongan deberá ser proporcional a la pretensión que se haga valer ante el tribunal del trabajo correspondiente.

El señor ROMERO (Presidente).- Como algunos señores Senadores entregaron su voto en la Mesa, el señor Secretario pedirá el pronunciamiento de los restantes, por orden alfabético.

El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la indicación renovada Nº 57 (19 votos contra 11 y un pareo).



Votaron por la afirmativa los señores Aburto, Boeninger, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Coloma, Espina, Horvath, Larraín, Martínez, Matthei, Moreno, Orpis, Prokurica, Romero, Vega, Zaldívar (don Adolfo) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Flores, Gazmuri, Núñez, Ominami, Parra, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Vásquez y Viera-Gallo.



No votó, por estar pareado, el señor Novoa.

El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- En seguida, el artículo 492, que pasa a ser 478, tiene un inciso segundo, nuevo, que la Comisión aprobó por mayoría: 3 a favor (Senadores señores Canessa, Prokurica y José Ruiz) y una abstención (Honorable señor Parra).

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor Parra.

El señor PARRA.- Señor Presidente, no hago cuestión en este punto. De manera que solicito que se apruebe la norma.



--Se aprueba el inciso segundo, nuevo, propuesto para el artículo 492, que pasa a ser 478.
El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- Finalmente, corresponde tratar el inciso tercero del artículo 483, nuevo, al que la Comisión agregó la siguiente oración final: “En igual sentido se entenderán las represalias ejercidas en contra de los trabajadores, en razón o como consecuencia de la labor fiscalizadora de la Dirección del Trabajo o por el ejercicio de acciones judiciales.”.



Esa modificación se aprobó por mayoría: 4 votos a favor (Senadores señores Canessa, Parra, Prokurica y José Ruiz) y una abstención (Honorable señor Cariola).

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Honorable señor Boeninger.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, aquí se trasladó una medida relacionada con las represalias que un empleador pudiera tomar en contra de un trabajador que lo hubiere demandado por violación de derechos fundamentales. 



En consecuencia, el sentido de la oración agregada es que, como el tema inicial de la violación de los derechos fundamentales figuraba en un título especial donde se preveía la intervención del juez, no parecía razonable que la eventual represalia se radicara, dentro de los procedimientos ordinarios de la legislación laboral, en la Dirección del Trabajo. Entonces, al realizar dicho traslado, esta última materia, al igual que la violación de tales derechos, queda en manos del juez.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, me llama la atención la frase propuesta, que dice que “En igual sentido se entenderán las represalias ejercidas en contra de trabajadores”. ¿Qué son represalias? Malos tratos, imagino. ¿Qué es una represalia? ¿Mirar feo? ¿Subir el tono? ¿Exigir más pega? ¿Qué es? ¿Y cómo se decide que la represalia es consecuencia de la labor fiscalizadora? Podría ser porque no se hizo bien la pega o por otras razones.



¿Por qué me llama la atención esto? Porque, si hay una mala actitud del empleador hacia el trabajador, debería sancionarse, independientemente de cuál fue su causa.



Me llama la atención que sólo se sanciona cuando la represalia deriva de una labor fiscalizadora.



Además, ¿cómo se va a saber quién hizo el reclamo? Porque muchas veces las denuncias son anónimas.



Entonces, encuentro súper confuso el punto, pues, en el fondo, se presta para cualquier cosa.



En consecuencia, me gustaría una aclaración.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LJUBETIC (Ministro del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, la frase en cuestión, que concitó la casi unanimidad de la Comisión -sólo hubo una abstención-, responde a que se compartió el diagnóstico hecho en el sentido de que ésta es una situación recurrente en el mundo del trabajo y que genera una inhibición importante en cuanto a la utilización de los mecanismos institucionales previstos para la solución de los problemas laborales, sea por la vía administrativa -es decir, denuncia para los efectos de la fiscalización que debe realizar la Inspección del Trabajo-, sea (como vemos aquí) por el adecuado ejercicio de las acciones judiciales.



Nos hicimos cargo en la Comisión -y por eso la propuesta concitó tal nivel de acuerdo- de que ése constituía un inconveniente que atentaba contra el objetivo principal de la iniciativa, cual es generar acceso expedito a la justicia.



Esto tiene que ver con el desarrollo de un proyecto, no sólo desde el punto de vista institucional, sino también desde la perspectiva de despejar cuestiones que hoy día afectan a ese derecho; en particular, la recurrente existencia de represalias contra trabajadores que ejercen el derecho que se pretende franquear a través de esta iniciativa legal.



Ahora, ¿qué son represalias?, ¿cuándo se producen?, ¿cuándo responden a la situación expuesta? Lo determina el juez, a través del procedimiento establecido en este mismo proyecto. No es ni el trabajador, ni la organización sindical, ni la Inspección del Trabajo. Es el juez quien resuelve si se da la tipificación que consigna la norma en debate.



Eso, más lo explicado por el Senador señor Boeninger -en el sentido de ubicar el precepto aquí para tal finalidad y entender que no cae en el ámbito de las regulaciones o fiscalizaciones propias de la Dirección del Trabajo, sino que es una atribución exclusiva del juez- fue lo que suscitó la casi unanimidad, que naturalmente, como Ejecutivo, estamos por mantener.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente…

El señor ROMERO (Presidente).- Hay tres inscritos…

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, yo sólo formulé una pregunta.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene toda la razón.



Puede continuar, Su Señoría.

La señora MATTHEI.- Muchas gracias.



Señor Presidente, cuando una persona reclama porque fue objeto de un despido injustificado, la denuncia va con su nombre; y enfrenta el hecho porque la toca. Pero cuando se pide fiscalización y hay represalia, es porque alguien de la Dirección del Trabajo dio a conocer quién fue el denunciante. Y eso no se puede permitir.



Entonces, creo que esto está mal. Porque, cuando un trabajador formula una denuncia, la Dirección del Trabajo no tiene por qué dar su nombre. Y si no lo hace, no debiera haber represalias, pues no estaría claro hacia quién dirigirlas.



Siento que esto da para cualquier cosa.



Me parece bien el concepto, pero creo que es extraordinariamente amplio. No se entiende qué son represalias. Además, ellas no deberían existir, porque los reclamos tienen que ser anónimos.



Por otro lado, si un empleador exige algo al trabajador y éste lo toma como represalia, ello puede deberse a distintas causas. Al que no está ahí no le es factible calificar.



Señor Presidente, concordando con el fondo, pienso que esto está mal hecho, porque primero debería darse completa garantía al trabajador de que, cuando plantee un reclamo, nadie sabrá que él lo efectuó.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, votaremos a favor del artículo propuesto.



Entiendo lo planteado por la Senadora señora Matthei. Por cierto, cuando son empresas con 100 trabajadores, resulta difícil la detección. Pero si se trata de empresas pequeñas, de uno o dos trabajadores, es evidente quién hizo la denuncia.



Ahora, no me parece adecuado -y creo que es opinión casi unánime de la Comisión- que el trabajador, por ejercer sus derechos, reciba una sanción o sufra menoscabo en su trato laboral.



Sé que en algunos casos esto es difícil. Y estoy de acuerdo con la señora Senadora en que jamás una denuncia de este tipo se puede filtrar o poner en conocimiento del empresario, porque, sin duda, va a tener una contrapartida.



Pero ése es el caso: cuando se trata de empresas pequeñas que tienen pocos trabajadores.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bombal.

El señor BOMBAL.- Señor Presidente, la inquietud apunta a que, de algún modo, lo planteado viene a ser una ley en blanco. Todo va en esa dirección: a que el concepto de “represalia” no queda bien definido.



Al respecto, recuerdo a mi muy estimado profesor don Luis Bates, quien señalaba la importancia de una definición muy explícita en materias de esta naturaleza, cuando se trata de tipificar conductas.



Ésa es la preocupación que surge.



Convengo con la Senadora señora Matthei en que el fondo, lo que se persigue, es claro, sin lugar a dudas. Pero el concepto de “represalia” de alguna forma queda en blanco.



¿Qué se entiende por represalia? ¿Se dijo una mala palabra?

La señora MATTHEI.- ¡Le dolía la cabeza…!

El señor BOMBAL.- Es muy delicado un concepto tan abierto, sobre todo porque se viene precisando tan bien el proceso: juicio oral, etcétera.



Entonces, dejar estas ideas en blanco podría ser el día de mañana atentatorio contra el trabajador.

El señor ROMERO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se aprobará la proposición de la Comisión.



--Se aprueba la oración final sugerida por la Comisión de Trabajo para el inciso tercero del artículo 483, nuevo, y el proyecto queda despachado en este trámite.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LJUBETIC (Ministro del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, simplemente, quiero expresar mi agradecimiento al Senado. Y reitero los conceptos señalados por los Honorables señores Bombal y Prokurica. Se trató de un trabajo muy arduo, muy profesional, muy técnico, que da cuenta del consenso existente en el país en cuanto a la necesidad de poner rápido término a la crítica situación existente en materia de administración de justicia en los ámbitos laboral y previsional.



Esperamos que esta iniciativa, que hoy se halla en su penúltimo paso legislativo, constituya una muy buena noticia para todos los trabajadores chilenos y para el mundo del trabajo del país en general.



Muchas gracias.
RESTABLECIMIENTO DE BONIFICACIÓN FISCAL PARA

ENFERMEDADES CATASTRÓFICAS

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que restablece la bonificación fiscal para las enfermedades catastróficas establecidas en la ley Nº 19.779, con informes de las Comisiones de Salud y de Hacienda.


--Los antecedentes sobre el proyecto (3960-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 34ª, en 7 de septiembre de 2005.


Informes de Comisión:


Salud, sesión 38ª, en 4 de octubre de 2005.


Hacienda, sesión 42ª, en 18 de octubre de 2005.


Discusión:



Sesión 39ª, en 5 de octubre de 2005 (se aprueba en general).
El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- El Ejecutivo hizo presente la urgencia para el despacho del proyecto y la calificó de “suma”.



La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 5 de octubre de 2005, estableciéndose el correspondiente plazo para formular indicaciones, al término del cual no se presentó ninguna, por lo que el proyecto se envió a la Comisión de Hacienda, en cumplimiento de las normas legales y reglamentarias existentes sobre la materia.



La Comisión de Hacienda, de conformidad con su competencia, se pronunció sobre los artículos 1º y 3º del proyecto de ley, a los que dio aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis), en los mismos términos en que lo hizo en general la Sala de la Corporación.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, se trata sencillamente de prorrogar en el tiempo algunos beneficios previstos para la importación de medicamentos destinados a tratar enfermedades catastróficas. Sólo se repone algo que venció, que ha dado buen resultado. Y lo aprobamos por consenso.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto unánimemente.



--Se aprueba en particular el proyecto por unanimidad, y queda despachado en este trámite.
VII. TIEMPO DE VOTACIONES
BASE DE CÁLCULO PARA ASIGNACIÓN DE ZONA EN PROVINCIA DE PALENA Y EN UNDÉCIMA REGIÓN. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario para dar cuenta de un proyecto de acuerdo.

El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- Proyecto de acuerdo suscrito por diversos señores Senadores para solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República el envío a trámite legislativo de una iniciativa que permita, respecto de los trabajadores fiscales de la provincia de Palena y de la Región de Aisén, calcular la asignación de zona sobre la base del sueldo imponible.



--Se aprueba por unanimidad.
VIII. INCIDENTES
PETICIONES DE OFICIOS

El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

------------


--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



De los señores CANTERO Y HORVATH:



A los señores Ministro de Salud y Superintendente de Servicios Sanitarios, llamando su atención sobre MAL FUNCIONAMIENTO DE PLANTA DE TRATAMIENTO DE AGUAS SERVIDAS DE CALAMA (SEGUNDA REGIÓN).



Del señor ESPINA:



Al señor Ministro de Educación, solicitándole MEDIDAS ANTE IRREGULARIDADES EN COMPLEJO EDUCACIONAL VICTORIA (NOVENA REGIÓN). Al señor Subsecretario del Interior, planteándole FALTA DE RESPUESTA A OFICIOS DIRIGIDOS A SEÑORA DIRECTORA NACIONAL DE INSTITUTO NACIONAL DEL DEPORTE Y A SEÑORES GENERAL DIRECTOR DE CARABINEROS Y DIRECTOR DE CONAF NOVENA REGIÓN. A la señora Subsecretaria de Salud Pública, requiriéndole información sobre RETRASO EN AUTORIZACIÓN DE FUNCIONAMIENTO DE CENTRO OPTOMÉTRICO DE ÓPTICAS SANTA VICTORIA LIMITADA. Al señor Subsecretario de Salud de La Araucanía, solicitándole información concerniente a RETRASO EN AUTORIZACIÓN A LICEO EDUCASE PARA CURSO DE AUXILIARES PARAMÉDICOS DE ENFERMERÍA. Y al señor Director de Vialidad de la Secretaría Ministerial de Obras Públicas de La Araucanía, pidiéndole OBRAS DE EMERGENCIA ANTE COLAPSO DE DOS BASES DE PUENTE ÑANCO, EN COMUNA DE COLLIPULLI.



Del señor HORVATH:



Al señor Contralor General de la República, solicitándole analizar SUSTENTO LEGAL DE RESOLUCIÓN EXENTA N° 3456, DE SUBSECRETARÍA DE PESCA, QUE AUTORIZA A PESCADORES ARTESANALES DE DÉCIMA REGIÓN PARA PARTICIPAR EN PESCA DE INVESTIGACIÓN RESPECTO DE DIVERSOS RECURSOS. A los señores Ministro de Economía, Subsecretario de Pesca y Director Nacional de SERNAPESCA, pidiéndoles informar sobre CAUSAS DE RESOLUCIÓN EXENTA Nº 3456, DE SUBSECRETARIA DE PESCA, QUE AUTORIZA A PESCADORES ARTESANALES DE DÉCIMA REGIÓN PARA PARTICIPAR EN PESCA DE INVESTIGACIÓN RESPECTO DE DIVERSOS RECURSOS. A los señores Ministros de Educación y de Bienes Nacionales; a la señora Directora Ejecutiva de CONAMA, y al señor Secretario Ejecutivo del Consejo de Monumentos Nacionales, pidiéndoles estudios para DECLARACIÓN DE HUMEDALES DE RÍOS MURTA Y BAKER, EN SECTOR LOS ÑADIS, COMO SANTUARIOS DE LA NATURALEZA. Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones; al señor Director Nacional de SERNATUR; a los señores Secretarios Regionales Ministeriales de Transportes de Aisén y de Magallanes; a los señores Secretarios Regionales Ministeriales de Obras Públicas de Aisén y de Magallanes; al señor Intendente de Magallanes; al señor Director Regional de SERNATUR, y a los señores Consejeros Regionales integrantes de las Comisiones de Obras Públicas de las Regiones de Aisén y de Magallanes, solicitándoles estudios para MEJORAMIENTO DE INFRAESTRUCTURA PORTUARIA DE REGIONES UNDÉCIMA Y DUODÉCIMA. A los señores Director Nacional de Vialidad y Director de Vialidad de Undécima Región, pidiéndoles considerar CONSTRUCCIÓN DE PASARELA O PUENTE COLGANTE EN SECTOR RÍO MURTA, FRENTE A RÍO HUIÑA.



Del señor ORPIS:



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, solicitándole información en cuanto a EXPROPIACIÓN POR SERVIU DE VIVIENDAS EN SECTORES LAS CABRAS Y COLORADO, DE IQUIQUE (PRIMERA REGIÓN).



Del señor ZALDÍVAR (don Andrés):



Al señor Ministro Secretario General de la Presidencia, pidiéndole patrocinio presidencial para PROYECTO DE LEY MODIFICATORIO DE PLAZO PARA REGULARIZACIÓN DE DERECHOS DE AGUAS.

------------
El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Socialista.



Tiene la palabra el Senador señor Viera-Gallo.
ANALISIS EN COMISIÓN DE SALUD DEL SENADO 

SOBRE GRIPE AVIAR

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, quiero aprovechar la hora de Incidentes para llamar la atención de mis Honorables colegas sobre la sesión que la Comisión de Salud celebrará mañana -me corresponde presidirla- a propósito de la llamada “gripe aviar”, que, en el fondo, es la expansión de un virus -el H5N1- que ha provocado alarma mundial.



A la sesión de mañana están invitados el Ministro de Salud, el Presidente del Colegio Médico, el Presidente de los Productores de Aves y representantes del Laboratorio Roche.



No necesitamos exagerar. Basta leer la prensa para darse cuenta de que estamos ante la eventual repetición de una pandemia. Ojalá no ocurra lo mismo que en la llamada “gripe española”, de 1918, que causó 40 millones de muertos, o en la gripe asiática, de 1957, o en la de Hong Kong, de 1968, donde hubo menos problemas.



Tanto en el Hospital Monte Sinaí, de Nueva York, cuanto en el Instituto de Patología de las Fuerzas Armadas de los Estados Unidos, según un estudio recién publicado en la revista “Nature”, acaba de determinarse la composición genética del virus de 1918, observándose muchas similitudes con el de la “gripe de las aves”. Y podría ocurrir -ojalá que no- que este último mutara dentro de un organismo -por ejemplo, en el de un cerdo o en el de un ser humano-, generando una especie de mezcla del virus original con el de una gripe común. El nuevo virus provocaría una tasa de mortalidad de 50 por ciento de los contagiados.



El Ministro de Salud ha dicho que en Chile la población afectada ascendería a 6 millones. Y todos sabemos lo que puede significar la transmisión global de una enfermedad de este tipo.



Llamo la atención de la Sala, porque me parece importante hacer conciencia acerca de este enorme problema de salud pública. Pero, como ha dicho la autoridad, no hay que exagerarlo ni subvalorarlo. El problema está ahí, y la mayor dificultad radica en que las aves migratorias son las transmisoras del virus. Es decir, no hay territorios libres del contagio, si bien se centra principalmente en regiones asiáticas y se acerca a Europa, riesgo que se ve favorecido por el comienzo del invierno en el Hemisferio Norte, época donde es más fácil adquirir este tipo de enfermedad. Pero podría llegar a Chile.



El Ministro de Salud anunció un plan de contingencia, que se explicará mañana en la Comisión del ramo. Se han planteado observaciones o críticas. Creo importante tenerlas en cuenta.



Pero hay una situación que considero indispensable traer a colación, porque sus consecuencias van más allá de lo estrictamente médico: el Laboratorio Roche, de Suiza, es el único que hasta ahora fabrica un medicamento, llamado “Tamiflu”, que contrarresta los efectos iniciales del virus. Pues bien, pese a que el costo de cada dosis es de 25 mil 765 pesos, ese antiviral se encuentra agotado en las farmacias chilenas. Y la gente informada lo compra por prevención. 



Éste es un problema mundial. Por eso, la Organización Mundial de la Salud y el Secretario General de la ONU, en declaraciones importantes, han llamado al Laboratorio Roche a aumentar la producción de dicho fármaco o a permitir la fabricación del genérico, especialmente por países como India, de manera que toda la Humanidad se encuentre en condiciones de adquirirlo. Si bien no evita la enfermedad, por lo menos posibilita hacerle frente en una primera etapa.



Aquí se plantea una gran contradicción entre las patentes que protegen la propiedad intelectual, por una parte, y las exigencias de salud pública, por otra. No es la primera vez que esto ocurre. Pasó con el sida. Todos recordarán la lucha que dio el Gobierno de Sudáfrica. Al final, los laboratorios que habían fabricado los antirretrovirales decidieron bajar los precios, llegando a una situación en que se permitió el uso de genéricos. Eso ha contrarrestado en parte el avance de la epidemia en África.



Y hoy día de nuevo nos enfrentamos a un conflicto entre propiedad privada, por un lado -en este caso, propiedad intelectual de un medicamento-, y exigencias de salud pública, por otro.



No es fácil resolver el problema. Si la salud pública predominara, los laboratorios privados dejarían de hacer investigación. Y son éstos los que gastan millones en investigar. Sin embargo, no parece lógico que una empresa transnacional pretenda lucrar sobre la base de aumentar los precios cuando la demanda de un producto es mayor.



Por eso fue importante que en la Conferencia de la OMS de Doha, celebrada en 2001, se haya emitido una declaración explícita sobre cómo resolver la contradicción entre patente intelectual y salud pública. Por cierto,  se pronuncia por la primacía de la salud pública, pero se da cierta recompensa al laboratorio propietario de la marca.



En el caso de Chile, estimo muy importante saber si se cuenta con cantidad suficiente de Tamiflu y qué hará el Laboratorio Roche si, por las exigencias del Gobierno en cuanto a su plan en contra de la gripe aviar, se requiere una importación mayor de medicamento.



Asimismo, sería necesario extremar las medidas de control, especialmente de las aves migratorias, para evitar el contagio hasta donde sea posible.



He querido llamar la atención sobre este tema por sus enormes consecuencias, no sólo en salud pública, sino también en el área económica de cualquier país, y por cierto, de Chile.



Reitero a mis Honorables colegas que esta materia se va a discutir mañana.



Porque debemos comunicar a nuestras Regiones las cuestiones de interés público. Y no hay duda de que este tema es de primer orden en la conciencia ciudadana, pues está de por medio la salud de todos nosotros.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En el turno del Comité Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, lo planteado por el Senador señor Viera-Gallo reviste enorme trascendencia. Por eso, a lo menos, quiero dejar constancia del conflicto entre propiedad privada y ciertos hechos públicos, como los que se están presentando a nivel mundial.



Entre paréntesis, en la reforma de la Ley de Propiedad Intelectual se legisló sobre las licencias no voluntarias, que de alguna manera abordan determinadas emergencias que podrían producirse en los planos nacional e internacional. 



El objeto de esas licencias es precisamente atender este tipo de situaciones.



Nada más, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Los Comités Institucionales 2, Institucionales 1, Mixto, Demócrata Cristiano y Renovación Nacional no intervendrán.



Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:4.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESION 40ª, ORDINARIA, EN MARTES 11 DE OCTUBRE DE 2.005



Presidencia de los Honorables Senadores señores Romero, Presidente, y Gazmuri, Vicepresidente.



Asisten los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen), y señores Aburto, Arancibia, Ávila, Boeninger, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Coloma, Cordero, Espina, Fernández, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Pizarro, Prokurica, Ríos, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Valdés, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Asisten, asimismo, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Eduardo Dockendorff, el señor Ministro de Justicia Subrogante, don Jaime Arellano, el señor Subsecretario de Justicia Subrogante, don Francisco Maldonado y el señor Subsecretario de Transportes, don Guillermo Díaz.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.
________________________

ACTAS



Las actas de las sesiones trigésima séptima, especial, y trigésima octava, ordinaria, ambas de 4 de octubre de 2005, y trigésima novena, ordinaria, de 5 de octubre de 2005, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

___________________________

CUENTA

Mensajes



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República, con los que da inicio a los siguientes proyectos de ley: 



1) El relativo a las remuneraciones en el exterior del personal que se desempeñe en unidades militares en operaciones de paz o misiones equivalentes (Boletín N° 4.008-02).



-- Pasa a la Comisión de Defensa Nacional y a la de Hacienda, en su caso.



2) El que amplía el concepto de accidente del trabajo contemplado en la ley N° 16.744, sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales (Boletín N° 4.009-13).



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, y a la de Hacienda, en su caso.

Oficios


Del señor Ministro de Defensa Nacional, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Fernández, sobre descuento a los pensionados y montepiadas de las Fuerzas Armadas para el Fondo de Retiro.



Tres del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Larraín, sobre cronograma de construcción del puente Sifón, en la comuna de Linares.



Con el segundo, responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre efecto del incremento de tránsito en vías de acceso al Centro de Manejo de Residuos Sólidos de La Araucanía, en la comuna de Lautaro.



Con el tercero, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor García, sobre pavimentación de la Ruta S-887, camino de acceso al Volcán Villarrica.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Moreno, sobre estudios para buscar soluciones a los problemas de construcción detectados en los departamentos de la Población Pablo Neruda, en Santa Cruz.



Del señor Subsecretario de Planificación, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre la posibilidad de incorporar la Asociación Mapuche de la comuna de Curacautín a la segunda fase del Programa Orígenes.



De la señora Directora Nacional del Instituto Nacional de Deportes, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre proyectos aprobados, por el Instituto a su cargo, para la comuna de Lautaro. 



Del señor Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre modificación de las bases de llamado a postulación para el otorgamiento de subsidios a estudios de preinversión para proyectos de energía de pequeño tamaño.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Protocolo Adicional al Acuerdo por el que se establece una Asociación entre la República de Chile, por una parte, y la Comunidad Europea y sus Estados Miembros, por otra, para tener en cuenta la adhesión a la Unión Europea de la República Checa, la República de Estonia, la República de Chipre, la República de Letonia, la República de Lituania, la República de Hungría, la República de Malta, la República de Polonia, la República de Eslovenia y la República Eslovaca y sus anexos”, suscrito en Santiago, Chile, el 16 de diciembre de 2004 (Boletín N° 3.917-10).



Uno de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que autoriza al Estado de Chile para aprobar el Estatuto de Roma, que crea la Corte Penal Internacional (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín Nº 2.912-07), y en el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que permite el reconocimiento de la jurisdicción de los Tribunales Internacionales (Boletín Nº 3.491-07).



Tres de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaídos en los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que ordena la anotación de los vehículos robados en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados (Boletín Nº 3.344-15).



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley de Tránsito, con el fin de exigir licencia especial clase “F” para conducir vehículos de emergencia de bomberos (Boletín Nº 3.556-15).



3) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el decreto ley Nº 2.564, de 1979, sobre Aviación Comercial (Boletín Nº 3.316-15).



-- Quedan para tabla.

- - -



Durante la sesión se agregan a la Cuenta los siguientes asuntos:

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, informa que ha desechado algunas de las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín Nº 3.021-07), a la vez que comunica la nómina de los Honorables señores Diputados que integrarán a Comisión Mixta que deberá formarse, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República.



-- Se toma conocimiento y se designa a los Honorables señores Senadores miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para que integren la referida Comisión Mixta.



Con el segundo, comunica que ha dado su aprobación al informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas, entre ambas Cámaras, durante la tramitación del proyecto de ley que establece como obligatoria la declaración jurada patrimonial de bienes a las autoridades que ejercen una función pública (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín Nº 2.394-07).



-- Queda para tabla.



Con el tercero, informa que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que introduce modificaciones a la aplicación de los procedimientos de la Ley de Tribunales de Familia (Boletín N° 3.989-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y se autoriza a la Comisión a discutirlo en general y en particular en su primer informe.

___________________________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

 

1.- Incluir en la Cuenta de esta sesión, el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la reforma procesal penal (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín Nº 3.465-07), tan pronto llegue a la Sala.



2.- Autorizar a la Comisión Mixta para citar a sesión con dos horas de anticipación, con el propósito de tratar el proyecto de ley que establece  un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la  ley penal (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín Nº 3.021-07).



3.- Tratar en el Orden del Día, como números 2, 3 y 4, los proyectos signados con los numerales 6, 8 y 9, esto es:



a) Informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 (ex artículo 68) de la Constitución Política, en primer trámite, recaído en el proyecto de ley que regula la investigación científica en el ser humano, su genoma y prohíbe la clonación humana (Boletín Nº 1.993-11).



b) Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que concede acción pública tratándose de infracciones a las normas relativas al trabajo de menores, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social (Boletín Nº 3.524-13).



c) Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica la Ley de Navegación respecto de naves abandonadas, con informe de la Comisión de Defensa Nacional (Boletín Nº 2.733-02).



4.- Solicitar al señor Presidente que coloque en Tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria del día de mañana, las iniciativas que figuran con los números 7 y 10 en la Tabla de hoy, a saber:



a) Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que  modifica el artículo 13 del decreto con fuerza de ley Nº 120, de 1960, Ley Orgánica de la Polla Chilena de Beneficencia, con informe de la Comisión de Hacienda (Boletín Nº 2.815-05).



b) Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados sobre competencia desleal, con informe de la Comisión de Economía (Boletín Nº 3.356-03).



5.- Solicitar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento que absuelva con la máxima celeridad posible la consulta formulada por la Sala, relativa al alcance del artículo 8° de la Constitución Política de la República, en relación con el Reglamento del Senado.

________________



Inmediatamente, el señor Secretario General expresa que en sesión 39ª, ordinaria, de 5 de octubre de 2005, quedó pendiente la determinación del plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que confiere el carácter de título profesional universitario a las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición y Dietética, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional, correspondiente al Boletín Nº 3.849-04.



El señor Presidente propone a la Sala como plazo para presentar indicaciones al referido proyecto, el día 10 de noviembre de 2005, a las 12:00 horas.



Así se acuerda.

________________

FÁCIL DESPACHO

Informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 (ex artículo 68) de la Constitución Política, aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que introduce diversas modificaciones a la ley Nº 18.290, en materia de 

tránsito terrestre



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del informe de la Comisión Mixta de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 (ex artículo 68) de la Constitución Política, aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que introduce diversas modificaciones a la ley Nº 18.290, en materia de tránsito terrestre, correspondiente al Boletín Nº 999-15, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.



Agrega que la controversia entre ambas Cámaras tuvo su origen en el rechazo, por parte de la Honorable Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de algunas de las enmiendas efectuadas por el Senado, en el segundo trámite constitucional.



El señor Secretario General expresa que en mérito de las consideraciones contenidas en su informe, la Comisión Mixta, por unanimidad, acordó sugerir, como forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, aprobar la siguiente proposición:

“ARTÍCULO 1º

Nº 8 (Pasó a ser Nº 24)



24) Modifícase el artículo 79, en la forma siguiente:



e) Agréganse, a continuación del número 10, los siguientes incisos:



“El uso de cinturón de seguridad será obligatorio para los ocupantes de los asientos delanteros. Igual obligación regirá para los ocupantes de asientos traseros de vehículos livianos, definidos por el decreto supremo Nº 211, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 1991, cuyo año de fabricación sea 2002 o posterior. En los servicios de transporte de pasajeros en taxis, cualquiera sea su modalidad, la responsabilidad del uso del cinturón de seguridad recae en el pasajero, salvo que dicho elemento no funcione, en cuyo caso será imputable a su propietario.



Se prohíbe el traslado de menores de ocho años en los asientos delanteros en automóviles, camionetas, camiones y similares, excepto en aquellos de cabina simple.



Los conductores, serán responsables del uso obligatorio de sillas para niños menores de cuatro años que viajen en los asientos traseros de los vehículos livianos, de acuerdo a las exigencias y el calendario que fijará el reglamento. Se exceptúan de esta obligación, los servicios de transporte de pasajeros en taxis, en cualquiera de sus modalidades.



Los vehículos de transporte escolar deberán estar equipados con cinturón de seguridad para todos sus pasajeros y su uso será obligatorio en todos los vehículos cuyo año de fabricación sea 2007 en adelante.”.

NÚMEROS NUEVOS

Nº 3

Artículo 11



3) En el artículo 11, reemplázase la palabra “domicilio” por “residencia”.

Nº 22

Artículo 72



22) Reemplázase el artículo 72, por el siguiente:



“Artículo 72.- Desde media hora después de la puesta de sol, hasta media hora antes de su salida y cada vez que las condiciones del tiempo lo requieran o el reglamento lo determine, los vehículos deberán llevar encendidas las luces que éste establezca.



Sin embargo, las motocicletas, bicimotos, motonetas y similares, deberán circular permanentemente con sus luces fijas encendidas y las bicicletas deberán contar con elementos reflectantes.”.

Nº 27

Artículo 84



27) Reemplázase el artículo 84, por el siguiente:



“Artículo 84.- Todo conductor de motocicletas, motonetas, bicimotos y su acompañante deberán usar  casco protector reglamentario. El uso de caso protector, en el caso de las bicicletas, será exigible sólo en las zonas urbanas.”. 

Nº 29

Artículo 91



29) En el artículo 91, reemplázase el número 4, por el siguiente:



“4.- Admitir animales, canastos, bultos o paquetes que molesten a los pasajeros o que impidan la circulación por el pasillo del vehículo. Exceptúanse de esta prohibición, los perros de asistencia que acompañen a pasajeros con discapacidad.”.

Nº 96

Artículo 209



96) En el artículo 209, introdúcense las siguientes enmiendas:



1.- Sustitúyense su encabezamiento y la letra a), por los siguientes:



“Artículo 209.- Sin perjuicio de las multas que sean procedentes y de lo señalado en los artículos 196 C y 196 E, el juez decretará la cancelación de la licencia de conducir del infractor, en los siguientes casos:



a) Ser responsable por tres veces dentro de los últimos 12 meses de conducir un vehículo bajo la influencia del alcohol o ser responsable por tres veces dentro de los últimos 24 meses de conducir en estado de ebriedad o bajo el efecto de estupefacientes o sustancias sicotrópicas;”.

- - -



El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que puedan ingresar a la Sala el señor Subsecretario de Transportes y el señor Subsecretario de Justicia Subrogante.



Así se acuerda.

- - -



A continuación, el señor Presidente pone en discusión la proposición de la Comisión Mixta y hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Novoa y Zaldívar (don Andrés).

_______________



El Honorable Senador señor Zaldívar (don Andrés), durante su intervención, hace presente que la exigencia del uso de casco protector para los ciclistas en las zonas urbanas, se va a traducir en un menor uso de bicicletas, por constituir un requisito excesivo.

_______________



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición de la Comisión Mixta, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de esta asunto.



El texto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.290, de Tránsito:



1) En el artículo 2º:



a) Intercálanse, respetando el orden alfabético, las siguientes definiciones:



“Ciclovía o ciclopista: espacio destinado al uso exclusivo de bicicletas y triciclos;”.



“Cruce de ferrocarriles: intersección de una calle o camino con una vía férrea por la cual existe tráfico regular de trenes;”.



“Pista de uso exclusivo: espacio de la calzada debidamente señalizado, destinado únicamente al uso de ciertos vehículos, determinados por la autoridad correspondiente;”.



“Vía exclusiva: calzada debidamente señalizada, destinada únicamente al uso de ciertos vehículos, determinados por la autoridad correspondiente;”.



b) Reemplázanse, en el orden alfabético correspondiente, las definiciones de “Esquina”, “Línea de detención de vehículos”, “Paso para peatones” y “Señal de tránsito”, por las siguientes:



“Esquina: el vértice del ángulo que forman las líneas de edificación o deslinde convergentes, según sea el caso;



Línea de detención de vehículos: la línea transversal a la calzada, demarcada o imaginaria, antes de una intersección o un paso para peatones, que no debe ser sobrepasada por los vehículos que deban detenerse. Si no estuviera demarcada, se entiende que está:



- en cruces regulados y pasos para peatones, a no menos de un metro antes de éstos, y



- en otros cruces, justo antes de la intersección;



Paso para peatones: la senda de seguridad en la calzada, señalizada conforme al reglamento. En cruces regulados no demarcados, corresponderá a la franja formada por la prolongación imaginaria de las aceras;



Señal de tránsito: los dispositivos, signos y demarcaciones oficiales, de mensaje permanente o variable, instalados por la autoridad con el objetivo de regular, advertir o encauzar el tránsito;”.



c) Reemplázase en la definición de “Guarda-cruzada”, la frase “Funcionario a cargo” por “encargado”.



2) En el artículo 4°, inciso primero, sustitúyese la frase final “al Juzgado del Trabajo correspondiente.”, por “a la Inspección del Trabajo correspondiente al domicilio del empleador.”.



3) En el artículo 11, reemplázase la palabra “domicilio” por “residencia”. 


4) En el artículo 12, introdúcense las siguientes modificaciones en la LICENCIA NO  PROFESIONAL,  Clase B:



a) Reemplázase la expresión “o cuatro ruedas” por “o más ruedas”;



b) Intercálase  entre la coma (,) que sigue a la palabra “asientos” y la conjunción “o”, la frase “excluido el del conductor;”, y



c) Sustitúyese la expresión “peso total” por “peso combinado”.



5) En el artículo 13:



a) Reemplázanse, en el número 2, la expresión “,y” por un punto y coma (;) 



b) Reemplázase en el número 3, el punto final (.) por la expresión “,y”.



c) Intercálase en la “LICENCIA NO PROFESIONAL CLASE B”, en el segundo párrafo del número 1, entre la palabra “persona” y la expresión “que sea poseedora” la frase “en condiciones de sustituirlo en la conducción de acuerdo a lo establecido en el artículo 115”, y derógase su oración final.



6) En el artículo 14 bis, reemplázase el inciso quinto, por el siguiente: 



“A los residentes en Chile que estén en posesión de licencias extranjeras, se les podrá otorgar la que soliciten, siempre que acrediten, en su caso, la antigüedad requerida en la Clase correspondiente y cumplan con los demás requisitos aplicables a la licencia de conducir de que se trate.”.



7) En el artículo 15,  intercálase, en el inciso primero, entre la palabra “sufrido” y la expresión  “por las siguientes causas”, la frase “en los 5 años anteriores,”.



8) Reemplázase el artículo 18, por el siguiente:



“Artículo 18.- La licencia de conductor será de duración indefinida y mantendrá su vigencia mientras su titular reúna los requisitos o exigencias que señale la ley.



El titular de una licencia no profesional Clase B o C, o de una licencia especial, deberá acreditar cada 6 años que cumple con los requisitos de idoneidad moral, física y síquica, en la forma establecida en los artículos 14 y 21.



El titular de una licencia profesional deberá acreditar, cada 4 años,  que cumple con los requisitos exigidos en los números 1 y 4 del inciso primero del artículo 13.



El titular de una licencia Clase A-1 o A-2 obtenidas antes del 8 de marzo de 1997 deberá acreditar, cada 4 años, que cumple con los requisitos exigidos en los números 1, 2 y 4 del inciso primero del artículo 13, con excepción de los conocimientos prácticos.”.



9) En el artículo 19:



a) Derógase el inciso primero.



b) Elimínanse, en el inciso segundo, que pasa a ser inciso primero, la frase “En todo caso,”, iniciándose con mayúscula el artículo “El”, que le sigue, y reemplázase la expresión “inciso anterior” `por “artículo anterior”.

 

10) En el inciso final del artículo 21, reemplázase la referencia a los “artículos 18 y 19, ” por “incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 18, ”.



11) En el artículo 26, sustitúyese la palabra “conducir” por “conductor”.



12) En el inciso cuarto del artículo 34, intercálase, entre la palabra “parcial” y el punto (.) que le sigue, la siguiente frase: “o la cancelación de la inscripción a solicitud del propietario”.



13) En el artículo 35, reemplázanse los incisos primero y segundo, por los siguientes:



“Artículo 35.- En el Registro de Vehículos Motorizados se inscribirán, además, las variaciones de dominio de los vehículos inscritos.



No serán oponibles a terceros ni se podrán hacer valer en juicio los gravámenes, prohibiciones, embargos, medidas precautorias, arrendamientos con opción de compra u otros títulos que otorguen la tenencia material del vehículo, mientras no se efectúe la correspondiente anotación en el Registro.”.



14) En el artículo 36, agrégase el siguiente inciso final:



“Para los efectos de lo señalado en este artículo, las sociedades y demás personas jurídicas deberán individualizar en la inscripción a su representante legal. Mientras esta inscripción no sea modificada, el representante legal mantendrá dicha calidad para todos los efectos de esta ley y las notificaciones que a él se hagan se entenderán validamente practicadas.”.



15) Sustitúyese, en el artículo 49, la forma verbal “podrá” por “deberá”.



16) En el artículo 55, agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:



“El remolque de vehículos motorizados deberá efectuarse en las condiciones que determine el reglamento.”.



17) En el artículo 58, agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:



“Todo vehículo que transporte carga de terceros debe justificarla con la carta de porte a que se refieren los artículos 173 y siguientes del Código de Comercio. La infracción a lo dispuesto en este inciso, será sancionada con multa de 3 a 10 unidades tributarias mensuales, quedando obligados solidariamente a su pago el conductor infractor, el porteador y el cargador.”.



18) Incorpórase, en el artículo 62, el siguiente inciso segundo, nuevo:



“A estos vehículos les serán aplicables las normas referentes a revisión técnica y a seguridad, en lo que fueran pertinentes, según su capacidad de carga y especialidad.”.



19) Reemplázase el artículo 64, por el siguiente:



“Artículo 64.- Los vehículos deberán contar con el o los sistemas de freno, luces y elementos retroreflectantes que determine el reglamento.”.



20) Deróganse los artículos 65, 66, 67, 68, 69, 70, 74, 75, 76 y 77.



21) Reemplázase el inciso segundo del artículo 71, por el siguiente:



“Sólo los vehículos de emergencia y los demás que determine el reglamento que se dicte podrán o deberán estar provistos de dispositivos luminosos, fijos o giratorios, y su uso se sujetará a lo que el reglamento respectivo determine.”.



22) Reemplázase el artículo 72, por el siguiente:



“Artículo 72.- Desde media hora después de la puesta de sol, hasta media hora antes de su salida y cada vez que las condiciones del tiempo lo requieran o el reglamento lo determine, los vehículos deberán llevar encendidas las luces que éste establezca.



Sin embargo, las motocicletas, bicimotos, motonetas y similares, deberán circular permanentemente con sus luces fijas encendidas y las bicicletas deberán contar con elementos reflectantes.”.



23) Elimínase, en el inciso tercero del artículo 78, la frase “indicados en el artículo anterior” y la coma (,) que le sigue.



24) Modifícase el artículo 79, en la forma siguiente:



a) Agrégase, al inciso primero del número 1, la oración “Prohíbense los vidrios oscuros o polarizados, salvo los que se contemplen en el Reglamento.”.



b) Reemplázase el número 7, por el siguiente:



“7.- Dispositivos para casos de emergencia que cumplan con los requisitos que el reglamento determine;”.



“c) Sustitúyese el número 8, por el siguiente:



“8.- Rueda de repuesto en buen estado y los elementos necesarios para el reemplazo, salvo en aquellos casos que determine el reglamento;”.



d) En el número 10, elimínase la oración “Su uso es obligatorio para los ocupantes de ellos.”, y 



e) Agréganse, a continuación del número 10, los siguientes incisos, nuevos:



“El uso de cinturón de seguridad será obligatorio para los ocupantes de los asientos delanteros. Igual obligación regirá para los ocupantes de asientos traseros de vehículos livianos, definidos por el decreto supremo Nº 211, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 1991, cuyo año de fabricación sea 2002 o posterior. En los servicios de transporte de pasajeros en taxis, cualquiera sea su modalidad, la responsabilidad del uso del cinturón de seguridad recae en el pasajero, salvo que dicho elemento no funcione, en cuyo caso será imputable a su propietario.



Se prohíbe el traslado de menores de ocho años en los asientos delanteros en automóviles, camionetas, camiones y similares, excepto en aquellos de cabina simple.



Los conductores, serán responsables del uso obligatorio de sillas para niños menores de cuatro años que viajen en los asientos traseros de los vehículos livianos, de acuerdo a las exigencias y el calendario que fijará el reglamento. Se exceptúan de esta obligación, los servicios de transporte de pasajeros en taxis, en cualquiera de sus modalidades.



Los vehículos de transporte escolar deberán estar equipados con cinturón de seguridad para todos sus pasajeros y su uso será obligatorio en todos los vehículos cuyo año de fabricación sea 2007 en adelante.”.



25) Reemplázase el artículo 80, por el siguiente:



“Artículo 80.- Se prohíbe el transporte de animales domésticos en los asientos delanteros de los vehículos. Cuando éstos sean transportados en la parte trasera de camionetas u otros vehículos abiertos, deberán ir suficientemente asegurados con arneses especiales.”.



26) Elimínase, en el inciso primero del artículo 81, la siguiente frase final: “El tubo de escape no deberá sobresalir de la parte trasera de la estructura del vehículo y permitirá el escape del gas sólo en forma paralela a la calzada.”.



27) Reemplázase el artículo 84, por el siguiente:



“Artículo 84.- Todo conductor de motocicletas, motonetas, bicimotos y su acompañante deberán usar  casco protector reglamentario. El uso de caso protector, en el caso de las bicicletas, será exigible sólo en las zonas urbanas.”. 



28) En el artículo 85, reemplázase la frase “de seguridad.” por “que permitan mantener el control del vehículo y proporcionen seguridad a los ocupantes”.



29) En el artículo 91, reemplázase el número 4, por el siguiente:



“4.- Admitir animales, canastos, bultos o paquetes que molesten a los pasajeros o que impidan la circulación por el pasillo del vehículo. Exceptúanse de esta prohibición, los perros de asistencia que acompañen a pasajeros con discapacidad.”.



30) Reemplázase el artículo 92, por el siguiente:



“Artículo 92.- Los pasajeros tienen la obligación de pagar la tarifa, respetar las normas de comportamiento que determinan la ley, la moral y las buenas costumbres y abstenerse de ejecutar cualquier acto que impida el normal desempeño del conductor. 



Asimismo, les estará estrictamente prohibido fumar.”.



31) Derógase el artículo 93.



32) En el artículo 94, reemplázase su inciso tercero, por el siguiente:



“Dicho documento o el de homologación, en su caso, y el de gases, deberán portarse siempre en el vehículo y encontrarse vigentes.”.



33) Reemplázase el artículo 100, por el siguiente:



“Artículo 100.- Será responsabilidad de las Municipalidades la instalación y mantención de la señalización del tránsito, salvo cuando se trate de vías cuya instalación y mantención corresponda al Ministerio de Obras Públicas. 



La instalación y mantención de las señales del tránsito deberá efectuarse de acuerdo a las normas técnicas que emita el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.



34) Agrégase, al artículo 101, el siguiente inciso segundo, nuevo:



“La instalación de la señalización o barreras sin tener facultades otorgadas por esta ley, o sin permiso municipal o del Ministerio de Obras Públicas, en su caso, salvo en sitio de siniestro o accidente, estará penada con multa de ocho a dieciséis unidades tributarias mensuales y el comiso de las especies. Se presumirá como autor de esta infracción a la persona natural o jurídica que aparezca como beneficiada.”.



35) En el artículo 102:



a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “de peligro” por “que corresponda”, y agrégase, a continuación de las palabras “los trabajos”, la frase “, conforme al Manual de Señalización de Tránsito”.



b) Reemplázanse, en el inciso cuarto, la expresión “$252.500 a $505.100” por “8 a 16 unidades tributarias mensuales”.



36) En el artículo 103:



a) Sustitúyese, su inciso segundo, por el siguiente:



“Asimismo, no podrán instalarse ni mantenerse, en las aceras, bermas, bandejones o plazas, a menos de veinte metros del punto determinado por la intersección de las prolongaciones imaginarias de las líneas de soleras o cunetas que convergen, quioscos, casetas, propaganda ni otro elemento similar, ni vegetación que impida al conductor que se aproxima a un cruce la plena visual sobre vehículos y peatones.”.



b) Suprímese, en el inciso tercero, la palabra “comercial”.



37) En el artículo 104, sustitúyese la frase “La Dirección de Vialidad” por “El Ministerio de Obras Públicas”.



38) Sustitúyese el artículo 105, por el siguiente:



“Artículo 105.- La autoridad competente, o el tribunal, de oficio o a petición de parte, deberá retirar o hacer retirar las señales no oficiales, las barreras o cualquier otro letrero, objeto publicitario, signo, demarcación o elemento que altere la señalización oficial, dificulte su percepción, reduzca la visibilidad para conductores o peatones, o que no cumpla con lo dispuesto en el artículo precedente.”.



39) En el artículo 108, intercálase entre las palabras “Los conductores” y  “deberán”, la frase “, salvo señalización en contrario,”.



40) Sustitúyese el artículo 109, por el siguiente:



“Artículo 109.- En los caminos y calles que crucen a nivel una vía férrea, las empresas de ferrocarriles y el Ministerio de Obras Públicas o la Municipalidad respectiva, en su caso, deberán colocar y mantener la señalización que determine el reglamento.”.



41) Reemplázase el artículo 110, por el siguiente: 



“Artículo 110.- Las indicaciones de los semáforos serán:



1.- Luces no intermitentes:



a) Luz verde: indica paso. Los vehículos que enfrenten el semáforo pueden continuar o virar a la derecha o a la izquierda, salvo que se prohíba la maniobra mediante una señal.



Los peatones que enfrenten la luz verde, pueden cruzar la calzada por el paso correspondiente.



Al encenderse la luz verde, los vehículos deberán ceder el paso a los que se encuentren atravesando el cruce y a los peatones que estén cruzando.



El conductor que enfrente la luz verde, sólo avanzará si el vehículo tiene espacio suficiente para no bloquear el cruce.



b) Luz amarilla: indica prevención. Los vehículos que enfrenten esta señal deberán detenerse antes de entrar al cruce, pues les advierte que el color rojo aparecerá a continuación. Si la luz amarilla los sorprende tan próximos al cruce que ya no puedan detenerse con suficiente seguridad, deberán continuar con precaución.



Los peatones que enfrenten esta señal, deberán abstenerse de descender a la calzada y los que se encuentren en el paso para peatones tienen derecho a terminar el cruce.



c) Luz roja: indica detención. Los vehículos que enfrenten esta señal deberán detenerse antes de la línea de detención y no deberán avanzar hasta que se encienda la luz verde.



Los peatones que enfrenten esta señal no deberán bajar a la calzada ni cruzarla.



2.- Luces intermitentes:



a) Una luz roja intermitente indica “CEDA EL PASO”. 



b) Dos luces rojas intermitentes en forma alternada, significan que los vehículos que las enfrenten no deben sobrepasar la línea de detención o, si no la hubiera, la vertical de la señal. Estas luces sólo podrán instalarse en cruces ferroviarios a nivel y para dar preferencia de paso a vehículos de bomberos o ambulancias que se incorporan a la vía.


c) Luz amarilla intermitente, advierte peligro.



3.- Indicaciones de flecha verde:



La luz verde de un semáforo que contenga una flecha iluminada, significa que los vehículos sólo pueden tomar la dirección indicada por ésta.



Las flechas que signifiquen autorización para seguir en línea recta tendrán la punta dirigida hacia arriba.



La señal del semáforo que comprenda una o varias luces verdes suplementarias que contengan una o varias flechas, el hecho de iluminarse ésta o éstas significa, cualesquiera que sean las otras indicaciones que presente el semáforo, autorización para que los vehículos prosi​gan su marcha en el o los sentidos indicados por la o las flechas.



La indicación de flecha verde intermitente tendrá el mismo significado que la luz amarilla, descrita en la letra b) del punto 1.



4.- Indicaciones para vehículos de transporte público:



Tratándose de pistas segregadas destinadas exclusiva y permanentemente a la circulación de vehículos que prestan servicio de transporte público de pasajeros, los semáforos podrán ser diferentes y en ellos se podrá reemplazar el color verde por el blanco.


5.- Los semáforos destinados exclusivamente a los peatones o a los ciclistas se distinguirán por tener dibujado sobre la lente la figura de un peatón o de una bicicleta, según corresponda. Los colores tendrán el siguiente significado:



a) La luz verde indica que los peatones o los ciclistas pueden cruzar la calzada o intersección, según sea el caso, por el paso correspondiente, esté o no demarcado.



b) La luz roja indica que los peatones no pueden ingresar a la calzada ni cruzarla o que los ciclistas deben detenerse antes de la línea de detención.



c) La luz verde intermitente significa que el período durante el cual los peatones o los ciclistas pueden atravesar la calzada está por concluir y se va a encender la luz roja, por lo que deben abstenerse de iniciar el cruce y, a su vez, permite a los que ya estén cruzando la calzada terminar de atravesarla.".



42) Reemplázase el artículo 111, por el siguiente:



“Artículo 111.- Las luces rojas o verdes instaladas sobre el centro de una o más pistas de circulación, indicarán prohibición de hacer uso de la pista sobre la cual aquéllas se encuentren, o, autorización para usarlas, respectivamente.”.



43) Reemplázase el artículo 112, por el siguiente:



“Artículo 112.- Las Municipalidades y el Ministerio de Obras Públicas, según corresponda, serán responsables del buen funcionamiento de las señales luminosas.”.



44) En el artículo 114, agrégase el siguiente inciso final, nuevo:



“Se prohíbe llevar abiertas las puertas del vehículo, abrirlas antes de su completa detención o abrirlas, mantenerlas  abiertas o descender del mismo sin haberse cerciorado previamente de que ello no implica entorpecimiento o peligro para otros usuarios.”.



45) Establécense, como artículo 115 B, los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 115 A.


46) Derógase el artículo 116.



47) En el artículo 120:



a) Intercálase en su número 1, entre la palabra “adelante” y la preposición “a”, las palabras “o sobrepase”, y



b) Elimínase su Nº 3.



48) En el artículo 123, reemplázanse las palabras “demarcada o imaginaria” por “demarcado o imaginario”.



49) Reemplázase el artículo 124, por el siguiente:



“Artículo 124.- El conductor de un vehículo que adelante o sobrepase a otro, deberá hacerlo por la izquierda y a una distancia que garantice seguridad, y no volverá a tomar la pista de la derecha hasta que tenga distancia suficiente y segura delante del vehículo que acaba de adelantar o sobrepasar.



El conductor del vehículo que es adelantado o sobrepasado deberá ceder el  paso en favor del que lo adelante o sobrepase y no deberá aumentar la velocidad hasta que éste complete la maniobra.”.



50) Reemplázase el artículo 127, por el siguiente:



“Artículo 127.- Ningún vehículo podrá adelantar o sobrepasar a otro en un paso de peatones ni en un cruce, salvo que éstos se encuentren regulados.”.



51) Reemplázase el artículo 133, por el siguiente:



“Artículo 133.- Si se destinaran o señalaran vías o pistas exclusivas para el tránsito de bicicletas, motonetas, motocicletas o similares, sus conductores sólo deberán transitar por ellas y quedará prohibido a otros vehículos usarlas.”.



52) En el inciso primero del artículo 138, reemplázase la frase “cruces o pasos reglamentarios” por la palabra “pasos”.



53) En el número 3, del artículo 139, intercálase, antes de la coma (,) que precede a la conjunción “y”, la frase “e ingresar a la pista más próxima a su viraje,”.



54) Agrégase, al artículo 142, el siguiente inciso tercero, nuevo:



“Con todo, tratándose de bicimotos, triciclos, bicicletas y similares, la señalización de maniobra de viraje a la derecha podrá ser advertida con el brazo de ese lado extendido horizontalmente.”.



55) Derógase el artículo 149.



56) En el artículo 151, introdúcense las siguientes modificaciones:



a) Intercálase, en el inciso primero, entre las palabras “velocidades” y “máximas” la expresión “mínimas o”;



b) Agrégase, el siguiente inciso tercero, nuevo:



“En Zona de Escuela, en horarios de entrada y salida de los alumnos, los vehículos no podrán circular a más de treinta kilómetros por hora.”, y



c) Agrégase el siguiente inciso final:



“El conductor que se aproxime a un vehículo de transporte escolar detenido con su dispositivo de luz intermitente, en los lugares habilitados para ello, deberá reducir la velocidad hasta detenerse si fuera necesario, para continuar luego con la debida precaución.”.



57) En el artículo 152, introdúcense las siguientes modificaciones:



a) Sustitúyense, en el inciso segundo,  la conjunción “y” que figura entre la palabra “Vialidad” y el artículo “las”, por la conjunción “o”, y 



b) Suprímese, en este mismo inciso, la frase “de oficio o a petición de Carabineros de Chile,”.



58) Agrégase en el artículo 157, el siguiente inciso segundo, nuevo:



“Se prohíbe al conductor abrir las puertas del vehículo antes de su completa detención, mantenerlas abiertas y descender o permitir el descenso, sin asegurarse previamente de que ello no implica entorpecimiento o peligro.”.



59) Derógase el artículo 158.



60) Agrégase, al artículo 159, el siguiente número 8, nuevo, reemplazándose la expresión “, y” al final del numeral 6 por un punto y coma (;) y  el  punto  final (.) después del numeral 7 por la expresión “, y”:



“8.- En las calzadas o bermas de los caminos públicos de dos o más pistas de circulación en un mismo sentido.”.



61) En el artículo 160:



a) Sustitúyese su número 8, por el siguiente:



“8.- A menos de 15 metros de la puerta principal de entrada a recintos militares, policiales o de Gendarmería de Chile.  Esta prohibición se indicará, a requerimiento de la respectiva institución u organismo, mediante señales oficiales, y no se aplicará a los vehículos de propiedad de las respectivas instituciones, ni a los vehículos que éstas autoricen al efecto.”.



b) Agrégase el  siguiente inciso final, nuevo:



“Las distancias establecidas en este artículo se entienden medidas por el costado de la acera correspondiente.”.



62) En el artículo 161, intercálase, en el inciso primero, entre las palabras "Inspectores" y "Municipales", la expresión "Fiscales o".



63) En el artículo 162, introdúcense, las siguientes enmiendas:



a) Intercálase, en el inciso primero, entre las palabras “estacionamiento” y “durante”, la frase “o luces de emergencia”, y



b) Reemplázase el inciso segundo, por el siguiente:



“Los conductores de vehículos estacionados accidentalmente por averías, desperfectos mecánicos u otras causas similares, deberán advertir el hecho mediante los dispositivos para casos de emergencia que determine el reglamento.”.



64) En el artículo 164, introdúcense, las siguientes enmiendas:



a) Elimínase, en el inciso primero, la frase “y previo informe de Carabineros”.



b) Agrégase, en el inciso primero, a continuación del punto final (.), la siguiente oración: “En vías de red vial básica, la autorización se regirá por el reglamento que dicte el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.



65) Reemplázanse los numerales 3 y 4 del artículo 165, por los siguientes:



“3.- Ejercer el comercio ambulante en calzadas y bermas o el comercio estacionado sin permiso municipal o sin autorización del Ministerio de Obras Públicas, en su caso;



4.- Construir o colocar quioscos, casetas y toda otra instalación similar, sin permiso del Ministerio de Obras Públicas o de la Municipalidad, en su caso.”.”.



66) En el artículo 167:



a) Agrégase al Nº 3, a continuación del punto y coma (;) que pasa a ser coma (,), la siguiente frase: “ni saltar vallas peatonales ni pasar entre o sobre rejas u otros dispositivos existentes entre calzadas con tránsito opuesto;”.



b) Reemplázase el Nº 4, por el siguiente:



“4.- Cruzar las calzadas por los pasos para peatones o por los pasos a desnivel;”.



c) Derógase el número 5, y



d) Intercálase, en el último párrafo del número 7, entre la frase “En todo caso,” y la palabra “tendrán”,  la frase “en los pasos para peatones”. 



67) En el artículo 169, agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:



“En el caso de las actividades que se desarrollen en las vías de la red vial básica, la autorización deberá concederse por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, y en el caso de aquéllas que se efectúen en caminos públicos, por el Ministerio de Obras Públicas.”.



68) En el artículo 172:



a) Sustitúyese, en el número 7, la frase “los artículos” por “el artículo” y elimínase la expresión  “y 149”.



b) Intercálase, en el número 14, entre la expresión “, o en contravención a lo dispuesto en el número 8 del artículo 159;



c) Derógase el número 18.



69) En el artículo 174:



a) Reemplázase, el inciso segundo, por el siguiente:



“El conductor, el propietario del vehículo y el tenedor del mismo a cualquier título, a menos que estos últimos acrediten que el vehículo fue usado contra su voluntad, son solidariamente responsables de los daños o perjuicios que se ocasionen con su uso, sin perjuicio de la responsabilidad de terceros de conformidad a la legislación vigente.”.



b) Agrégase el siguiente inciso final:



“La responsabilidad civil del propietario del vehículo será de cargo del arrendatario del mismo cuando el contrato de arrendamiento sea con opción de compra e irrevocable y cuya inscripción en el Registro de Vehículos Motorizados haya sido solicitada con anterioridad al accidente.  En todo caso, el afectado podrá ejercer sus derechos sobre el vehículo arrendado.”.


70) Reemplázase el artículo 178, por el siguiente:



“Artículo 178.- Toda modificación que se hiciera al sentido del tránsito de las vías públicas, deberá darse a conocer por la Municipalidad correspondiente por medio de avisos, que se difundirán por tres días, a lo menos, en el diario, periódico, radios, u otros medios de comunicación social, de mayor circulación o sintonía en la comuna o comunas que correspondan. La  modificación sólo entrará a regir una vez efectuada la difusión indicada e instaladas las señalizaciones oficiales.



Los actos administrativos que dicte el Secretario Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones, durante los episodios críticos de contaminación ambiental, producirán sus efectos desde la fecha de su dictación, entendiéndose notificados los usuarios mediante la publicidad de la decisión en los medios de comunicación social, sin perjuicio de su posterior publicación en el Diario Oficial.”.


71) En el artículo 179, introdúcense las siguientes enmiendas:



a) Intercálase, en el inciso primero, entre las palabras “retirados por” y el artículo “los”, las palabras “por orden de”, y



b) Agrégase, en el inciso segundo, a continuación de la frase “del Tribunal competente”, la frase “o del Ministerio Público”.



72) Reemplázase en el inciso primero del artículo 180, la expresión “por Carabineros” por la frase “por orden de Carabineros, a costa de su dueño,”.



73) En el artículo 181:



a) Agrégase, al final del inciso primero, la frase “o del Ministerio Público”.



b) Reemplázanse, en el inciso tercero, las palabras “peatón o pasajero” por “peatón, pasajero o ciclista”. 



74) En el artículo 185, introdúcense las siguientes enmiendas:



a) Intercálase, en el inciso segundo, a continuación de la expresión “Tribunal correspondiente”, la frase “o al Ministerio Público”, y



b) Agrégase, antes del punto final (.) del inciso tercero, la frase “o del Ministerio Público”.”.



75) En el artículo 186, agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:



“Las constancias relativas a accidentes de tránsito serán siempre públicas. Las denuncias e informes técnicos serán públicos en el Tribunal.”.



76) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 187, la primera oración que dice: “El dueño, representante legal o encargado de un garaje o taller de reparaciones de automóviles al que se llevara  un vehículo motorizado que muestre la evidencia de haber sufrido un accidente, deberá dar cuenta a la unidad o destacamento de Carabineros más próximo, dentro de las veinticuatro horas de haber recibido el vehículo, en los formularios y con las indicaciones que señale el reglamento.” por  “Igual obligación recaerá en el dueño, representante legal o encargado de un garaje o taller de reparaciones de automóviles al que se llevara un vehículo motorizado que haya participado en un accidente, quien deberá dar cuenta a la unidad o destacamento de Carabineros más próximo, dentro de las veinticuatro horas de haber recibido el vehículo, en los formularios y con las indicaciones que señale el reglamento.”.


77) En el artículo 189, sustituir los incisos segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto, por los siguientes: 



“Carabineros, asimismo, podrá practicar estos exámenes a toda persona respecto de la cual tema fundadamente que se apresta a conducir un vehículo en lugar público y que presente signos externos de no estar en plenitud de facultades para ello. Si la prueba resulta positiva, Carabineros deberá prohibirle la conducción del vehículo por un plazo no superior a 3 horas, en caso de encontrarse bajo la influencia del alcohol, ni de 12 horas, en caso de encontrarse en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias estupefacientes o psicotrópicas. Durante el período de tiempo que fije Carabineros, el afectado podrá ser conducido a la Unidad Policial respectiva, a menos que se allane a inmovilizar el vehículo por el tiempo que fije Carabineros o señale a otra persona que, haciéndose responsable, se haga cargo de la conducción durante dicho plazo. Esta disposición se aplicará sin perjuicio de las demás medidas o sanciones previstas en las leyes. 



En el caso que la persona se apreste a conducir bajo la influencia del alcohol, en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias estupefacientes o psicotrópicas, el juez aplicará la sanción indicada en el artículo 196 B o 196 E, disminuida o en grado de tentativa, según corresponda.”.”.



78) “En el artículo 191, intercálanse, entre la conjunción “o” y la palabra “concurrirá”, las frases “en su cédula de identidad. En su defecto,”.



79) Sustituir la denominación del Título XVII “De los delitos, cuasidelitos y contravenciones” por “De los delitos, cuasidelitos y de la conducción bajo la influencia del alcohol, en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas”.



80) Intercalar, como artículo 196 A 1, el siguiente:



“Artículo 196 A 1.- “El que instale señales de tránsito o barreras sin estar facultado para ello, salvo en caso de siniestro o accidente, será penado con multa de ocho a dieciséis unidades tributarias mensuales, además del comiso de las especies. Se presumirá como autor de esta infracción a la persona natural o jurídica beneficiada con la infracción.”.”.



81) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 196 A bis:



a) Reemplázase su denominación por “Artículo 196 B”.



b) Reemplázase la letra e),  por la siguiente:



“e) Conduzca, a sabiendas, un vehículo con placa patente ocultada o alterada o utilice, a sabiendas, una placa patente falsa o que corresponda a otro vehículo.”.”.



c) Reemplázase, al final de la letra f), la coma (,) y la conjunción “y” por un punto y coma (;).



d) Reemplazar la letra g), por la siguiente:



“g) Otorgue un certificado de revisión técnica sin haber practicado realmente la revisión o que contenga afirmaciones de hechos relevantes contrarios a la verdad; detente formularios para extenderlos, sin tener título para ello; falsifique un certificado de revisión técnica o de emisión de gases, permiso de circulación o certificado de seguro obligatorio.



El que adultere un certificado de revisión técnica o de emisión de gases, permiso de circulación o certificado de seguro obligatorio o utilice a sabiendas uno falsificado o adulterado, será sancionado con la pena señalada en el artículo 490 Nº 2 del Código Penal.”.



e) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:



“Las penas señaladas en este artículo se aplicarán también al responsable de la circulación de un vehículo con permiso de circulación, certificado de seguro automotor o certificado de revisión técnica falsos, adulterados u obtenidos en contravención de esta ley o utilizando una placa patente falsa, adulterada o que correspondiere a otro vehículo.”.


82) Sustitúyase el artículo 196 B, que pasa a ser artículo 196 C, por el siguiente:



“Artículo 196 C.-  El que infringiendo la prohibición establecida en el inciso segundo del artículo 115 A, conduzca, opere o desempeñe las funciones bajo la influencia del alcohol, ya sea que no se ocasione daño alguno ni lesiones, o que con ello se causen daños materiales o lesiones leves, será sancionado con multa de una a cinco unidades tributarias mensuales y la suspensión de la licencia de conducir por un mes. 



Si, a consecuencia de esa conducción, operación o desempeño, se causaren lesiones menos graves, se impondrá la pena de prisión en su grado mínimo o multa de cuatro a diez unidades tributarias mensuales y la suspensión de la licencia de conducir de dos a cuatro meses. 



Si se causaren lesiones graves, la pena asignada será aquélla señalada en el artículo 490 Nº 2 del Código Penal y la suspensión de la licencia de conducir de cuatro a ocho meses.



Si se causaren algunas de las lesiones indicadas en el artículo 397 Nº 1 del Código Penal o la muerte, se impondrá la pena de reclusión menor en su grado máximo, multa de ocho a quince unidades tributarias mensuales y la suspensión de la licencia para conducir por el plazo que determine el juez, el que no podrá ser inferior a doce ni superior a veinticuatro meses.



Los jueces podrán siempre, aunque no medie condena por concurrir alguna circunstancia eximente de responsabilidad penal, decretar la inhabilidad temporal o perpetua para conducir vehículos motorizados, si las condiciones psíquicas y morales del autor lo aconseja.



En caso de reincidencia el infractor sufrirá, además de la pena que le corresponda, la suspensión de la licencia para conducir por el tiempo que estime el juez, el que no podrá ser inferior a veinticuatro ni superior a cuarenta y ocho meses.”.


83) En el artículo 196 D, reemplázase en el inciso segundo, la expresión “$29.900 a $ 119.500” por “5 a 10 unidades tributarias mensuales”.



83 bis) Intercalar, como artículo 196 D 1, el siguiente:



“Artículo 196 D 1.-El incumplimiento, a sabiendas, de lo señalado en el artículo 173 será sancionado con multa de 3 a 7 unidades tributarias mensuales y con la suspensión de su licencia hasta por un mes. El incumplimiento, a sabiendas, de lo señalado en el artículo 183 será sancionado con la suspensión de la licencia de conducir por un plazo máximo de  12 meses y si el juez así lo estimare, presidio menor en grado mínimo a medio, salvo que las lesiones producidas tengan el carácter de leves, en cuyo caso se aplicará la sanción del inciso primero del artículo 196 C.”.



84) En el artículo 196 E, inciso cuarto, reemplázase la referencia al “artículo 196 B” por “artículo 196 C”.


85) En el artículo 196 F, agregar, a continuación del inciso sexto, los siguientes incisos, nuevos:



“Si el conductor se encuentra bajo la influencia del alcohol, se procederá a cursar la denuncia correspondiente por la falta sancionada en el artículo 196 C.



Si del resultado de la prueba se desprende que se ha incurrido en la conducción en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas castigadas en el artículo 196 E, el conductor será citado a comparecer ante la autoridad correspondiente. En los demás casos previstos en el mismo artículo, también podrá citarse al imputado si no fuera posible conducirlo inmediatamente ante el juez, y el oficial a cargo del recinto policial considerara que existen suficientes garantías de su oportuna comparecencia.



Lo establecido en el inciso anterior procederá siempre que el imputado tuviere control sobre sus actos, o lo recuperare, y se asegure que no continuará conduciendo. Para ello, la policía adoptará las medidas necesarias para informar a la familia del imputado o a las personas que él indique acerca del lugar en el que se encuentra, o bien le otorgará las facilidades para que se comunique telefónicamente con alguna de ellas, a fin de que sea conducido a su domicilio, bajo su responsabilidad. Podrá emplearse en estos casos el procedimiento señalado en el inciso final del artículo 7, en lo que resultare aplicable.



Si no concurrieren las circunstancias establecidas en los dos incisos precedentes, se mantendrá detenido al imputado para ponerlo a disposición del tribunal, el que podrá decretar la prisión preventiva cuando procediere de acuerdo con las reglas generales. Sin perjuicio de la citación al imputado, o de su detención cuando corresponda, aquél será conducido a un establecimiento hospitalario para la práctica de los exámenes a que se refiere el artículo siguiente.”.”.



86) Derógase el artículo 196 G y suprímese el epígrafe que lo precede, denominado “Del desempeño bajo la influencia del alcohol.”.



87) Reemplázase el epígrafe “De las infracciones gravísimas, graves, menos graves y leves y su penalidad”, que precede al artículo 197, por el siguiente: “De las infracciones o contravenciones”.



88) Reemplázase el artículo 197, por el siguiente:



“Artículo 197.- Son infracciones o contravenciones gravísimas, las siguientes:



1.- Eliminado;



2.- No detenerse ante la luz roja de las señales luminosas del tránsito, o ante la señal “PARE”;



3.- Derogado;



4.- Conducir sin haber obtenido licencia de conductor, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 196 D; 



5.- Eliminado, y



6.- Eliminado.”.



89) Reemplázase el artículo 198, por el siguiente:



“Articulo 198.- Son infracciones o contravenciones graves las siguientes:



1.- Conducir un vehiculo en condiciones físicas o psíquicas deficientes;



2.- Eliminado;



3.- Conducir un vehículo con una licencia de conductor distinta a la que corresponda, salvo lo dispuesto en el inciso primero del artículo 196 D;



4.- Sobrepasar o adelantar en la situación prevista en los números 1 y 2 del artículo 126, en un paso para peatones o en un cruce no regulado, o sobrepasar por la berma;



5.- Entregar el dueño o su tenedor un vehículo para que lo conduzca persona que no cumpla con los requisitos para conducir;



6.- Conducir un vehículo sin la placa patente;



7.- Desobedecer las señales u órdenes de tránsito de un integrante de Carabineros de Chile o las de un inspector fiscal en los procedimientos de fiscalización del transporte público y privado remunerado de pasajeros y transporte de carga;



8.- No respetar los signos y demás señales que rigen el tránsito público, que no sean las indicadas en el número 2 del artículo anterior;



9.- Eliminado;



10.- No cumplir con lo dispuesto en el artículo 135 ó en el artículo 121; 



11.- Conducir un vehículo contra el sentido del tránsito;



12.- Eliminado;



13.- Conducir por la izquierda del eje de la calzada en una vía que tenga tránsito en ambos sentidos, ocupando el todo o parte del ancho de dicha calzada, salvo la excepción del artículo 126;



14.- No respetar el derecho preferente de paso de un peatón o de otro conductor;



15.- Detener o estacionar un vehículo en contravención a lo establecido en los números 6, 7  u 8 del artículo 159;



16.- Infringir las normas sobre virajes contempladas en los artículos 138 y 139;



17.- Conducir un vehículo con sus sistemas de dirección o de frenos en condiciones deficientes;



18.- Conducir un vehículo sin luces en las horas y circunstancias en que las exige esta ley o sus reglamentos;



19.- Conducir un vehículo con uno o más neumáticos en mal estado;



20.- Eliminado;



21.- No bajar la luz en carretera al enfrentar o acercarse por detrás a otro vehículo; 



22.- Conducir un vehículo sin revisión técnica de reglamento, de homologación o de emisión de contaminantes vigentes o infringiendo las normas en materia de emisiones;



23.- Mantener animales sueltos en la vía pública o cierros en mal estado que permitan su salida a ella;



24.- No detener el vehículo antes de cruzar una línea férrea;



25.- Efectuar servicio público de pasajeros con vehículo rechazado en las revisiones técnicas de reglamento, o respecto de las cuales no se haya cumplido el trámite en su oportunidad;



26.- Conducir un taxi sin taxímetro debiendo llevarlo, tener éste sin el sello de la autoridad o acondicionado de modo que no marque la tarifa reglamentaria;



27.- Proveer de combustible a los vehículos de locomoción colectiva con pasajeros en su interior;



28.- Conducir un vehículo sin tacógrafo u otro dispositivo que registre en el tiempo la velocidad y distancia recorrida, o con éste en mal estado o en condiciones deficientes, cuando su uso sea obligatorio;



29.- Conducir un vehículo sin permiso de circulación o sin certificado de un seguro obligatorio de accidentes causados por vehículos motorizados, vigentes;



30.- Mantener en circulación un vehículo destinado al servicio público de pasajeros o al transporte de carga con infracción a los artículos 63, 64 y 82 o sin las revisiones técnicas de reglamentos aprobadas o con el sistema de dirección en mal estado, de las que será responsable el propietario;



31.- Conducir un vehículo con infracción de lo señalado en los artículos 56 ó 59;



32.- Usar indebidamente estacionamientos exclusivos para personas con discapacidad;



33.- Detener o estacionar un vehículo en doble fila, respecto a otro vehículo detenido o estacionado junto a la cuneta;



34.- Cruzar una vía férrea en lugar no autorizado;



35.- Conducir un vehículo infringiendo lo dispuesto en el número 10 del artículo 79;



36.- Conducir haciendo uso de un teléfono celular u otro aparato de telecomunicaciones, salvo que tal uso se efectúe por medio de un sistema de “manos libres”, cuyas características serán determinadas por reglamento;



37.- Mantener abiertas las puertas de un vehículo de locomoción colectiva mientras se encuentra en movimiento; llevar pasajeros en las pisaderas o no detenerse junto a la acera al tomar o dejar pasajeros;



38.- Circular por la mitad izquierda de la calzada, salvo en las excepciones mencionadas en los artículos 120 y 129;



39.- Transitar en un área urbana con restricciones por razones de contaminación ambiental, sin estar autorizado;



40.- Usar cualquier tipo de elemento destinado a evadir la fiscalización;



41.- Arrojar desde un vehículo cigarrillos u otros elementos encendidos que puedan provocar un siniestro o un accidente;



42.- Usar los particulares, de dispositivos especiales propios de vehículos de emergencia, salvo los autorizados por el reglamento;



43.- Detenerse, tratándose de medios de locomoción pública, en la intersección de calles, a dejar o tomar pasajeros en segunda fila o en paraderos no autorizados, y


44.- Toda infracción declarada por el juez como causa principal de un accidente de tránsito que origine daño o lesiones leves.



En los casos de las infracciones de los números 17, 19, 22, 25 y 28, si ellas fueran cometidas por un conductor de un vehículo destinado al transporte público de pasajeros o al transporte de carga y que no fuere el dueño, se le aplicará la pena correspondiente a una infracción leve y no se anotará en el Registro Nacional de Conductores, salvo en los casos establecidos en el Nº 42 de este artículo.”.


90) Reemplázase el artículo 199, por el siguiente:



“Artículo 199.- Son infracciones o contravenciones menos graves, las siguientes:



1.- Estacionar o detener un vehículo en lugares prohibidos sin perjuicio de lo establecido en los números 8, 33 y 43 del artículo anterior, o estacionar en un espacio destinado a vehículos para personas con discapacidad, sin derecho a ello;



2.- Infringir las normas del artículo 119;



3.- Conducir un vehículo usando indebidamente las luces, sin perjuicio de lo establecido en el número 18 del artículo anterior;



4.- Infringir, los conductores, las disposiciones del artículo 146 ó 147 sobre vehículos de emergencia;



5.- No hacer las señales debidas antes de virar;



6.- No respetar las prohibiciones establecidas en el artículo 141;



7.- Conducir un vehículo sin silenciador o con éste o el tubo de escape en malas condiciones, o con el tubo de salida antirreglamentario;



8.- No llevar los elementos señalados en los números 1, 2 y 3 del artículo 79;



9.- Detener o estacionar un vehículo en doble fila;



10.- Destinar y mantener en circulación un vehículo de servicio público de pasajeros o de carga que no cumpla con los requisitos establecidos en la ley, su reglamento o aquellas normas que dicte el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, sin perjuicio de lo establecido en el Nº 30 del artículo 198 de la que será responsable el propietario del vehículo;



11.- Infringir las normas sobre transporte de pasajeros en los vehículos de carga;



12.- Negarse los conductores de vehículos de locomoción colectiva a transportar escolares;



13.- Eliminado.



14.- Infringir la prohibición de consumo de bebidas alcohólicas establecida en el inciso primero del artículo 115 A;



15.- Conducir bicicletas, motocicletas o vehículos similares, contraviniendo la norma sobre uso obligatorio de casco protector y demás elementos de seguridad;



16.- No cumplir las obligaciones que impone el artículo 183;



17.- Deteriorar o alterar cualquier señal de tránsito;



18.- Transitar un peatón por la calzada, por su derecha en los caminos o cruzar cualquier vía o calle fuera del paso para peatones o saltar vallas peatonales o pasar entre o sobre rejas u otros dispositivos existentes entre calzadas con tránsito opuesto;



19.- Infringir las normas sobre transporte terrestre dictadas por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones;



20.- No cumplir el titular de una licencia de conductor con las obligaciones establecidas en los artículos 18 y 23, o no dar cumplimiento a las demás obligaciones que se le hayan impuesto en la licencia para conducir;



21.- Arrojar desde un vehículo desperdicios, residuos, objetos o sustancias;



22.- Infringir lo dispuesto en el artículo 122;



23.- Conducir un vehículo de alquiler o de transporte colectivo de personas con materias peligrosas;



24.- Infringir la obligación del propietario de dar cuenta al Registro Nacional de Vehículos Motorizados de todas las alteraciones en los vehículos que los hagan cambiar su naturaleza, sus características esenciales, o que los identifican, como asimismo su abandono, destrucción o desarmaduría total o parcial;



25.- No conducir dentro de la pista de circulación demarcada o cambiar sorpresivamente de pista obstruyendo la circulación de otros vehículos;



26.- Detener o estacionar un vehículo en contravención a lo establecido en los números 6 y 7 del artículo 159 o estacionar en un paso para peatones, y



27.- Conducir un vehículo en alguna de las circunstancias a que se refiere el número 11 del artículo 172.”.


91) En el artículo 200, reemplázase, en el inciso segundo, la frase “no comprendidas en el número 19 del artículo anterior” por “no comprendidas en el artículo 201”.



92) En el artículo 200 bis, sustitúyese, en sus cuatro incisos, la expresión “del artículo 150” por “de los artículos 150 y 151”.



93).- Reemplázase el artículo 201, por el siguiente:



“Artículo 201.- La pena de multa se aplicará a los infractores de los preceptos de esta ley, de acuerdo con la escala siguiente:



1.- Infracciones o contravenciones gravísimas; 1,5 a 3 unidades tributarias mensuales; 



2.- Infracciones o contravenciones graves; 1 a 1,5 unidades tributarias mensuales; 



3.- Infracciones o contravenciones menos graves, 0,5 a 1 unidad tributaria mensual, y 



4.- Infracciones o contravenciones leves, 0,2 a 0,5 unidad tributaria mensual.



A los reincidentes de infracciones gravísimas o graves, cometidas en los últimos tres y dos años, respectivamente, se les impondrá el doble de la multa establecida para cada infracción, la que se elevará al triple en caso de incurrirse nuevamente en dicha conducta.  Lo anterior, sin perjuicio de las suspensiones o cancelaciones de licencias de conductor que corresponda.



El adquirente de un vehículo, que no cumpla con la obligación establecida en el inciso cuarto del artículo 36, o que indique domicilio falso o inexistente, será sancionado con multa de 3 a 50 unidades tributarias mensuales. Asimismo, si no diera cumplimiento a la obligación establecida en el inciso final del mismo artículo, será sancionado con multa de 3 a 5 unidades tributarias mensuales.



Al que transporte cargas peligrosas sin ajustarse a las normas reglamentarias que rigen la actividad, se le aplicará una multa de 5 a 20 unidades tributarias mensuales, respectivamente.



En casos calificados, por resolución fundada, el Juez podrá imponer una multa de monto inferior a las señaladas, atendidas las condiciones en que se cometió el hecho denunciado o la capacidad económica del infractor. 



Si una persona, en un mismo hecho, fuera responsable de dos o más infracciones, se aplicará la multa que corresponda a la infracción de mayor grado, cualquiera que sea el número de ellas, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior.



Para la definición de las infracciones y establecimiento de penalidades sobre peso máximo de vehículos, regirán las disposiciones del Ministerio de Obras Públicas.”.


94) Reemplázase el artículo 205, por el siguiente:



“Artículo 205.- Los distintivos y dispositivos que se utilicen en contravención a la ley o los reglamentos y los taxímetros que se usen adulterados, caerán en comiso y serán destruidos.”.



95) Elimínase el inciso final del artículo 208.



96) En el artículo 209, introdúcense las siguientes enmiendas:



1.- Sustitúyense su encabezamiento y la letra a), por los siguientes:



“Artículo 209.- Sin perjuicio de las multas que sean procedentes y de lo señalado en los artículos 196 C y 196 E, el juez decretará la cancelación de la licencia de conducir del infractor, en los siguientes casos:



a) Ser responsable por tres veces dentro de los últimos 12 meses de conducir un vehículo bajo la influencia del alcohol o ser responsable por tres veces dentro de los últimos 24 meses de conducir en estado de ebriedad o bajo el efecto de estupefacientes o sustancias sicotrópicas;”.



2.- Suprímanse sus incisos tercero y cuarto.”.



97) En el artículo 209 bis:



a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “252.500” por “15 unidades tributarias mensuales”.



b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “$126.800” por “10 unidades tributarias mensuales”.



98) Intercálase, a continuación del artículo 219, el siguiente Título XIX, nuevo, “De los vehículos considerados como antiguos o históricos”, conformado por los artículos 220, 221 y 222, nuevos, pasando los actuales 220 y 221, a ser  artículos 223 y 224, respectivamente:
“TÍTULO XIX

DE LOS VEHÍCULOS CONSIDERADOS COMO ANTIGUOS O HISTÓRICOS



Artículo 220.- Se considerarán como vehículos motorizados antiguos o históricos todos aquellos que sean reconocidos como tales por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, en virtud de encontrarse debidamente conservados o restaurados a su condición original y tener cuarenta o más años de antigüedad. Con todo, podrán obtener dicha declaración los vehículos que, no obstante ser de construcción posterior, revistan un singular interés técnico o histórico.



Artículo 221.- Una institución privada y sin fines de lucro, que tenga dentro de sus objetivos fomentar la conservación de vehículos antiguos o históricos, podrá ser designada por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para, previa inspección, informar sobre la procedencia de otorgar el reconocimiento a que alude el artículo anterior.



Artículo 222.- Los vehículos motorizados antiguos o históricos deberán cumplir las normas especiales de emisión y estarán afectos a las restricciones de circulación que determine el reglamento. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones les otorgará un certificado de revisión técnica y un distintivo especial, sin los cuales no podrán transitar.”.



99) Agréganse los siguientes artículos 10 y 11 transitorios, nuevos:



“Artículo 10.- Las disposiciones contenidas en los artículos 64, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 74, 75, 76, 77 y 84 de esta ley  mantendrán su vigencia hasta que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dicte los reglamentos respectivos.



Artículo 11.- La sustitución dispuesta respecto del inciso segundo del artículo 103 de esta ley, entrará en vigencia luego de un año de su publicación.”.



Artículo 2º.- Derógase el artículo 1º de la ley Nº 13.937.



Artículo 3º.- Sustitúyese el artículo 492 del Código Penal, por el siguiente:



“Artículo 492.- Las penas del artículo 490 se impondrán también respectivamente al que, con infracción de los reglamentos y por mera imprudencia o negligencia, ejecutare un hecho o incurriere en una omisión que, a mediar malicia, constituiría un crimen o un simple delito contra las personas.



A los responsables de cuasidelito de homicidio o lesiones, ejecutados por medio de vehículos a tracción mecánica o animal, se los sancionará, además de las penas indicadas en el artículo 490, con la suspensión del carné, permiso o autorización que los habilite para conducir vehículos, por un período de uno a dos años, si el hecho de mediar malicia constituyera un crimen, y de seis meses a un año, si constituyera simple delito.  En caso de reincidencia, podrá condenarse al conductor a inhabilidad perpetua para conducir vehículos a tracción mecánica o animal, cancelándose el carné, permiso o autorización.”.



Artículo 4º.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro de un año contado desde la publicación de la presente ley, mediante la dictación de un decreto con fuerza de ley, expedido por los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.290, sobre Tránsito, y de las leyes que la han complementado y modificado.”.”.
_______________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que flexibiliza el manejo de los fondos asignados al Poder Judicial en la Ley de Presupuestos, con informe de la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que flexibiliza el manejo de los fondos asignados al Poder Judicial en la Ley de Presupuestos, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente al Boletín Nº 3.789-07.



Previene el señor Secretario General que el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia que el artículo 13 debe ser aprobado con rango de ley orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 55 de la misma Carta Fundamental. Asimismo, se consigna que la Honorable Cámara de Diputados, en cumplimiento de las disposiciones constitucionales y legales correspondientes, solicitó la opinión de la Excelentísima Corte Suprema, por oficio número 5388, de 20 de enero de 2005, el que fue respondido por el Alto Tribunal mediante oficio número 26, de 14 de marzo del presente año.



Agrega que el proyecto de ley, en su discusión en particular, debe ser informado, además, por la Comisión de Hacienda.



El señor Secretario General expresa que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la idea de legislar sobre la materia, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Fernández y Viera-Gallo, y propone, en consecuencia, a la Sala, la aprobación en general de la iniciativa, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1°.- La Ley de Presupuestos del Sector Público deberá consultar anualmente los recursos necesarios para el funcionamiento del Poder Judicial, sujetándose a la clasificación presupuestaria del sistema de administración financiera del Estado.



Para estos efectos, la Corte Suprema comunicará fundadamente al Ministerio de Hacienda las necesidades presupuestarias de los tribunales de justicia para el año siguiente, incluyendo las que correspondan a la Corporación Administrativa del Poder Judicial y a la Academia Judicial, dentro de los plazos y de acuerdo con las modalidades establecidas en el decreto ley Nº 1.263, Orgánico de Administración Financiera del Estado.



Artículo 2°.- Corresponderá a la Corte Suprema, mediante auto acordado, previo informe técnico de la Corporación Administrativa del Poder Judicial,  establecer el procedimiento por el cual las Cortes de Apelaciones y el Consejo de la Academia Judicial le comuniquen sus requerimientos de recursos, así como el mecanismo que regule la estimación de tales necesidades.



Artículo 3°.- El Consejo Superior de la Corporación Administrativa del Poder Judicial podrá realizar traspasos de fondos entre los subtítulos correspondientes a gastos corrientes y gastos de capital, en los distintos capítulos de la Partida Poder Judicial, manteniendo en todo caso las sumas globales de ambas categorías de gastos. Los procedimientos relativos a los señalados traspasos internos serán determinados por el mismo Consejo Superior, los cuales deberán ser informados al Ministerio de Hacienda y a la Contraloría General de la República.



Sin perjuicio de lo anterior, por decreto supremo dictado por el Ministro de Hacienda y a solicitud de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, podrá autorizarse el traspaso de fondos desde gastos corrientes a gastos de capital.



Artículo 4°.- No obstante lo dispuesto en el inciso primero del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el saldo final de caja de los distintos capítulos de la Partida Poder Judicial, se incorporará al presupuesto del año siguiente como ingreso de esos capítulos, mediante acuerdo fundado del Consejo Superior de la Corporación Administrativa o del Consejo de la Academia Judicial, en su caso. Dichos acuerdos señalarán la forma en que se distribuirán los fondos, sin que puedan aplicarse éstos al financiamiento de gastos permanentes. 



Artículo 5°.- A más tardar en el mes de abril de cada año, los organismos comprendidos en la Partida Poder Judicial confeccionarán un informe que incluirá la ejecución presupuestaria de esa Partida así como una cuenta de los resultados de gestión operativa y de inversión del año anterior, que comprenda el cumplimiento de programas, objetivos, tareas y metas del mismo período, de acuerdo a sus características institucionales y conforme a una metodología explícita, que deberá formular en el mes de enero de cada período presupuestario. El referido informe deberá ser enviado a la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda antes del 1 de mayo de cada año.



Los estados contables del Poder Judicial, de la Corporación Administrativa y de la Academia Judicial se sujetarán a las normas comunes del sistema de contabilidad gubernamental y serán revisados por las empresas o entidades que los Consejos de dichos organismos contraten, mediante licitación pública, para llevar a cabo sus auditorías financiera y operacional.



La cuenta incorporada en este informe, así como las auditorías financiera y de gestión, serán públicas, estarán disponibles en medios electrónicos y se incluirán en las respectivas memorias.



Copia del informe a que se refiere este artículo se enviará a las comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial de Presupuestos.


Artículo 6°.- La identificación presupuestaria previa para autorizar recursos destinados a estudios y programas o proyectos, a que se refiere el artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975, correspondientes a la Corporación Administrativa del Poder Judicial o a la Academia Judicial, se efectuará mediante resolución del respectivo organismo, conforme a las normas técnicas impartidas por el Ministerio de Planificación, imputando los gastos a los ítem respectivos.



Artículo 7°.- La Corporación Administrativa del Poder Judicial y la Academia Judicial deberán remitir a la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda y a la Contraloría General de la República, copia de las resoluciones que dicten en aplicación de lo dispuesto en la presente ley, dentro de los quince días siguientes a que dichos actos se encuentren totalmente tramitados por aquellos organismos.



Artículo 8°.- Se aplicarán las normas del decreto ley N° 1.263, de 1975, al Poder Judicial, a su Corporación Administrativa y a la Academia Judicial, excepto en lo que se refiere a disposiciones incompatibles con ellas contenidas en la presente ley. 



Artículo 9°.- En forma previa a la presentación por el Presidente de la República al Congreso Nacional de proyectos de ley que modifiquen normas orgánicas del Poder Judicial, creen tribunales o les asignen nuevas funciones, el Ministerio de Justicia deberá requerir a la Corporación Administrativa del Poder Judicial para que, dentro de los quince días siguientes a su recepción, emita un informe con los costos asociados a dichos proyectos de ley, a fin de que éstos sean evaluados e incorporados, en lo que corresponda a los respectivos informes financieros.  De no emitirse el informe en el plazo señalado, podrá presentarse el proyecto de ley sin considerarlo.



Artículo 10.- Los bienes raíces de propiedad del Fisco o de los Gobiernos Regionales que estén destinados al funcionamiento de los tribunales de justicia y sus dependencias, se transferirán en dominio, por el sólo ministerio de la ley, a la Corporación Administrativa del Poder Judicial. 



Con el objeto de practicar las inscripciones y anotaciones que procedan en los respectivos Conservadores de Bienes Raíces, dentro del año siguiente a la solicitud de la referida Corporación, mediante decreto supremo del Ministerio de Bienes Nacionales, se individualizarán los inmuebles que se le transfieren en virtud de esta disposición, el que se reducirá a escritura pública, cuyo otorgamiento e inscripción estarán exentos de derechos y de impuestos fiscales o municipales. El Ministerio de Bienes Nacionales, incluirá en el decreto solo aquellos inmuebles que cumplan con el requisito señalado en el inciso anterior. 



Los antecedentes que sirvan de base para la dictación del referido acto administrativo tales como planos, tasaciones y otros similares, serán de cargo de la Corporación Administrativa del Poder Judicial. 



En todo caso, los inmuebles transferidos quedarán sujetos al uso señalado en el inciso primero. 



Artículo 11.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:



1) En el artículo 507:



a) Sustitúyense las expresiones “un Contralor Interno” y “una contraloría interna” por “un jefe de contraloría interna” y “un departamento de contraloría interna”, respectivamente.



b) Agrégase el siguiente inciso segundo:



“La función del departamento de Contraloría Interna será asesorar técnicamente al Consejo Superior de la Corporación Administrativa en materias de control y efectuar revisiones que comprueben la fiabilidad de la información financiera, de la economía, eficacia y eficiencia en la utilización de los recursos humanos, materiales y financieros, del cumplimiento de las regulaciones internas, proponiendo, cuando proceda, las recomendaciones correspondientes.”.



2) Sustitúyense, en el artículo 511, las expresiones “contralor interno” por “jefe de contraloría interna”.



3) Elimínase, en el artículo 513, la frase “y el contralor interno” y sustitúyese la coma (,) que sigue a la expresión “subdirector” por la conjunción “y”.



4) En el artículo 516:



a) Reemplázase el inciso primero por el que a continuación se indica:



“Los tribunales de justicia mantendrán una cuenta corriente bancaria de depósito en la oficina del banco del lugar en que funcionen, o del más próximo al del asiento del tribunal, y del movimiento de ella deberán rendir cuenta anualmente a la Contraloría General de la República.”.



b) Introdúcese el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:



“La Corporación Administrativa del Poder Judicial deberá adjudicar la operación de las cuentas bancarias del Poder Judicial, mediante licitación pública, a las empresas bancarias que ofrezcan las mejores condiciones de servicio e interés.”.



5) Sustitúyense, en el artículo 517, las expresiones “Banco del Estado” por “banco donde el tribunal mantiene su cuenta corriente bancaria de depósito”, en las dos ocasiones en que aparece.



Artículo 12.- Modifícase el artículo undécimo de la ley Nº 18.969, en el siguiente sentido:



1) Sustitúyese la expresión “tres” por “cuatro”.



2) Elimínase la frase “Contralor Interno, un cargo, grado VII”.



Artículo 13.- Agrégase, en el inciso cuarto del artículo 19 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, luego del vocablo “Ejecutivo”, en las dos ocasiones en que aparece, la frase “y el Poder Judicial”.



Artículo 14.- La presente ley regirá a contar del 1 de enero del año siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.”.

- - -



En discusión en general el proyecto de ley, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Espina.



Cerrado el debate y puesta en votación en general la iniciativa de ley, es aprobada por 30 votos a favor, de un total de 48 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de este modo, respecto de la norma de quórum de ley orgánica constitucional, a lo prescrito en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Seguidamente, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones el día 18 de octubre, a las 12 horas.



Queda terminada la discusión en general de este asunto.



El texto despachado en general por el Senado es el transcrito anteriormente.

__________________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados sobre reformas orgánicas y procedimentales concernientes al Poder Judicial, con segundo informe de la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre reformas orgánicas y procedimentales concernientes al Poder Judicial, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente al Boletín Nº 3.790-07.



Previene el señor Secretario General que el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia que los números 1) y 4) del artículo primero del proyecto de ley deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 77 de la misma Carta Fundamental. Asimismo, se consigna que la Cámara de Diputados, en cumplimiento de las normas constitucionales y legales correspondientes, consultó la opinión de la Excelentísima Corte Suprema respecto de la iniciativa de ley, mediante oficio sin número, de 11 de julio de 2005, el que fue respondido por el Máximo Tribunal por oficio Nº 108, de 22 de agosto del presente año.



Agrega el señor Secretario General que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento efectuó una serie de modificaciones al proyecto aprobado en general, las que fueron acordadas por unanimidad.



El señor Secretario General expresa que, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento de la Corporación, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia de lo siguiente:

 

1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hay.


2.- Indicaciones aprobadas: no hay.



3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 1, 4 y 5



4.- Indicaciones rechazadas: números 2, 3 y 6.



5.- Indicaciones retiradas: no hay.



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.
- - -



El señor Secretario General hace presente que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento somete a consideración de la Sala el proyecto aprobado en general, con las siguientes modificaciones:

Artículo primero

Número 1)
Letra a)



Sustituirla por la siguiente:



“a) Colócase un punto (.) a continuación de la expresión “tendrán tres ministros” y suprímese la parte restante del inciso.”. 

Letra b)



Sustituirla por la siguiente:



“b) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“Las Cortes de Apelaciones que funcionen en dos o más salas, podrán hacerlo divididas en salas especializadas. Corresponderá a cada Corte, mediante auto acordado dictado previa consulta a los órganos técnicos que estime necesario, establecer la forma de distribución de las materias. Las Cortes de Apelaciones determinarán el procedimiento de asignación de los ministros a cada sala. Será facultativo para el Presidente de la Corte integrar cualquiera de las salas que se hubieren formado, pudiendo hacerlo en consideración a las necesidades diarias de integración de cada una. Para todos los efectos se entenderá que al integrar la sala correspondiente, el Presidente lo hace en calidad de titular.



La especialización a que se refiere el inciso anterior podrá consistir en la destinación de alguna sala al conocimiento exclusivo de una determinada materia, al conocimiento preferente de una o más materias, a la designación de uno o más días de la semana para conocer de determinados asuntos, o a la combinación de dichas alternativas.” 

ooo
Número 2), nuevo
 

Agregar como tal, el siguiente:


“2) Introdúcense los siguientes artículos 101 a 101 ter, nuevos:


“Artículo 101. Existirá en la Corte Suprema una Dirección de Estudio y Análisis y una Dirección de Comunicaciones. 



Las Direcciones antes mencionadas contarán con, a lo menos, un director, dos profesionales y dos auxiliares.



Los Directores serán nombrados previo concurso público por el Tribunal Pleno, a propuesta en terna del Presidente de la Corte. Los demás integrantes serán nombrados por el Presidente de la Corte Suprema a propuesta en terna del Director, previo concurso público. 



Los postulantes a los cargos profesionales o de director deberán dar cumplimiento a los requisitos de ingreso generales al Poder Judicial establecidos en el artículo 295 del Código Orgánico de Tribunales, estar en posesión de un título universitario de una carrera de a lo menos ocho semestres de duración en el área del derecho, la administración o las comunicaciones, según sea el caso, contar con a lo menos cinco años de ejercicio profesional y acreditar experiencia profesional relevante para el cargo. Les serán aplicables, asimismo, las prohibiciones establecidas en los artículos 316 y 317 del presente Código.



Artículo 101 bis. Corresponderá a la Dirección de Estudio y Análisis:



1. Realizar estudios destinados a proponer mejoras a la gestión jurisdiccional del Poder Judicial. Asimismo, actuando de manera conjunta con la Corporación Administrativa del Poder Judicial, intervendrá en la generación de políticas de desarrollo y perfeccionamiento de la función judicial;



2. Centralizar y canalizar toda la información de carácter jurisdiccional solicitada por cualquier autoridad o institución externa al Poder Judicial, en coordinación con la Corporación Administrativa del Poder Judicial;



3. Asesorar a los Ministros de la Corte Suprema en materias relacionadas con el estudio de asuntos propios del ejercicio de la actividad jurisdiccional en lo relativo a  la preparación de documentos especializados;



4. Establecer convenios para la realización de estudios e investigaciones con universidades, corporaciones, organismos internacionales y centros de investigación en general;



5. Generar y administrar un centro de documentación que recopile, procese, sistematice y distribuya la información jurídica documental requerida por los administradores de la justicia y usuarios del Poder Judicial;



6. Asesorar al tribunal pleno en la confección de los informes de proyectos de ley referidos a la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia y, en general, de todos aquéllos en que sea requerida su opinión;



7. Anualmente elaborar una propuesta de documento consolidado acerca de las dudas y dificultades ocurridas a las Cortes de Apelaciones del país, en la aplicación e interpretación de la ley, y



8. En general, evacuar los estudios y análisis estadísticos o jurídicos en materias referidas al funcionamiento y competencias propias del Poder Judicial. 



Artículo 101 ter. Corresponderá a la Dirección de Comunicaciones: 



1. Relacionarse con los medios de comunicación sirviendo de nexo entre ellos y el Poder Judicial;



2. Proponer al tribunal pleno e implementar una política de comunicaciones institucional;



3. Capacitar y asesorar a los miembros del escalafón primario del Poder Judicial respecto de los principales aspectos de la política de comunicaciones;



4. Elaborar, proponer y ejecutar estrategias de información a la comunidad relativas a las tareas propias del Poder Judicial;



5. Diseñar, implementar y mantener mecanismos de comunicación interna entre los distintos tribunales del país;



6. Recopilar, mantener registro y distribuir material publicado en relación con el Poder Judicial;



7. Organizar y apoyar el desarrollo de actividades protocolares en representación del Poder Judicial y del Presidente de la Corte Suprema, y



8. En general, evacuar informes y análisis respecto de procesos públicos que en el ámbito de la información o difusión aborden materias propias de la actividad de los Tribunales de Justicia, incluyendo encuestas de opinión.”.”. 

ooo
Número 2)


Pasa a ser número 3), reemplazando la expresión “4)” por “4°”. 
Número 3)


Pasa a ser número 4), reemplazado por el siguiente:



“4) Introdúcese el siguiente artículo 102 bis:



“Artículo 102 bis. El Presidente de la Corte Suprema, con conocimiento y acuerdo del Pleno, remitirá un informe anual y consolidado al Presidente de la República, a través del Ministerio de Justicia, dando cuenta de las dudas, dificultades y vacíos a que se refiere el número 4° del artículo precedente. Dicho informe deberá ser considerado a los efectos de promover las reformas legislativas que sean necesarias para solucionarlos.”.”. 

Número 4)


Rechazar este numeral. 

Artículo segundo



Sustituirlo por el siguiente:



“Artículo segundo.- Sustitúyese, en el número 2) del artículo 8º de la ley N° 18.101, la palabra “demandado” por “arrendatario”.”. 

Artículo tercero



Introducirle las siguientes modificaciones:

Número 1)



Sustitúyese el inciso segundo del artículo 15, por el siguiente:



“Transcurridos dos años completos de posesión inscrita no interrumpida, contados desde la fecha de la inscripción, el interesado se hará dueño del inmueble por prescripción, la que no se suspenderá en caso alguno.”. 
ooo
Número 3), nuevo:



Agregar como tal el siguiente:


“3) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 16, la frase “un año” por “dos años”.”. 
ooo

Número 3)



Pasa a ser número 4), sin modificaciones. 
ooo

Número 5), nuevo:
 

Agregar como tal el siguiente:


“5) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 17, la frase “un año” por “dos años”.”. 
ooo

Número 4)
 

Pasa a ser número 6), sin modificaciones. 
Artículo transitorio


Suprimirlo.

________________

  

A continuación, el señor Presidente, en aplicación de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento de la Corporación, anuncia que se votarán sin debate las enmiendas despachadas por unanimidad, salvo que hubiere indicaciones renovadas o que algún señor Senador manifieste su intención de discutir alguna proposición de la Comisión. 



El señor Secretario General señala que los números 1) y 4) del artículo primero del proyecto de ley son normas con carácter orgánico constitucional.



Puestas en votación las referidas enmiendas, resultan aprobadas con el voto favorable de 34 señores Senadores, de un total de 48 en ejercicio, dándose cumplimiento, de este modo, respecto de las normas de quórum orgánico constitucional, a lo prescrito en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el siguiente

PROYECTO DE LEY:



“Artículo primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:



1) Modifícase el artículo 61, en la siguiente forma:



a) Colócase un punto (.) a continuación de la expresión “tendrán tres ministros” y suprímese la parte restante del inciso.



b) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:



“Las Cortes de Apelaciones que funcionen en dos o más salas, podrán hacerlo divididas en salas especializadas. Corresponderá a cada Corte, mediante auto acordado dictado previa consulta a los órganos técnicos que estime necesario, establecer la forma de distribución de las materias. Las Cortes de Apelaciones determinarán el procedimiento de asignación de los ministros a cada sala. Será facultativo para el Presidente de la Corte integrar cualquiera de las salas que se hubieren formado, pudiendo hacerlo en consideración a las necesidades diarias de integración de cada una. Para todos los efectos se entenderá que al integrar la sala correspondiente, el Presidente lo hace en calidad de titular.



La especialización a que se refiere el inciso anterior podrá consistir en la destinación de alguna sala al conocimiento exclusivo de una determinada materia, al conocimiento preferente de una o más materias, a la designación de uno o más días de la semana para conocer de determinados asuntos, o a la combinación de dichas alternativas.”



2) Introdúcense los siguientes artículos 101 a 101 ter, nuevos:


“Artículo 101. Existirá en la Corte Suprema una Dirección de Estudio y Análisis y una Dirección de Comunicaciones. 



Las Direcciones antes mencionadas contarán con, a lo menos, un director, dos profesionales y dos auxiliares.



Los Directores serán nombrados previo concurso público por el Tribunal Pleno, a propuesta en terna del Presidente de la Corte. Los demás integrantes serán nombrados por el Presidente de la Corte Suprema a propuesta en terna del Director, previo concurso público. 



Los postulantes a los cargos profesionales o de director deberán dar cumplimiento a los requisitos de ingreso generales al Poder Judicial establecidos en el artículo 295 del Código Orgánico de Tribunales, estar en posesión de un título universitario de una carrera de a lo menos ocho semestres de duración en el área del derecho, la administración o las comunicaciones, según sea el caso, contar con a lo menos cinco años de ejercicio profesional y acreditar experiencia profesional relevante para el cargo. Les serán aplicables, asimismo, las prohibiciones establecidas en los artículos 316 y 317 del presente Código.



Artículo 101 bis. Corresponderá a la Dirección de Estudio y Análisis:



1. Realizar estudios destinados a proponer mejoras a la gestión jurisdiccional del Poder Judicial. Asimismo, actuando de manera conjunta con la Corporación Administrativa del Poder Judicial, intervendrá en la generación de políticas de desarrollo y perfeccionamiento de la función judicial;



2. Centralizar y canalizar toda la información de carácter jurisdiccional solicitada por cualquier autoridad o institución externa al Poder Judicial, en coordinación con la Corporación Administrativa del Poder Judicial;



3. Asesorar a los Ministros de la Corte Suprema en materias relacionadas con el estudio de asuntos propios del ejercicio de la actividad jurisdiccional en lo relativo a  la preparación de documentos especializados;



4. Establecer convenios para la realización de estudios e investigaciones con universidades, corporaciones, organismos internacionales y centros de investigación en general;



5. Generar y administrar un centro de documentación que recopile, procese, sistematice y distribuya la información jurídica documental requerida por los administradores de la justicia y usuarios del Poder Judicial;



6. Asesorar al tribunal pleno en la confección de los informes de proyectos de ley referidos a la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia y, en general, de todos aquéllos en que sea requerida su opinión;



7. Anualmente elaborar una propuesta de documento consolidado acerca de las dudas y dificultades ocurridas a las Cortes de Apelaciones del país, en la aplicación e interpretación de la ley, y



8. En general, evacuar los estudios y análisis estadísticos o jurídicos en materias referidas al funcionamiento y competencias propias del Poder Judicial. 



Artículo 101 ter. Corresponderá a la Dirección de Comunicaciones: 



1. Relacionarse con los medios de comunicación sirviendo de nexo entre ellos y el Poder Judicial;



2. Proponer al tribunal pleno e implementar una política de comunicaciones institucional;



3. Capacitar y asesorar a los miembros del escalafón primario del Poder Judicial respecto de los principales aspectos de la política de comunicaciones;



4. Elaborar, proponer y ejecutar estrategias de información a la comunidad relativas a las tareas propias del Poder Judicial;



5. Diseñar, implementar y mantener mecanismos de comunicación interna entre los distintos tribunales del país;



6. Recopilar, mantener registro y distribuir material publicado en relación con el Poder Judicial;



7. Organizar y apoyar el desarrollo de actividades protocolares en representación del Poder Judicial y del Presidente de la Corte Suprema, y



8. En general, evacuar informes y análisis respecto de procesos públicos que en el ámbito de la información o difusión aborden materias propias de la actividad de los Tribunales de Justicia, incluyendo encuestas de opinión.”.
 

3) En el número 4° del artículo 102, suprímese la frase “y de que se haya dado cuenta al Presidente de la República”.



4) Introdúcese el siguiente artículo 102 bis:



“Artículo 102 bis. El Presidente de la Corte Suprema, con conocimiento y acuerdo del Pleno, remitirá un informe anual y consolidado al Presidente de la República, a través del Ministerio de Justicia, dando cuenta de las dudas, dificultades y vacíos a que se refiere el número 4° del artículo precedente. Dicho informe deberá ser considerado a los efectos de promover las reformas legislativas que sean necesarias para solucionarlos.”.



Artículo segundo.- Sustitúyese, en el número 2) del artículo 8º de la ley N° 18.101, la palabra “demandado” por “arrendatario”.



Artículo tercero.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 2.695, de 1979:



1) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 15, por el siguiente:



“Transcurridos dos años completos de posesión inscrita no interrumpida, contados desde la fecha de la inscripción, el interesado se hará dueño del inmueble por prescripción, la que no se suspenderá en caso alguno.”.



2) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 16, la frase “un año” por “dos años”.



3) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 16, la frase “un año” por “dos años”.



4) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 17, la frase “un año” por “dos años”.



5) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 17, la frase “un año” por “dos años”.



6) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 26, la frase “un año” por “dos años”.”.

_______________

Informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, en primer trámite, recaído en el proyecto de ley sobre la investigación científica en el ser humano, su genoma y prohíbe la clonación 

humana



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del informe de la Comisión Mixta de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, en primer trámite, recaído en el proyecto de ley sobre la investigación científica en el ser humano, su genoma y prohíbe la clonación humana, correspondiente al Boletín Nº 1.993-11.



Agrega que la controversia entre ambas Cámaras tuvo su origen en el rechazo, por parte del Senado, en el tercer trámite constitucional, de algunas de las enmiendas efectuadas por la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional.



El señor Secretario General expresa que en mérito de las consideraciones contenidas en su informe, la Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger y Viera-Gallo, y Honorables Diputados señores Accorsi, Melero y Rossi, en cuanto a los artículos 3º, 8º, 11, 17 y 20, y Honorables Senadores señora Matthei y señores Ruiz-Esquide y Viera-Gallo, y Honorables Diputados señores Accorsi, Melero y Palma, respecto del artículo 10, sugiere como forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, aprobar la siguiente proposición:

“Artículo 3º



Contemplar como artículo 3° el siguiente:



“Artículo 3º.- Prohíbese toda práctica eugenésica, salvo la consejería genética.”.
Artículo 8º



Suprimir el precepto aprobado por el Senado en primer trámite constitucional.

Artículo 10



Consultar como artículo 10 el siguiente:



 “Artículo 10.- Toda investigación científica en seres humanos que implique algún tipo de intervención física o psíquica deberá ser realizada siempre por profesionales idóneos en la materia, justificarse en su objetivo y metodología y ajustarse en todo a lo dispuesto en esta ley.



No podrá desarrollarse una investigación científica si hay antecedentes que permitan suponer que existe un riesgo de destrucción, muerte o lesión corporal grave y duradera para un ser humano.



Toda investigación científica biomédica deberá contar con la autorización expresa del director del establecimiento dentro del cual se efectúe, previo informe favorable del Comité Ético Científico que corresponda, según el reglamento.”.

Artículo 11



Contemplar como artículo 11 el siguiente:



“Artículo 11.- Toda investigación científica en un ser humano deberá contar con su consentimiento previo, expreso, libre e informado, o, en su defecto, el de aquél que deba suplir su voluntad en conformidad con la ley.


Para los efectos de esta ley, existe consentimiento informado cuando la persona que debe prestarlo conoce los aspectos esenciales de la investigación, en especial su finalidad, beneficios, riesgos y los procedimientos o tratamientos alternativos. Para ello deberá habérsele proporcionado información adecuada, suficiente y comprensible sobre ella. Asimismo, deberá hacerse especial mención del derecho que tiene de no autorizar la investigación o de revocar su consentimiento en cualquier momento y por cualquier medio, sin que ello importe responsabilidad, sanción o pérdida de beneficio alguno. 


El consentimiento deberá constar en un acta firmada por la persona que ha de consentir en la investigación, por el director responsable de ella y por el director del centro o establecimiento donde ella se llevará a cabo, quien, además, actuará como ministro de fe.



En todo caso, el consentimiento deberá ser nuevamente solicitado cada vez que los términos o condiciones en que se desarrolle la investigación sufran modificaciones, salvo que éstas sean consideradas menores por el Comité Ético Científico que haya aprobado el proyecto de investigación.”.

Artículo 17



Consultar como artículo 17 el siguiente:



“Artículo 17.- El que clonare o iniciare un proceso de clonar seres humanos y el que realizare cualquier procedimiento eugenésico en contravención al artículo 3°, será castigado con la pena de presidio menor en su grado medio a máximo y con la inhabilitación absoluta para el ejercicio de la profesión durante el tiempo que dure la condena.



En caso de reincidencia, el infractor será sancionado, además, con la pena de inhabilitación perpetua para ejercer la profesión.”.

Artículo 20



Consultar como artículo 20 el siguiente:



“Artículo 20.- Todo el que desarrollare un proyecto de investigación científica biomédica en seres humanos o en su genoma, sin contar con las autorizaciones correspondientes exigidas por la presente ley, será sancionado con la suspensión por tres años del ejercicio profesional y con la prohibición absoluta de ejercicio profesional en el territorio nacional en caso de reincidencia.”.”.
- - -



El señor Presidente pone en discusión la proposición de la Comisión Mixta y hacen uso de la palabra los Honorables Senadores Viera-Gallo, Ruiz-Esquide, Coloma y Moreno.



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición de la Comisión Mixta, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1°.- Esta ley tiene por finalidad proteger la vida de los seres humanos, desde el momento de la concepción, su integridad física y psíquica, así como su diversidad e identidad genética, en relación con la investigación científica biomédica y sus aplicaciones clínicas.



Artículo 2°.- La libertad para llevar a cabo actividades de investigación científica biomédica en seres humanos tiene como límite el respeto a los derechos y libertades esenciales que emanan de la naturaleza humana, reconocidos tanto por la Constitución Política de la República como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.



Artículo 3º.- Prohíbese toda práctica eugenésica, salvo la consejería genética.



Artículo 4º.- Prohíbese toda forma de discriminación arbitraria basada en el patrimonio genético de las personas.



En consecuencia, los resultados de exámenes genéticos y análisis predictivos de la misma naturaleza no podrán ser utilizados con ese fin.



Artículo 5º.- Prohíbese la clonación de seres humanos, cualesquiera que sean el fin perseguido y la técnica utilizada.



Artículo 6º.- El cultivo de tejidos y órganos sólo procederá con fines de diagnósticos terapéuticos o de investigación científica. En ningún caso podrán destruirse embriones humanos para obtener las células troncales que den origen a dichos tejidos y órganos.



Artículo 7.- La terapia génica en células somáticas estará autorizada sólo con fines de tratamiento de enfermedades o a impedir su aparición.



Artículo 8º.- El conocimiento del genoma humano es patrimonio común de la humanidad. En consecuencia, nadie puede atribuirse ni constituir propiedad sobre el mismo ni sobre parte de él. El conocimiento de la estructura de un gen y de las secuencias totales o parciales de ADN no son patentables.



Los procesos biotecnológicos derivados del conocimiento del genoma humano, así como los productos obtenidos directamente de ellos, diagnósticos o terapéuticos, son patentables según las reglas generales.



Artículo 9º.- Sólo se podrá investigar y determinar la identidad genética de un ser humano si se cuenta con su consentimiento previo e informado o, en su defecto, el de aquél que deba suplir su voluntad en conformidad con la ley. Lo anterior es sin perjuicio de la facultad de los tribunales de justicia, en la forma y en los casos establecidos en la ley.



Artículo 10.- Toda investigación científica en seres humanos que implique algún tipo de intervención física o psíquica deberá ser realizada siempre por profesionales idóneos en la materia, justificarse en su objetivo y metodología y ajustarse en todo a lo dispuesto en esta ley.



No podrá desarrollarse una investigación científica si hay antecedentes que permitan suponer que existe un riesgo de destrucción, muerte o lesión corporal grave y duradera para un ser humano.



Toda investigación científica biomédica deberá contar con la autorización expresa del director del establecimiento dentro del cual se efectúe, previo informe favorable del Comité Ético Científico que corresponda, según el reglamento.



Artículo 11.- Toda investigación científica en un ser humano deberá contar con su consentimiento previo, expreso, libre e informado, o, en su defecto, el de aquél que deba suplir su voluntad en conformidad con la ley.


Para los efectos de esta ley, existe consentimiento informado cuando la persona que debe prestarlo conoce los aspectos esenciales de la investigación, en especial su finalidad, beneficios, riesgos y los procedimientos o tratamientos alternativos. Para ello deberá habérsele proporcionado información adecuada, suficiente y comprensible sobre ella. Asimismo, deberá hacerse especial mención del derecho que tiene de no autorizar la investigación o de revocar su consentimiento en cualquier momento y por cualquier medio, sin que ello importe responsabilidad, sanción o pérdida de beneficio alguno. 


El consentimiento deberá constar en un acta firmada por la persona que ha de consentir en la investigación, por el director responsable de ella y por el director del centro o establecimiento donde ella se llevará a cabo, quien, además, actuará como ministro de fe.



En todo caso, el consentimiento deberá ser nuevamente solicitado cada vez que los términos o condiciones en que se desarrolle la investigación sufran modificaciones, salvo que éstas sean consideradas menores por el Comité Ético Científico que haya aprobado el proyecto de investigación.



Artículo 12.- La información genética de un ser humano será reservada. Lo anterior es sin perjuicio de las facultades de los tribunales de justicia, en los casos y en la forma establecidos en la ley. Asimismo, para los efectos de esta ley, resultan plenamente aplicables las disposiciones sobre secreto profesional.



Artículo 13.- La recopilación, almacenamiento, tratamiento y difusión del genoma de las personas se ajustará a las disposiciones de la ley N° 19.628, sobre protección de datos de carácter personal.



Los datos del genoma humano que permitan la identificación de una persona deberán ser encriptados para su almacenamiento y transmisión.



La encriptación podrá omitirse temporalmente por razones de utilidad pública.



Artículo 14.- Prohíbese solicitar, recibir, indagar, poseer y utilizar información sobre el genoma relativa a una persona, salvo que ella lo autorice expresamente o, en su defecto, el que deba suplir su voluntad en conformidad con la ley. Lo anterior es sin perjuicio de las facultades de los tribunales de justicia, en los casos y en la forma establecidos en la ley.



Artículo 15.- Créase una Comisión Nacional de Bioética, que estará integrada por nueve profesionales, expertos en bioética, designados por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especial convocada al efecto.



Los miembros de esta Comisión durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos. El Presidente de la República, en el momento de solicitar el acuerdo del Senado, propondrá al miembro que asumirá el cargo de Presidente.



La Comisión tendrá una Secretaría Ejecutiva, que coordinará su funcionamiento y cumplirá los acuerdos que aquélla adopte y estará conformada por el personal que al efecto asigne el Ministerio de Salud.



Artículo 16.- La Comisión Nacional de Bioética tendrá, entre sus funciones, asesorar a los distintos Poderes del Estado en los asuntos éticos que se presenten como producto de los avances científicos y tecnológicos en biomedicina, así como en las materias relacionadas con la investigación científica biomédica en seres humanos, recomendando la dictación, modificación y supresión de las normas que la regulen.



Las resoluciones o acuerdos de la Comisión se adoptarán por simple mayoría, no obstante lo cual deberán hacerse constar las diferencias producidas en su seno y la posición de minoría.



Artículo 17.- El que clonare o iniciare un proceso de clonar seres humanos y el que realizare cualquier procedimiento eugenésico en contravención al artículo 3°, será castigado con la pena de presidio menor en su grado medio a máximo y con la inhabilitación absoluta para el ejercicio de la profesión durante el tiempo que dure la condena.



En caso de reincidencia, el infractor será sancionado, además, con la pena de inhabilitación perpetua para ejercer la profesión.



Artículo 18.- El que violare la reserva de la información  sobre el genoma humano, fuera de los casos que autoriza el artículo 12, sufrirá las penas establecidas en ambos incisos del artículo 247 del Código Penal, según el caso.



El que omitiere la encriptación exigida en esta ley será sancionado con multa de hasta mil unidades de fomento.



Artículo 19.- El que falsificare el acta a que se refiere el inciso tercero del artículo 11 será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo y con multa de 10 a 20 unidades tributarias mensuales.



Igual pena se aplicará a quien maliciosamente usare, con cualquier fin, un acta falsa.



El que omitiere la referida acta o la confeccionare manifiestamente incompleta será sancionado con multa de 10 a 20 unidades tributarias mensuales.



Artículo 20.- Todo el que desarrollare un proyecto de investigación científica biomédica en seres humanos o en su genoma, sin contar con las autorizaciones correspondientes exigidas por la presente ley, será sancionado con la suspensión por tres años del ejercicio profesional y con la prohibición absoluta de ejercicio profesional en el territorio nacional en caso de reincidencia.



Artículo 21.- Corresponderá al Ministerio de Salud establecer, mediante reglamento, las normas que complementen o desarrollen los contenidos de esta ley.”.

______________________



A continuación, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Horvath, quien le solicita recabe el asentimiento de la Sala, en orden a devolver a la Comisión de Hacienda el proyecto, en segundo trámite constitucional, sobre modificación del artículo 13 del decreto con fuerza de ley Nº 120, de 1960, Ley Orgánica de Polla Chilena de Beneficencia, correspondiente al Boletín Nº 2.815-05.



En relación a esta materia, el señor Presidente concede la palabra a los Honorables Senadores señores Zaldívar (don Andrés), Orpis, Naranjo y García.



Consultada la Sala, se acuerda devolver a la Comisión de Hacienda el aludido proyecto de ley, precisando el señor Presidente que, una vez despachado el correspondiente nuevo primer informe, podrá ser tratado en Tabla de Fácil Despacho.

______________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que concede acción pública tratándose de infracciones a las normas relativas al trabajo de menores, con informe de la Comisión de Trabajo 

y Previsión Social



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede acción pública tratándose de infracciones a las normas relativas al trabajo de menores, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, correspondiente al Boletín Nº 3.524-13.



Previene el señor Secretario General que en el informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social se deja constancia que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa, proponiendo al señor Presidente que la Sala adopte igual decisión.



Agrega que la Comisión de Trabajo y Previsión Social, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó en general y en particular el proyecto de ley, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Canessa, Parra y Ruiz De Giorgio, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Agrégase el siguiente inciso segundo en el artículo 17 del Código del Trabajo:



“Cualquier persona podrá denunciar ante los organismos competentes las infracciones relativas al trabajo infantil de que tuviere conocimiento.”.”.

- - -



En discusión en general y en particular el proyecto de ley, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Puesta en votación la iniciativa de ley, es aprobada en general y en particular por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el transcrito anteriormente.

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica la Ley de Navegación respecto de naves abandonadas, con informe de la 

Comisión de Defensa Nacional



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley de Navegación respecto de naves abandonadas, con informe de la Comisión de Defensa Nacional, correspondiente al Boletín Nº 2.733-02.



Agrega que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión de Defensa Nacional acordó proponer al señor Presidente que, por tratarse de un proyecto de artículo único, la Sala lo discuta en general y en particular a la vez.



El señor Secretario General indica que la Comisión de Defensa Nacional, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la iniciativa de ley tanto en general como en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Canessa, Fernández y Flores, y propone, en consecuencia, a la Sala, adoptar igual resolución, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Sustitúyese el inciso final del artículo 132 del decreto ley Nº 2.222, de 1978, Ley de Navegación, por el siguiente:

 

“Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplicará a las naves o artefactos que se encontraren a la deriva, o bien, sin tripulación a bordo y en malas condiciones de flotabilidad o haciendo agua. En ambos casos, la Autoridad Marítima estará facultada, adicionalmente, para disponer su hundimiento si fuere necesario, una vez que se haya cumplido con el procedimiento establecido en este artículo.”.”.

- - -



En discusión en general y en particular el proyecto de ley, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Fernández.



Cerrado el debate y puesta en votación la iniciativa de ley, es aprobada en general y en particular por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el transcrito anteriormente.

_____________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que autoriza erigir un monumento en la ciudad de Copiapó en memoria de Monseñor Fernando Ariztía Ruiz, Obispo Emérito de Copiapó, con segundo informe de la Comisión de 

Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza erigir un monumento en la ciudad de Copiapó en memoria de Monseñor Fernando Ariztía Ruiz, Obispo Emérito de Copiapó, con segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, correspondiente al Boletín Nº 3.564-04.



Agrega el señor Secretario General que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología efectuó diversas modificaciones al proyecto aprobado en general, las que fueron acordadas por unanimidad.



El señor Secretario General expresa que, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología deja constancia de lo siguiente:

 

1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones: Artículos 1º, 2°, 3°, 4° y 6°.



2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: número 1.



3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Ninguna.



4.- Indicaciones rechazadas: número 2.



5.- Indicaciones retiradas: Ninguna.



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: Ninguna.

- - -



El señor Secretario General hace presente que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología somete a consideración de la Sala el proyecto aprobado en general, con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO 5°

Letra c)



Reemplazar el punto y coma (;) por una coma (,) y agregar la conjunción “y”, a continuación de la coma (,).

Letra d)


Suprimirla.

Letra e)
(Pasa a ser Letra d)
- - -



El señor Presidente le concede la palabra al Honorable Senador señor Ríos, quien deja constancia, para los efectos de la historia fidedigna de la ley, que, en su opinión, esta iniciativa es inconstitucional, en atención a que entrega una nueva responsabilidad al alcalde, materia que requeriría de un quórum espacial de aprobación. Asimismo, manifiesta que se le impone a Senadores y Diputados una obligación no consagrada en la Carta Fundamental.



A continuación, el señor Presidente, de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 124 del Reglamento de la Corporación, anuncia que dará por aprobadas las disposiciones del proyecto de ley que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, esto es, los artículos 1º, 2º, 3º, 4º y 6º, salvo que algún señor Senador, con el acuerdo unánime de los señores Senadores presentes, solicite someter a discusión y votación los preceptos indicados.



Quedan, en consecuencia, aprobadas las referidas disposiciones por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



En seguida, el señor Presidente, en aplicación de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento de la Corporación, anuncia que se votarán sin debate las enmiendas despachadas por unanimidad, salvo que hubiere indicaciones renovadas o que algún señor Senador manifieste su intención de discutir alguna proposición de la Comisión.



Puestas en votación las mencionadas enmiendas, resultan aprobadas con el voto en contra de los Honorables Senadores señores Ríos, Stange y Vásquez.



Queda terminada la discusión en particular de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el siguiente

PROYECTO DE LEY:
 

“Artículo 1°.‑ Autorízase erigir un monumento en la Plaza de Armas de la ciudad de Copiapó, en homenaje a Monseñor Fernando Ariztía Ruiz, Obispo Emérito de dicha ciudad.

 

Artículo 2°.‑ Las obras se financiarán mediante erogaciones populares, obtenidas por medio de colectas públicas, donaciones y otros aportes privados. Las colectas públicas se efectuarán en las fechas que determine la comisión especial que se crea por el artículo 4°.

 

Artículo 3°.‑ Créase un fondo con el objeto de recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes que señala el artículo anterior.

 

Artículo 4°.‑ Créase una comisión especial de siete miembros ad honorem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por:

 

a) Dos Senadores;
 

b) Dos Diputados;
 

c) El Alcalde de Copiapó;
 

d) El Gobernador de Copiapó, y
 

e) El Obispo de Copiapó.

 

Los Diputados y los Senadores serán designados por sus respectivas Cámaras. La Comisión podrá sesionar con la presencia de la mayoría de sus miembros.

 

Artículo 5°.‑ La comisión especial tendrá las siguientes funciones:


a) Determinar la fecha y la forma en que se efectuarán las colectas públicas, como también realizar las gestiones legales destinadas a que éstas se efectúen;

 

b) Administrar el fondo creado en el artículo 3°;


c) Llamar a concurso público de proyectos para la ejecución de las obras, fijar sus bases y resolverlo, y



d) Abrir una cuenta corriente especial para gestionar el fondo a que se refiere el artículo 3°.

 

Artículo 6°.‑ Si al concluir la construcción del monumento resultaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados al fin que la comisión especial determine.”.

________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que autoriza erigir un monumento y santuario en memoria del Padre Pío de Pietrelcina, en la comuna de Maule, con segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y 

Tecnología



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza erigir un monumento y santuario en memoria del Padre Pío de Pietrelcina, en la comuna de Maule, con segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, correspondiente al Boletín Nº 3.719-04.



Agrega el señor Secretario General que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología efectuó diversas modificaciones al proyecto aprobado en general, las que fueron acordadas por unanimidad.



El señor Secretario General expresa que, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología deja constancia de lo siguiente:

 

1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de Indicaciones ni de modificaciones: Artículos 1º, 2°, 3°, 5° y 6°.



2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 1, 2 y 3.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Ninguna.



4.- Indicaciones rechazadas: Ninguna.


5.- Indicaciones retiradas: Ninguna.



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: Ninguna.

- - -



El señor Secretario General hace presente que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología somete a consideración de la Sala el proyecto aprobado en general, con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO 4°

Inciso primero



Reemplazar las frases “Los Senadores de la VII Circunscripción Norte.” y “Los Diputados de los distritos 37 y 38.”, por la siguiente: “Dos Senadores y dos Diputados designados por las respectivas Cámaras.”.



Suprimir la expresión “Arquidiócesis o”.



Eliminar la frase: “Un representante del Consejo de Monumentos Nacionales.”.

- - -


El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Ríos, quien deja constancia, para la historia fidedigna de la ley que, en su parecer, este proyecto de ley es inconstitucional, porque al alcalde se le está agregando una nueva obligación, la que debería ser aprobada con el quórum especial correspondiente.



A continuación, el señor Presidente, de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 124 del Reglamento de la Corporación, anuncia que dará por aprobadas las disposiciones del proyecto de ley que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, esto es, los artículos 1º, 2º, 3º, 5º y 6º , salvo que algún señor Senador, con el acuerdo unánime de los señores Senadores presentes, solicite someter a discusión y votación los preceptos indicados.



Quedan, en consecuencia, aprobadas las referidas disposiciones con el voto en contra del Honorable Senador señor Ríos y las abstenciones de los Honorables Senadores señores Muñoz Barra y Sabag.



En seguida, el señor Presidente, en aplicación de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento de la Corporación, anuncia que se votarán sin debate las enmiendas despachadas por unanimidad, salvo que hubiere indicaciones renovadas o que algún señor Senador manifieste su intención de discutir alguna proposición de la Comisión.



Puestas en votación las mencionadas enmiendas, resultan aprobadas con el voto en contra del Honorable Senador señor Ríos y las abstenciones de los Honorables Senadores señores Muñoz Barra y Sabag.



Queda terminada la discusión en particular de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el siguiente

PROYECTO DE LEY:
 

“Artículo 1° - Autorízase erigir un monumento y santuario en la comuna de Maule, en memoria del Padre Pío de Pietrelcina.

 

Artículo 2°- Las obras se financiarán mediante erogaciones populares, obtenidas a través de colectas públicas, donaciones y otros aportes privados.

 

Las colectas públicas a que alude el inciso anterior se efectuarán en las fechas que determine la comisión especial que se creará para el efecto, en coordinación con las intendencias regionales.

 

Artículo 3°- Créase, en la Región del Maule, un fondo destinado a recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes señalados en el artículo precedente.

 

Artículo 4°- Créase, en la Región del Maule, una comisión especial, integrada por miembros ad honorem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por:

 

-Dos Senadores y dos Diputados designados por las respectivas Cámaras.

 

-El Alcalde de la comuna del Maule.
 

-Un representante de la Diócesis respectiva.
 

-Un representante del Colegio de Arquitectos de Chile.
 

-El Presidente de la Fundación San Pío de Pietrelcina.

 

La Comisión elegirá un presidente de entre sus miembros; funcionará en la sede de la Fundación San Pío de Pietrelcina, en la ciudad del Maule, y el quórum para sesionar y adoptar acuerdos será el de la mayoría de sus miembros.

 

Artículo 5°- La comisión tendrá las siguientes funciones:

 

a) Determinar la fecha y la forma en que se efectuarán las colectas públicas a que se refiere el artículo 2°, así como realizar las gestiones pertinentes para su concreción;

 

b) Determinar las ubicaciones del monumento y santuario, en coordinación con la Municipalidad del Maule y el Consejo de Monumentos Nacionales, y disponer y supervigilar sus construcciones, previo cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 18 de la ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales;

 

c) Llamar  a concurso público de proyectos para la ejecución de las obras, fijar sus bases y resolverlo;

 

d) Administrar el fondo creado por el artículo 3°, y

 

e) Abrir una cuenta corriente especial para gestionar el referido fondo.

 

Artículo 6°- Si  una vez construido el monumento y santuario quedaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados al fin que la comisión determine.”.

___________________

Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Horvath, en primer trámite constitucional, que autoriza la construcción de un monumento, archivo y museo, en la Región de Aysén, en memoria del geógrafo don Juan Steffen Hoffmann, con segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y 

Tecnología



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Horvath, en primer trámite constitucional, que autoriza la construcción de un monumento, archivo y museo, en la Región de Aysén, en memoria del geógrafo don Juan Steffen Hoffmann, con segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, correspondiente al Boletín Nº 3.545-04.



Agrega el señor Secretario General que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología efectuó diversas modificaciones al proyecto aprobado en general, las que fueron acordadas por unanimidad.



El señor Secretario General expresa que, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología deja constancia de lo siguiente:

 

1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de Indicaciones ni de modificaciones: Artículos 2°, 3° y 4°.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 4, 5 y 7.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 2 y 3.


4.- Indicaciones rechazadas: números 1 y 6.


5.- Indicaciones retiradas: Ninguna.



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: Ninguna.

- - -



El señor Secretario General hace presente que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología somete a consideración de la Sala el proyecto aprobado en general, con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO 5°
Letra b)



Suprimir la frase: de los Alcaldes de la XI Región de Aysén.”, y agregar la siguiente frase final, antecedida de una coma (,): “, elegido entre los Alcaldes de las 10 comunas de la Región de Aysén.”.

Letra e)



Sustituirla por la siguiente:



 “e) Un representante del Consejo de Monumentos Nacionales en la XI Región de Aysén.”.

ooo



Agregar el siguiente artículo 6°, nuevo:



“Artículo 6°.- Facúltase a la comisión especial para preparar y articular convenios con y entre entidades públicas o privadas con el objeto de constituir un archivo y museo para la custodia y administración de aquellos bienes de interés cultural o histórico que, habiendo pertenecido al Geógrafo Juan Steffen Hoffmann, sean donados al efecto por sus sucesores o personas naturales y entidades que las posean o recopilen.”.

ooo


Agregar el siguiente artículo 7°, nuevo:



“Artículo 7°.- El monumento estará situado en la intersección de la Ruta X25 (Viviana-Mañihuales-Camino Longitudinal Austral) con al Ruta 240CH (Puerto Chacabuco-Puerto Aysén-Coyhaique-Balmaceda).”.
- - -



A continuación, el señor Presidente, de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 124 del Reglamento de la Corporación, anuncia que dará por aprobadas las disposiciones del proyecto de ley que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, esto es, los artículos 2º, 3º y 4º , salvo que algún señor Senador, con el acuerdo unánime de los señores Senadores presentes, solicite someter a discusión y votación los preceptos indicados.



Quedan, en consecuencia, aprobadas las referidas disposiciones por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Ríos, quien deja constancia, para la historia fidedigna de la ley, que, en su parecer, este proyecto de ley es inconstitucional.



En seguida, el señor Presidente, en aplicación de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento de la Corporación, anuncia que se votarán sin debate las enmiendas despachadas por unanimidad, salvo que hubiere indicaciones renovadas o que algún señor Senador manifieste su intención de discutir alguna proposición de la Comisión.



Puestas en votación las mencionadas enmiendas, resultan aprobadas por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión en particular de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el siguiente

PROYECTO DE LEY:
 

“Artículo 1º.- Autorízase la construcción de un monumento, archivo y museo en la Región de Aysén, en memoria del geógrafo Juan Steffen Hoffmann.

 

Artículo 2º.- Las obras se financiarán mediante erogaciones populares obtenidas a través de colectas públicas, donaciones y otros aportes.

 

Artículo 3º.- Las colectas públicas a que se refiere el artículo anterior se efectuarán en las fechas que determine la Comisión Especial que establece el artículo 5º de la presente ley.

 

Artículo 4º.- Créase un fondo destinado a recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes señalados en el artículo 2º.

 

Artículo 5º.- Créase una Comisión Especial integrada por 6 miembros ad honorem encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por:

 

Dos representantes de la Región de Aysén ante el Congreso Nacional, un diputado y un senador.

 

Un representante, elegido entre los Alcaldes de las 10 comunas de la Región de Aysén.
 

Un representante de la Liga Chileno Alemana.

 

Un representante de la Dirección Regional de Aysén del Consejo Nacional de la Cultura.

 

Un representante del Consejo de Monumentos Nacionales en la XI Región de Aysén.


Artículo 6°.- Facúltase a la comisión especial para preparar y articular convenios con y entre entidades públicas o privadas con el objeto de constituir un archivo y museo para la custodia y administración de aquellos bienes de interés cultural o histórico que, habiendo pertenecido al Geógrafo Juan Steffen Hoffmann, sean donados al efecto por sus sucesores o personas naturales y entidades que las posean o recopilen.



Artículo 7°.- El monumento estará situado en la intersección de la Ruta X25 (Viviana-Mañihuales-Camino Longitudinal Austral) con al Ruta 240CH (Puerto Chacabuco-Puerto Aysén-Coyhaique-Balmaceda).”.

___________________

Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Cordero, en primer trámite constitucional, que autoriza erigir un monumento, en la ciudad de La Serena, en memoria del sacerdote Angelo Panigati, con segundo informe de la Comisión de Educación, 

Cultura, Ciencia y Tecnología



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Cordero, en primer trámite constitucional, que autoriza erigir un monumento, en la ciudad de La Serena, en memoria del sacerdote Angelo Panigati, con segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, correspondiente al Boletín Nº 3.902-04.



Agrega el señor Secretario General que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología efectuó una sola modificación al proyecto aprobado en general, la que fue acordada por unanimidad.



El señor Secretario General expresa que, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología deja constancia de lo siguiente:

 

1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de Indicaciones ni de modificaciones: Artículos 1º, 2°, 3° y 6°.



2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: la número 1.



3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Ninguna.



4.- Indicaciones rechazadas: la número 2.



5.- Indicaciones retiradas: Ninguna.



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: Ninguna.

- - -



El señor Secretario General hace presente que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología somete a consideración de la Sala el proyecto aprobado en general, con la siguiente modificación:

ARTÍCULO 4°

Letra d)


Suprimirla.

- - -



El señor Presidente le concede la palabra al Honorable Senador señor Ríos, quien deja constancia, para la historia fidedigna de la ley que, en su parecer, este proyecto de ley es inconstitucional, porque al alcalde se le está agregando una nueva obligación, la que debería ser aprobada con el quórum especial correspondiente.



A continuación, el señor Presidente, de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 124 del Reglamento de la Corporación, anuncia que dará por aprobadas las disposiciones del proyecto de ley que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, esto es, los artículos 1º, 2º, 3º y 6º, salvo que algún señor Senador, con el acuerdo unánime de los señores Senadores presentes, solicite someter a discusión y votación los preceptos indicados.



Quedan, en consecuencia, aprobadas las referidas disposiciones con el voto en contra del Honorable Senador señor Ríos.



En seguida, el señor Presidente, en aplicación de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento de la Corporación, anuncia que se votará sin debate la enmienda despachada por unanimidad, salvo que hubiere indicaciones renovadas o que algún señor Senador manifieste su intención de discutir la proposición de la Comisión.



Puesta en votación la mencionada enmienda, resulta aprobada con el voto en contra del Honorable Senador señor Ríos.



Queda terminada la discusión en particular de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el siguiente

PROYECTO DE LEY:
 

“Artículo 1º.- Autorízase la erección de un monumento, en la ciudad de La Serena, en memoria del Sacerdote Católico miembro de la Orden Barnabita, Reverendo Padre Angelo Panigati.

 

Artículo 2º.- Las obras se financiarán por erogaciones populares, obtenidas mediante la realización de colectas públicas, las que se efectuarán en las fechas y lugares que determine la comisión especial que se crea para los efectos de este proyecto, como también por medio de donaciones y otros aportes privados.

 

Artículo 3º.- Créase un fondo con el objeto de recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes que señala el artículo anterior.

 

Artículo 4º.- Créase una comisión especial de siete miembros ad honorem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por:

 

a) El Alcalde de la Municipalidad de La Serena , quien la presidirá.
 

b) Dos Diputados, que representen distritos de la Cuarta Región.
 

c) El Rector del Seminario Conciliar de La Serena.

 

Los Diputados serán designados por la Cámara de Diputados.

 

El quórum para sesionar será el de la mayoría de sus miembros.

 

Artículo 5º.- La comisión especial tendrá las siguientes funciones:

 

a) Determinar la fecha, la forma y los lugares en que se efectuarán las colectas públicas, como también realizar las gestiones legales destinadas a que éstas se efectúen.

 

b) Administrar el fondo creado en el artículo 3º.

 

c) Llamar a concursos públicos de proyectos y para la ejecución de las obras, fijar sus bases y resolverlos.

 

d) Abrir una cuenta corriente especial para gestionar el fondo.

 

Artículo 6º.- Si al concluir la construcción del monumento, resultaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados -conservando el espíritu que inspiraba las acciones del Reverendo. Padre Panigati- a las aldeas S.O.S., que albergan a menores desvalidos, o en subsidio, lo que la comisión especial determine.”.
______________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



--Del Honorable Senador señor Fernández, al señor Ministro de Educación, sobre los planteamientos efectuados por el Sindicato de Trabajadores Co-Docentes de la Corporación Municipal de Educación, Salud y Menores de Puerto Natales.



--Del Honorable Senador señor García, al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, y al señor Presidente del Directorio de la Empresa de Ferrocarriles del Estado, respecto de las denuncias efectuadas por pequeños productores madereros, en lo atinente al abastecimiento de durmientes para dicha empresa.



--Del Honorable Senador señor Prokurica, al señor Ministro de Obras Públicas, acerca de la evaluación de los costos y beneficios del proyecto de concesión de la Ruta 5 Norte, en el tramo acceso norte a La Serena-Caldera.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

__________________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Viera-Gallo, quien se refiere a las declaraciones efectuadas por el candidato a la Presidencia de la República, don Joaquín Lavín, sobre la manera de enfrentar la delincuencia.
____________



En el tiempo cedido por el Comité Institucionales 2, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Ríos, quien se refiere a la campaña sanitaria sobre prevención del Síndrome de Inmuno Deficiencia Adquirida.

____________



Se deja constancia de que no hicieron uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión los Comités Partido Demócrata Cristiano, Partido Unión Demócrata Independiente, Partido Renovación Nacional, Institucionales 1 y Mixto Partido Por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata.

_____________

Se levanta la sesión.

JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA

Secretario General (S) del Senado

SESION 41ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 12 DE OCTUBRE DE 2.005



Presidencia de los Honorables Senadores señores Romero, Presidente, y Gazmuri, Vicepresidente.



Asisten los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen), y señores Aburto, Arancibia, Ávila, Boeninger, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Coloma, Espina, Fernández, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Páez, Parra, Pizarro, Prokurica, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Vásquez, Vega, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Asisten, asimismo, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Eduardo Dockendorff, el señor Ministro de Justicia Subrogante, don Jaime Arellano y el señor Subsecretario de Justicia Subrogante, don Francisco Maldonado.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones trigésima séptima, especial, y trigésima octava, ordinaria, ambas de 4 de octubre de 2005, y trigésima novena, ordinaria, de 5 de octubre de 2005, que no han sido observadas.

___________________________

CUENTA

Mensajes



Cinco de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con los dos primeros, retira la urgencia, y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto de los siguientes proyectos, en trámite de Comisión Mixta:



1) El que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal (Boletín Nº 3.021-07).



2) El que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la reforma procesal penal (Boletín Nº 3.465-07).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones, y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el tercero, retira la urgencia, y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “suma”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sustituye el procedimiento laboral contemplado en el Libro V del Código del Trabajo (Boletín Nº 3.367-13).



-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el cuarto, retira la urgencia, y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “simple”, respecto del proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que autoriza al Estado de Chile para aprobar el Estatuto de Roma, que crea la Corte Penal Internacional (Boletín Nº 2.912-07).



-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el quinto, hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, en materia de acuicultura (Boletín N° 3.892-21).



-- Se tiene presente la urgencia, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, informa que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que complementa la ley N° 19.927, sobre pornografía infantil (Boletín N° 3.855-18).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el segundo, comunica que ha dado su aprobación al proyecto de ley que modifica normas sobre patria potestad (Boletín N° 3.592-18).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Con el tercero, informa que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación (Boletín N° 3.815-07).



-- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Con el cuarto, comunica que ha dado su aprobación al proyecto de ley que autoriza erigir un monumento en la localidad de Chañaral Alto, comuna de Monte Patria, en memoria de don Alejandro Chelén Rojas (Boletín N° 3.911-04).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Con el quinto, informa que ha dado su aprobación al informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín Nº 3.021-07).



-- Queda para tabla.



Del señor Ministro de Hacienda, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre de la Corporación, sobre la posibilidad de presentar a trámite legislativo una iniciativa que recoja las ideas contenidas en una Moción, presentada por el Honorable Senador señor Chadwick, que propone beneficios tributarios a la inversión de utilidades de empresas establecidas o que se instalen en Regiones distintas de la Metropolitana, que fuera declarada inadmisible por corresponder a materias propias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Stange, relativo a la declaración del Parque Pumalín como Santuario de la Naturaleza.



Del señor Ministro de Educación, mediante el cual contesta un oficio dirigido en nombre de la Honorable Senadora señora Frei (doña Carmen), sobre la disminución de las raciones de alimentos en los establecimientos educacionales municipales de la II Región.



Del señor Director Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre los efectos negativos que sufrirán las comunidades indígenas aledañas al lugar donde se construirá el Centro de Manejo de Residuos Sólidos de La Araucanía.



Del señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región de La Araucanía, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre reparación de las viviendas de la Población Ramón Francois, en la comuna de Collipulli.



Del señor Director del Instituto de Desarrollo Agropecuario de la Región de La Araucanía, por medio del cual da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre proyectos del Instituto que serían afectados por la instalación del Centro de Manejo de Residuos Sólidos de La Araucanía.



Del señor Gerente General de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre importación de durmientes de madera provenientes de la amazonía brasileña.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas, entre ambas Cámaras, durante la tramitación del proyecto de ley que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la reforma procesal penal (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín Nº 3.465-07).



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el sistema de nombramiento y calificaciones de los ministros, jueces, auxiliares de la administración de justicia y empleados del Poder Judicial (Boletín Nº 3.788-07).



-- Quedan para tabla.

Declaración de inadmisibilidad



Moción del Honorable Senador señor Páez, con la que presenta un proyecto de ley que faculta al Presidente de la República para comprometer la garantía del Estado en uno o más créditos requeridos para la construcción de la obra pública, por concesión, de puente sobre el Canal de Chacao.



-- Se declara inadmisible por referirse a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el número 3.° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

o o o



Durante la sesión se agrega a la Cuenta el siguiente asunto:



Oficio de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, con el que somete a consideración del Senado, solicitando su acuerdo, la proposición para designar a los señores Ernesto Fontaine Ferreira-Nobriga y Ernesto Livacic Rojas como representantes del Presidente de la República en el Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos de Juego (con la urgencia establecida en el inciso segundo del número 5 del artículo 53 de la Constitución Política de la República) (Boletín Nº S 828-05).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



A este respecto, el señor Presidente en ejercicio, Honorable Senador señor Gazmuri, sugiere a la Sala que la proposición de S. E. el Vicepresidente de la República sea votada en sesión del día miércoles 19 de octubre próximo.



La Sala concuerda con la sugerencia del señor Presidente.

- - - 



Inmediatamente, el señor Presidente del Senado, Honorable Senador señor Romero, concede la palabra al Honorable Senador señor Páez, quien, respecto de la Moción de su autoría, relativa a facultar al Presidente de la República para comprometer la garantía del Estado en uno o más créditos requeridos para la construcción de la obra pública, por concesión, de puente sobre el Canal de Chacao, que fue declarada inadmisible, le solicita recabe el asentimiento de la Sala con el objeto de dirigir oficio, en su nombre, a S. E. el Presidente de la República para que, si lo tiene a bien, se sirva considerar la posibilidad de presentar a tramitación legislativa un proyecto de ley que contenga la idea de la referida Moción. Asimismo, que se envíe oficio a los señores Ministros de Hacienda, Secretario General de la Presidencia y de Obras Públicas adjuntando la mencionada iniciativa.



El señor Presidente sugiere a la Corporación que los oficios sean enviados en nombre de la Sala.



Consultada la Sala, así se acuerda.

- - -

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

 

1.- Considerar en el cuarto lugar del Orden del Día, el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, que figura en Tabla de Fácil Despacho, sobre competencia desleal, con informe de la Comisión de Economía (Boletín N° 3.356-03).


2.- Incorporar como números 2 y 3 del Orden del Día de la presente sesión, los informes de Comisiones Mixtas recaídos en los siguientes proyectos de ley, ambos con urgencia calificada de “discusión inmediata”:



a) El que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal (Boletín N° 3.021-07).



b) El que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la reforma procesal penal (Boletín N° 3.465-07).



3.- Retirar del Orden del Día, hasta que pueda concurrir a la Sala el señor Ministro de Relaciones Exteriores, la iniciativa signada con el número 2, esto es, el proyecto de reforma constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República y en Moción de los Honorables Senadores señores Naranjo y Viera-Gallo, en primer trámite constitucional, que autoriza al Estado de Chile para aprobar el Estatuto de Roma, que crea la Corte Penal Internacional, y que permite el reconocimiento de la jurisdicción de los Tribunales Internacionales, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (Boletines N°s. 2.912-07 y 3.491-07). Con urgencia calificada de “simple”.



4.- Reiterar a Su Excelencia el Presidente de la República el oficio de la Corporación N° 25.966, de 5 de octubre en curso, por medio del cual el Senado le solicitó hacer presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto del proyecto de ley que introduce, en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reformó la Constitución Política de la República (Boletín N° 3.962-07), que se encuentra en tramitación en la Honorable Cámara de Diputados.

________________

________________



En seguida, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Sabag, quien le solicita autorización para que la Primera Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos pueda sesionar en forma paralela con la Sala.



Consultada la Corporación, así se acuerda, precisando el señor Presidente que los señores Senadores que integran la referida Primera Subcomisión deberán acudir a la Sala, en caso de producirse una votación de quórum especial.

________________

ORDEN DEL DIA

Informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 (ex artículo 68) de la Constitución Política, aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que establece como obligatoria la declaración jurada patrimonial de bienes a las 

autoridades que ejercen una función pública



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del informe de la Comisión Mixta de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 (ex artículo 68) de la Constitución Política, aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que establece como obligatoria la declaración jurada patrimonial de bienes a las autoridades que ejercen una función pública, correspondiente al Boletín Nº 2.394-07, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.



Previene el señor Secretario General que en el informe de la Comisión Mixta se deja constancia que el artículo 60 C, comprendido en el artículo 1º del proyecto de ley y el artículo primero transitorio deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 38 de la misma Carta Fundamental.



Agrega que la controversia entre ambas Cámaras tuvo su origen en el rechazo, por parte de la Honorable Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de cuatro de las modificaciones efectuadas por el Senado en el segundo trámite constitucional.



El señor Secretario General expresa que en mérito de las consideraciones contenidas en su informe, la Comisión Mixta, aprobó el artículo 60 C que se incorpora a la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, por 4 votos a favor de los Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés), y del Honorable Diputado señor Uriarte, y 3 en contra, de los Honorables Diputados señora Soto y señores Burgos y Bustos. El artículo 241 bis, que se agrega al Código Penal, lo aprobó por 6 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés), y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos y Uriarte, y 2 abstenciones de los Honorables Diputados señora Soto y señor Bustos. A su vez, la Comisión Mixta aprobó el artículo 13 del proyecto de ley por 6 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés), y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos y Uriarte, y 2 votos en contra de los Honorables Diputados señora Soto y señor Bustos. El artículo 1º transitorio lo aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés), y los Honorables Diputados señoras Guzmán y Soto, y señores Burgos, Bustos y Uriarte. En consecuencia, la Comisión Mixta sugiere, como forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, aprobar la siguiente proposición:

 

“Aprobar el artículo 60 C del texto del Senado, integrando el artículo 1º del proyecto.

 

En el inciso primero del artículo 241 bis, contenido en el artículo 12 del proyecto aprobado por el Senado, agregar, luego de la expresión “incremento patrimonial”, las palabras “relevante e injustificado”, y eliminar la frase “sin que pueda acreditar su origen legítimo”.
 

Aprobar los artículos 13 y 1º transitorio del texto del Senado.”.

- - -



A continuación, el señor Presidente pone en discusión la proposición de la Comisión Mixta y hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Espina.



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición de la Comisión Mixta, es aprobada por 31 votos a favor, de un total de 48 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El señor Presidente le concede la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia.



El texto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente

PROYECTO DE LEY:



ARTÍCULO 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto, refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia:



1) Sustitúyese la denominación del Párrafo 3° del Título III, “De la declaración de intereses”, por “De la declaración de intereses y de patrimonio” e incorpóranse los siguientes artículos 60 A, 60 B, 60 C y 60 D, nuevos:



“Artículo 60 A.- Sin perjuicio de la declaración de intereses a que se refiere el Párrafo anterior, las personas señaladas en el artículo 57 deberán hacer una declaración de patrimonio.



También deberán hacer esta declaración todos los directores que representen al Estado en las empresas a que se refieren los incisos tercero y quinto del artículo 37 de la ley Nº  18.046, sobre Sociedades Anónimas.



Artículo 60 B.- La declaración de patrimonio comprenderá también los bienes del cónyuge de las personas a que se refiere el artículo anterior, siempre que estén casados bajo el régimen de sociedad conyugal. No obstante, si el cónyuge es mujer, no se considerarán los bienes que ésta administre de conformidad a los artículos 150, 166 y 167 del Código Civil.



Artículo 60 C.- La declaración de patrimonio deberá contener la individualización de los siguientes bienes:



a) inmuebles del declarante, indicando las prohibiciones, hipotecas, embargos, litigios, usufructos, fideicomisos y demás gravámenes que les afecten, con mención de las respectivas inscripciones;



b) vehículos motorizados, indicando su inscripción;



c) valores del declarante a que se refiere el inciso primero del artículo 3º de la ley Nº 18.045, sea que se transen en Chile o en el extranjero; 



d) derechos que le corresponden en comunidades o en sociedades constituidas en Chile o en el extranjero.



La declaración contendrá también una enunciación del pasivo, si es superior a cien unidades tributarias mensuales.



Artículo 60 D.- La declaración de patrimonio será pública y deberá actualizarse cada cuatro años y cada vez que el declarante sea nombrado en un nuevo cargo.



Sin perjuicio de lo anterior, al concluir sus funciones el declarante también deberá actualizarla.

 

Esta declaración deberá ser presentada, dentro de los treinta días siguientes a la asunción en el cargo o la ocurrencia de algunos de los hechos que obligan a actualizarla, ante el Contralor General de la República o el Contralor Regional respectivo, quien la mantendrá para su consulta.”.



2) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 65:



a) Intercálase en el inciso primero, entre las palabras “intereses “ y “ será sancionada” las expresiones “ o de patrimonio”.



b) En el inciso tercero, sustitúyese la frase “Si fuere contumaz en la omisión, procederá la medida disciplinaria de destitución, que será aplicada por la autoridad llamada a extender el nombramiento del funcionario” por la siguiente: “Si el funcionario se muestra contumaz en la omisión, esta circunstancia será tenida en cuenta para los efectos de su calificación y se le aplicarán las sanciones disciplinarias correspondientes”.



c) Intercálase en el inciso cuarto, entre las palabras “intereses” y “se sancionará” los términos “o de patrimonio”.



3) Sustitúyese el artículo 66 por el siguiente:



“Artículo 66.- La inclusión a sabiendas de datos relevantes inexactos y la omisión inexcusable de información relevante requerida por la ley en la declaración de intereses o en la de patrimonio serán tenidas en cuenta para los efectos de las calificaciones y se sancionarán disciplinariamente con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales.”.



4) Derógase el artículo 67.



Artículo 2º.- No obstante lo establecido en el inciso primero del artículo 60 A de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, los alcaldes y los concejales presentarán las declaraciones de intereses y de patrimonio establecidas por dicho cuerpo legal ante el Contralor General de la República o el Contralor Regional respectivo, quien las mantendrá para su consulta pública.



Artículo 3º.- Agrégase el siguiente artículo 5º D, en la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional:



“Artículo 5º D.- Asimismo, los diputados y senadores deberán efectuar una declaración jurada de patrimonio, en los mismos términos de los artículos 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, ante el Secretario General de la respectiva Corporación, quien la mantendrá para su consulta pública.



En todo lo demás, la declaración de patrimonio se regirá por lo dispuesto en el artículo anterior.



Sin perjuicio de lo establecido en el inciso precedente, la no presentación oportuna de la declaración de patrimonio será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Transcurridos sesenta días desde que la declaración sea exigible, se presumirá incumplimiento del infractor.



El incumplimiento de la obligación de actualizar la declaración de patrimonio se sancionará con multa de cinco a quince unidades tributarias mensuales.



La Comisión de Ética del Senado y la Comisión de Conductas Parlamentarias de la Cámara de Diputados conocerán y resolverán acerca de la aplicación de dichas sanciones a los miembros de las respectivas Corporaciones.



El procedimiento podrá iniciarse de oficio por las Comisiones señaladas en el inciso anterior o por denuncia de un parlamentario. La formulación de cargos dará al parlamentario afectado el derecho de contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán presentarse todos los medios de prueba, los que se apreciarán en conciencia. La Comisión deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. De dicha resolución podrá apelarse al Presidente de la Cámara a que pertenezca el diputado o senador.



No obstante lo señalado en los incisos anteriores, el infractor tendrá el plazo fatal de diez días, contado desde la notificación de la resolución que impone la multa, para presentar la declaración omitida o para corregirla. Si así lo hace, la multa se rebajará a la mitad.”.



ARTÍCULO 4º.- Introdúcese en el Código Orgánico de Tribunales, a continuación del artículo 323 bis, el siguiente artículo nuevo:



“Artículo 323 bis A.- Asimismo, las personas señaladas en el artículo anterior deberán efectuar una declaración jurada de patrimonio, en los mismos términos de los artículos 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, ante el Secretario de la Corte Suprema o de la Corte de Apelaciones respectiva, según sea el caso, quien la mantendrá para su consulta pública.



En todo lo demás, la declaración de patrimonio se regirá por lo dispuesto en el artículo anterior.



No obstante lo establecido en el inciso precedente, la no presentación oportuna de la declaración de patrimonio será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Transcurridos  sesenta días desde que la declaración sea exigible, se presumirá incumplimiento del infractor.



El incumplimiento de la obligación de actualizar la declaración de patrimonio, se sancionará con multa de cinco a quince unidades tributarias mensuales.”.



Artículo 5º.- Introdúcese el siguiente artículo 14 bis, nuevo, en la ley Nº 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional:



“Artículo 14 bis.- Los Ministros y los abogados integrantes del Tribunal Constitucional deberán efectuar una declaración jurada de patrimonio en los mismos términos de los artículos 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.



La declaración de patrimonio deberá efectuarse ante el Secretario del Tribunal, quien la mantendrá para su consulta pública. 



La no presentación oportuna de la declaración de patrimonio será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Transcurridos sesenta días desde que la declaración sea exigible, se presumirá incumplimiento del infractor.



El incumplimiento de la obligación de actualizar la declaración de patrimonio se sancionará con multa de cinco a quince unidades tributarias mensuales.



Las sanciones a que se refieren los incisos anteriores serán aplicadas por el Tribunal Constitucional.



El procedimiento se podrá iniciar de oficio por el Tribunal o por denuncia de uno de sus Ministros. La formulación de cargos dará al Ministro afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán presentarse todos los medios de prueba, los que se apreciarán en conciencia. El Tribunal deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia.



No obstante lo señalado en los incisos anteriores, el infractor tendrá el plazo fatal de diez días, contado desde la notificación de la resolución que impone la multa, para presentar la declaración omitida o para corregirla. Si así lo hace, la multa se rebajará a la mitad.”.



Artículo 6º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público: 



a) Agrégase el siguiente artículo 9º bis, nuevo:



“Artículo 9º bis.- El Fiscal Nacional, los Fiscales Regionales y los fiscales adjuntos deberán efectuar una declaración jurada de patrimonio, en los mismos términos de los artículo 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.



La declaración de patrimonio deberá efectuarse ante el Fiscal Nacional. Una copia de ella deberá mantenerse, para consulta pública, en la oficina de personal de la propia Fiscalía o de la Fiscalía Regional, según el caso.



La no presentación oportuna de la declaración de patrimonio o el incumplimiento de la obligación de actualizarla se sancionará en los términos establecidos en el artículo 47 de la presente ley.”.



b) En el artículo 47:



1) Sustitúyese la oración final del inciso segundo, “Si el fiscal adjunto fuere contumaz en la omisión, procederá la medida disciplinaria de remoción.” por la siguiente: “Si un fiscal adjunto se muestra contumaz en la omisión, se le aplicarán las medidas disciplinarias que correspondan y esa circunstancia servirá de antecedente para su calificación funcionaria.”.



2) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:



“La inclusión a sabiendas de  datos relevantes inexactos y la omisión inexcusable de información relevante  requerida por la ley en las declaraciones de intereses y de patrimonio serán sancionadas disciplinariamente con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de que serán tenidas en cuenta en la calificación funcionaria del fiscal que incurra en estas infracciones.”.



3) Suprímese el inciso cuarto.



Artículo 7º.- Sustitúyese la última oración del inciso final del artículo 14 de la ley Nº 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, por la siguiente: “Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 90, será aplicable, en este caso, lo dispuesto en los artículos 60 B, 60 C y 60 D y en el inciso segundo del artículo 61 de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, sirviendo como ministro de fe y depositario el Vicepresidente del Banco, quien dará copia a quien lo solicite, a costa del peticionario.”.



Artículo 8º.- Introdúcese el siguiente artículo 9º bis, nuevo, en el decreto ley Nº 211, de 1973, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2005:

 



“Artículo 9º bis.- Los integrantes titulares y suplentes del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia deberán efectuar una declaración jurada de patrimonio, en los mismos términos de los artículos 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.



La declaración de patrimonio deberá efectuarse ante el Secretario del Tribunal, quien la mantendrá para su consulta pública. 



La no presentación oportuna de la declaración de patrimonio será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Transcurridos sesenta días desde que la declaración sea exigible, se presumirá incumplimiento del infractor.



El incumplimiento de la obligación de actualizar la declaración de patrimonio se sancionará con multa de cinco a quince unidades tributarias mensuales.



Las sanciones a que se refieren los incisos anteriores serán aplicadas por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia.



El procedimiento se podrá iniciar de oficio por el Tribunal o por denuncia de uno de sus Ministros. La formulación de cargos dará al Ministro afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán presentarse todos los medios de prueba, los que se apreciarán en conciencia. El Tribunal deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia.



No obstante lo señalado en los incisos anteriores, el infractor tendrá el plazo fatal de diez días, contado desde la notificación de la resolución de multa, para presentar la declaración omitida o para corregirla. Si así lo hace, la multa se rebajará a la mitad.”.



Artículo 9º.- Agrégase el siguiente artículo 6º bis, nuevo, a la ley Nº 18.460, Orgánica Constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones:



“Artículo 6º bis.- Los integrantes del Tribunal Calificador de Elecciones deberán efectuar una declaración jurada de patrimonio, en los mismos términos de los artículos 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.



La declaración de patrimonio deberá efectuarse ante el Secretario del Tribunal, quien la mantendrá para su consulta pública. 



La no presentación oportuna de la declaración de patrimonio será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Transcurridos sesenta días desde que la declaración sea exigible, se presumirá incumplimiento del infractor.



El incumplimiento de la obligación de actualizar la declaración de patrimonio se sancionará con multa de cinco a quince unidades tributarias mensuales.



Las sanciones a que se refieren los incisos anteriores serán aplicadas por el Tribunal Calificador de Elecciones.



El procedimiento se podrá iniciar de oficio por el Tribunal o por denuncia de uno de sus Ministros. La formulación de cargos dará al Ministro afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán presentarse todos los medios de prueba, los que se apreciarán en conciencia. El Tribunal deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia.



No obstante lo señalado en los incisos anteriores, el infractor tendrá el plazo fatal de diez días, contado desde la notificación de la resolución de multa, para presentar la declaración omitida o para corregirla. Si así lo hace, la multa se rebajará a la mitad.”.



Artículo 10.- Agrégase el siguiente artículo 7º bis, nuevo, en la ley Nº 18.593, sobre los Tribunales Electorales Regionales:



“Artículo 7º bis.- Los integrantes de los Tribunales Electorales Regionales deberán efectuar una declaración jurada de patrimonio, en los mismos términos de los artículos 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.



La declaración de patrimonio deberá efectuarse ante el Secretario del Tribunal Electoral Regional, quien la mantendrá para su consulta pública. 



La no presentación oportuna de la declaración de patrimonio será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Transcurridos sesenta días desde que la declaración sea exigible, se presumirá incumplimiento del infractor.



El incumplimiento de la obligación de actualizar la declaración de patrimonio se sancionará con multa de cinco a quince unidades tributarias mensuales.



Las sanciones a que se refieren los incisos anteriores serán aplicadas por el Tribunal Calificador de Elecciones.



El procedimiento se podrá iniciar de oficio por el Tribunal Calificador de Elecciones o por denuncia de uno de sus Ministros. La formulación de cargos dará al Ministro afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán presentarse todos los medios de prueba, los que se apreciarán en conciencia. El Tribunal Calificador de Elecciones deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia.



No obstante lo señalado en los incisos anteriores, el infractor tendrá el plazo fatal de diez días, contado desde la notificación de la resolución de multa, para presentar la declaración omitida o para corregirla. Si así lo hace, la multa se rebajará a la mitad.”.



Artículo 11.- Derógase la letra o) del artículo 63 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1/19.704, del Ministerio del Interior, de 2002.



Artículo 12.- Intercálase el siguiente artículo 241 bis, al final del Párrafo 6, del Título V, del Libro Segundo del Código Penal:



“Artículo 241 bis. El empleado público que durante el ejercicio de su cargo obtenga un incremento patrimonial relevante e injustificado, será sancionado con multa equivalente al monto del incremento patrimonial indebido y con la pena de inhabilitación absoluta temporal para el ejercicio de cargos y oficios públicos en sus grados mínimo a medio. 



Lo dispuesto en el inciso precedente no se aplicará si la conducta que dio origen al incremento patrimonial indebido constituye por sí misma alguno de los delitos descritos en el presente Título, caso en el cual se impondrán las penas asignadas al respectivo delito.



La prueba del enriquecimiento injustificado a que se refiere este artículo será siempre de cargo del Ministerio Público.



Si el proceso penal se inicia por denuncia o querella y el empleado público es absuelto del delito establecido en este artículo o se dicta en su favor sobreseimiento definitivo por alguna de las causales establecidas en las letras a) o b) del artículo 250 del Código Procesal Penal, tendrá derecho a obtener del querellante o denunciante la indemnización de los perjuicios por los daños materiales y morales que haya sufrido, sin perjuicio de la responsabilidad criminal de estos últimos por el delito del artículo 211 de este Código.”.



Artículo 13.- Incorpóranse al final del artículo 4° de la ley Nº 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios, los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto, nuevos:



“Ningún órgano de la Administración del Estado  y de las empresas y corporaciones del Estado o en que éste tenga participación, podrá suscribir contratos administrativos de provisión de bienes o prestación de servicios con los funcionarios directivos del mismo órgano o empresa, ni con personas unidas a ellos por los vínculos de parentesco descritos en la letra b) del artículo 54 de la ley N° 18.575, ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, ni con sociedades de personas de las que aquéllos o éstas formen parte, ni con sociedades comanditas por acciones o anónimas cerradas en que aquéllos o éstas sean accionistas, ni con sociedades anónimas abiertas en que aquéllos o éstas sean dueños de acciones que representen el 10% o más del capital, ni con los gerentes, administradores, representantes o directores de cualquiera de las sociedades antedichas.



Las mismas prohibiciones del inciso anterior se aplicarán a ambas Cámaras del Congreso Nacional, a la Corporación Administrativa del Poder Judicial y a las Municipalidades y sus Corporaciones, respecto de los Parlamentarios, los integrantes del Escalafón Primario del Poder Judicial y los Alcaldes y Concejales, según sea el caso.



Los contratos celebrados con infracción a lo dispuesto en el inciso anterior serán nulos y los funcionarios que hayan participado en su celebración incurrirán en la contravención al principio de probidad administrativa descrito en el numeral 6 del inciso segundo del artículo 62 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal que les corresponda.



Sin embargo, cuando circunstancias excepcionales lo hagan necesario, los órganos y empresas referidos en el inciso cuarto podrán celebrar dichos contratos, siempre que se ajusten a condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado. La aprobación del contrato deberá hacerse por resolución fundada, que se comunicará al superior jerárquico del suscriptor, a la Contraloría General de la República y a la Cámara de Diputados. En el caso del Congreso Nacional la comunicación se dirigirá a la Comisión de Ética del Senado o a la Comisión de Conductas Parlamentarias de la Cámara de Diputados, según corresponda y, en el caso del Poder Judicial, a su Comisión de Ética.”.

Artículos transitorios



Artículo 1º.- Un reglamento establecerá los requisitos de las declaraciones de patrimonio a que se refiere esta ley y contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a sus disposiciones. El reglamento deberá dictarse en un plazo no mayor a ciento veinte días, contados desde la publicación de la presente ley.



Artículo 2º.- La presente ley entrará en vigencia noventa días después de publicado en el Diario Oficial el reglamento a que se refiere el artículo anterior.”.

__________________

Informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 (ex artículo 68) de la Constitución Política, aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que establece un sistema  de responsabilidad penal de los adolescentes por 

infracciones a la ley penal



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del informe de la Comisión Mixta de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 (ex artículo 68) de la Constitución Política, aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que establece un sistema de responsabilidad penal de los adolescentes por infracciones a la ley penal, correspondiente al Boletín Nº 3.021-07, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.



Agrega que la controversia entre ambas Cámaras tuvo su origen en el rechazo, por parte de la Honorable Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de seis de las enmiendas introducidas por el Senado en el segundo trámite constitucional.



El señor Secretario General expresa que, en mérito de las consideraciones contenidas en su informe, la Comisión Mixta, por unanimidad, salvo en lo que respecta al artículo 18 del proyecto de ley, que fue acordado con la abstención del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, acordó sugerir, como forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, aprobar la siguiente proposición:

 

“1. Incorporar, como inciso segundo del artículo 2°, el siguiente:



“En la aplicación de la presente ley, las autoridades tendrán en consideración todos los derechos y garantías que les son reconocidos en la Constitución, en las leyes, en la Convención sobre los Derechos del Niño y en los demás instrumentos internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes.”



2. Mantener el texto propuesto por el Senado para el artículo 18.



3. Enmendar el artículo 23 en la siguiente forma:



a) Sustituir su número 3 por el siguiente:



“3. Si la sanción se extiende entre quinientos cuarenta y un días y tres años, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social, libertad asistida en cualquiera de sus formas y prestación de servicios en beneficio de la comunidad.”.



b) Reemplazar dentro de la Tabla Demostrativa del mismo artículo, el párrafo que se inicia con la frase “Desde 541 días a 3 años:” por el siguiente:

 

“Desde 541 días a 3 años:



- Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

 

- Libertad asistida en cualquiera de sus formas.

 

- Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.”.



4. Reemplazar el inciso primero del artículo 27 por el siguiente:



“Artículo 27.- Reglas de procedimiento. La investigación, juzgamiento y ejecución de la responsabilidad por infracciones a la ley penal por parte de adolescentes se regirá por las disposiciones contenidas en la presente ley y supletoriamente por las normas del Código Procesal Penal.”.



5. Modificar el artículo 31 en la siguiente forma:



a) Sustituir su inciso primero por el que sigue:



“Artículo 31.- Detención en caso de flagrancia. Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones, en sus respectivos ámbitos de competencia, deberán poner a los menores de dieciocho años y mayores de catorce que se encuentren en las situaciones previstas en los artículos 129 y 131 del Código Procesal Penal, a disposición del juez de garantía, de preferencia, de manera inmediata, no pudiendo en caso alguno exceder de un máximo de 12 horas. El adolescente sólo podrá declarar ante el fiscal en presencia de un defensor. Dicha detención se regulará, salvo en los aspectos previstos en este artículo, por el párrafo 3° del Título V, del Libro I del Código Procesal Penal. Si se diere lugar a la ampliación del plazo de la detención conforme al artículo 132 de dicho Código, ésta sólo podrá ser ejecutada en los centros de internación provisoria de que trata la presente ley.”.



b) Suprimir su inciso final.



6. Reemplazar, en el artículo 40 la expresión “el artículo 345 del Código Procesal Penal” por “el inciso final del artículo 343 del Código Procesal Penal”.



7. Mantener el rechazo del artículo 57 del texto aprobado por la Cámara de Diputados.

- - -



El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que pueda ingresar a la Sala el señor Subsecretario de Justicia Subrogante.



Así se acuerda.

- - -



A continuación, el señor Presidente pone en discusión la proposición de la Comisión Mixta y hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Espina.



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición de la Comisión Mixta, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El señor Presidente le concede la palabra al señor Ministro de Justicia Subrogante.



El texto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO PRELIMINAR

DISPOSICIONES GENERALES



Artículo 1°.- Contenido de la ley. La presente ley regula la responsabilidad penal de los adolescentes por los delitos que cometan, el procedimiento para la averiguación y establecimiento de dicha responsabilidad, la determinación de las sanciones procedentes y la forma de ejecución de éstas.



En lo no previsto por ella serán aplicables, supletoriamente, las disposiciones contenidas en el Código Penal y en las leyes penales especiales.



Tratándose de faltas, sólo serán responsables en conformidad con la presente ley los adolescentes mayores de dieciséis años y exclusivamente tratándose de aquéllas tipificadas en los artículos 494 números 1, 4, 5 y 19, sólo en relación con el artículo 477, 494 bis, 495 número 21 y 496 números 5 y 26 del Código Penal y de las tipificadas en la ley N° 20.000. En los demás casos se estará a lo dispuesto en la ley 19.968.



Artículo 2°.- Interés superior del adolescente. En todas las actuaciones judiciales o administrativas relativas a los procedimientos, sanciones y medidas aplicables a los adolescentes infractores de la ley penal, se deberá tener en consideración el interés superior del adolescente, que se expresa en el reconocimiento y respeto de sus derechos.



En la aplicación de la presente ley, las autoridades tendrán en consideración todos los derechos y garantías que les son reconocidos en la Constitución, en las leyes, en la Convención sobre los Derechos del Niño y en los demás instrumentos internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes.



Artículo 3°.- Límites de edad a la responsabilidad. La presente ley se aplicará a quienes al momento en que se hubiere dado principio de ejecución del delito sean mayores de catorce y menores de dieciocho años, los que, para los efectos de esta ley, se consideran adolescentes.



En el caso que el delito tenga su inicio entre los catorce y los dieciocho años del imputado y su consumación se prolongue en el tiempo más allá de los dieciocho años de edad, la legislación aplicable será la que rija para los imputados mayores de edad.



La edad del imputado deberá ser determinada por el juez competente en cualquiera de las formas establecidas en el Título XVII del Libro I del Código Civil.


Artículo 4º.- Regla especial para delitos sexuales. No podrá procederse penalmente respecto de los delitos previstos en los artículos 362, 365, 366 bis y 366 quater del Código Penal, cuando la conducta se hubiere realizado con una persona menor de 14 años y no concurra ninguna de las circunstancias enumeradas en los artículos 361 ó 363 de dicho Código, según sea el caso, a menos que exista entre aquélla y el imputado una diferencia de, a lo menos, dos años de edad, tratándose de la conducta descrita en el artículo 362, o de tres años en los demás casos.



Artículo 5°.- Prescripción. La prescripción de la acción penal y de la pena será de dos años, con excepción de las conductas constitutivas de crímenes, respecto de las cuales será de cinco años, y de las faltas, en que será de seis meses.

TÍTULO I

CONSECUENCIAS DE LA DECLARACIÓN DE RESPONSABILIDAD DE LOS ADOLESCENTES POR INFRACCIONES A LA LEY PENAL

Párrafo 1°

De las sanciones en general



Artículo 6°.- Sanciones. En sustitución de las penas contempladas en el Código Penal y en las leyes complementarias, las sanciones que se aplicarán a los adolescentes serán las de la siguiente Escala General:


Penas de delitos:



a) Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social;



b) Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social;



c) Libertad asistida especial;



d) Libertad asistida;



e) Prestación de servicios en beneficio de la comunidad, y



f) Reparación del daño causado; 



Penas de faltas:



a) Prestación de servicios en beneficio de la comunidad;



b) Reparación del daño causado; 



c) Multa, y



d) Amonestación.

 

Pena accesoria:



Prohibición de conducir vehículos motorizados.



Artículo 7°.- Sanción accesoria. El juez estará facultado para establecer, como sanción accesoria a las previstas en el artículo 6° de esta ley y siempre que sea necesario en atención a las circunstancias del adolescente, la obligación de someterlo a tratamientos de rehabilitación por adicción a las drogas o al alcohol.

Párrafo 2°

De las sanciones no privativas de libertad



Artículo 8°.- Amonestación. La amonestación consiste en la reprensión enérgica al adolescente hecha por el juez, en forma oral, clara y directa, en un acto único, dirigida a hacerle comprender la gravedad de los hechos cometidos y las consecuencias que los mismos han tenido o podrían haber tenido, tanto para la víctima como para el propio adolescente, instándole a cambiar de comportamiento y formulándole recomendaciones para el futuro.



La aplicación de esta sanción, en todo caso, requerirá una previa declaración del adolescente asumiendo su responsabilidad en la infracción cometida.



Los padres o guardadores del adolescente serán notificados de la imposición de la sanción, en caso de no encontrarse presentes en la audiencia.



Artículo 9°.- Multa. El juez podrá imponer una multa a beneficio fiscal que no exceda de diez unidades tributarias mensuales. Para su aplicación y la determinación de su monto, además de los criterios señalados en el artículo 24 de la presente ley, se considerarán la condición y las facultades económicas del infractor y de la persona a cuyo cuidado se encontrare.



El juez, a petición del adolescente o de su defensor, podrá autorizar el pago de la multa en cuotas.



La multa será conmutable, a solicitud del infractor, por la sanción de servicios en beneficio de la comunidad, a razón de 30 horas por cada tres unidades tributarias mensuales.



Artículo 10.- Reparación del daño. La reparación del daño consiste en la obligación de resarcir a la víctima el perjuicio causado con la infracción, sea mediante una prestación en dinero, la restitución o reposición de la cosa objeto de la infracción o un servicio no remunerado en su favor. En este último caso, la imposición de la sanción requerirá de la aceptación previa del condenado y de la víctima.



El cumplimiento de la sanción no obstará a que la víctima persiga la responsabilidad contemplada en el artículo 2320 del Código Civil, pero sólo en aquello en que la reparación sea declarada como insuficiente.



Artículo 11.- Servicios en beneficio de la comunidad. La sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad consiste en la realización de actividades no remuneradas a favor de la colectividad o en beneficio de personas en situación de precariedad.



La prestación de servicios en beneficio de la comunidad no podrá exceder en ningún caso de cuatro horas diarias y deberá ser compatible con la actividad educacional o laboral que el adolescente realice. La sanción tendrá una extensión mínima de 30 horas y máxima de 120.



La imposición de esta sanción requerirá del acuerdo del condenado, debiendo, en su caso, ser sustituida por una sanción superior, no privativa de libertad.



Artículo 12.- Prohibición de conducir vehículos motorizados. La prohibición de conducir vehículos motorizados se podrá imponer a un adolescente como sanción accesoria cuando la conducta en que se funda la infracción por la cual se le condena haya sido ejecutada mediante la conducción de dichos vehículos.



La sanción se hará efectiva desde el momento de dictación de la sentencia condenatoria y su duración podrá extenderse hasta el período que le faltare al adolescente para cumplir veinte años.



En caso de quebrantamiento, se estará a lo dispuesto en el artículo 52 de esta ley, a menos que a consecuencia de la conducción se hubiere afectado la vida, la integridad corporal o la salud de alguna persona, caso en el cual se remitirán los antecedentes al Ministerio Público para el ejercicio de las acciones que correspondan.



Artículo 13.- Libertad asistida. La libertad asistida consiste en la sujeción del adolescente al control de un delegado conforme a un plan de desarrollo personal basado en programas y servicios que favorezcan su integración social.


La función del delegado consistirá en la orientación, control y motivación del adolescente e incluirá la obligación de procurar por todos los medios a su alcance el acceso efectivo a los programas y servicios requeridos.



El control del delegado se ejercerá en base a las medidas de supervigilancia que sean aprobadas por el tribunal, que incluirán, en todo caso, la asistencia obligatoria del adolescente a encuentros periódicos previamente fijados con él mismo y a programas socioeducativos. Para ello, una vez designado, el delegado propondrá al tribunal un plan personalizado de cumplimiento de actividades periódicas en programas o servicios de carácter educativo, socio-educativo, de terapia, de promoción y protección de sus derechos y de participación. En él, deberá incluir la asistencia regular al sistema escolar o de enseñanza que corresponda.



Podrán incluirse en dicho plan medidas como la prohibición de asistir a determinadas reuniones, recintos o espectáculos públicos, de visitar determinados lugares o de aproximarse a la víctima, a sus familiares o a otras personas, u otras condiciones similares.



La duración de esta sanción no podrá exceder de tres años.



Artículo 14.- Libertad asistida especial. En esta modalidad de libertad asistida, deberá asegurarse la asistencia del adolescente a un programa intensivo de actividades socioeducativas y de reinserción social en el ámbito comunitario que permita la participación en el proceso de educación formal, la capacitación laboral, la posibilidad de acceder a programas de tratamiento y rehabilitación de drogas en centros previamente acreditados por los organismos competentes y el fortalecimiento del vínculo con su familia o adulto responsable.



En la resolución que apruebe el plan, el tribunal fijará la frecuencia y duración de los encuentros obligatorios y las tareas de supervisión que ejercerá el delegado.



La duración de esta sanción no podrá exceder los tres años.
Párrafo 3°

De las sanciones privativas de libertad



Artículo 15.- Sanciones privativas de libertad. Las sanciones privativas de libertad consisten en la internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social y en la internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.



Estos programas de reinserción social se realizarán, en lo posible, con la colaboración de la familia.


Artículo 16.- Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social. La sanción de privación de libertad bajo la modalidad de internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social consistirá en la residencia obligatoria del adolescente en un centro de privación de libertad, sujeto a un programa de reinserción social a ser desarrollado tanto al interior del recinto como en el medio libre.



Una vez impuesta la pena y determinada su duración, el director del centro que haya sido designado para su cumplimiento, propondrá al tribunal un régimen o programa personalizado de actividades, que considerará las siguientes prescripciones:



a) Las medidas a adoptar para la asistencia y cumplimiento del adolescente del proceso de educación formal o de reescolarización. El director del centro deberá velar por el cumplimiento de esta obligación y para dicho efecto mantendrá comunicación permanente con el respectivo establecimiento educacional;



b) El desarrollo periódico de actividades de formación, socioeducativas y de participación, especificando las que serán ejecutadas al interior del recinto y las que se desarrollarán en el medio libre, y


c) Las actividades a desarrollar en el medio libre contemplarán, a lo menos, ocho horas, no pudiendo llevarse a cabo entre las 22.00 y las 07.00 horas del día siguiente, a menos que excepcionalmente ello sea necesario para el cumplimiento de los fines señalados en las letras precedentes y en el artículo 20.



El programa será aprobado judicialmente en la audiencia de lectura de la sentencia o en otra posterior, que deberá realizarse dentro de los quince días siguientes a aquélla.



El director del centro informará periódicamente al tribunal acerca del cumplimiento y evolución de las medidas a que se refiere la letra a).



Artículo 17.- Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social. La internación en régimen cerrado con programa de reinserción social importará la privación de libertad en un centro especializado para adolescentes, bajo un régimen orientado al cumplimiento de los objetivos previstos en el artículo 20 de esta ley.



En virtud de ello, dicho régimen considerará necesariamente la plena garantía de la continuidad de sus estudios básicos, medios y especializados, incluyendo su reinserción escolar, en el caso de haber desertado del sistema escolar formal, y la participación en actividades de carácter socioeducativo, de formación, de preparación para la vida laboral y de desarrollo personal. Además, deberá asegurar el tratamiento y rehabilitación del consumo de drogas para quienes lo requieran y accedan a ello.



Artículo 18. Límite máximo de las penas privativas de libertad. Las penas de internación en régimen cerrado y semicerrado, ambas con programa de reinserción social, que se impongan a los adolescentes no podrán exceder de cinco años si el infractor tuviere menos de dieciséis años, o de diez años si tuviere más de esa edad.

Párrafo 4°

Sanciones mixtas



Artículo 19.- Sanciones mixtas. En los casos en que fuere procedente la internación en régimen cerrado o semicerrado, ambas con programa de reinserción social, el tribunal podrá imponer complementariamente una sanción de libertad asistida en cualquiera de sus formas, por un máximo que no supere el tiempo de la condena principal. Esta última se cumplirá:



a) Con posterioridad a la ejecución de la pena privativa de libertad, siempre y cuando en total no se supere la duración máxima de ésta, o



b) En forma previa a su ejecución. En este caso la pena principal quedará en suspenso y en carácter condicional, para ejecutarse en caso de incumplimiento de la libertad asistida en cualquiera de sus formas, en el caso de las penas que se extienden hasta quinientos cuarenta días.

Párrafo 5°

De la determinación de las sanciones



Artículo 20.- Finalidad de las sanciones y otras consecuencias.  Las sanciones y consecuencias que esta ley establece tienen por objeto hacer efectiva la responsabilidad de los adolescentes por los hechos delictivos que cometan, de tal manera que la sanción forme parte de una intervención socioeducativa amplia y orientada a la plena integración social.



Artículo 21.- Pena asignada a los delitos. Para los efectos de la presente ley, se entenderá que la pena asignada al delito cometido por un adolescente es la inferior en un grado al mínimo de los señalados por la ley para el ilícito correspondiente.



Artículo 22.- Reglas de determinación de la extensión de las penas. Para establecer la duración de la sanción que deba imponerse con arreglo a la presente ley, el tribunal deberá aplicar, a partir de la pena señalada en el artículo precedente, las reglas previstas en el Párrafo 4 del Título III del Libro I del Código Penal, con excepción de lo dispuesto en el artículo 69 de dicho Código.



Con todo, si la sanción calculada en la forma dispuesta en el inciso precedente supera los límites máximos dispuestos en el artículo 18, su extensión definitiva deberá ajustarse a dichos límites.



Artículo 23.- Reglas de determinación de la naturaleza de la pena. La determinación de la naturaleza de la pena que deba imponerse a los adolescentes con arreglo a la presente ley, se regirá por las reglas siguientes:



1. Si la extensión de la sanción resulta equivalente a una pena de crimen, el tribunal deberá aplicar la pena de internación en régimen cerrado o internación en régimen semicerrado, ambas con programa de reinserción social.



2. Si la sanción va de tres años y un día a cinco años, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen cerrado con programa de reinserción social, internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social o libertad asistida especial.



3. Si la sanción se extiende entre quinientos cuarenta y un días y tres años, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social, libertad asistida en cualquiera de sus formas y prestación de servicios en beneficio de la comunidad.



4. Si la sanción se ubica entre sesenta y uno y quinientos cuarenta días, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social, libertad asistida en cualquiera de sus formas, prestación de servicios en beneficio de la comunidad o reparación del daño causado.



5. Si la sanción es igual o inferior a sesenta días, el tribunal podrá imponer las penas de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, reparación del daño causado, multa o amonestación.

Tabla Demostrativa

Extensión de la sanción y penas aplicables



Desde 5 años y 1 día:



- Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.



-  Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.



Desde 3 años y un día a 5 años:



- Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.



- Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.



- Libertad asistida especial.

 

Desde 541 días a 3 años:

 

- Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

 

- Libertad asistida en cualquiera de sus formas.

 

- Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.



Desde 61 a 540 días:



- Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.



- Libertad asistida en cualquiera de sus formas.



- Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.



- Reparación del daño causado.



Desde 1 a 60 días:



- Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.



- Reparación del daño causado.



- Multa.



- Amonestación.



Artículo 24.- Criterios de determinación de la pena. Para determinar la naturaleza de las sanciones, dentro de los márgenes antes establecidos, el tribunal deberá atender, dejando constancia de ello en su fallo, a los siguientes criterios:
 

a) La gravedad del ilícito de que se trate;

 

b) La calidad en que el adolescente participó en el hecho y el grado de ejecución de la infracción;

 

c) La concurrencia de circunstancias atenuantes o agravantes de la responsabilidad criminal;

 

d) La edad del adolescente infractor;

 

e) La extensión del mal causado con la ejecución del delito, y

 

f) La idoneidad de la sanción para fortalecer el respeto del adolescente por los derechos y libertades de las personas y sus necesidades de desarrollo e integración social.


Artículo 25.- Imposición conjunta de más de una pena. En las situaciones regladas en los numerales 3 y 4 del artículo 23, el tribunal podrá imponer conjuntamente dos de las penas que las mismas reglas señalan, siempre que la naturaleza de éstas permita su cumplimiento simultáneo.



Lo dispuesto en el inciso precedente tendrá lugar sólo cuando ello permita el mejor cumplimiento de las finalidades de las sanciones de esta ley expresadas en el artículo 20 y así se consigne circunstanciadamente en resolución fundada.


Artículo 26.- Límites a la imposición de sanciones. La privación de libertad se utilizará sólo como medida de último recurso.



En ningún caso se podrá imponer una pena privativa de libertad si un adulto condenado por el mismo hecho no debiere cumplir una sanción de dicha naturaleza.

TÍTULO II

PROCEDIMIENTO

Párrafo 1°

Disposiciones generales



Artículo 27.- Reglas de procedimiento. La investigación, juzgamiento y ejecución de la responsabilidad por infracciones a la ley penal por parte de adolescentes se regirá por las disposiciones contenidas en la presente ley y supletoriamente por las normas del Código Procesal Penal.



El conocimiento y fallo de las infracciones respecto de las cuales el Ministerio Público requiera una pena no privativa de libertad se sujetará a las reglas del procedimiento simplificado o monitorio, según sea el caso, regulados en el Título I del Libro IV del Código Procesal Penal.



Artículo 28.- Concurso de procedimientos. Si a una misma persona se le imputa una infracción sancionada por esta ley y un delito cometido siendo mayor de dieciocho años, la investigación y juzgamiento de estos hechos se regirá por las normas del Código Procesal Penal aplicable a los imputados mayores de edad.



Por su parte, si en un mismo procedimiento se investiga la participación punible de personas mayores y menores de edad, tendrá lugar lo dispuesto en los artículos 185 y 274 del Código Procesal Penal. En todo caso, si se hubiere determinado la sustanciación conjunta de los procesos, se dará cumplimiento, respecto del menor, de las normas que conforme a esta ley son aplicables al juzgamiento de los adolescentes.

Párrafo 2°

Sistema de justicia especializada



Artículo 29.- Especialización de la justicia penal para adolescentes. Los jueces de garantía, los jueces del tribunal de juicio oral en lo penal, así como los fiscales adjuntos y los defensores penales públicos que intervengan en las causas de adolescentes, deberán estar capacitados en los estudios e información criminológica vinculada a la ocurrencia de estas infracciones, en la Convención de los Derechos del Niño, en las  características y especificidades de la etapa adolescente y en el sistema de ejecución de sanciones establecido en esta misma ley.



No obstante, todo fiscal, defensor o juez con competencia en materias criminales se encuentra habilitado para intervenir, en el marco de sus competencias, si, excepcionalmente, por circunstancias derivadas del sistema de distribución del trabajo, ello fuere necesario.


En virtud de lo dispuesto en los incisos precedentes, los comités de jueces de los tribunales de garantía y orales en lo penal considerarán, en el procedimiento objetivo y general de distribución de causas, la radicación e integración preferente de quienes cuenten con dicha capacitación.



Cada institución adoptará las medidas pertinentes para garantizar la especialización a que se refiere la presente disposición.



Artículo 30.- Capacitación de las policías. Las instituciones policiales incorporarán dentro de sus programas de formación y perfeccionamiento, los estudios necesarios para que los agentes policiales cuenten con los conocimientos relativos a los objetivos y contenidos de la presente ley, a la Convención de los Derechos del Niño y a los fenómenos criminológicos asociados a la ocurrencia de estas infracciones.

Párrafo 3°

De las medidas cautelares personales



Artículo 31.- Detención en caso de flagrancia. Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones, en sus respectivos ámbitos de competencia, deberán poner a los menores de dieciocho años y mayores de catorce que se encuentren en las situaciones previstas en los artículos 129 y 131 del Código Procesal Penal, a disposición del juez de garantía, de preferencia, de manera inmediata, no pudiendo en caso alguno exceder de un máximo de 12 horas. El adolescente sólo podrá declarar ante el fiscal en presencia de un defensor. Dicha detención se regulará, salvo en los aspectos previstos en este artículo, por el párrafo 3° del Título V, del Libro I del Código Procesal Penal. Si se diere lugar a la ampliación del plazo de la detención conforme al artículo 132 de dicho Código, ésta sólo podrá ser ejecutada en los centros de internación provisoria de que trata la presente ley.



La detención de una persona visiblemente menor en un establecimiento distinto de los señalados en el inciso anterior, constituirá una infracción funcionaria grave y será sancionada con la medida disciplinaria que proceda de acuerdo al mérito de los antecedentes, sin perjuicio de las demás responsabilidades en que pueda haber incurrido el infractor.



En la ejecución de la detención e internación provisoria que sea decretada deberá darse cumplimiento a lo previsto en los artículos 17 de la ley N° 16.618 y 37, letra c), de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño. El menor privado de libertad siempre podrá ejercer los derechos consagrados en los artículos 93 y 94 del Código Procesal Penal y 37 y 40 de esa Convención. Los encargados de dichos centros no podrán aceptar el ingreso de menores sino en virtud de órdenes impartidas por el juez de garantía competente.



Si el hecho imputado al menor fuere alguno de aquéllos señalados en el artículo 124 del Código Procesal Penal, Carabineros de Chile se limitará a citar al menor a la presencia del fiscal y lo dejará en libertad, previo señalamiento de domicilio en la forma prevista por el artículo 26 del mismo Código.



Artículo 32.- Medidas cautelares del procedimiento. La internación provisoria en un centro cerrado sólo será procedente tratándose de la imputación de crímenes, debiendo aplicarse cuando los objetivos señalados en el inciso primero del artículo 155 del Código Procesal Penal no pudieren ser alcanzados mediante la aplicación de alguna de las demás medidas cautelares personales.



Artículo 33.- Proporcionalidad de las medidas cautelares. En ningún caso podrá el juez dar lugar a una medida que parezca desproporcionada en relación con la sanción que resulte probable de aplicar en caso de condena.



Artículo 34.- Permiso de salida diaria. Tratándose de un adolescente imputado sujeto a una medida de internación provisoria, el juez podrá, en casos calificados, concederle permiso para salir durante el día, siempre que ello no vulnere los objetivos de la medida. Al efecto, el juez podrá adoptar las providencias que estime convenientes.



Artículo 35.- Principio de oportunidad. Para el ejercicio del principio de oportunidad establecido en el artículo 170 del Código Procesal Penal, los fiscales tendrán en especial consideración la incidencia que su decisión podría tener en la vida futura del adolescente imputado.



Asimismo, para la aplicación de dicha norma se tendrá como base la pena resultante de la aplicación del artículo 21 de la presente ley.

Párrfo 4°

Inicio de la persecución de la responsabilidad por la infracción a la ley penal por parte de un adolescente



Artículo 36.- Primera audiencia.- De la realización de la primera audiencia a que deba comparecer el imputado deberá notificarse a sus padres o a la persona que lo tenga bajo su cuidado. Si el juez lo considera necesario, permitirá la intervención de éstos, si estuvieren presentes en la audiencia.



Artículo 37.- Juicio Inmediato. Las reglas del juicio inmediato establecidas en el artículo 235 del Código Procesal Penal serán plenamente aplicables cada vez que el fiscal lo solicite y especialmente cuando se trate de una infracción flagrante imputada a un adolescente.



En estos casos, sólo por razones fundadas que el fiscal señalará en su petición, el juez de garantía podrá autorizar la realización de diligencias concretas y determinadas para la investigación de una infracción flagrante, las que no podrán exceder de 60 días, rigiendo, en lo demás, lo dispuesto en el artículo siguiente. Igual derecho asistirá a la defensa del imputado, en el mismo caso.



Artículo 38.- Plazo para declarar el cierre de la investigación. Transcurrido el plazo máximo de seis meses desde la fecha en que la investigación hubiere sido formalizada, el fiscal procederá a cerrarla, a menos que el juez le hubiere fijado un plazo inferior.



Antes de cumplirse cualquiera de estos plazos, el fiscal podrá solicitar, fundadamente, su ampliación por un máximo de dos meses.

Párrafo 5°

Juicio oral y sentencia



Artículo 39.- Audiencia del juicio oral. El juicio oral, en su caso, deberá tener lugar no antes de los 15 ni después de los 30 días siguientes a la notificación del auto de apertura del juicio oral.



En ningún caso el juicio podrá suspenderse o interrumpirse por un término superior a 72 horas.



Artículo 40.- Audiencia de determinación de la pena. La audiencia a que se refiere el inciso final del artículo 343 del Código Procesal Penal deberá llevarse a cabo en caso de dictarse sentencia condenatoria. En dicha audiencia, el tribunal podrá requerir la opinión de peritos.



Artículo 41.- Suspensión de la imposición de condena. Cuando hubiere mérito para aplicar sanciones privativas o restrictivas de libertad iguales o inferiores a 540 días, pero concurrieren antecedentes favorables que hicieren desaconsejable su imposición, el juez podrá dictar la sentencia y disponer en ella la suspensión de la pena y sus efectos por un plazo de seis meses.


Transcurrido el plazo previsto en el inciso anterior sin que el imputado hubiere sido objeto de nuevo requerimiento o de una formalización de la investigación, el tribunal dejará sin efecto la sentencia y, en su reemplazo, decretará el sobreseimiento definitivo de la causa.


Esta suspensión no afectará la responsabilidad civil derivada del delito.


Lo dispuesto en este artículo es sin perjuicio de la posibilidad de decretar la suspensión condicional del procedimiento.

TÍTULO III

DE LA EJECUCIÓN DE LAS SANCIONES Y MEDIDAS

Párrafo 1°

Administración



Artículo 42.- Administración de las medidas no privativas de libertad. El Servicio Nacional de Menores asegurará la existencia en las distintas regiones del país de los programas necesarios para la ejecución y control de las medidas a que se refiere esta ley, las que serán ejecutadas por los colaboradores acreditados que hayan celebrado los convenios respectivos con dicha institución.



Para tal efecto, llevará un registro actualizado de los programas existentes en cada comuna del país, el que estará a disposición de los tribunales competentes.



El Servicio revisará periódicamente la pertinencia e idoneidad de los distintos programas, aprobando su ejecución por parte de los colaboradores acreditados y fiscalizando el cumplimiento de sus objetivos.



En la modalidad de libertad asistida especial se asegurará la intervención de la red institucional y de protección del Estado, según se requiera. Será responsabilidad del Servicio Nacional de Menores la coordinación con los respectivos servicios públicos.



El reglamento a que alude el inciso final del artículo siguiente contendrá las normas necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en este artículo.



Artículo 43.- Centros de privación de libertad. La administración de los Centros Cerrados de Privación de Libertad y de los recintos donde se cumpla la medida de internación provisoria, corresponderá siempre y en forma directa al Servicio Nacional de Menores.



Para dar cumplimiento a las sanciones privativas de libertad y a la medida de internación provisoria contenidas en esta ley existirán tres tipos de centros:



a) Los Centros para la Internación en Régimen Semicerrado.



b) Los Centros Cerrados de Privación de Libertad.



c) Los Centros de Internación Provisoria.



Para garantizar la seguridad y la permanencia de los infractores en los centros a que se refieren las letras b) y c) precedentes, se establecerá en ellos una guardia armada de carácter externo, a cargo de Gendarmería de Chile. Ésta permanecerá fuera del recinto, pero estará autorizada para ingresar en caso de motín o en otras situaciones de grave riesgo para los adolescentes y revisar sus dependencias con el solo objeto de evitarlas.



La organización y funcionamiento de los recintos aludidos en el presente artículo se regulará en un reglamento dictado por decreto supremo expedido por medio del Ministerio de Justicia, conforme a las normas contenidas en el presente Título.



Artículo 44.- Condiciones básicas de los centros de privación de libertad. La ejecución de las sanciones privativas de libertad estará dirigida a la reintegración del adolescente al medio libre.



En virtud de ello, deberán desarrollarse acciones tendientes al fortalecimiento del respeto por los derechos de las demás personas y al cumplimiento del proceso de educación formal y considerarse la participación en actividades socioeducativas, de formación y de desarrollo personal.



Artículo 45.- Normas de orden interno y seguridad en recintos de privación de libertad. Los adolescentes estarán sometidos a las normas disciplinarias que dicte la autoridad para mantener la seguridad y el orden. Estas normas deben ser compatibles con los derechos reconocidos en la Constitución, en la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes.



Dichas normas regularán el uso de la fuerza respecto de los adolescentes y contendrán, a lo menos, los siguientes aspectos:



a) El carácter excepcional y restrictivo del uso de la fuerza, lo que implica que deberá ser utilizada sólo cuando se hayan agotado todos los demás medios de control y por el menor tiempo posible, y



b) La prohibición de aplicar medidas disciplinarias que constituyan castigos corporales, encierro en celda obscura y penas de aislamiento o de celda solitaria, así como cualquier otra sanción que pueda poner en peligro la salud física o mental del adolescente o sea degradante, cruel o humillante.


Articulo 46.- Normas disciplinarias en recintos de privación de libertad. Las medidas y procedimientos disciplinarios que se dispongan deberán encontrarse contemplados en la normativa del establecimiento y tendrán como fundamento principal contribuir a la seguridad y a la mantención de una vida comunitaria ordenada, debiendo, en todo caso, ser compatibles con el respeto de la dignidad del adolescente.



Para estos efectos, la normativa relativa a dichos procedimientos precisará, a lo menos, los siguientes aspectos:



a) Las conductas que constituyen una infracción a la disciplina;



b) El carácter y la duración de las sanciones disciplinarias que se pueden imponer, y



c) La autoridad competente para imponer esas sanciones y aquélla que deberá resolver los recursos que se deduzcan en su contra.



Artículo 47.- Excepcionalidad de la privación de libertad. Las sanciones privativas de libertad que contempla esta ley son de carácter excepcional. Sólo podrán aplicarse en los casos expresamente previstos en ella y siempre como último recurso.



Artículo 48.- Principio de separación. Las personas que se encontraren privadas de libertad por la aplicación de alguna de las sanciones o medidas previstas en esta ley, sea en forma transitoria o permanente, en un lugar determinado o en tránsito, deberán permanecer siempre separadas de los adultos privados de libertad.



Las instituciones encargadas de practicar detenciones, de administrar los recintos en que se deban cumplir sanciones o medidas que implican la privación de libertad, los administradores de los tribunales y, en general, todos los organismos que intervengan en el proceso para determinar la responsabilidad que establece esta ley, adoptarán las medidas necesarias para dar estricto cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior.



El incumplimiento de esta obligación constituirá una infracción grave a los deberes funcionarios.

Párrafo 2°

Derechos y garantías de la ejecución



Artículo 49.- Derechos en la ejecución de sanciones. Durante la ejecución de las sanciones que regula esta ley, el adolescente tendrá derecho a:



a) Ser tratado de una manera que fortalezca su respeto por los derechos y libertades de las demás personas, resguardando su desarrollo, dignidad e integración social;



b) Ser informado de sus derechos y deberes con relación a las personas e instituciones que lo tuvieren bajo su responsabilidad;



c) Conocer las normas que regulan el régimen interno de las instituciones y los programas a que se encuentre sometido, especialmente en lo relativo a las causales que puedan dar origen a sanciones disciplinarias en su contra o a que se declare el incumplimiento de la sanción;



d) Presentar peticiones ante cualquier autoridad competente de acuerdo a la naturaleza de la petición, obtener una respuesta pronta, solicitar la revisión de su sanción en conformidad a la ley y denunciar la amenaza o violación de alguno de sus derechos ante el juez, y



e) Contar con asesoría permanente de un abogado.



Tratándose de adolescentes sometidos a una medida privativa de libertad, éstos tendrán derecho a:



i) Recibir visitas periódicas, en forma directa y personal, al menos una vez a la semana;



ii) La integridad e intimidad personal;



iii) Acceder a servicios educativos, y



iv) La privacidad y regularidad de las comunicaciones, en especial con sus abogados.
Párrafo 3°

Del control de ejecución de las sanciones



Artículo 50.- Competencia en el control de la ejecución. Los conflictos de derecho que se susciten durante la ejecución de alguna de las sanciones que contempla la presente ley serán resueltos por el juez de garantía del lugar donde ésta deba cumplirse.



En virtud de ello y previa audiencia, el juez de garantía adoptará las medidas tendientes al respeto y cumplimiento de la legalidad de la ejecución y resolverá, en su caso, lo que corresponda en caso de quebrantamiento.



Artículo 51.- Certificación de cumplimiento. La institución que ejecute la sanción, informará sobre el total cumplimiento de la misma a su término, por cualquier medio fidedigno, al juez de que trata el artículo anterior, el que deberá certificar dicho cumplimiento.



Asimismo, deberá informar de cualquier incumplimiento cuando éste se produzca.



Artículo 52.- Quebrantamiento de condena. Si el adolescente no diere cumplimiento a alguna de las sanciones impuestas en virtud de la presente ley, el tribunal encargado del control de la ejecución procederá, previa audiencia y según la gravedad del incumplimiento, conforme a las reglas siguientes:



1.- Tratándose de la multa, aplicará en forma sustitutiva la sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad por un máximo de 30 horas. Si el adolescente no aceptare la medida, aplicará la libertad asistida en cualquiera de sus formas por el tiempo señalado en el numeral 3.- del presente artículo. 



2.- Idéntica regla se seguirá en caso de infracción de la prohibición de conducir vehículos motorizados, sin perjuicio de la mantención de la prohibición por el tiempo restante.



3.- Tratándose del incumplimiento de las medidas de reparación del daño y prestación de servicios en beneficio de la comunidad, se aplicará en forma sustitutiva la libertad asistida en cualquiera de sus formas por un periodo de hasta tres meses.



4.- El incumplimiento de la libertad asistida se sancionará con libertad asistida especial o con internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social, con una duración máxima de sesenta días, lo que se determinará según la gravedad de los hechos que fundan la medida, sin perjuicio del cumplimiento de la sanción originalmente impuesta.



En caso de incumplimiento reiterado de la libertad asistida, se aplicará lo dispuesto en el siguiente numeral. 



5.- El incumplimiento de la libertad asistida especial dará lugar a la sustitución de la sanción por internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social, por un período equivalente al número de días que faltaren por cumplir.



6.- El incumplimiento de la internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social podrá sancionarse con la internación en un centro cerrado por un período no superior a los noventa días, sin perjuicio del cumplimiento de la sanción originalmente impuesta por el tiempo restante. En caso de reiteración de la misma conducta, podrá aplicarse la sustitución, en forma definitiva, por un período a fijar prudencialmente por el tribunal, que en caso alguno será superior al tiempo de duración de la condena inicialmente impuesta. 


7.- El incumplimiento del régimen de libertad asistida en cualquiera de sus formas al que fuere sometido el adolescente en virtud de lo dispuesto en el artículo 19, facultará al juez para ordenar que se sustituya su cumplimiento por la internación en régimen cerrado con programa de reinserción social por el tiempo que resta.



Artículo 53.- Sustitución de condena. El tribunal encargado del control de la ejecución de las sanciones previstas en esta ley, de oficio o a petición del adolescente o su defensor, podrá sustituirla por una menos gravosa, en tanto ello parezca más favorable para la integración social del infractor y se hubiere iniciado su cumplimiento.



Para estos efectos, el juez, en presencia del condenado, su abogado, el Ministerio Público y un representante de la institución encargada de la ejecución de la sanción, examinará los antecedentes, oirá a los presentes y resolverá. A esta audiencia podrán asistir los padres del adolescente o las personas que legalmente hubieren ejercido la tuición antes de su privación de libertad, y la víctima o su representante. La inasistencia de estos últimos no será nunca obstáculo para el desarrollo de la audiencia.



La resolución que se pronuncie sobre una solicitud de sustitución será apelable para ante la Corte de Apelaciones respectiva.



En caso alguno la internación en un régimen cerrado podrá sustituirse por una de las sanciones previstas en las letras e) o f) del artículo 6°.



Artículo 54.- Sustitución condicional de las medidas privativas de libertad. La sustitución de una sanción privativa de libertad podrá disponerse de manera condicionada. De esta forma, si se incumpliere la sanción sustitutiva, podrá revocarse su cumplimiento ordenándose la continuación de la sanción originalmente impuesta por el tiempo que faltare.



Artículo 55.- Remisión de condena. El tribunal podrá remitir el cumplimiento del saldo de condena cuando, en base a antecedentes calificados, considere que se ha dado cumplimiento a los objetivos pretendidos con su imposición. Para ello será aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y  tercero del artículo 53.



Para los efectos de resolver acerca de la remisión, el tribunal deberá contar con un informe favorable del Servicio Nacional de Menores.



Tratándose de una sanción privativa de libertad, la facultad de remisión sólo podrá ser ejercida si se ha cumplido más de la mitad del tiempo de duración de la sanción originalmente impuesta.

TÍTULO FINAL



Artículo 56.- Cumplimiento de la mayoría de edad. En caso que el imputado o condenado por una infracción  a la ley penal fuere mayor de dieciocho años o los cumpliere durante la ejecución de cualquiera de las sanciones contempladas en esta ley o durante la tramitación del procedimiento, continuará sometido a las normas de esta ley hasta el término de éste.



Si al momento de alcanzar los dieciocho años restan por cumplir menos de seis meses de la condena de internación en régimen cerrado, permanecerá en el centro de privación de libertad del Servicio Nacional de Menores.



Si al momento de alcanzar los dieciocho años le restan por cumplir más de seis meses de la condena de internación en régimen cerrado, el Servicio Nacional de Menores evacuará un informe fundado al juez de control de ejecución en que solicite la permanencia en el centro cerrado de privación de libertad o sugiera su traslado a un recinto penitenciario administrado por Gendarmería de Chile.



Dicho informe se enviará al tribunal con a lo menos tres meses de anterioridad  a la fecha de cumplimiento de la mayoría de edad y se referirá al proceso de reinserción del adolescente y a la conveniencia, para tal fin, de su permanencia en el centro cerrado de privación de libertad. El informe deberá comunicarse a todas las partes involucradas en el proceso.



En caso de ordenar el tribunal su permanencia, se revisará su situación según se desarrolle el proceso de reinserción en apreciación de la administración del centro.



En caso de ordenar el tribunal su traslado a un recinto penitenciario, las modalidades de ejecución de dicha condena deberán seguir siendo ejecutadas conforme a las prescripciones de esta ley.



Excepcionalmente, el Servicio Nacional de Menores  podrá solicitar al tribunal de control competente que autorice el cumplimiento de la internación en régimen cerrado en un recinto administrado por Gendarmería de Chile, cuando el condenado hubiere cumplido la mayoría de edad y sea declarado responsable de la comisión de un delito o incumpla de manera grave el reglamento del centro poniendo en riesgo la vida e integridad física de otras personas.



En todos los casos previstos en este artículo, el Servicio Nacional de Menores, Gendarmería de Chile y las autoridades que correspondan adoptarán las medidas necesarias para asegurar la separación de las personas sujetas a esta ley menores de dieciocho años con los mayores de edad y de los adultos sujetos a esta ley respecto de los condenados conforme a la ley penal de adultos.



Artículo 57.- Academia Judicial. Para los efectos de lo previsto en el artículo 29, la Academia Judicial considerará la dictación de los cursos de especialización a que esa norma se refiere en el programa de perfeccionamiento destinado a los miembros de los escalafones primario, secundario y de empleados del Poder Judicial.



En todo caso, el requisito establecido en dicha disposición podrá ser acreditado  sobre la base de antecedentes que den cuenta del cumplimiento de cursos de formación especializada en la materia, impartidos por otras instituciones alternativas a la Academia Judicial. La certificación respectiva la emitirá dicha institución, en base a los antecedentes que proporcione el solicitante.



Artículo 58.- Restricción de libertad de menores de catorce años. Si se sorprendiere a un menor de catorce años  en la ejecución flagrante de una conducta que, cometida por un adolescente constituiría delito, los agentes policiales ejercerán todas las facultades legales para restablecer el orden y la tranquilidad públicas y dar la debida protección a la víctima en amparo de sus derechos.



Una vez cumplidos dichos propósitos, la autoridad respectiva deberá poner al niño a disposición del tribunal de familia a fin de que éste procure su adecuada protección. En todo caso, tratándose de infracciones de menor entidad podrá entregar al niño inmediata y directamente a sus padres y personas que lo tengan a su cuidado y, de no ser ello posible, lo entregará a un adulto que se haga responsable de él, prefiriendo a aquéllos con quienes tuviere una relación de parentesco, informando en todo caso al Tribunal de Familia competente.



Para los efectos de que el fiscal pueda interrogar al menor en calidad de testigo, se estará a las normas generales que regulan la materia.



Artículo 59.- Modificaciones al decreto ley N° 645 de 1925. Agrégase el siguiente inciso final al artículo 2° del decreto ley N° 645 de 1925, que crea el Registro Nacional de Condenas: 



 “Los antecedentes relativos a los procesos o condenas de menores de edad sólo podrán ser consignados en los certificados que se emitan para ingresar a las Fuerzas Armadas, Carabineros de Chile, Gendarmería de Chile y a la Policía de Investigaciones o para los fines establecidos en el inciso primero del presente artículo.”.



Artículo 60.- Modificaciones al Código Penal. Introdúcense las siguientes modificaciones:



a) Sustitúyese el número 2º del artículo 10 por el siguiente:



 “2º El menor de dieciocho años. La responsabilidad de los menores de dieciocho años y mayores de catorce se regulará por lo dispuesto en la ley de responsabilidad penal juvenil.”.



b) Derógase el número 3º del artículo 10.



c) Suprímese el inciso primero del artículo 72.



Artículo 61.- Modificaciones a la ley N° 18.287. Derógase el artículo 26 de la ley N° 18.287, que establece el procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.



Artículo 62.- Modificaciones al Código de Justicia Militar. Sustitúyense los incisos segundo y tercero del artículo 135, por el siguiente: 



 “Los menores de edad exentos de responsabilidad penal serán puestos a disposición del tribunal competente en asuntos de familia.”.



Artículo 63.- Modificaciones a la Ley de Menores. Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 16.618, que fija el texto definitivo de la Ley de Menores:



a) Derógase el artículo 16;


b) En el inciso segundo del artículo 16 bis, suprímese la siguiente oración: “De la misma forma procederá respecto de un menor de dieciséis años imputado de haber cometido una falta.”.



c) Suprímese el inciso cuarto del artículo 16 bis.



d) Deróganse los artículos 28 y 29.



e) Suprímese el inciso segundo del artículo 31.



f) Deróganse los artículos 41, 51, 52, 53, 58 y 65.



g) Sustitúyese el artículo 71, por el siguiente:



“Artículo 71. El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido mediante el Ministerio de Justicia, determinará los Centros de Diagnósticos existentes y su localización.”.



Artículo 64.- Modificaciones a la ley N° 19.640. En el inciso primero del artículo 72, sustitúyese el guarismo “625” por “647”, referido a la categoría “Fiscal Adjunto”; el guarismo “69” por “70”, referido a la categoría “Jefe de Unidad”, y el guarismo “860” por “866” referido a la categoría “Profesionales”.



Artículo 65.- Modificaciones al Código Orgánico de Tribunales. Introdúcense las siguientes modificaciones:



1.  Al artículo 14:



a) En la letra f), a continuación de la palabra “penal”, sustitúyese la coma (,) y la letra “y” por un punto y coma (;).



b) Reemplázase la letra g), que pasa a ser letra h), por la siguiente:



“g) Conocer y resolver todas las cuestiones y asuntos que la ley de responsabilidad penal juvenil les encomienden, y”.



2. Al artículo 16, en el acápite que en cada caso se señala:



a.- Quinta Región de Valparaíso:



En el párrafo séptimo, reemplázase la expresión “Viña del Mar, con seis jueces,” por la siguiente: “Viña del Mar, con siete jueces,”.



b.- Octava Región del Bío Bío:



En el párrafo noveno, reemplázase la expresión “Coronel, con un juez,” por la siguiente: “Coronel, con dos jueces,”.



c.- Décima Región de Los Lagos:



En el párrafo final, reemplázase la expresión “Castro, con un juez,” por la siguiente: “Castro, con dos jueces,”



d.- Región Metropolitana de Santiago:



En el párrafo segundo, reemplázase la expresión “Puente Alto, con siete jueces”, por la siguiente: “Puente Alto, con ocho jueces”. 



En el párrafo séptimo, reemplázase la expresión “Cuarto Juzgado de Garantía de Santiago, con diecisiete jueces,”, por “Cuarto Juzgado de Garantía de Santiago, con dieciocho jueces,”; la expresión “Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, con ocho jueces,”, por “Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, con diez jueces,”; la expresión “Octavo Juzgado de Garantía de Santiago, con nueve jueces,” por “Octavo Juzgado de Garantía de Santiago, con diez jueces,”, y la expresión “Noveno Juzgado de Garantía de Santiago, con diecisiete jueces,” por “Noveno Juzgado de Garantía de Santiago, con dieciocho jueces,”.



3. Al artículo 18:



a) En la letra c), a continuación de la expresión “juicio oral”, elimínase la coma (,) y la letra “y”, y en su reemplazo, introdúcese un punto coma (;).



b) Reemplázase la letra d), que pasa a ser letra e), por la siguiente: 



“e) Conocer y resolver todas las cuestiones y asuntos que la ley de responsabilidad penal juvenil les encomienden, y”.



4. En el artículo 21, reemplázase, en el acápite referido a la Región Metropolitana de Santiago, la expresión “Cuarto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con quince jueces,”, por “Cuarto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con dieciocho jueces,”.



5. Incorpórase un artículo 47 C, nuevo, del tenor siguiente:



“Artículo 47 C.- Tratándose de los tribunales de juicio oral en lo penal, las Cortes de Apelaciones podrán ejercer las potestades señaladas en el artículo 47, ordenando que uno o más de los jueces del tribunal se aboquen en forma exclusiva al conocimiento de las infracciones de los adolescentes a la ley penal, en calidad de jueces de garantía, cuando el mejor servicio judicial así lo exigiere.”.



6. Sustitúyese el artículo 585 bis, por el siguiente: 


“Artículo 585 bis. Lo dispuesto en los artículos 567, 578, 580 y 581 será aplicable a los recintos en que se ejecuten las medidas de internación provisoria y de internación en régimen cerrado establecidas en la ley que regula la responsabilidad penal de los adolescentes.”.


Artículo 66.- Modificaciones a la ley  Nº 19.665. Agrégase en el inciso primero del artículo 6° de la ley N° 19.665, un párrafo final del siguiente tenor:



“Juzgados con dieciocho jueces: dieciocho jueces, cinco funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y cuarenta y tres funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.”.



Artículo 67.- Modificaciones a la ley N° 19.718. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 28 de la ley N° 19.718, que fija  la planta de personal de la Defensoría Penal Pública:



a) Reemplázase, para los profesionales grado 7°, el guarismo “16” por “18”.



b) Reemplázase, para los administrativos grado 17°, el guarismo “20” por “21”.



c) Reemplázase, para el Total Planta, el guarismo “454” por “457”.



Artículo 68.- Modificaciones a la ley N° 19.968, de Tribunales de Familia. Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley 19.968: 



a) En el número 10 del artículo 8°, sustitúyese la expresión “29” por “30” y agrégase el siguiente párrafo nuevo antes del punto y coma (;) que pasa a ser punto seguido (.): “El procedimiento se sujetará a las reglas establecidas en el Párrafo 4º del Título IV de la presente ley;”.



b) Incorpórase al artículo 8° el siguiente numeral 10 bis, nuevo: 



“10 bis) Las infracciones que en caso de ser ejecutadas por mayores de edad constituirían faltas y que no dan lugar a responsabilidad penal, conforme al artículo 102 A. El juzgamiento de las mismas se someterá a las reglas establecidas en el Párrafo 4º del Título IV de la presente ley.”.



c) Incorpórase, a continuación del artículo 102, el siguiente Párrafo 4º, nuevo:

“Párrafo 4º

Procedimiento Contravencional ante los Tribunales de Familia



Artículo 102 A.- Las faltas contenidas en la legislación vigente que sean cometidas por adolescentes, constituirán contravenciones de carácter administrativo para todos los efectos legales y su juzgamiento se sujetará al procedimiento regulado en este Párrafo.



Se exceptúan de lo dispuesto en el inciso anterior únicamente las faltas tipificadas en los artículos 494, N°s 1, 4, 5, y 19, este último en lo que dice relación con el artículo 477; en el artículo 494 bis y en el artículo 496, N°s 5 y 26, todos del Código Penal, y aquéllas contempladas en la ley Nº 20.000 o en los cuerpos normativos que la sustituyan, cometidas por adolescentes mayores de 16 años, cuyo conocimiento estará sujeto a lo preceptuado por la ley que regula la responsabilidad penal de los adolescentes.



Artículo 102 B.- Será aplicable al proceso contravencional lo dispuesto en los Párrafos 1º, 2º y 3º del Título III de esta ley, en lo que no sea incompatible con lo dispuesto en el presente Título y con la naturaleza infraccional de las faltas a juzgar.



Artículo 102 C.- Será competente para el conocimiento de los asuntos a que se refiere el inciso primero del artículo 102 A el tribunal del lugar en que se hubiere ejecutado el hecho. Tratándose de los asuntos a que se refiere el numeral 10 del artículo 8°, será competente el tribunal del domicilio del menor, sin perjuicio de la potestad cautelar que pudiere corresponder al tribunal que inicialmente conozca del asunto en razón del lugar donde se cometió el hecho.



Artículo 102 D.- El procedimiento podrá iniciarse con el solo mérito del parte policial que dé cuenta de la denuncia interpuesta por un particular o de la falta flagrante en que se haya sorprendido a un adolescente. En ambos casos la policía procederá a citar al adolescente para que concurra a primera audiencia ante el tribunal, lo que deberá quedar consignado en el parte respectivo.



Los particulares también podrán formular la denuncia directamente al tribunal.


Artículo 102 E.- De la realización de la primera audiencia a que deba comparecer el imputado deberá notificarse también a sus padres o a la persona que lo tenga bajo su cuidado, y al denunciante o al afectado, según corresponda.



Todos quienes sean citados deberán concurrir a la audiencia con sus medios de prueba.



Artículo 102 F.- Si el adolescente no concurriere a la primera citación, el tribunal podrá ordenar que sea conducido a su presencia por medio de la fuerza pública. En este caso se procurará que la detención se practique en el tiempo más próximo posible al horario de audiencias del tribunal.



Artículo 102 G.-  El adolescente tendrá derecho a guardar silencio.



Artículo 102 H.- Al inicio de la audiencia, el juez explicará al adolescente sus derechos y, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, lo interrogará sobre la veracidad de los hechos imputados por el requerimiento. En caso de que el adolescente reconozca los hechos, el juez dictará sentencia de inmediato, la que no será susceptible de recurso alguno.



En la sentencia se podrá imponer la sanción de amonestación si ésta resulta proporcionada a la gravedad de los hechos y a la edad del adolescente para responsabilizarlo por la contravención, a menos que mediare reiteración, en cuyo caso deberá imponerse alguna de las restantes sanciones previstas en el artículo 102 J.



Artículo 102 I.- Si el adolescente negare los hechos o guardare silencio, se realizará el juzgamiento de inmediato, procediéndose a oír a los comparecientes y a recibir la prueba, tras lo cual se preguntará al adolescente si tiene algo que agregar. Con su declaración o sin ella, el juez pronunciará sentencia de absolución o condena.



Artículo 102 J.- El juez podrá imponer al adolescente únicamente alguna de las siguientes sanciones contravencionales:



a) Amonestación;



b) Reparación material del daño;



c) Petición de disculpas al ofendido o afectado;



d) Multa de hasta 2 Unidades Tributarias Mensuales; 



e) Servicios en beneficio de la comunidad, de ejecución instantánea o por un máximo de tres horas, y



f) Prohibición temporal de asistir a determinados espectáculos, hasta por tres meses.


El tribunal podrá aplicar conjuntamente más de una de las sanciones contempladas en este artículo, lo que deberá fundamentarse en la sentencia.



Artículo 102 K.- Las sentencias definitivas dictadas en procesos por infracciones cometidas por adolescentes serán inapelables.



Artículo 102 L.- A solicitud de parte, el juez podrá sustituir una sanción por otra durante el cumplimiento de la misma.



Artículo 102 M.- En caso de incumplimiento de la sanción impuesta, el tribunal remitirá los antecedentes al Ministerio Público para los efectos previstos en el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil.



Artículo 69.- Preferencia para integrar ternas. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 281 del Código Orgánico de Tribunales, tendrán preferencia para ser incluidos en las ternas elaboradas para proveer cargos de juez de garantía unipersonales y juez de letras con competencia de garantía los postulantes que hubieren cumplido el curso de especialización a que se refieren los artículos 29 y 56 de la presente ley.



Artículo 70.- Modificaciones a la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile. Modifícase el decreto ley N° 2.859, que contiene la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile, en la forma que sigue:



1) En el artículo 3°, letra a), agrégase a continuación del punto final la siguiente oración: “Además, deberá estar a cargo de la seguridad perimetral de los centros del Servicio Nacional de Menores para la internación provisoria y el cumplimiento de las sanciones privativas de libertad de los adolescentes por infracción de ley penal.”.



2) En el artículo 3°, agrégase a continuación de la letra c), la siguiente letra d):



“d) Colaborar en la vigilancia de los Centros del Servicio Nacional de Menores para adolescentes que se encuentran en internación provisoria o con sanción privativa de libertad, realizando las siguientes funciones: 



1. Ejercer la vigilancia y custodia perimetral permanente de los centros privativos de libertad.



2. Controlar el ingreso al centro.



3. Colaborar en el manejo de conflictos al interior de los centros, tales como fugas, motines y riñas.



4. Asesorar a los funcionarios del Servicio Nacional de Menores en el manejo de conflictos internos y de la seguridad en general.



5. Realizar los traslados de los adolescentes a tribunales y a otras instancias externas de acuerdo a solicitudes de la autoridad competente.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS



Artículo 1°.- Vigencia. La presente ley entrará en vigencia seis meses después de su publicación, con excepción de lo dispuesto en las letras a) y c) del artículo 68.



Artículo 2°.- Nombramientos. La provisión de los cargos de Jueces de Garantía, Jueces de Tribunal Oral en lo Penal y Fiscales del Ministerio Público que establece la presente ley se realizará de acuerdo a las reglas generales aplicables en cada caso, considerando solamente las siguientes excepciones:



a) Los nuevos cargos deberán encontrarse provistos con a lo menos 45 días de antelación a la fecha en que empezará a regir el sistema, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo precedente;



b) Para los efectos de dar cumplimiento a lo previsto en la letra a) en el caso de los Jueces de Garantía e integrantes del Tribunal Oral en lo Penal, las Cortes de Apelaciones respectivas deberán elaborar y remitir al Ministerio de Justicia la nómina con las ternas respectivas para cada cargo dentro del plazo de sesenta días contado desde la publicación de esta ley.



Artículo 3º.- Cursos de especialización. La exigencia de especialización y las modalidades de integración de la sala del tribunal de juicio oral en lo penal y de distribución de asuntos en los tribunales con competencia en materias criminales se aplicarán seis meses después de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.



En todo caso, las Cortes de Apelaciones podrán prorrogar dicho término por otros seis meses, por motivos fundados.”.

_____________________

Informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 (ex artículo 68), recaído en el proyecto de ley que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la 

Reforma Procesal Penal



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del informe de la Comisión Mixta de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 (ex artículo 68), recaído en el proyecto de ley que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la Reforma Procesal Penal, correspondiente al Boletín Nº 3.465-07, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.



Previene el señor Secretario General que en el informe de la Comisión Mixta se deja constancia que la sustitución del inciso primero del artículo 132 del Código Procesal Penal, comprendido en el número 13) del artículo 1º del proyecto de ley, debe ser aprobado con rango de ley orgánica constitucional, de conformidad con lo previsto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 84 de la misma Carta Fundamental.



Agrega que la controversia entre ambas Cámaras tuvo su origen en el rechazo, por parte del Senado, en el tercer trámite constitucional, de una serie de enmiendas efectuadas por la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional.



El señor Secretario General expresa que en mérito de las consideraciones contenidas en su informe, la Comisión Mixta, con votos unánimes y de mayoría, acordó sugerir, como forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, aprobar la siguiente proposición: 

“Artículo 1°

(Modificaciones al Código Procesal Penal)

N° 1)

 

- Aprobar el siguiente:

 

“1) Sustitúyese el inciso tercero del artículo 9º, por el siguiente:

 

“Tratándose de casos urgentes, en que la inmediata autorización u orden judicial sea indispensable para el éxito de la diligencia, podrá ser solicitada y otorgada por cualquier medio idóneo al efecto, tales como teléfono, fax, correo electrónico u otro, sin perjuicio de la constancia posterior, en el registro correspondiente. No obstante lo anterior, en caso de una detención se deberá entregar por el funcionario policial que la practique una constancia de aquélla, con indicación del tribunal que la expidió, del delito que le sirve de fundamento y de la hora en que se emitió.”.”.

- - -



- Insertar el siguiente N° 2), nuevo:

 

“2) Introdúcese el siguiente artículo 20 bis:

 

“Artículo 20 bis. Tramitación de solicitudes de asistencia internacional. Las solicitudes de autoridades competentes de país extranjero para que se practiquen diligencias en Chile serán remitidas directamente al Ministerio Público, el que solicitará la intervención del juez de garantía del lugar en que deban practicarse, cuando la naturaleza de las diligencias lo hagan necesario de acuerdo con las disposiciones de la ley chilena.”.”.

- - -

N° 5)



- Pasa a ser N° 7), con el siguiente texto:

 

“7) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 70, por los dos siguientes:

 

“Si la detención se practica en un lugar que se encuentra fuera del territorio jurisdiccional del juez que emitió la orden, será competente para conocer de la audiencia judicial del detenido el juez de garantía del lugar donde se practicó la detención, cuando la orden respectiva haya emanado de un juez con competencia en un asiento de Corte de Apelaciones diverso. Cuando en la audiencia judicial se decrete la prisión preventiva del imputado, el juez deberá ordenar su traslado inmediato al establecimiento penitenciario del territorio jurisdiccional del juez del procedimiento. Lo previsto en este inciso no tendrá aplicación cuando la orden de detención emane de un juez de garantía de la Región Metropolitana y ésta se practique dentro de su territorio, caso en el cual la primera audiencia judicial siempre deberá realizarse ante el juzgado naturalmente competente.

 

En los demás casos, cuando deban efectuarse actuaciones fuera del territorio jurisdiccional del juzgado de garantía y se trate de diligencias u órdenes urgentes, el Ministerio Público también podrá pedir la autorización directamente al juez de garantía del lugar. Una vez realizada la diligencia o cumplida la orden, el Ministerio Público dará cuenta a la brevedad al juez de garantía del procedimiento.”.”.

N°s 7), 8), 9) y 10)



- Pasan a ser N°s 9), 10), 11) y 12), respectivamente, sustituidos por los siguientes:

 

“9) Reemplázase el inciso tercero del artículo 111, por el siguiente: 

 

“Los órganos y servicios públicos sólo podrán interponer querella cuando sus respectivas leyes orgánicas les otorguen expresamente las potestades correspondientes.”.

 

10) Sustitúyese el inciso final del artículo 129, por los dos siguientes:

 

“La policía deberá, asimismo, detener al sentenciado a penas privativas de libertad que ha quebrantado su condena, al que se fugue estando detenido, al que tenga orden de detención pendiente, a quien sea sorprendido en violación flagrante de las medidas cautelares personales que se le hayan aplicado y al que viole la condición del artículo 238, letra b), que le haya sido impuesta para la protección de otras personas.

 

En dichos casos, la policía podrá ingresar a un lugar cerrado, mueble o inmueble, cuando se encuentre en actual persecución del individuo a quien deba detener, para el sólo efecto de practicar la respectiva detención.”.

 

11) Reemplázase la letra e) del artículo 130, por la siguiente: 

 

“e) El que las víctimas de un delito que reclamen auxilio, o testigos presenciales, señalen como autor o cómplice de un delito que se ha cometido en un tiempo inmediato.”.

 

12) Agrégase al artículo 131 el siguiente inciso final, nuevo: 



“Cuando el fiscal ordene poner al detenido a disposición del juez, deberá, en el mismo acto, dar conocimiento de esta situación a su abogado de confianza o a la Defensoría Penal Pública.”.”.

N° 11)



- Pasa a ser N° 13), sustituido por el siguiente:



“13) Sustitúyese el inciso primero del artículo 132, por el siguiente:



“Artículo 132. Comparecencia judicial. A la primera audiencia judicial del detenido deberá concurrir el fiscal o el abogado asistente del fiscal. La ausencia de éstos dará lugar a la liberación del detenido.”.”.

N° 12)



- Pasa a ser N° 14), reemplazado por el que sigue:



“14) Reemplázase el inciso segundo del artículo 139, por el siguiente:

 

“La prisión preventiva procederá cuando las demás medidas cautelares personales sean estimadas por el juez como insuficientes para asegurar las finalidades del procedimiento, la seguridad del ofendido o de la sociedad.”.”.

N° 13)



- Pasa a ser N° 15), sustituido por el siguiente:



“15) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 140:



a) Intercálase, en su inciso segundo, el vocablo “especialmente”, después de la palabra “entenderá”, y

 

b) Suprímese, en su inciso cuarto, el vocablo “graves”.”.

N° 14)



- Pasa a ser N° 16), con el siguiente texto:

 

“16) Reemplázase el artículo 141, por el siguiente:



“Artículo 141. Improcedencia de la prisión preventiva. No se podrá ordenar la prisión preventiva:



a) Cuando el delito imputado esté sancionado únicamente con penas pecuniarias o privativas de derechos;



b) Cuando se trate de delitos de acción privada, y



c) Cuando el imputado se encuentre cumpliendo efectivamente una pena privativa de libertad. Si por cualquier motivo fuere a cesar el cumplimiento efectivo de la pena y el fiscal o el querellante estiman necesaria la prisión preventiva o alguna de las medidas previstas en el Párrafo 6º, podrá solicitarlas anticipadamente, de conformidad a las disposiciones de este Párrafo, a fin de que, si el tribunal acoge la solicitud, la medida se aplique al imputado en cuanto cese el cumplimiento efectivo de la pena, sin solución de continuidad.



Podrá en todo caso decretarse la prisión preventiva en los eventos previstos en el inciso anterior, cuando el imputado haya incumplido alguna de las medidas cautelares previstas en el Párrafo 6° de este Título o cuando el tribunal considere que el imputado puede incumplir con su obligación de permanecer en el lugar del juicio hasta su término y presentarse a los actos del procedimiento como a la ejecución de la sentencia, inmediatamente que fuere requerido o citado de conformidad a los artículos 33 y 123. Se decretará también la prisión preventiva del imputado que no asista a la audiencia del juicio oral, resolución que se dictará en la misma audiencia, a petición del fiscal o del querellante.”.”.

- - -

 

- Insertar el siguiente Nº 17), nuevo:



“17) Intercálese, en el inciso primero del artículo 146, entre las palabras “impuesta” y “para”, el vocablo “únicamente”.

N° 15)



- Pasa a ser N° 18, sin otra modificación.

- - -



- Insertar el siguiente N° 20), nuevo:



“20) En el encabezado del inciso primero del artículo 155, insértase la frase “o la seguridad de la sociedad”, a continuación de la expresión “diligencias de la investigación”.”.

- - -

N° 18)



- Pasa a ser N° 22), con el texto que sigue:

 

“22) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 182, por el siguiente: 

 

“El imputado y los demás intervinientes en el procedimiento podrán examinar y obtener copias, a su cargo, de los registros y documentos de la investigación fiscal y podrán examinar los de la investigación policial.”.”.

N° 19)



- Suprimirlo.

N° 20)



- Pasa a ser artículo 8°, redactado como se indica a continuación:

 

“Artículo 8º.- Introdúcese el siguiente artículo 29 bis, nuevo, en la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas:

 

“Artículo 29 bis.- Los exámenes establecidos en el artículo 197 del Código Procesal Penal serán también procedentes cuando, en una diligencia de control de identidad migratorio, aparezcan fundadas sospechas de que la persona cuya identidad se controla porta dentro de su cuerpo, para efectos de transporte, drogas o sustancias estupefacientes o sicotrópicas ilegales. En este caso, se procederá de la forma dispuesta en los incisos segundo y tercero del artículo antes citado.”.”.

N°s 21) y 23)



- Suprimirlos.

N° 24)



- Sustituirlo por el siguiente:

 

“24) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 237:

 

a) Trasládase, desde su inciso primero, la oración: “El juez podrá requerir del Ministerio Público los antecedentes que estime necesarios para resolver.”, ubicándola como nuevo inciso segundo.

 

b) Sustitúyese el actual inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto, por el siguiente: 



“Si el querellante o la víctima asisten a la audiencia en que se ventile la solicitud de suspensión condicional del procedimiento, deberán ser oídos por el tribunal.”.

 

c) Intercálase, en el inciso sexto, que ha pasado a ser inciso séptimo, después de la palabra “imputado,”, la frase “por la víctima,”.”.

N° 27)



- Pasa a ser N° 28), con el siguiente texto:

 

“28) Agrégase, en el artículo 252, el siguiente inciso segundo, nuevo:



“El tribunal de juicio oral en lo penal dictará sobreseimiento temporal cuando el acusado no haya comparecido a la audiencia del juicio oral y haya sido declarado rebelde de conformidad a lo dispuesto en los artículos 100 y 101 de este Código.”.”.

N° 28)



- Suprimirlo.

N° 29)


- Pasa a ser N° 30), reemplazado por el que sigue:

 

“30) Agrégase el siguiente inciso tercero al artículo 277: 

 

“Si se excluyen, por resolución firme, pruebas de cargo que el Ministerio Público considere esenciales para sustentar su acusación en el juicio oral respectivo, el fiscal podrá solicitar el sobreseimiento definitivo de la causa ante el juez competente, el que la decretará en audiencia convocada al efecto.”.”.

N° 32)



- Suprimirlo.

N° 35)



- Aprobar el siguiente texto:

 

“35) Reemplázase, en los incisos primero y tercero del artículo 316, la palabra “tribunal”, todas las veces que aparece, por las siguientes: “juez de garantía”.”.

N° 36)



- Suprimirlo.

- - -



- Intercalar como N° 40), nuevo, el que sigue:

 

“40) Reemplázase el inciso cuarto del artículo 343, por el siguiente:

 

“En el caso de condena, el tribunal abrirá debate sobre las circunstancias ajenas al hecho punible, las circunstancias modificatorias de responsabilidad penal y sobre los demás factores relevantes para la determinación y cumplimiento de la pena, inmediatamente después de pronunciada la decisión a que se refiere el inciso primero y en la misma audiencia. Para dichos efectos, el tribunal recibirá los antecedentes que hagan valer las partes para fundamentar sus peticiones, dejando su resolución para la audiencia de lectura de sentencia.”.”.

- - -

N° 39)



- Se aprueba, como N° 41), con el siguiente texto:

 

“41) Sustitúyese el inciso primero del artículo 344, por el siguiente:



“Artículo 344. Plazo para redacción de la sentencia. Al pronunciarse sobre la absolución o condena, el tribunal podrá diferir la redacción del fallo y, en su caso, la determinación de la pena hasta por un plazo de cinco días, fijando la fecha de la audiencia en que tendrá lugar su lectura. No obstante, si el juicio hubiere durado más de cinco días, el tribunal dispondrá, para la fijación de la fecha de la audiencia de lectura, de un día adicional por cada dos de exceso de duración del juicio. El transcurso de estos plazos sin que haya tenido lugar la audiencia citada, constituirá falta grave que deberá ser sancionada disciplinariamente. Sin perjuicio de ello, se deberá citar a una nueva audiencia de lectura de la sentencia, la que en caso alguno podrá tener lugar después del segundo día contado desde la fecha fijada para la primera. Transcurrido este plazo adicional sin que se dé lectura a la sentencia se producirá la nulidad del juicio, a menos que la decisión haya sido la de absolución del acusado. Si, siendo varios los acusados, se ha absuelto a alguno de ellos, la repetición del juicio sólo comprenderá a quienes hayan sido condenados.”.”.

N° 45), nuevo



- Reemplazarlo por el siguiente, con el N° 42):



“ 42) Derógase el artículo 345.”.

N° 42)



- Pasa a ser N° 45), redactado como se expresa:

 

“45) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 348:

 

a) Reemplázase el inciso segundo, por el siguiente: 

 

“La sentencia que condene a una pena temporal deberá expresar con toda precisión el día desde el cual empezará ésta a contarse y fijará el tiempo de detención, prisión preventiva y privación de libertad impuesta en conformidad a la letra a) del artículo 155 que deberá servir de abono para su cumplimiento. Para estos efectos, se abonará a la pena impuesta un día por cada día completo, o fracción igual o superior a doce horas, de dichas medidas cautelares que haya cumplido el condenado.”.

 

b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

 

“Cuando se pronuncie la decisión de condena, el tribunal podrá disponer, a petición de alguno de los intervinientes, la revisión de las medidas cautelares personales, atendiendo al tiempo transcurrido y a la pena probable.”.”.

N° 49), nuevo



- Pasa a ser N° 46), sin otra modificación.

N° 44)



- Pasa a ser N° 48), sustituido como sigue:

 

“48) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 385:



“La sentencia de reemplazo reproducirá las consideraciones de hecho, los fundamentos de derecho y las decisiones de la resolución anulada, que no se refieran a los puntos que hayan sido objeto del recurso o que sean incompatibles con la resolución recaída en él, tal como se hayan dado por establecidos en el fallo recurrido.”.”.
N° 52), nuevo



- Pasa a ser N° 49), sin otra modificación.

N° 50)



- Pasa a ser N° 55), reemplazado por el siguiente:

 

“ 55) Agrégase el siguiente artículo 395 bis: 

 

“Artículo 395 bis. Preparación del juicio simplificado. Si el imputado no admite responsabilidad, el juez procederá, en la misma audiencia, a la preparación del juicio simplificado, el cual tendrá lugar inmediatamente, si ello es posible, o a más tardar dentro de quinto día.”.”.

N° 52)



- Pasa a ser N° 57), con el siguiente texto:

 

“ 57) Reemplázase el inciso primero del artículo 398, por el siguiente:



“Artículo 398. Suspensión de la imposición de condena por falta. Cuando resulte mérito para condenar por la falta imputada, pero concurran antecedentes favorables que no hagan aconsejable la imposición de la pena al imputado, el juez podrá dictar la sentencia y disponer en ella la suspensión de la pena y sus efectos por un plazo de seis meses. En tal caso, no procederá acumular esta suspensión con alguno de los beneficios contemplados en la ley N° 18.216.”.”.

N° 53)



- Suprimirlo.

N° 57)



- Pasa a ser N° 61), reemplazado por el siguiente:



“ 61) Agréganse, en el artículo 470, los siguientes incisos quinto y sexto:



“Las especies que se encuentren bajo la custodia o a disposición del ministerio público, transcurridos a lo menos seis meses desde la fecha en que se dicte alguna de las resoluciones o decisiones a que se refieren los artículos 167, 168, 170 y 248, letra c) de este Código, serán remitidas a la Dirección General del Crédito Prendario, para que proceda de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo anterior.



Lo dispuesto en los incisos anteriores no tendrá aplicación tratándose de especies de carácter ilícito. En tales casos, el fiscal solicitará al juez que le autorice proceder a su destrucción.”.”.

N° 64, nuevo



- Pasa a ser N° 62), reemplazado por el siguiente:

 

“62) Sustitúyese el artículo 485, por el siguiente: 



“Artículo 485. Entrada en vigencia respecto de hechos acaecidos en el extranjero. Este Código se aplicará a los hechos que acaezcan en el extranjero con posterioridad a su entrada en vigencia en la Región Metropolitana de Santiago y sean de competencia de los tribunales nacionales. Asimismo, se aplicará a las solicitudes de asistencia de autoridades competentes de país extranjero que digan relación con hechos ocurridos con posterioridad al 16 de diciembre de 2000.

 

A partir de esa fecha, también se aplicará a las solicitudes de extradición pasiva y detención previa a las mismas que reciba la Corte Suprema que versen sobre hechos ocurridos en el extranjero con posterioridad a la entrada en vigencia de la reforma procesal penal en la Región Metropolitana de Santiago. En consecuencia, los Ministros de esa Corte a quienes, en virtud del número 3° del artículo 52 del Código Orgánico de Tribunales, corresponda conocer las extradiciones pasivas que versen sobre hechos acaecidos con anterioridad a dicha entrada en vigencia, continuarán aplicando el procedimiento establecido en el Código de Procedimiento Penal.”.”.

- - -

Artículo 2°

(Modificaciones al Código Penal)



- Aprobar el siguiente:

 

“Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Penal:



1) Reemplázase el epígrafe del párrafo 7 del Título IV del Libro Segundo, por el siguiente:

 

“7. De las falsedades vertidas en el proceso y del perjurio”.

 

2) Sustitúyense los artículos 206, 207, 208 y 212, por los siguientes:



“Artículo 206.- El testigo, perito o intérprete que ante un tribunal falte a la verdad en su declaración, informe o traducción, será castigado con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de seis a veinte unidades tributarias mensuales, si se trata de proceso civil o por falta, y con presidio menor en su grado medio a máximo y multa de veinte a treinta unidades tributarias mensuales, si se trata de proceso penal por crimen o simple delito. 



Tratándose de peritos e intérpretes, sufrirán además la pena de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.



Si la conducta se realiza contra el imputado o acusado en proceso por crimen o simple delito, la pena se impondrá en el grado máximo.



Están exentos de responsabilidad penal por las conductas sancionadas en este artículo quienes se encuentren amparados por cualquiera de los supuestos a que se refiere el artículo 305 del Código Procesal Penal.



Artículo 207.- El que, a sabiendas, presente ante un tribunal a los testigos, peritos o intérpretes a que se refiere el artículo precedente, u otros medios de prueba falsos o adulterados, será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio y multa de seis a veinte unidades tributarias mensuales, si se trata de proceso civil o por falta, y con presidio menor en su grado medio a máximo y multa de veinte a treinta unidades tributarias mensuales, si se trata de proceso penal por crimen o simple delito. 



Los abogados que incurran en la conducta descrita, sufrirán además la pena de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.



Tratándose de un fiscal del ministerio público, la pena será de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo. 



En todo caso, si la conducta se realiza contra el imputado o acusado en proceso por crimen o simple delito, la pena se impondrá en el grado máximo.



Artículo 208.- La retractación oportuna de quien haya incurrido en alguna de las conductas previstas en los dos artículos precedentes constituirá circunstancia atenuante muy calificada, en los términos del artículo 68 bis de este Código.



Retractación oportuna es aquella que tiene lugar ante el juez en condiciones de tiempo y forma adecuados para ser considerada por el tribunal que debe resolver la causa.



En todo caso, la retractación oportuna eximirá de responsabilidad penal en casos calificados, cuando su importancia para el esclarecimiento de los hechos y la gravedad de los potenciales efectos de su omisión así lo justifiquen.



Artículo 212.- El que fuera de los casos previstos en los artículos precedentes falte a la verdad en declaración prestada bajo juramento o promesa exigida por ley, será castigado con la pena de prisión en cualquiera de sus grados o multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales.”.



3) Sustitúyese el epígrafe del párrafo 2 bis del Título VI del Libro Segundo, por el siguiente:

“De la obstrucción a la investigación”.



4) Modifícase el artículo 269 bis, en la siguiente forma:



a) Sustitúyese el inciso primero, por los cinco siguientes:



“Artículo 269 bis.- El que, a sabiendas, obstaculice gravemente el esclarecimiento de un hecho punible o la determinación de sus responsables, mediante la aportación de antecedentes falsos que conduzcan al Ministerio Público a realizar u omitir actuaciones de la investigación, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de dos a doce unidades tributarias mensuales.



La pena prevista en el inciso precedente se aumentará en un grado si los antecedentes falsos aportados conducen al Ministerio Público a solicitar medidas cautelares o a deducir una acusación infundada.



El abogado que incurra en las conductas descritas en los incisos anteriores será castigado, además, con la pena de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.



La retractación oportuna de quien haya incurrido en las conductas de que trata el presente artículo constituirá circunstancia atenuante. Tratándose de las conductas a que se refiere el inciso segundo, la atenuante se considerará como muy calificada, en los términos del artículo 68 bis.



Se entiende por retractación oportuna aquella que se produce en condiciones de tiempo y forma adecuados para ser considerada por el tribunal que deba resolver alguna medida solicitada en virtud de los antecedentes falsos aportados o, en su caso, aquella que tenga lugar durante la vigencia de la medida cautelar decretada en virtud de los antecedentes falsos aportados y que conduzca a su alzamiento o, en su caso, la que ocurra antes del pronunciamiento de la sentencia o de la decisión de absolución o condena, según corresponda.”.



b) En el inciso segundo, que ha pasado a ser sexto, sustitúyese la frase que sigue a la palabra “Código”, por la siguiente: “y el artículo 302 del Código Procesal Penal.”.



5) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 269 ter:



a) Agréganse, a continuación de la palabra “existencia”, los términos “o inexistencia”, y



b) Agrégase, a continuación de la frase “participación punible en él”, suprimiendo la coma (,) que la sigue, lo siguiente: “de alguna persona o su inocencia,”.

Artículo 3°



- Sustituirlo por el siguiente:

 

“Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 6º transitorio de la ley Nº 19.665, que reforma el Código Orgánico de Tribunales:



a) Suprímese, en el inciso segundo, la frase “por un Fiscal Regional elegido por el Consejo del Ministerio Público”, y la coma (,) que la precede.

 

b) Reemplázase, en el inciso sexto, la expresión “un año” por “cinco años”, y



c) Agréganse dos incisos finales, nuevos, del siguiente tenor:



“Créanse Comisiones Regionales de Coordinación de la Reforma Procesal Penal en cada una de las regiones del país. Estas Comisiones serán presididas por el Intendente Regional respectivo e integradas por el Secretario Regional Ministerial de Justicia, que actuará como secretario ejecutivo, por el Presidente de la Corte de Apelaciones, por el Fiscal Regional o los Fiscales Regionales, según sea el caso, del Ministerio Público, por el Defensor o los Defensores Regionales, por el Presidente Regional del Capítulo respectivo de la Asociación Chilena de Municipalidades, por el Presidente del Colegio de Abogados con mayor número de afiliados en la Región respectiva, por los representantes zonales de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones de Chile, por el Director Regional de Gendarmería de Chile y por el Director Regional del Servicio Médico Legal.



Dichas Comisiones tendrán a su cargo labores de coordinación, seguimiento y evaluación de la reforma procesal penal en la región respectiva. Además, podrán sugerir propuestas tendientes a corregir el funcionamiento de la misma. Dependerán de la Comisión de Coordinación a que se refiere el inciso primero de este artículo, a la que remitirán, a lo menos trimestralmente, información sobre el funcionamiento y estadísticas del nuevo sistema de justicia penal.”.

Artículo 5°



- Agregarle la siguiente letra c), nueva, realizando los ajustes formales correspondientes en los otros literales:

 

“c) Incorpórase el siguiente inciso segundo al artículo 27: 

 

“Tratándose de delitos cometidos en el extranjero que sean de competencia de los tribunales chilenos, las facultades del Ministerio Público serán ejercidas por el fiscal adjunto de la Región Metropolitana que sea designado por el Fiscal Regional Metropolitano con competencia sobre la comuna de Santiago, sin perjuicio de las potestades que son propias del Fiscal Nacional conforme a esta ley orgánica constitucional.”.”.

Artículo 6°

 

- Aprobar el siguiente:

 

“Artículo 6º.- Introdúcese el siguiente párrafo segundo, nuevo, en la letra a) del artículo 3º del decreto con fuerza de ley 
N° 7.912, de 1927, del Ministerio del Interior:

 

“Para los efectos señalados en el párrafo anterior de esta letra, y sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 111 del Código Procesal Penal y de las demás facultades otorgadas por leyes especiales, el Ministro del Interior, los Intendentes y Gobernadores, según corresponda, podrán deducir querella:

 

a) cuando el o los hechos que revistan caracteres de delito hayan alterado el orden público, impidiendo o perturbando gravemente la regularidad de las actividades empresariales, laborales, educacionales o sociales o el funcionamiento de los servicios públicos o esenciales para la comunidad, o bien impidiendo o limitando severamente a un grupo de personas el legítimo goce o ejercicio de uno o más derechos, libertades o garantías reconocidos por la Constitución Política de la República; 

 

b) cuando el o los hechos que revistan caracteres de delito, considerados en conjunto con otros similares y próximos en el tiempo, hayan afectado la seguridad pública, generando en toda la población o en un sector de ella el temor de ser víctima de delitos de la misma especie. En caso alguno podrán considerarse comprendidos en esta letra las faltas, los cuasidelitos, los delitos de acción privada, ni los incluidos en los párrafos 2 y 5 del Título III; párrafos 5, 7 y 8 del Título IV; párrafos 2 bis, 3, 5 y 7 del Título VI; todos los del Título VII, salvo los de los párrafos 5 y 6; los de los párrafos 2, 4, 6 y 7 del Título VIII; los de los párrafos 7 y 8 del Título IX, y los del Título X, todos del Libro Segundo del Código Penal, y 

 

c) cuando se trate de los delitos contemplados en las leyes N° 19.327, sobre prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, y Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.”.”.

- - -



- Insertar los siguientes artículos 8° y 9°, nuevos:

 

“Artículo 8º.- Introdúcese el siguiente artículo 29 bis, nuevo, en la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas:

 

“Artículo 29 bis. Los exámenes establecidos en el artículo 197 del Código Procesal Penal serán también procedentes cuando, en una diligencia de control de identidad migratorio, aparezcan fundadas sospechas de que la persona cuya identidad se controla porta dentro de su cuerpo, para efectos de transporte, drogas o sustancias estupefacientes o sicotrópicas ilegales. En este caso, se procederá de la forma dispuesta en los incisos segundo y tercero del artículo antes citado.”.

 

Artículo 9°.- Sustitúyese el artículo 167 del Código Orgánico de Tribunales, por el siguiente: 

 

“Artículo 167.- Las competencias propias de los Jueces de Garantía y de los Tribunales Orales en lo Penal respecto de los delitos perpetrados fuera del territorio nacional que sean de conocimiento de los tribunales chilenos serán ejercidas, respectivamente, por los Tribunales de Garantía y Orales en lo Penal de la jurisdicción de la Corte de Apelaciones de Santiago, conforme al turno que dicho tribunal fije a través de un auto acordado.”.”.

- - -



- Finalmente, la Comisión Mixta propone rechazar los siguientes numerales nuevos introducidos por la Cámara de Diputados en el artículo 1º: 2), 3), 8), 9), 12), 19), 26), 30), 31) y 32).



A continuación, el señor Presidente pone en discusión la proposición de la Comisión Mixta y hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Espina.

_____________



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Espina solicita al señor Presidente que recabe el asentimiento de la Corporación, con el objeto de facultar a la Secretaría para que realice determinadas correcciones de carácter formal a la iniciativa de ley.



Consultada la Sala, se accede a lo solicitado.

_____________



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición de la Comisión Mixta, es aprobada por 29 votos a favor, de un total de 48 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, respecto de la norma de quórum de ley orgánica constitucional, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el siguiente

PROYECTO DE LEY:

 

“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Procesal Penal:

 

Sustitúyese el inciso tercero del artículo 9º, por el siguiente:

 

“Tratándose de casos urgentes, en que la inmediata autorización u orden judicial sea indispensable para el éxito de la diligencia, podrá ser solicitada y otorgada por cualquier medio idóneo al efecto, tales como teléfono, fax, correo electrónico u otro, sin perjuicio de la constancia posterior, en el registro correspondiente. No obstante lo anterior, en caso de una detención se deberá entregar por el funcionario policial que la practique una constancia de aquélla, con indicación del tribunal que la expidió, del delito que le sirve de fundamento y de la hora en que se emitió.”. 

 

Introdúcese el siguiente artículo 20 bis:

 

“Artículo 20 bis. Tramitación de solicitudes de asistencia internacional. Las solicitudes de autoridades competentes de país extranjero para que se practiquen diligencias en Chile serán remitidas directamente al Ministerio Público, el que solicitará la intervención del juez de garantía del lugar en que deban practicarse, cuando la naturaleza de las diligencias lo hagan necesario de acuerdo con las disposiciones de la ley chilena.”.
 

Sustitúyese el inciso primero del artículo 39 por el siguiente: 

 

“Artículo 39. Reglas generales. De las actuaciones realizadas por o ante el juez de garantía, el tribunal de juicio oral en lo penal, las Cortes de Apelaciones y la Corte Suprema se levantará un registro en la forma señalada en este párrafo.”.
 

Derógase el artículo 40. 

 

Sustitúyese el artículo 41 por el siguiente: 

 

“Artículo 41. Registro de actuaciones ante los tribunales con competencia en materia penal. Las audiencias ante los jueces con competencia en materia penal se registrarán en forma íntegra por cualquier medio que asegure su fidelidad, tal como audio digital, video u otro soporte tecnológico equivalente.”. 

 

Incorpórase, en el inciso primero del artículo 48, antes del punto final (.), la siguiente frase: “o cuando el tribunal estime razonable eximirle por razones fundadas”. 
 

Sustitúyese el inciso segundo del artículo 70, por los dos siguientes:

 

“Si la detención se practica en un lugar que se encuentra fuera del territorio jurisdiccional del juez que emitió la orden, será competente para conocer de la audiencia judicial del detenido el juez de garantía del lugar donde se practicó la detención, cuando la orden respectiva haya emanado de un juez con competencia en un asiento de Corte de Apelaciones diverso. Cuando en la audiencia judicial se decrete la prisión preventiva del imputado, el juez deberá ordenar su traslado inmediato al establecimiento penitenciario del territorio jurisdiccional del juez del procedimiento. Lo previsto en este inciso no tendrá aplicación cuando la orden de detención emane de un juez de garantía de la Región Metropolitana y ésta se practique dentro de su territorio, caso en el cual la primera audiencia judicial siempre deberá realizarse ante el juzgado naturalmente competente.

 

En los demás casos, cuando deban efectuarse actuaciones fuera del territorio jurisdiccional del juzgado de garantía y se trate de diligencias u órdenes urgentes, el Ministerio Público también podrá pedir la autorización directamente al juez de garantía del lugar. Una vez realizada la diligencia o cumplida la orden, el Ministerio Público dará cuenta a la brevedad al juez de garantía del procedimiento.”. 
 

En el artículo 87, incorpórase, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Asimismo, podrá impartir instrucciones generales relativas a la realización de diligencias inmediatas para la investigación de determinados delitos.”.
 

Remplázase el inciso tercero del artículo 111, por el siguiente: 

 

“Los órganos y servicios públicos sólo podrán interponer querella cuando sus respectivas leyes orgánicas les otorguen expresamente las potestades correspondientes.”. 

 

 Sustitúyese el inciso final del artículo 129, por los dos siguientes:

 

“La policía deberá, asimismo, detener al sentenciado a penas privativas de libertad que ha quebrantado su condena, al que se fugue estando detenido, al que tenga orden de detención pendiente, a quien sea sorprendido en violación flagrante de las medidas cautelares personales que se le hayan aplicado y al que viole la condición del artículo 238, letra b), que le haya sido impuesta para la protección de otras personas.

 

En dichos casos, la policía podrá ingresar a un lugar cerrado, mueble o inmueble, cuando se encuentre en actual persecución del individuo a quien deba detener, para el sólo efecto de practicar la respectiva detención.”. 

 

 Reemplázase la letra e) del artículo 130, por la siguiente: 

 

“e) El que las víctimas de un delito que reclamen auxilio, o testigos presenciales, señalen como autor o cómplice de un delito que se ha cometido en un tiempo inmediato.”. 

 

 Agrégase al artículo 131 el siguiente inciso final, nuevo: 

 

“Cuando el fiscal ordene poner al detenido a disposición del juez, deberá, en el mismo acto, dar conocimiento de esta situación a su abogado de confianza o a la Defensoría Penal Pública.”. 
  

Sustitúyese el inciso primero del artículo 132, por el siguiente:

 

“Artículo 132. Comparecencia judicial. A la primera audiencia judicial del detenido deberá concurrir el fiscal o el abogado asistente del fiscal. La ausencia de éstos dará lugar a la liberación del detenido.”.

 

 Remplázase el inciso segundo del artículo 139, por el siguiente: 

 

“La prisión preventiva procederá cuando las demás medidas cautelares personales sean estimadas por el juez como insuficientes para asegurar las finalidades del procedimiento, la seguridad del ofendido o de la sociedad.”. 

  

Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 140:

 

a) Intercálase, en su inciso segundo, el vocablo “especialmente”, después de la palabra “entenderá”, y

 

b) Suprímese, en su inciso cuarto, el vocablo “graves”.

  

Reemplázase el artículo 141, por el siguiente:

 

“Artículo 141. Improcedencia de la prisión preventiva. No se podrá ordenar la prisión preventiva:

 

a) Cuando el delito imputado esté sancionado únicamente con penas pecuniarias o privativas de derechos;

 

b) Cuando se trate de delitos de acción privada, y

 

c) Cuando el imputado se encuentre cumpliendo efectivamente una pena privativa de libertad. Si por cualquier motivo fuere a cesar el cumplimiento efectivo de la pena y el fiscal o el querellante estiman necesaria la prisión preventiva o alguna de las medidas previstas en el Párrafo 6º, podrá solicitarlas anticipadamente, de conformidad a las disposiciones de este Párrafo, a fin de que, si el tribunal acoge la solicitud, la medida se aplique al imputado en cuanto cese el cumplimiento efectivo de la pena, sin solución de continuidad.

 

Podrá en todo caso decretarse la prisión preventiva en los eventos previstos en el inciso anterior, cuando el imputado haya incumplido alguna de las medidas cautelares previstas en el Párrafo 6° de este Título o cuando el tribunal considere que el imputado puede incumplir con su obligación de permanecer en el lugar del juicio hasta su término y presentarse a los actos del procedimiento como a la ejecución de la sentencia, inmediatamente que fuere requerido o citado de conformidad a los artículos 33 y 123. Se decretará también la prisión preventiva del imputado que no asista a la audiencia del juicio oral, resolución que se dictará en la misma audiencia, a petición del fiscal o del querellante.”.

  

Intercálese, en el inciso primero del artículo 146, entre las palabras “impuesta” y “para”, el vocablo “únicamente”.

 

 Intercálase en el artículo 149, a continuación de la palabra “audiencia.”, la siguiente oración: “No obstará a la procedencia del recurso, la circunstancia de haberse decretado, a petición de alguno de los intervinientes, las medidas cautelares señaladas en el artículo 155.”.

  

En el artículo 154, incorpórase el siguiente inciso segundo, nuevo: 

 

“Lo dispuesto en este artículo se entenderá sin perjuicio de lo previsto en el artículo 9º para los casos urgentes.”. 

 

 En el encabezado del inciso primero del artículo 155, insértase la frase “o la seguridad de la sociedad”, a continuación de la expresión “diligencias de la investigación”.

 

 Agrégase, en el inciso tercero del artículo 180, después del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Los notarios, archiveros y conservadores de bienes raíces, y demás organismos, autoridades y funcionarios públicos, deberán realizar las actuaciones y diligencias y otorgar los informes, antecedentes y copias de instrumentos que los fiscales les soliciten, en forma gratuita y exentos de toda clase de derechos e impuestos.”. 

 

 Sustitúyese el inciso segundo del artículo 182, por el siguiente: 

 

“El imputado y los demás intervinientes en el procedimiento podrán examinar y obtener copias, a su cargo, de los registros y documentos de la investigación fiscal y podrán examinar los de la investigación policial.”. 
 

 Reemplázase la oración inicial del inciso quinto del artículo 222, por la siguiente: “Las empresas telefónicas y de comunicaciones deberán dar cumplimiento a esta medida, proporcionando a los funcionarios encargados de la diligencia las facilidades necesarias para que se lleve a cabo con la oportunidad con que se requiera.”. 
 

 Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 237:

 

a) Trasládase, desde su inciso primero, la oración: “El juez podrá requerir del Ministerio Público los antecedentes que estime necesarios para resolver.”, ubicándola como nuevo inciso segundo.

 

b) Sustitúyese el actual inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto, por el siguiente: 

 

“Si el querellante o la víctima asisten a la audiencia en que se ventile la solicitud de suspensión condicional del procedimiento, deberán ser oídos por el tribunal.”.

 

c) Intercálase, en el inciso sexto, que ha pasado a ser inciso séptimo, después de la palabra “imputado,”, la frase “por la víctima,”. 
  

Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 238: 

 

a) Reemplázase la expresión “, y” que aparece al final de la letra f), por un punto y coma (;);
 

b) Sustitúyese el punto final (.) de la letra g), por la expresión “, y”, y
 

c) Agrégase la siguiente letra h), nueva:
 

“h) Otra condición que resulte adecuada en consideración con las circunstancias del caso concreto de que se trate y sea propuesta, fundadamente, por el ministerio público.”. 

  

Reemplázase, en el artículo 242, la oración “Junto con aprobar el acuerdo reparatorio propuesto” por la siguiente: “Una vez cumplidas las obligaciones contraídas por el imputado en el acuerdo reparatorio o garantizadas debidamente a satisfacción de la víctima”. 

  

Sustitúyese el inciso final del artículo 247 por el siguiente:

 

“El plazo de dos años previsto en este artículo se suspenderá en los casos siguientes:

 

a) cuando se dispusiere la suspensión condicional del procedimiento;

 

b) cuando se decretare sobreseimiento temporal de conformidad a lo previsto en el artículo 252, y

 

c) desde que se alcanzare un acuerdo reparatorio hasta el cumplimiento de las obligaciones contraídas por el imputado a favor de la víctima o hasta que hubiere debidamente garantizado su cumplimiento a satisfacción de esta última.”.

 

 Agrégase, en el artículo 252, el siguiente inciso segundo, nuevo:

 

“El tribunal de juicio oral en lo penal dictará sobreseimiento temporal cuando el acusado no haya comparecido a la audiencia del juicio oral y haya sido declarado rebelde de conformidad a lo dispuesto en los artículos 100 y 101 de este Código.”.

  

Sustitúyese el inciso primero del artículo 257, por el siguiente:

  

“Artículo 257. Reapertura de la investigación. Dentro de los diez días siguientes al cierre de la investigación, los intervinientes podrán reiterar la solicitud de diligencias precisas de investigación que oportunamente hubieren formulado durante la investigación y que el ministerio público hubiere rechazado o respecto de las cuales no se hubiere pronunciado.”.

  

Agrégase el siguiente inciso tercero al artículo 277: 

 

“Si se excluyen, por resolución firme, pruebas de cargo que el Ministerio Público considere esenciales para sustentar su acusación en el juicio oral respectivo, el fiscal podrá solicitar el sobreseimiento definitivo de la causa ante el juez competente, el que la decretará en audiencia convocada al efecto.”.

 

 Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 280:
 

a) Reemplázase, en su inciso segundo, la frase “Párrafo 3º del Título VIII del Libro Primero” por “Párrafo 6º del Título III del Libro Segundo”, y

 

b) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:

 

“Para los efectos de lo establecido en los incisos anteriores, el juez de garantía citará a una audiencia especial para la recepción de la prueba anticipada.”.

 

 En el inciso primero del artículo 281 reemplázase la frase “a su notificación” por “al momento en que quede firme”. 
  

Modifícase el inciso primero del artículo 314, en los siguientes términos:

 

a) agrégase después de la palabra “solicitar”, la siguiente frase: “en la audiencia de preparación del juicio oral” , y

 

b) sustitúyese la expresión “al juicio oral” por la siguiente “a dicho juicio”.

  

Introdúcese, en el artículo 315, el siguiente inciso final: 

 

“No obstante, de manera excepcional, las pericias consistentes en análisis de alcoholemia, de ADN y aquellas que recaigan sobre sustancias estupefacientes o psicotrópicas, podrán ser incorporadas al juicio oral en base al informe respectivo. Sin embargo, si alguna de las partes lo solicitara fundadamente, la comparecencia del perito no podrá ser substituida por la presentación del informe.”. 

 

 Reemplázase, en los incisos primero y tercero del artículo 316, la palabra “tribunal”, todas las veces que aparece, por las siguientes: “juez de garantía”.
 

 Sustitúyese el inciso tercero del artículo 325 por el siguiente: 

 

“Seguidamente concederá la palabra al fiscal, para que exponga su acusación, al querellante para que sostenga la acusación, así como la demanda civil si la hubiere interpuesto.”.
 

 Agrégase un inciso final en el artículo 329 del siguiente tenor: 

 

“Los testigos y peritos que, por algún motivo grave y difícil de superar no pudieren comparecer a declarar a la audiencia del juicio, podrán hacerlo a través de videoconferencia o a través de cualquier otro medio tecnológico apto para su examen y contra examen. Para estos efectos, la parte que los presente justificará su petición en una audiencia que será especialmente citada al efecto, debiendo comparecer los testigos o peritos ante el tribunal con competencia en materia penal más cercano al lugar donde se encuentren.”.

 

 Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 331: 

 

a) Sustitúyese, en su encabezamiento, la palabra “Lectura” por “Reproducción”, e intercálanse los vocablos “reproducirse o” después de la forma verbal “Podrá”, y 

 

b) Incorpórase en su letra a), a continuación del numeral “191”, el guarismo “192”, precedido de una coma (,)”. 

 

 Reemplázanse, en los incisos primero y segundo del artículo 338, las frases “fiscal, al acusador particular y al defensor” y “fiscal y al defensor”, respectivamente, por la siguiente: “fiscal, al acusador particular, al actor civil y al defensor”. 

  

Reemplázase el inciso cuarto del artículo 343, por el siguiente:

 

“En el caso de condena, el tribunal abrirá debate sobre las circunstancias ajenas al hecho punible, las circunstancias modificatorias de responsabilidad penal y sobre los demás factores relevantes para la determinación y cumplimiento de la pena, inmediatamente después de pronunciada la decisión a que se refiere el inciso primero y en la misma audiencia. Para dichos efectos, el tribunal recibirá los antecedentes que hagan valer las partes para fundamentar sus peticiones, dejando su resolución para la audiencia de lectura de sentencia.”.

 

 Sustitúyese el inciso primero del artículo 344, por el siguiente:

 

“Artículo 344. Plazo para redacción de la sentencia. Al pronunciarse sobre la absolución o condena, el tribunal podrá diferir la redacción del fallo y, en su caso, la determinación de la pena hasta por un plazo de cinco días, fijando la fecha de la audiencia en que tendrá lugar su lectura. No obstante, si el juicio hubiere durado más de cinco días, el tribunal dispondrá, para la fijación de la fecha de la audiencia de lectura, de un día adicional por cada dos de exceso de duración del juicio. El transcurso de estos plazos sin que haya tenido lugar la audiencia citada, constituirá falta grave que deberá ser sancionada disciplinariamente. Sin perjuicio de ello, se deberá citar a una nueva audiencia de lectura de la sentencia, la que en caso alguno podrá tener lugar después del segundo día contado desde la fecha fijada para la primera. Transcurrido este plazo adicional sin que se dé lectura a la sentencia se producirá la nulidad del juicio, a menos que la decisión haya sido la de absolución del acusado. Si, siendo varios los acusados, se ha absuelto a alguno de ellos, la repetición del juicio sólo comprenderá a quienes hayan sido condenados.”.

 

 Derógase el artículo 345.

  

Sustitúyense en el artículo 346, los términos “lectura de” por los siguientes: “comunicación de la”. 

 

 Reemplázanse, en el artículo 347, los vocablos “Sentencia absolutoria” por “Decisión absolutoria”. 

 

 Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 348:

 

a) Reemplázase el inciso segundo, por el siguiente: 

 

“La sentencia que condene a una pena temporal deberá expresar con toda precisión el día desde el cual empezará ésta a contarse y fijará el tiempo de detención, prisión preventiva y privación de libertad impuesta en conformidad a la letra a) del artículo 155 que deberá servir de abono para su cumplimiento. Para estos efectos, se abonará a la pena impuesta un día por cada día completo, o fracción igual o superior a doce horas, de dichas medidas cautelares que haya cumplido el condenado.”.

 

b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

 

“Cuando se pronuncie la decisión de condena, el tribunal podrá disponer, a petición de alguno de los intervinientes, la revisión de las medidas cautelares personales, atendiendo al tiempo transcurrido y a la pena probable.”. 

  

Sustitúyese, en la letra a) del artículo 373 la frase “tramitación del juicio” por la siguiente: “cualquier etapa del procedimiento”.

  

Agrégase, en el artículo 384, el siguiente inciso final, nuevo: 

 

“El fallo del recurso se dará a conocer en la audiencia indicada al efecto, con la lectura de su parte resolutiva o de una breve síntesis de la misma.”. 

  

Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 385:
 

“La sentencia de reemplazo reproducirá las consideraciones de hecho, los fundamentos de derecho y las decisiones de la resolución anulada, que no se refieran a los puntos que hayan sido objeto del recurso o que sean incompatibles con la resolución recaída en él, tal como se hayan dado por establecidos en el fallo recurrido.”.
 

 Suprímense en el inciso segundo del artículo 388, sustituyendo la coma (,) por un punto final (.), las oraciones que siguen a la palabra “mínimo”.

 

 Modifícase el artículo 390 en los siguientes términos:

 

a) Sustitúyese en el inciso primero la palabra “juicio” por “audiencia” y agrégase el siguiente párrafo final: 

 

“De igual manera, cuando los antecedentes lo ameriten y hasta la deducción de la acusación, el fiscal podrá dejar sin efecto la formalización de la investigación que ya hubiere realizado de acuerdo con lo previsto en el artículo 230, y proceder conforme a las reglas de este Título.”.

 

b) Agrégase el siguiente inciso segundo, pasando el actual a ser tercero: 

 

“Asimismo, si el fiscal formulare acusación y la pena requerida no excediere de presidio o reclusión menores en su grado mínimo, la acusación se tendrá como requerimiento, debiendo el juez disponer la continuación del procedimiento de conformidad a las normas de este Título.”. 

 

 Modifícase el artículo 391 en la forma que se indica:

 

a) Elimínase en la actual letra d) la conjunción “y”, sustituyendo la coma (,) por un punto y coma (;), y

 

b) Intercálase, a continuación del literal d), la siguiente letra e), nueva, pasando la actual letra e) a ser letra f): 

 

“e) La pena solicitada por el requirente, y”. 

 

 Modifícase el inciso primero del artículo 393, en el siguiente sentido:

 

a) Reemplázase el título “Preparación del juicio.” por “Citación a audiencia.”, y

 

b) Sustitúyese la frase “citará a todos los intervinientes al juicio, el” por la siguiente: “citará a todos los intervinientes a la audiencia a que se refiere el artículo 394, la”. 



 Agrégase, en el artículo 394, a continuación del punto final (.) que pasa a ser punto seguido (.), el siguiente párrafo, nuevo: "Asimismo, el fiscal podrá proponer la suspensión condicional del procedimiento, si se cumplieren los requisitos del artículo 237.". 

 

 Modifícase el artículo 395 en los siguientes términos:


 

a) Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso primero:

 

1.- Sustitúyese la expresión “del juicio” por “de la audiencia”.

 

2.- Agrégase al final del inciso, sustituyendo el punto final (.) por un punto seguido, (.) lo siguiente: “Para los efectos de lo dispuesto en el presente inciso, el fiscal podrá modificar la pena requerida para el evento de que el imputado admita su responsabilidad.”.

 

b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:

 

“Si el imputado admitiere su responsabilidad en el hecho, el tribunal dictará sentencia inmediatamente. En estos casos, el juez no podrá imponer una pena superior a la solicitada en el requerimiento, permitiéndose la incorporación de antecedentes que sirvan para la determinación de la pena.”. 

 

 Agrégase el siguiente artículo 395 bis: 

 

“Artículo 395 bis. Preparación del juicio simplificado. Si el imputado no admite responsabilidad, el juez procederá, en la misma audiencia, a la preparación del juicio simplificado, el cual tendrá lugar inmediatamente, si ello es posible, o a más tardar dentro de quinto día.”. 

  

Sustitúyese, en el artículo 396, la frase inicial del inciso primero "Cuando el imputado solicitare la realización del juicio, éste se llevará a cabo de inmediato," por "El juicio simplificado comenzará". 

  

Reemplázase el inciso primero del artículo 398, por el siguiente:

 

“Artículo 398. Suspensión de la imposición de condena por falta. Cuando resulte mérito para condenar por la falta imputada, pero concurran antecedentes favorables que no hagan aconsejable la imposición de la pena al imputado, el juez podrá dictar la sentencia y disponer en ella la suspensión de la pena y sus efectos por un plazo de seis meses. En tal caso, no procederá acumular esta suspensión con alguno de los beneficios contemplados en la ley N° 18.216.”.

 

 Elimínase, en el inciso primero del artículo 406, la frase “, en la audiencia de preparación del juicio oral”. 

 

 Sustitúyese el artículo 407, por el siguiente:

 

“Artículo 407. Oportunidad para solicitar el procedimiento abreviado. Una vez formalizada la investigación, la tramitación de la causa conforme a las reglas del procedimiento abreviado podrá ser acordada en cualquier etapa del procedimiento, hasta la audiencia de preparación del juicio oral.

 

Si no se hubiere deducido aún acusación, el fiscal y el querellante, en su caso, las formularán verbalmente en la audiencia que el tribunal convoque para resolver la solicitud de procedimiento abreviado, a la que deberá citar a todos los intervinientes. Deducidas verbalmente las acusaciones, se procederá en lo demás en conformidad a las reglas de este Título.

 

Si se hubiere deducido acusación, el fiscal y el acusador particular podrán modificarla según las reglas generales, así como la pena requerida, con el fin de permitir la tramitación del caso conforme a las reglas de este Título. Para estos efectos, la aceptación de los hechos a que se refiere el inciso segundo del artículo 406 podrá ser considerada por el fiscal como suficiente para estimar que concurre la circunstancia atenuante del artículo 11, Nº 9, del Código Penal, sin perjuicio de las demás reglas que sean aplicables para la determinación de la pena.

 

Si el procedimiento abreviado no fuere admitido por el juez de garantía, se tendrán por no formuladas las acusaciones verbales realizadas por el fiscal y el querellante, lo mismo que las modificaciones que, en su caso, éstos hubieren realizado a sus respectivos libelos, y se continuará de acuerdo a las disposiciones del Libro Segundo de este Código.".

  

Sustitúyese el artículo 447, por el siguiente: 

 

“Artículo 447. De la modificación, revocación o sustitución de las medidas cautelares personales. En cualquier estado del procedimiento se podrán modificar, revocar o sustituir las medidas cautelares personales que se hubieren decretado, de acuerdo a las reglas generales, pero el Ministro de la Corte Suprema tomará las medidas que estimare necesarias para evitar la fuga del imputado.”.

 

 Agréganse, en el artículo 470, los siguientes incisos quinto y sexto:

 

“Las especies que se encuentren bajo la custodia o a disposición del ministerio público, transcurridos a lo menos seis meses desde la fecha en que se dicte alguna de las resoluciones o decisiones a que se refieren los artículos 167, 168, 170 y 248, letra c) de este Código, serán remitidas a la Dirección General del Crédito Prendario, para que proceda de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo anterior. 
 

Lo dispuesto en los incisos anteriores no tendrá aplicación tratándose de especies de carácter ilícito. En tales casos, el fiscal solicitará al juez que le autorice proceder a su destrucción.”.

  

Sustitúyese el artículo 485, por el siguiente: 

 

“Artículo 485. Entrada en vigencia respecto de hechos acaecidos en el extranjero. Este Código se aplicará a los hechos que acaezcan en el extranjero con posterioridad a su entrada en vigencia en la Región Metropolitana de Santiago y sean de competencia de los tribunales nacionales. Asimismo, se aplicará a las solicitudes de asistencia de autoridades competentes de país extranjero que digan relación con hechos ocurridos con posterioridad al 16 de diciembre de 2000.

 

A partir de esa fecha, también se aplicará a las solicitudes de extradición pasiva y detención previa a las mismas que reciba la Corte Suprema que versen sobre hechos ocurridos en el extranjero con posterioridad a la entrada en vigencia de la reforma procesal penal en la Región Metropolitana de Santiago. En consecuencia, los Ministros de esa Corte a quienes, en virtud del número 3° del artículo 52 del Código Orgánico de Tribunales, corresponda conocer las extradiciones pasivas que versen sobre hechos acaecidos con anterioridad a dicha entrada en vigencia, continuarán aplicando el procedimiento establecido en el Código de Procedimiento Penal.”.

 

Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Penal:

 

1) Reemplázase el epígrafe del párrafo 7 del Título IV del Libro Segundo, por el siguiente:

 

“7. De las falsedades vertidas en el proceso y del perjurio”.

 

2) Sustitúyense los artículos 206, 207, 208 y 212, por los siguientes:

 

“Artículo 206.- El testigo, perito o intérprete que ante un tribunal falte a la verdad en su declaración, informe o traducción, será castigado con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de seis a veinte unidades tributarias mensuales, si se trata de proceso civil o por falta, y con presidio menor en su grado medio a máximo y multa de veinte a treinta unidades tributarias mensuales, si se trata de proceso penal por crimen o simple delito. 

 

Tratándose de peritos e intérpretes, sufrirán además la pena de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.

 

Si la conducta se realiza contra el imputado o acusado en proceso por crimen o simple delito, la pena se impondrá en el grado máximo.

 

Están exentos de responsabilidad penal por las conductas sancionadas en este artículo quienes se encuentren amparados por cualquiera de los supuestos a que se refiere el artículo 305 del Código Procesal Penal.

 

Artículo 207.- El que, a sabiendas, presente ante un tribunal a los testigos, peritos o intérpretes a que se refiere el artículo precedente, u otros medios de prueba falsos o adulterados, será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio y multa de seis a veinte unidades tributarias mensuales, si se trata de proceso civil o por falta, y con presidio menor en su grado medio a máximo y multa de veinte a treinta unidades tributarias mensuales, si se trata de proceso penal por crimen o simple delito. 

 

Los abogados que incurran en la conducta descrita, sufrirán además la pena de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.

 

Tratándose de un fiscal del ministerio público, la pena será de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo. 

 

En todo caso, si la conducta se realiza contra el imputado o acusado en proceso por crimen o simple delito, la pena se impondrá en el grado máximo.

 

Artículo 208.- La retractación oportuna de quien haya incurrido en alguna de las conductas previstas en los dos artículos precedentes constituirá circunstancia atenuante muy calificada, en los términos del artículo 68 bis de este Código.

 

Retractación oportuna es aquella que tiene lugar ante el juez en condiciones de tiempo y forma adecuados para ser considerada por el tribunal que debe resolver la causa.

 

En todo caso, la retractación oportuna eximirá de responsabilidad penal en casos calificados, cuando su importancia para el esclarecimiento de los hechos y la gravedad de los potenciales efectos de su omisión así lo justifiquen.

 

Artículo 212.- El que fuera de los casos previstos en los artículos precedentes falte a la verdad en declaración prestada bajo juramento o promesa exigida por ley, será castigado con la pena de prisión en cualquiera de sus grados o multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales.”.

 

3) Sustitúyese el epígrafe del párrafo 2 bis del Título VI del Libro Segundo, por el siguiente:

 

“De la obstrucción a la investigación”.

 

4) Modifícase el artículo 269 bis, en la siguiente forma:

 

a) Sustitúyese el inciso primero, por los cinco siguientes:

 

“Artículo 269 bis.- El que, a sabiendas, obstaculice gravemente el esclarecimiento de un hecho punible o la determinación de sus responsables, mediante la aportación de antecedentes falsos que conduzcan al Ministerio Público a realizar u omitir actuaciones de la investigación, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de dos a doce unidades tributarias mensuales.

 

La pena prevista en el inciso precedente se aumentará en un grado si los antecedentes falsos aportados conducen al Ministerio Público a solicitar medidas cautelares o a deducir una acusación infundada.

 

El abogado que incurra en las conductas descritas en los incisos anteriores será castigado, además, con la pena de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.

 

La retractación oportuna de quien haya incurrido en las conductas de que trata el presente artículo constituirá circunstancia atenuante. Tratándose de las conductas a que se refiere el inciso segundo, la atenuante se considerará como muy calificada, en los términos del artículo 68 bis.

 

Se entiende por retractación oportuna aquella que se produce en condiciones de tiempo y forma adecuados para ser considerada por el tribunal que deba resolver alguna medida solicitada en virtud de los antecedentes falsos aportados o, en su caso, aquella que tenga lugar durante la vigencia de la medida cautelar decretada en virtud de los antecedentes falsos aportados y que conduzca a su alzamiento o, en su caso, la que ocurra antes del pronunciamiento de la sentencia o de la decisión de absolución o condena, según corresponda.”.

 

b) En el inciso segundo, que ha pasado a ser sexto, sustitúyese la frase que sigue a la palabra “Código”, por la siguiente: “y el artículo 302 del Código Procesal Penal.”.

 

5) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 269 ter:

 

a) Agréganse, a continuación de la palabra “existencia”, los términos “o inexistencia”, y

 

b) Agrégase, a continuación de la frase “participación punible en él”, suprimiendo la coma (,) que la sigue, lo siguiente: “de alguna persona o su inocencia,”.

 

Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 6º transitorio de la ley Nº 19.665, que reforma el Código Orgánico de Tribunales: 

 

a) Suprímese, en el inciso segundo, la frase “por un Fiscal Regional elegido por el Consejo del Ministerio Público”, y la coma (,) que la precede.

 

b) Reemplázase, en el inciso sexto, la expresión “un año” por “cinco años”, y

 

c) Agréganse dos incisos finales, nuevos, del siguiente tenor:

 

“Créanse Comisiones Regionales de Coordinación de la Reforma Procesal Penal en cada una de las regiones del país. Estas Comisiones serán presididas por el Intendente Regional respectivo e integradas por el Secretario Regional Ministerial de Justicia, que actuará como secretario ejecutivo, por el Presidente de la Corte de Apelaciones, por el Fiscal Regional o los Fiscales Regionales, según sea el caso, del Ministerio Público, por el Defensor o los Defensores Regionales, por el Presidente Regional del Capítulo respectivo de la Asociación Chilena de Municipalidades, por el Presidente del Colegio de Abogados con mayor número de afiliados en la Región respectiva, por los representantes zonales de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones de Chile, por el Director Regional de Gendarmería de Chile y por el Director Regional del Servicio Médico Legal.

 

Dichas Comisiones tendrán a su cargo labores de coordinación, seguimiento y evaluación de la reforma procesal penal en la región respectiva. Además, podrán sugerir propuestas tendientes a corregir el funcionamiento de la misma. Dependerán de la Comisión de Coordinación a que se refiere el inciso primero de este artículo, a la que remitirán, a lo menos trimestralmente, información sobre el funcionamiento y estadísticas del nuevo sistema de justicia penal.”.

 

Artículo 4º.- Reemplázase el encabezamiento del inciso primero del artículo 14 de la ley Nº 18.314, por el siguiente: 

 

“En los casos del artículo 1º de esta ley, durante la audiencia de formalización de la investigación o una vez formalizada ésta, si procediere la prisión preventiva del imputado, el ministerio público podrá pedir al juez de garantía que decrete, además, por resolución fundada, todas o algunas de las siguientes medidas:”. 

 

Artículo 5º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley Nº 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público:

 

a) Incorpórase, en el párrafo primero de la letra a), del artículo 17, la siguiente oración final: “Tratándose de los delitos que generan mayor conmoción social, dichos criterios deberán referirse, especialmente, a la aplicación de las salidas alternativas y a las instrucciones generales relativas a las diligencias inmediatas para la investigación de los mismos, pudiendo establecerse orientaciones diferenciadas para su persecución en las diversas Regiones del país, atendiendo a la naturaleza de los distintos delitos.”;

 

b) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 21, la frase “modificaciones legales destinadas a una más efectiva persecución de los delitos y protección de las víctimas y de los testigos” por “las políticas públicas y modificaciones legales que estime necesarias para el mejoramiento del sistema penal, para una efectiva persecución de los delitos, la protección de las víctimas y de los testigos, y el adecuado resguardo de los derechos de las personas”, y
 

c) Incorpórase el siguiente inciso segundo al artículo 27: 

 

“Tratándose de delitos cometidos en el extranjero que sean de competencia de los tribunales chilenos, las facultades del Ministerio Público serán ejercidas por el fiscal adjunto de la Región Metropolitana que sea designado por el Fiscal Regional Metropolitano con competencia sobre la comuna de Santiago, sin perjuicio de las potestades que son propias del Fiscal Nacional conforme a esta ley orgánica constitucional.”.

 

Artículo 6º.- Introdúcese el siguiente párrafo segundo, nuevo, en la letra a) del artículo 3º del decreto con fuerza de ley 
N° 7.912, de 1927, del Ministerio del Interior:

 

“Para los efectos señalados en el párrafo anterior de esta letra, y sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 111 del Código Procesal Penal y de las demás facultades otorgadas por leyes especiales, el Ministro del Interior, los Intendentes y Gobernadores, según corresponda, podrán deducir querella:

 

a) cuando el o los hechos que revistan caracteres de delito hayan alterado el orden público, impidiendo o perturbando gravemente la regularidad de las actividades empresariales, laborales, educacionales o sociales o el funcionamiento de los servicios públicos o esenciales para la comunidad, o bien impidiendo o limitando severamente a un grupo de personas el legítimo goce o ejercicio de uno o más derechos, libertades o garantías reconocidos por la Constitución Política de la República; 

 

b) cuando el o los hechos que revistan caracteres de delito, considerados en conjunto con otros similares y próximos en el tiempo, hayan afectado la seguridad pública, generando en toda la población o en un sector de ella el temor de ser víctima de delitos de la misma especie. En caso alguno podrán considerarse comprendidos en esta letra las faltas, los cuasidelitos, los delitos de acción privada, ni los incluidos en los párrafos 2 y 5 del Título III; párrafos 5, 7 y 8 del Título IV; párrafos 2 bis, 3, 5 y 7 del Título VI; todos los del Título VII, salvo los de los párrafos 5 y 6; los de los párrafos 2, 4, 6 y 7 del Título VIII; los de los párrafos 7 y 8 del Título IX, y los del Título X, todos del Libro Segundo del Código Penal, y 

 

c) cuando se trate de los delitos contemplados en las leyes N° 19.327, sobre prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, y Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.”.

 

Artículo 7º.- Agrégase el siguiente artículo 76 en la ley Nº 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública:

 

“Artículo 76.- A la Defensoría Penal Pública no le serán aplicables los artículos 2º, letras j) y l); 24, letra m); 45, letra h); 46 y 64, letra f) de la ley Nº 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.”.

 

Artículo 8º.- Introdúcese el siguiente artículo 29 bis, nuevo, en la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas:

 

“Artículo 29 bis.- Los exámenes establecidos en el artículo 197 del Código Procesal Penal serán también procedentes cuando, en una diligencia de control de identidad migratorio, aparezcan fundadas sospechas de que la persona cuya identidad se controla porta dentro de su cuerpo, para efectos de transporte, drogas o sustancias estupefacientes o sicotrópicas ilegales. En este caso, se procederá de la forma dispuesta en los incisos segundo y tercero del artículo antes citado.”.

 

Artículo 9°.- Sustitúyese el artículo 167 del Código Orgánico de Tribunales, por el siguiente: 



“Artículo 167.- Las competencias propias de los Jueces de Garantía y de los Tribunales Orales en lo Penal respecto de los delitos perpetrados fuera del territorio nacional que sean de conocimiento de los tribunales chilenos serán ejercidas, respectivamente, por los Tribunales de Garantía y Orales en lo Penal de la jurisdicción de la Corte de Apelaciones de Santiago, conforme al turno que dicho tribunal fije a través de un auto acordado.”.”.
______________________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados sobre competencia desleal, con informe 

de la Comisión de Economía



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre competencia desleal, con informe de la Comisión de Economía, correspondiente al Boletín Nº 3.356-03.



Previene el señor Secretario General que el informe de la Comisión de Economía deja constancia que el artículo 13 del proyecto de ley debe ser aprobado con rango de ley orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 77 de la misma Carta Fundamental. Asimismo, se consigna que la Honorable Cámara de Diputados, en cumplimiento de lo dispuesto en las disposiciones constitucionales y legales correspondientes, remitió a la Excelentísima Corte Suprema esta iniciativa de ley, con el fin de recabar su parecer al respecto, comunicando este Alto Tribunal, por oficio número 2.080, de fecha 8 de octubre de 2003, su opinión respecto de la misma.



El señor Secretario General expresa que la Comisión de Economía, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la idea de legislar sobre la materia, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García, Orpis y Vásquez, y propone, en consecuencia, a la Sala, la aprobación en general de la iniciativa, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:

“CAPITULO I

Normas Generales



Artículo 1º.- Esta ley tiene por objeto sancionar los actos de competencia desleal relativos a bienes y servicios que se transan en el mercado nacional, realizados por cualquier agente que opere en él, en calidad de prestador de servicios o de productor, distribuidor o proveedor de bienes.



Artículo 2º.- Esta ley se aplicará a los casos de competencia desleal que estén fuera del ámbito de actuación del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, contemplado en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, o de la aplicación de la ley Nº 19.496, que establece Normas sobre Protección de los Derechos de los Consumidores.

CAPÍTULO II

De la Competencia Desleal


Artículo 3º.- Se considera acto de competencia desleal toda conducta contraria a la buena fe comercial, a las sanas costumbres mercantiles o a la práctica honesta en materia industrial o comercial, que tenga por objeto desviar clientela de la actividad, prestaciones mercantiles o establecimientos ajenos.



Artículo 4º.- Se considera desleal toda conducta que tenga como finalidad inducir al público a error sobre la actividad, prestaciones, productos o establecimientos ajenos.



En especial, se consideran desleales las conductas que consistan en la utilización o la difusión de indicaciones o aseveraciones incorrectas o falsas y cualquier tipo de práctica que, de acuerdo con las circunstancias en que tenga lugar, induzca a error a las personas a quienes se dirija o alcance, respecto de la naturaleza, modo de fabricación o distribución, características, aptitud para el uso, calidad o cantidad y, en general, a las ventajas realmente ofrecidas por los productos o prestaciones.



Artículo 5º.- Se considera desleal la realización o la difusión de manifestaciones falsas sobre la actividad, las prestaciones, el establecimiento o las relaciones mercantiles de un tercero, que sean aptas para menoscabar su credibilidad o fama en el mercado.



En especial, se estiman como desleales las manifestaciones agraviantes que versen sobre la nacionalidad, creencias, ideologías, la vida privada o cualquier otra circunstancia propia del afectado y que no tenga relación con la calidad del producto o del servicio prestado.



Artículo 6º.- Se considera desleal la comparación de la actividad, los productos, las prestaciones o el establecimiento propio o ajeno con los de un tercero, cuando no sea veraz, objetiva y demostrable.



Artículo 7º.- La imitación de iniciativas y prestaciones mercantiles ajenas es libre, salvo que su exclusividad se encuentre amparada por la ley.



Se considera desleal la imitación de prestaciones e iniciativas de un tercero, cuando ellas generen confusión acerca de la procedencia de la prestación o producto, o comporten un aprovechamiento indebido de la reputación ajena.



Los actos que constituyan infracción de la legislación de propiedad intelectual o industrial se regirán por ellas.



Artículo 8º.- Se considera desleal la divulgación o la explotación, sin que medie la autorización del titular, de secretos industriales o de cualquier otra especie de secretos empresariales a los que se haya tenido acceso legítimamente, con deber de reserva.



Artículo 9º.- Se considera desleal la conducta que tenga por objeto o como efecto intervenir ilícitamente en la organización o desempeño de la empresa, las prestaciones mercantiles o el establecimiento ajeno.

CAPÍTULO III

De las Acciones, Procedimiento, Tribunal Competente y Sanciones



Artículo 10°.- Contra los actos de competencia desleal, podrán ejercerse, conjunta o separadamente, las siguientes acciones:



a) Acción de cesación del acto, o de prohibición del mismo si aún no se ha puesto en práctica.



b) Acción declarativa de acto de competencia desleal, si la perturbación creada por el mismo subsiste.



c) Acción de remoción de los efectos producidos por el acto de competencia desleal.



d) Publicación de la sentencia condenatoria, a costa del infractor.



e) Acción de resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados por el acto, si hubiere intervenido dolo o culpa del agente.



Artículo 11°.- Cualquier persona que resulte directamente perjudicada o amenazada en su interés económico por un acto de competencia desleal, podrá ejercer las acciones señaladas en las letras a) a d) del artículo anterior.



La acción establecida en la letra e) sólo puede ser ejercida por el directamente perjudicado.



Artículo 12°.- Las acciones de competencia desleal prescriben en el plazo de dos años, contados desde la fecha en que finaliza la realización del acto o conducta que origina la competencia desleal.



Artículo 13°.- Será competente para conocer de las causas de esta ley el juzgado de letras en lo civil del domicilio del demandado o del actor, a elección  de este último.



Artículo 14°.- Las acciones que se deduzcan se tramitarán de acuerdo con las normas del Procedimiento Sumario, contempladas en el título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil, sin que sea aplicable lo dispuesto en el artículo 681.



Contra la sentencia procederán todos los recursos que franquea la ley, de acuerdo con las reglas contenidas en el Código de Procedimiento Civil.



Artículo 15°.- Sin perjuicio de las medidas que adopte el tribunal, en atención a la naturaleza de las acciones deducidas, por la sola declaración de haberse producido un acto o conducta de competencia desleal, podrá el tribunal imponer las siguientes sanciones, las que se aplicarán conforme al daño provocado y al beneficio que se hubiere reportado por la acción sancionada:



a) Multa de 2 a 5 unidades tributarias mensuales, si se declara que se ha realizado una conducta de las definidas en el artículo tercero. 



b) Multa de 5 a 20 unidades tributarias mensuales y/o clausura por un día, si se reiterare la conducta por la cual se impuso la multa de la letra precedente.



c) Multa de 20 a 80 unidades tributarias mensuales y/o clausura por tres días, si la conducta se refiere a las tipificadas en los artículos 4º, 5º, 6º, 7º, 8º y 9º, o bien, se tratare de una nueva reiteración, respecto de la cual ya se hubiere aplicado la sanción de la letra precedente.



d) Multa de 100 a 1.000 unidades tributarias mensuales y/o clausura de cinco días a suspensión definitiva de la actividad, si se tratare de hechos reiterados, respecto de los cuales se hubieren impuesto las sanciones de la letra anterior.



El o los días de clausura serán fijados discrecionalmente por el tribunal, y deberán ser días corridos. Las multas serán de beneficio fiscal y deberán ser pagadas en la Tesorería General de la República. No será admisible recurso alguno, salvo los de reposición y de queja, si no se hubiere abonado el 50 % de la multa. En este último caso ésta será depositada transitoriamente en la cuenta corriente del tribunal competente.”.

- - -



El señor Presidente propone a la Sala abrir la votación nominal respecto de esta iniciativa, de manera que los señores Senadores puedan emitir su voto en la Mesa.



Consultada la Sala, así se acuerda.



En discusión en general el proyecto de ley, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Parra, Orpis y Vásquez.



Cerrado el debate y puesta en votación en general la iniciativa de ley, es aprobada por 28 votos a favor, de un total de 48 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de este modo, a lo prescrito en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen), y señores Arancibia, Canessa, Cantero, Cariola, Coloma, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Orpis, Páez, Parra, Pizarro, Prokurica, Ruiz De Giorgio, Sabag, Silva, Vásquez, Vega y Zaldívar (don Andrés).



Seguidamente, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones el día 2 de noviembre de 2005, a las 12 horas.



Queda terminada la discusión en general de este asunto.



El texto despachado en general por el Senado es el transcrito anteriormente.

______________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



--Del Honorable Senador señor Cantero:



1) Al señor Ministro del Interior, sobre beneficios para los exonerados políticos, en relación a la presentación de una ciudadana de la ciudad de Antofagasta.



2) Al señor Ministro de Justicia, acerca de la labor desempeñada por la Corporación de Asistencia Jurídica de Peñalolén.



3) Al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, respecto de solicitud de pensión administrativa por gracia referida a un ciudadano de la ciudad de Antofagasta.



4) Al señor Presidente de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Valparaíso, sobre la designación de Ministro en Visita.



5) Al señor Director Nacional del Instituto de Normalización Previsional y al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Antofagasta, acerca de las imposiciones previsionales de cuatro docentes de la ciudad de Antofagasta.



--Del Honorable Senador señor Coloma, al señor Ministro de Obras Públicas, respecto de asfaltado de la Ruta J-59, que une Tres Esquinas con El Peumal, en la comuna de Romeral.



--Del Honorable Senador señor Horvath, al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, al señor Secretario Regional Ministerial de Transportes de la Undécima Región y al señor Intendente de la Región de Aysén, sobre situación que enfrentan las empresas de transporte marítimo, con subsidio estatal que operan en la referida Región.



--Del Honorable Senador señor Prokurica, al señor Ministro de Salud, acerca de los problemas presentados con vacunación efectuada en la Escuela “Laura Robles” de Copiapó.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

______________



En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Orpis, quien se refiere a la situación que enfrentan varios sectores de la provincia de Iquique, transcurridos cuatro meses desde la ocurrencia del terremoto que afectara a la Primera Región.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación respecto de los beneficios que se contempla entregar a los sectores afectados.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

______________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Cantero, quien se refiere a la situación que afecta al personal paradocente que se desempeña en los diversos establecimientos de educación pública del país.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Ministro Secretario General de la Presidencia para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación sobre las medidas que adoptará el Gobierno en la búsqueda de una solución para los referidos funcionarios.



Sobre el particular, los Honorables Senadores señores Horvath y Prokurica expresan su adhesión a la solicitud de oficio precedente.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre de los mencionados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

____________



Se deja constancia de que no hicieron uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión los Comités Partido Socialista, Institucionales 2, Institucionales 1, Mixto Partido Por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata y Partido Demócrata Cristiano.

_____________

Se levanta la sesión.

JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA,

Secretario General (S) del Senado.

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE PRORROGA PARA 2006 APLICACIÓN DE COEFICIENTES DE DISTRIBUCIÓN DEL FONDO COMÚN MUNICIPAL VIGENTES DURANTE 2005, Y ESTABLECE MECANISMO DE COMPENSACIÓN

(4015-06)


Con motivo del Mensaje, Certificados y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Articulo único.- Durante el año 2006, los coeficientes de distribución del 90% y del 10% del Fondo Común Municipal, serán aquellos vigentes durante el año 2005.


Las municipalidades que por aplicación de los coeficientes antes señalados vieren reducidas las cantidades estimadas a recibir del Fondo Común Municipal en el año 2006 en relación a las cantidades percibidas de dicho Fondo durante el año 2005, recibirán una compensación que cubra el cien por ciento de la reducción de ingresos.  La referida reducción se calculará considerando los recursos municipales percibidos por cada municipio con cargo al Fondo durante el año 2005, según información proporcionada por el Servicio de Tesorerías, en relación con los recursos a percibir durante el año 2006 por aplicación de los coeficientes señalados en el inciso precedente.


Mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio del Interior, el que llevará además la firma del Ministro de Hacienda, se determinará el monto de la compensación para el año 2006, a percibir por cada municipio que en dicho año viere reducida su participación en el Fondo, según lo previsto en el inciso anterior, así como las fechas de su entrega por el Servicio de Tesorerías.  Esta compensación se financiará con cargo al Fondo Común Municipal.".

Dios guarde a V.E.

(Fdo.):GABRIEL ASCENCIO MANSILLA, Presidente de la Cámara de Diputados.-ADRIÁN ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Secretario Accidental de la Cámara de Diputados.

2

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 124 DE LA LEY Nº 18.892, GENERAL DE PESCA Y ACUICULTURA

(2587-01)


Con motivo de la Moción, Informe, y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:




“Artículo único.-  Sustitúyese el inciso segundo del artículo 124 de la ley General de Pesca y Acuicultura contenida en el decreto supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, por el siguiente:

“Si la infracción se cometiere o tuviere principio de ejecución en aguas interiores marinas, el mar territorial, en la zona económica exclusiva, o en el mar presencial o en la alta mar en el caso de letra h) del artículo 110, será competente el juez civil de las ciudades de Arica, Iquique, Tocopilla, Antofagasta, Chañaral, Caldera, Coquimbo, Valparaíso, San Antonio, Pichilemu, Constitución, Talcahuano, Temuco, Valdivia, Puerto Montt, Castro, Puerto Aysén, Punta Arenas o el de Isla de Pascua.”.


Artículo transitorio.- Las causas por infracción a que se refiere la norma mencionada en el inciso primero del artículo 124, actualmente tramitadas en otros tribunales, y que a partir de la publicación de la presente ley deban ser conocidas por los jueces de Pichilemu y Temuco, continuarán tramitándose en los tribunales en que originalmente estaban siendo incoadas, hasta su total terminación.”.

*******


Hago presente a V.E. que el  proyecto fue aprobado en general con el voto conforme de 78 Diputados y en particular con el voto a favor de 71 Diputados, en ambos casos de 113 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo estatuido en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.):GABRIEL ASCENCIO MANSILLA, Presidente de la Cámara de Diputados.-ADRIÁN ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Secretario Accidental de la Cámara de Diputados.

3

INFORME DE LAS COMISIONES DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN Y DE HACIENDA, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE INTRODUCE UNA DISPOSICIÓN TRANSITORIA AL DL. Nº 3.063, DE 1979, SOBRE RENTAS MUNICIPALES

(4013-06)

HONORABLE SENADO:


Las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas, tienen a honra informar acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional e iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República, y con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


A la sesión en que las Comisiones se abocaron al estudio de esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, los señores Jorge Claissac, Asesor Legislativo de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, y Samuel Garrido, Jefe de la División de Municipalidades de esa misma Subsecretaría.

I. OBJETIVO


Establecer que el aporte global adicional que deben hacer los municipios de Providencia, Las Condes y Vitacura al Fondo Común Municipal, durante el año 2005, ascenderá a 35.000 unidades tributarias mensuales, y autorizar a que esos municipios, en el caso de que opten por efectuar sus aportes a la Corporación Cultural de la Municipalidad de Santiago, también en el año 2005, celebren con esta última Corporación un convenio que consigne la forma y oportunidad en que entregarán su aporte.

II. CUESTIONES PREVIAS


1. Prevenimos que el presente proyecto de ley, de aprobarse, debe serlo con rango de ley orgánica constitucional por incidir en una materia regulada por normas de esa jerarquía.


2. De conformidad con el inciso primero del artículo 127 del Reglamento de la Corporación, estas Comisiones solicitan que la iniciativa en informe sea discutida en general y en particular a la vez.

III. ANTECEDENTES

3.1. De Derecho


- Decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, cuyo texto fue fijado por el D.S. Nº 2385, de Interior, de 1996.

3.2. De Hecho


El mensaje con que S.E. el Presidente de la República ingresó a trámite legislativo este proyecto de ley señala que el nuevo texto del artículo 39 del decreto ley Nº 3.063, de 1979, Ley de Rentas Municipales incorporado en virtud de la ley Nº 20.033, dispone que las comunas de Providencia, Las Condes y Vitacura aportarán anualmente al Fondo Común Municipal la cantidad de 70.000 unidades tributarias mensuales adicionales distribuido entre ellas en proporción al total de los recursos que recauden por aplicación del impuesto territorial correspondiente a los inmuebles ubicados en cada una de ellas.


El mismo precepto permite a estos municipios excepcionarse de esa obligación si por un monto equivalente al que le corresponde a cada una efectúen aportes a la Corporación Cultural de la Municipalidad de Santiago.


Agrega el mensaje que en lo que va corrido de la aplicación de la ley Nº 20.033, desde su publicación en el Diario Oficial (1 de julio del presente año) y a partir de su vigencia, se ha constatado una situación que obsta a su adecuada aplicación el año 2005.


Continúa el mensaje expresando que ante la eventualidad de que se genere una situación de complejidad presupuestaria, los mencionados municipios, previa conversación con el Alcalde de Santiago, solicitaron se modificara, para el año 2005, la aplicación del artículo 39 en relación con los aportes que han de efectuar.


Atendido lo anterior, el Ejecutivo ha propuesto establecer una proporcionalidad entre la obligación que las municipalidades deben cumplir durante el año 2005 y el tiempo en que dicha obligación ha estado efectivamente vigente dentro de ese mismo año.


Además, y para el caso en que durante el año 2005 los municipios opten por efectuar aportes equivalentes a la Corporación Cultura de Santiago, se ha propuesto que tales aportes se enteren en la forma que establezca en un convenio suscrito entre el municipio interesado y la mencionada Corporación Cultural.


Finalmente, el mensaje advierte que en razón de que la situación creada solo dice relación con la aplicación del aludido artículo 39 durante el año 2005, a contar desde el año 2006 esta norma se aplicará plenamente sin la enmienda transitoria precedentemente comentada.

IV. CONTENIDO DEL PROYECTO


La iniciativa en informe, conformada por un artículo único, agrega un artículo transitorio -el 6º- a la Ley sobre Rentas Municipales (D.L. Nº 3.063, de 1979) que expresa que para la aplicación del artículo 39 de esta ley durante el año 2005, el monto global del aporte adicional que los municipios de Providencia, Vitacura y Las Condes hagan al Fondo Común Municipal será de 35.000 unidades tributarias mensuales distribuidas en la forma consignada en esa misma disposición (inciso primero).


En un inciso segundo preceptúa que si los aludidos municipios optan por entregar aportes equivalentes a la Corporación Cultural de la Municipalidad de Santiago en el año 2005, tal opción se ajustará a las modalidades que se establezca en el convenio que a ese efecto celebren entre el municipio aportante y la mencionada Corporación.


Finalmente, en un inciso tercero el precepto del artículo único dispone que a contar desde el año 2006 en adelante, los municipios obligados a efectuar estos aportes adicionales al Fondo Común Municipal lo harán en la forma indicada en el artículo 39 de esta ley, el cual se aplicará íntegramente.

V. DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


Por tratarse de un artículo único este proyecto fue considerado en general y en particular a la vez por las Comisiones unidas, las que, atendidas las razones expuestas en el mensaje y las explicaciones complementarias que dieron los representantes del Ejecutivo, acordaron, por unanimidad de sus miembros presentes, aprobarlo en general y en particular, en los mismos términos propuestos en el proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados.

VI. ACUERDO


Concurrieron al acuerdo precedente, los Honorables Senadores señores Cantero y Larraín, como miembros de ambas Comisiones (dos votos cada uno), el Honorable Senador señor Núñez como miembro de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización (un voto), y el Honorable Senador señor Ominami, como miembro de la Comisión de Hacienda (un voto).

- - -


En consecuencia, las Comisiones unidas someten a la consideración de la Sala la aprobación del siguiente:


PROYECTO DE LEY:


“Articulo único.- Agrégase el siguiente artículo 6º transitorio, nuevo, en el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, cuyo texto refundido y sistematizado fue fijado por el decreto supremo Nº 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior:


“Artículo 6º.- Para los efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 39 de esta ley durante el año 2005, el monto global por concepto del aporte adicional que las municipalidades de Providencia, Vitacura y Las Condes deben efectuar al Fondo Común Municipal, será de 35.000 unidades tributarias mensuales, distribuido en la forma indicada en el mencionado artículo.


En el caso que los municipios opten, en el año 2005, por efectuar aportes equivalentes a la Corporación Cultural de la Municipalidad de Santiago, según lo dispuesto en el inciso segundo del referido artículo 39, aquéllos podrán ser enterados en la forma y en la oportunidad que se establezca en el convenio que se suscriba al efecto entre los municipios que opten por esa modalidad y la citada Corporación.


Con todo, a contar del año 2006, los aportes que cada una de las municipalidades indicadas deba efectuar al Fondo Común Municipal, serán integrados de acuerdo con lo dispuesto por el mencionado artículo 39.”.”. 

- - -


Acordado en sesión de hoy, 19 de octubre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Larraín (Presidente) y Cantero, por las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda; el Honorable Senador señor Núñez, por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y el Honorable Senador señor Ominami, por la Comisión de Hacienda.


Sala de la Comisión, a 19 de octubre de 2005.




(Fdo.):MARIO TAPIA GUERRERO,




Secretario de las Comisiones Unidas.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN LA SOLICITUD DE SU EXCELENCIA EL VICEPRESIDENTE DE LA REPÚBLICA MEDIANTE LA CUAL REQUIERE EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR A LOS SEÑORES ERNESTO FONTAINE FERREIRA-NOBRIGA Y ERNESTO LIVACIC ROJAS COMO REPRESENTANTES DEL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA EN EL CONSEJO RESOLUTIVO DE LA SUPERINTENDENCIA DE CASINOS DE JUEGO

(S 828-05)

POR FAVOR, ESCANEAR.

5

INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE UN SISTEMA DE REGULACIÓN SOBRE ABOGADOS INTEGRANTES DE CORTES DE APELACIONES

(2950-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros, en general, el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de diversos señores Diputados.


Concurrieron al estudio de la iniciativa, el Ministro de Justicia, señor Luis Bates y los abogados del Departamento de Asesoría y Estudios de dicho Ministerio, señores Fernando Dazarola y Rodrigo Zúñiga.


Participaron, especialmente invitados, los Ministros de la Excma. Corte Suprema, señores Domingo Kokisch y Urbano Marín; el Presidente de la I. Corte de Apelaciones de Valparaíso, señor Rafael Lobos y, en representación de Asociación Nacional de Magistrados, el Ministro de la I. Corte de Apelaciones de Temuco, señor Leopoldo Llanos.



Cabe dejar constancia que los números 1, 2, 3, 4, 6 y 7 del artículo 1°, y los artículos primero y segundo transitorios, son normas orgánicas constitucionales, por ser materias relacionadas con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, de acuerdo a lo prescrito por el artículo 77 de la Constitución Política. En consecuencia, deben ser aprobados por las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, según lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


La Honorable Cámara de Diputados, en cumplimiento a los dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, solicitó la opinión de la Corte Suprema, mediante Oficio N° 5389, de 20 de enero de 2005, el que fue respondido por el Máximo Tribunal, por Oficio N° 32, de 22 de marzo del presente año.


Posteriormente, con fecha 8 de junio de 2005, la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Honorable Cámara de Diputados solicitó nuevo informe a ese Alto Tribunal respecto de las modificaciones que le introdujera al proyecto. La Excma. Corte Suprema contestó mediante oficio N° 96, de 19 de julio pasado.

ANTECEDENTES

Antecedentes de Hecho

La Moción

 Objetivos Fundamentales de la Iniciativa

Los autores de la Moción que dio origen a este proyecto, la Diputada señora Marcela Cubillos y los diputados señores Víctor Pérez, Álvarez, Forni y Moreira, expresaron, en primer lugar, que la administración de justicia es, probablemente, la más delicada de las actividades públicas, toda vez que las personas resultan afectadas en su libertad, en su honor y en sus bienes, en virtud de decisiones de terceros que expresan la voluntad de la sociedad, en ejercicio de la soberanía nacional. Agregan que, por añadidura, el ejercicio de la jurisdicción, incluso inserto en un marco normativo predeterminado, encuentra siempre márgenes de discreción.





Por estas razones, agregaron, los Poderes Constituyente y Colegisladores, desde muy antiguo, han adoptado diversas reglas destinadas a mejorar los grados de independencia, imparcialidad y responsabilidad de la función judicial, procurando su pureza y transparencia. En la época actual, han sido los propios tribunales de justicia de Chile los que, conscientes de la necesidad de cautelar rigurosamente la vigencia concreta de estas mismas ideas, han adoptado relevantes, que la comunidad ha observado y elogiado.





Esta iniciativa legislativa, declararon, está presidida por la finalidad de colaborar en esa búsqueda de pureza y transparencia, la que será, por cierto, incesante.





Explicaron que con motivo de la falta o inhabilidad de miembros de la Corte Suprema o de las Cortes de Apelaciones, es frecuente que éstas queden sin el número de jueces necesario para conocer y decidir los asuntos de sus respectivas competencias, falencia que, por razones de buen servicio, no es usual que pueda resolverse por medio de la integración de otros miembros no inhabilitados o de fiscales judiciales. A estos efectos, el artículo 219 del Código Orgánico de Tribunales establece la institución procesal de los abogados integrantes, quienes, designados por el Presidente de la República sobre la base de ternas formadas por la Corte Suprema, son llamados a integrar el órgano jurisdiccional respectivo.





Destacaron que se trata de profesionales que deben cumplir con ciertos requisitos de idoneidad y experiencia y que, en los hechos, han prestado importantes servicios a la sociedad, por medio de una dedicación normalmente abnegada y útil, que la sociedad remunera con una treintava parte de la remuneración mensual asignada al cargo de ministro de la Corte respectiva, por cada audiencia a que concurran (inciso primero del artículo 221 del Código Orgánico de Tribunales), sin perjuicio del notable prestigio que la función implica. Acotaron que no son pocos los casos en que la jurisprudencia tribunalicia ha sido enriquecida por interesantes y novedosas ideas surgidas de estos profesionales, frecuentemente vinculados a la academia universitaria y a la investigación especializada. Recordaron que el voto de un abogado integrante, en los acuerdos de los tribunales colegiados es en todo equivalente al de un ministro y los integrantes pueden formar mayoría en las Cortes de Apelaciones, situación que no puede ocurrir en la Corte Suprema.





Con todo, resaltaron, es difícilmente presentable ante la opinión pública y, por ende, debilita el prestigio de la judicatura ante la sociedad, la circunstancia de que estos profesionales, durante el mismo período en que integran una Corte en la calidad de jueces, puedan, a la vez, patrocinar y representar a clientes, o bien asesorarlos como consultores, en asuntos que son de competencia de la misma Corte que integran.





Señalaron que si bien es posible, en términos abstractos y en rigor estricto, que el nivel ético de los integrantes de estos órganos jurisdiccionales sea de tal magnitud y valor moral, que la calidad de abogado integrante carezca de influencia decisoria, siempre podrá haber excepciones, y, a todo evento, la bipolaridad anotada no tiene explicación racional posible ante la opinión pública, de modo que no hay ninguna duda en orden a que ella debilita el prestigio de las instituciones judiciales. Consideraron más grave todavía que un abogado que, en cuanto juez integrante de un Tribunal Superior puede enmendar la decisión de un Tribunal Inferior, impartirle órdenes e incluso llamarle la atención, tenga abierta la vía de patrocinar y representar en juicio, o asesorar estos asuntos, ante esos mismos tribunales inferiores, toda vez que es siempre posible la disfunción judicial por temor reverencial.





Adujeron que tampoco hace sentido que estos mismos profesionales puedan desempeñar la función de juez árbitro en asuntos que, por cualquier vía procesal, puedan arribar al conocimiento y decisión de las Cortes que normalmente integran, bien por el camino jurisdiccional, bien por el derrotero disciplinario, toda vez que puede ocurrir que los ministros, acostumbrados a laborar cotidianamente con ellos, en un mismo y repetitivo ambiente, pueden ver mermada su independencia sicológica a efectos de enmienda y corrección. Finalmente, afirmaron que es de toda evidencia que la calidad de un abogado como integrante de Corte es un factor que mejora su posición competitiva en el mercado del ejercicio de la abogacía, introduciendo un factor de desequilibrio y desigualdad, que afecta a los demás abogados, disminuyendo la pureza de la competencia.





Este proyecto de ley, en consecuencia, prohíbe el ejercicio, por estos profesionales, de funciones de abogacía que puedan afectar la administración de justicia, bien en la perspectiva de su prestigio, bien en una disfunción concreta, prohibición que cede ante las excepciones históricas en este orden de materias (artículo 316 del Código Orgánico de Tribunales), y que cede, igualmente, con motivo del ejercicio ante órganos jurisdiccionales en que esta clase de problemas no puede plantearse. Así, por ejemplo, un abogado integrante de una Corte de Apelaciones puede ejercer ante la Corte Suprema y un abogado integrante de ésta puede ejercer ante el Tribunal Constitucional.





Los señores Diputados expresaron que lo sano es que la labor de integrante de Corte sea ejercida por profesionales ligados al mundo de la academia, de la investigación o de otra clase de ejercicio profesional. Como bien se sabe, durante las últimas décadas ha tenido lugar, en Chile, una enorme transformación social, en términos tales que a lo menos cuatro quintas partes del movimiento económico corresponde a transacciones privadas, de lo que se colige que en las comunidades operan e interactúan, a veces difusamente, muchísimos e importantes intereses pecuniarios particulares, ligados entre sí en forma directa o indirecta.





Sostuvieron que los abogados que ejercen la profesión en el ámbito judicial, dentro de una determinada comunidad, en un cierto entorno social, quedan usualmente vinculados a una u otra posición competitiva privada, bien por relaciones personales o de negocios. En cambio, los abogados que, por vocación profesional o por razón de edad, se dedican a la actividad docente o a la investigación, así como los que han abandonado el tráfago del ejercicio judicial después de décadas de experiencia en el foro, o los que han ejercido o ejercen la abogacía en el orden administrativo, son personas lejanas a los intensos y difusos intereses individuales y concretos que usualmente se debaten ante los órganos jurisdiccionales. Siendo así, estimaron que lo razonable es buscar en estas áreas a los profesionales que integren las Cortes.





Advirtieron que este nuevo criterio, siendo limitativo, implicará la reducción de la cantidad de potenciales abogados integrantes de Cortes. En el sistema actual, conforme al artículo 219 del Código Orgánico de Tribunales, tratándose de la Corte Suprema, ésta debe generar una lista de 45 profesionales, y, entre éstos, la propia Corte Suprema debe formar 12 ternas para la designación por el Presidente de la República de 12 abogados integrantes, de modo que dichas ternas completan 36 profesionales. Afirmaron que la reducción, en cuanto a la Corte Suprema, no genera problemas, desde que en la ciudad de Santiago siempre es posible encontrar 45 profesionales idóneos, con las calidades más arriba referidas.





Informaron que en el sistema actual, en cuanto a las Cortes de Apelaciones, se utiliza similar criterio. Así, verbigracia, la Corte de Apelaciones de Concepción debe generar una lista de 35 abogados, que remite a la Corte Suprema, la que debe formar siete ternas, para que el Presidente de la República designe siete integrantes, de manera que tales ternas completen 21 letrados. En ciudades distintas de Santiago, la reducción del ámbito de potenciales integrantes puede generar problemas prácticos.





Explicaron que, a objeto de evitarlos, esta iniciativa contempla dos tipos de medidas: en primer lugar, en lo que dice relación con las Cortes de Apelaciones, reduce el número de profesionales que deben contemplar las listas de origen en las Cortes de Apelaciones, puesto que no es necesario, por ejemplo, en el caso de Concepción, el exceso de 14 profesionales.





En segundo lugar, tanto a objeto de mejorar la cantidad de posibles integrantes, incentivando al efecto a los profesionales que cumplan con las calidades antes consignadas, cuanto con la finalidad de transparentar el procedimiento de generación de las listas, dispone que las Cortes de Apelaciones deberán llamar a un concurso público de antecedentes, al que podrán postular todos los profesionales que cumplan con los requisitos legales, exhibiendo sus antecedentes curriculares, para el examen y ponderación de la respectiva Corte. Por último, esta exhibición y ponderación de antecedentes, también justifica la reducción del número de profesionales de las listas, en cuanto mejora objetivamente el procedimiento de selección.





Finalmente, precisaron que, en lo concerniente a los efectos temporales de esta iniciativa legislativa, las prohibiciones a que ella se refiere no regirán respecto de asuntos judiciales que se hayan iniciado o de arbitrajes que se hayan aceptado con anterioridad a su vigencia, hasta su conclusión y ejecución, por cuanto es de toda evidencia que no puede aplicarse a los asuntos que se hayan iniciado con anterioridad a su vigencia, ni a arbitrajes que se hayan aceptado con la misma antelación, desde que no es razonable afectar los derechos de las personas que hayan contratado profesionales en un marco normativo distinto al que se propone.





Específicamente, la normativa propuesta en la Moción original plantea reducir significativamente el número de los abogados que integrarán las listas que cada Corte de Apelaciones debe enviar a la Corte Suprema para formar ternas; formar dichas listas mediante concurso público de antecedentes y establecer diversas obligaciones a los abogados integrantes e inhabilidades para el ejercicio de la profesión

INDICACIÓN SUSTITUTIVA DEL EJECUTIVO





Durante el primer trámite constitucional, el Gobierno presentó respecto de esta iniciativa una indicación sustitutiva.





En la exposición de motivos de esta indicación, el Primer Mandatario admitió que es un hecho que la institución de los abogados integrantes resulta altamente cuestionada en la actualidad.





Por ello, hizo presente que iniciativas como ésta focalizan sus propuestas en la corrección de aquellos factores que motivan las críticas a la institución, si bien mantienen su vigencia. Explica que ellas se traducen específicamente en propuestas tendientes a la publicidad y concursabilidad de los cargos de abogados integrantes y a la dotación de un régimen estricto de inhabilidades para el ejercicio profesional aplicable a quienes cumplen dichas funciones.





El Jefe de Estado consideró, sin embargo, que el fundamento de las observaciones críticas radica no necesariamente en la naturaleza de la figura, sino en las modalidades que adopta su consagración legal en nuestro Código Orgánico de Tribunales en la actualidad y desde antiguo. 





Explicó que se critica, en primer lugar, que no se encuentra asegurado el principio de imparcialidad del tribunal, toda vez que personas que son, serán o pueden ser llamadas a integrar un tribunal para el ejercicio de facultades jurisdiccionales, detentan la posibilidad de gestionar y asesorar asuntos particulares de conocimiento judicial en la misma jurisdicción. La probabilidad que abre la institución, acotó, en orden a asumir una eventual doble relación de los profesionales designados como abogados integrantes para con el tribunal (como usuario del sistema y como actor-resolutor del mismo), genera un germen o riesgo de falencia en el respeto del principio señalado.





Añadió que, por otro lado, se observa que su incidencia resolutiva puede detentar carácter determinante.  Como la constitución de las salas de Corte se efectúa con un número impar de integrantes, los abogados integrantes asumen un carácter dirimente a la decisión en caso de desacuerdo entre los Ministros titulares. Asimismo, la transitoriedad de la designación, extensiva a un año para las Cortes de Apelaciones, hace feble el principio de inamovilidad que solidifica las bases de la independencia que necesariamente debe detentar todo tribunal.





Más allá de las críticas, el Primer Mandatario puso de relieve que la institución, sin embargo, presenta ventajas de consideración para el funcionamiento de nuestra estructura judicial.





Destacó que permite solucionar las eventuales ausencias de Ministros titulares, derivadas del cumplimiento de funciones legales, que pueden traducirse en la imposibilidad material de integración de salas en las Cortes de Apelaciones o en la Corte Suprema, considerando la imposibilidad evidente de contar con un mecanismo alternativo de solución a dicho problema práctico.





Resaltó, asimismo, que la experiencia profesional acumulada en el ejercicio profesional, particularmente en el caso de profesionales que destaquen en el conocimiento especializado de determinadas áreas del derecho, puede constituir –y de hecho así sucede- un real y efectivo aporte a la hora de resolver contiendas judiciales referidas a dichas materias.





Enfatizó que no sólo es posible aprovechar el bagaje técnico de estos abogados, sino que además no puede desconocerse su aporte desde la perspectiva de la sensibilidad extrajudicial. El Poder Judicial es una institución que, como toda, requiere estar en contacto permanente con la realidad social. Una manera de que ello sea así, es la incorporación de abogados integrantes que se han formado profesionalmente desde una perspectiva distinta a la de los jueces, perspectiva que sin duda enriquece -y ha enriquecido históricamente- la labor jurisdiccional, que no puede ni debe estar ajena a la realidad y los cambios sociales. 





Por estas consideraciones, sostuvo que incluso el fundamento de la institución originaria de nuestra regulación orgánica de tribunales, pretendió que fuesen los mejores profesionales de la plaza quienes sean integrados en las respectivas listas preparatorias de la designación de los integrantes, coincidiendo con el elemento de excelencia al que ha aludido. 





A continuación, manifestó que, no obstante las ventajas de la institución, no es obstáculo a su perfeccionamiento, pues señaló compartir el diagnóstico estructural de pugna con factores de independencia e imparcialidad. Todo ello, aclaró, con plena abstracción de las personas que actual o previamente han servido con propiedad la función de abogado integrante.





Precisó que de esta manera se busca evitar posibles conflictos de interés en su desempeño profesional, que podrían, eventualmente, empañar su labor.





Sin embargo, dijo que el establecimiento aislado de inhabilidades estrictas puede traducirse en una merma del factor de excelencia antes referido. Por ello, postuló que la instauración de dicho régimen debe ir acompañado de otras modificaciones que aborden de manera integral la institución, rediseñando la estructura dispuesta por nuestro Código Orgánico de Tribunales para la integración de salas, ante falencias de Ministros titulares.





Enseguida, se refirió a la conveniencia de evitar las ausencias de los Ministros titulares.





Al respecto, expresó que es un hecho que muchas de las atribuciones del Ministerio Público Judicial se han visto disminuidas con la implementación de la Reforma Procesal Penal. 





Para enfrentar dicho problema, desde el punto de vista de una mejor gestión judicial, recordó que se han planteado alternativas diversas que van desde la atribución de facultades específicas (como las de instrucción disciplinaria) hasta la completa supresión de la institución. 





A estas alturas, dijo, parece disponer de mejores argumentos esta última alternativa. De ahí que se proponga la transformación de los fiscales judiciales en Ministros de Corte, eliminado sus atribuciones actuales o trasladándolas a otras instituciones, según el caso. Para ello, anunció que propondría un proyecto de reforma constitucional, en el que se elimina de sus artículos 32, 78 y 81 las referencias a esta institución, y se incorpora una disposición transitoria que nombra Ministros a los Fiscales de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones. 





En segundo lugar, comunicó que propondría un texto de reforma (de rango legal) que se hará cargo de la modificación de una serie de leyes que daban atribuciones al Ministerio Público Judicial, entre las que se encuentran el Código Civil, el Código Penal, los Códigos de Procedimiento Civil y Penal, el Código Orgánico de Tribunales, etc. En una buena parte de los casos, las atribuciones se suprimen junto con la figura del fiscal. En otros casos, se traspasa su función a alguna otra figura (especialmente en el caso del Código Civil, en que se entregan al Defensor Público).





Señaló que el aumento de los Ministros en base a la supresión del instituto del Ministerio Público Judicial, no se traduce en un aumento de las salas de las Cortes de Apelaciones, al menos en lo que respecta a su fijación legal.





De esta forma, explicó que se propone establecer un sistema rotativo anual de integraciones de sala y la radicación de las designaciones en funciones específicas, como las de Ministro en visita o de Ministro de fuero, en aquellos Ministros que durante el año respectivo no se encuentren en funciones en una sala determinada. En lo demás, proveerán en primer lugar, la carencia de los titulares, cualquiera sea el motivo de ésta, reduciendo con ello la necesidad de integración por parte del sistema de reemplazo, actualmente entregado a los abogados integrantes.





Consideró que ello permitirá reducir considerablemente el número de abogados integrantes o de lista dispuestos para suplir la carencia de Ministros titulares.





Luego, se refirió a la profesionalización de la institución.





Sostuvo que, a su juicio, se requiere, además, complementar dicha regulación con una ampliación del plazo de designación de los abogados integrantes, extensiva a 5 años, de modo tal de permitir la dedicación profesional preferente a dicha función, como asimismo, habilitar la postulación al cargo por la vía del concurso público. 





Hizo notar que muchas de estas ideas se encuentran recogidas en la Moción presentada por los Diputados Pérez, Alvarez, Forni, Moreira y la Diputada Cubillos sobre regulación de los abogados integrantes de Cortes de Apelaciones, difiriendo del texto de la indicación en materias que no afectan el sentido ni el fondo de ambas iniciativas, que calificó de plenamente coincidentes. Informó que recogía, asimismo, el sentido y las propuestas expuestas en la Moción presentada por los Diputados García-Huidobro, Alvarez, Bauer, Ibáñez, Kast, Leay, Masferrer, Salaberry y Uriarte (Bol. Nº 2953-07), referida a la misma institución de los abogados integrantes.

- - - - - -

Antecedentes Legales
CÓDIGO ORGÁNICO DE TRIBUNALES

Artículo 198





Este artículo dispone que a los abogados llamados a integrar la Corte Suprema o las Cortes de Apelaciones les serán aplicables las causales de implicancia o recusación de los jueces y que, además, será causal de recusación respecto de ellos la circunstancia de patrocinar negocios en que se ventile la misma cuestión que  debe resolver el tribunal.





Los incisos segundo, tercero y cuarto regulan la forma en que los abogados o procuradores de las partes podrán recusar a los abogados integrantes.

Artículo 215




Este precepto consagra la institución de los abogados integrantes para las Cortes de Apelaciones. Para las situaciones en que, por falta o inhabilidad de alguno de sus miembros quedare una Corte o cualquiera de sus salas sin el número de jueces necesario para el conocimiento y resolución de las causas que les estuvieren sometidas, prevé su integración por los miembros no inhabilitados del mismo tribunal, con sus fiscales y con los abogados que se designen anualmente con este objeto.





Agrega que el llamamiento de los integrantes se hará en el orden indicado y los abogados se llamarán por el orden de su designación en la lista de su nombramiento.





Su inciso tercero prohíbe a las salas de las Cortes de Apelaciones funcionar con mayoría de abogados integrantes, tanto en su funcionamiento ordinario como en el extraordinario.

Artículo 217





Esta norma equivale a la anterior en lo relativo a la Corte Suprema. En efecto, dispone que si ella o alguna de sus salas se hallare en el caso previsto en el artículo 215 se llamará a integrar a los miembros no inhabilitados de la misma Corte Suprema, al fiscal del tribunal o a los abogados que se designen anualmente con este objeto.





Sus incisos segundo, tercero y cuarto reglamentan la forma en que se hará el llamamiento y el orden que entre sí deberán guardar los abogados integrantes.

Artículo 219





En este artículo se contiene el procedimiento que deberá seguir el Presidente de la República para designar abogados integrantes; el número de éstos que se nombrarán para cada Corte; el período por el cual serán nombrados; los requisitos y condiciones que deben cumplir y la forma de nombrar a sus reemplazantes.

Artículo 221





Este precepto fija la remuneración que percibirán los abogados integrantes por cada audiencia a que concurran y señala que los funcionarios judiciales llamados a integrar las Cortes de Apelaciones no percibirán remuneración de ninguna naturaleza por este concepto.

Artículo 323 bis





Esta disposición establece para los funcionarios superiores del Poder Judicial la obligación de efectuar una declaración jurada de intereses.

OPINIÓN DE LA CORTE SUPREMA





La Excma. Corte Suprema ha emitido dos informes en relación con esta iniciativa.


Por considerarlo de especial interés, la Comisión acordó transcribir dichas opiniones.


El primer oficio es el N° 002010, de fecha 6 de agosto de 2002. Su texto es el siguiente:


“Mediante oficio Nº 3763, de 4 de junio último, la Presidenta de la Cámara de Diputados ha remitido a esta Corte, de conformidad con el artículo 74 inciso segundo y siguientes de la Constitución Política de la República y artículo 16 de la ley Nº 18.918 orgánica constitucional del Congreso Nacional para su informe, copia del proyecto de ley -iniciado en moción- que establece un sistema de regulación de abogados integrantes de Cortes de Apelaciones y otros. Boletín Nº 2950-07.


Impuesto el Tribunal Pleno en sesión del día 2 de agosto en curso, presidido por su titular don Mario Garrido Montt y con la asistencia de los ministros señores Álvarez García, Ortiz, Benquis, Gálvez, Chaigneau, Rodríguez, Cury, Pérez, Marín, Yurac, Espejo, Medina, Juica, Segura, señorita Morales y señor Oyarzún, acordó evacuar el siguiente informe.


I. El proyecto en cuestión modifica el artículo 219 inciso 1º del Código Orgánico de Tribunales, sustituyendo el guarismo “setenta y cinco” por “cincuenta y cinco”. Ello significa que para proveer quince cargos de abogados integrantes para la Corte de Apelaciones de Santiago la lista que se propondrá a la Corte Suprema se disminuye de sesenta y cinco a cincuenta y cinco nombres. Como los abogados por nombrar son quince, las ternas deberán contener cuarenta y cinco nombres de un total de cincuenta y cinco, lo que disminuye notoriamente las posibilidades de elegir para la Corte Suprema.


II. En el mismo Nº 1 del artículo único del proyecto, se sustituye en el inciso 4º el guarismo “cuarenta” por “treinta”, lo que es imposible por no existir el guarismo “cuarenta”; también se sustituye la palabra “treinta y cinco” por “veintisiete” lo que es igualmente imposible por no existir en el texto actual la palabra “treinta y cinco”; de igual modo se sustituye “veinticinco” por “veinte” y “quince” por “doce” con lo que se disminuye drásticamente el número de nombres para formar las ternas.


III. Los números dos, tres y cuatro del artículo único del proyecto establecen la obligación de llamar a un concurso público de antecedentes, para que los interesados en ser abogados integrantes postulen a dichos nombramientos. Es evidente que estas modificaciones conducen a una mayor transparencia en sus designaciones, pero, no obstante, cabe tener presente que desde tiempo inmemorial y en la actualidad, la costumbre es que sean los propios ministros de las Cortes de Apelaciones los que proponen los candidatos a figurar en la lista y previas conversaciones informales, entre los mismos ministros y consulta a los abogados propuestos. Se considera una tradición honrosa que sea la propia Corte la que ofrece al abogado de su preferencia, la oportunidad de integrar el tribunal en calidad de juez. Lo mismo ocurría antiguamente en que era el Colegio de Abogados respectivo el que confeccionaba la lista. Si se establece la obligación de participar en un concurso de antecedentes, puede ocurrir que al concurso no se presenten candidatos suficientes o que se presenten abogados que no han tenido mucho éxito profesional.


IV Las proposiciones del proyecto agregadas como incisos finales del artículo 219, relativas al ejercicio profesional en juicio o su asesoramiento, que quedan prohibidos, evidentemente que son muy atendibles, salvo la prohibición de ser juez árbitro que resulta exagerada. No obstante, cabe tener presente que esta prohibición va a contribuir aún más, especialmente en provincias, a disminuir el interés de los abogados para ser abogados integrantes. Es un hecho conocido de todos, que los abogados integrantes que quedan en tercer o cuarto lugar de la lista son llamados a integrar sólo de vez en cuando lo que para ellos significaría renunciar a ejercer la profesión, sin compensación alguna.


V. El último inciso que propone el proyecto exige que entre los antecedentes a la postulación, se acompañen declaraciones firmadas ante notario “que no desempeñan actividades prohibidas según los incisos precedentes. Parecería más lógico que el postulante se comprometiera para el futuro y en caso de ser nombrado a no ejercer la actividad profesional, sin exigírsele que renuncie anticipadamente antes de ser nombrado.


Por todas las razones anteriormente expuestas, esta Corte Suprema es de parecer de informar desfavorablemente el proyecto referido.


El ministro señor Benquis fue de opinión de informar favorablemente el proyecto de ley, en cuanto se establece la obligación de llamar a un concurso público de antecedentes, para que los interesados en ser abogados integrantes postulen a dichos nombramientos, por estimar que dicho sistema conduce a una mayor transparencia en las designaciones.”.


El segundo oficio de ese Alto Tribunal es el N° 96, de 19 de julio de 2005. Su texto es el siguiente:


“Reunida la Corte Suprema en Tribunal Pleno con fecha 18 de julio en curso, bajo la presidencia del subrogante, Ministro señor Hernán Álvarez García, y con la asistencia de los Ministros señores Benquis, Tapia, Gálvez, Rodríguez Ariztía, Cury, Pérez, Álvarez Hernández, Yurac, Juica, Segura, señorita Morales y señores Oyarzún y Rodríguez Espoz, tomó conocimiento del oficio de fecha 8 Junio de 2005, mediante el cual V.S. le comunica que la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia  ha solicitado el informe previsto en los artículos 74 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, sobre las modificaciones introducidas al proyecto de ley que “establece un sistema de regulación sobre Abogados Integrantes de Cortes de Apelaciones y otras”.





Al respecto esta Corte Suprema informa lo siguiente:

Introducción




Se podría definir al abogado integrante como aquel que sin ser Ministro del Tribunal Colegiado, en determinado momento pasa a formar parte de una sala de la Corte de Apelaciones o bien de la Corte Suprema, en razón  de la ausencia e inhabilidad de uno de sus miembros. Los Abogados Integrantes, aunque con otras denominaciones, han existido en nuestra organización judicial desde mucho antes de nuestra vida independiente del poder colonial español. Podemos, por lo tanto, encontrarlo en la antigua legislación española, en forma mas precisa, en relación a las normas que reglaban el Funcionamiento de las Audiencias.





Cabe hacer presente que la Real Audiencia en Chile colonial constituía el más alto tribunal con asiento en el territorio nacional, además de sus funciones ejecutivas y en la administración del país.





El origen de este tribunal data de 1565 y su funcionamiento comienza dos años después de la misma fecha, teniendo su asiento en la ciudad de Concepción. 





Este cuerpo colegiado tanto de gobierno como de administración de justicia, estaba integrado por el Gobernador, el que ejercía como Presidente del mismo, cuatro funcionarios denominados oidores, un fiscal, un alguacil mayor y un teniente gran canciller.





Ahora bien, la figura de los Abogados Integrantes propiamente tales aparece en nuestra organización judicial en 1778, al crearse por medio de una Real Ordenanza la institución de los Regentes. Estos se encargaban de presidir las salas de justicia en ausencia del Virrey o Gobernador, repartir las salas, distribuir las causas y dirigir las audiencias en lo contencioso y económico. Estos funcionarios fueron, en consecuencia, los predecesores de los actuales Abogados Integrantes.





Posteriormente, el proyecto constitucional de 1811, el Reglamento Constitucional Provisorio de 1812 y las Constituciones Políticas de 1822 y 1823 no contemplaron la institución de los Abogados Integrantes, sino temas legales de tipo general. El Reglamento de Administración de Justicia dictado el 2 de Junio de 1824 es el primer cuerpo legal que regula el sistema de integración de los tribunales colegiados, y que contempla expresamente la figura de los Abogados Integrantes, aunque no con esa denominación. Dicho texto, en su Art. 76 señalaba: 





“Para dirimir una discordia o suplir las implicancias, recusaciones o cualquier otro caso en que los Ministros de la Corte de Apelaciones se imposibilitaren para el despacho y no quedar en el tribunal suficiente número, nombrará la Suprema Corte de Justicia al principio de cada año, cuatro abogados para solo el preciso efecto de ser llamados por el orden de su nombramiento en los casos que previene este artículo, y faltando estos, suplirán los demás abogados por el orden de antigüedad”.





Por lo tanto, es posible decir que en nuestra vida republicana, este texto es el primero que contempla en forma expresa la posibilidad de integrar los cuerpos colegiados con miembros que son ajenos al poder judicial, pero que en caso de ausencia o impedimento de los titulares, son llamados a ejercer funciones judiciales en dicho poder del Estado.





Como puede verse, el artículo anterior solo se refería a las Cortes de Apelaciones, lo que excluía a la Corte Suprema de la posibilidad de ser integrada con abogados. Por otra parte, no solo se establecía la posibilidad de llamar a integrar la Corte a los cuatro abogados designados al efecto, sino que eventualmente podían ser llamados también los demás abogados de la jurisdicción por orden  de antigüedad.





Se hacía necesario un texto legal que regulara detalladamente el funcionamiento del Poder Judicial y sus atribuciones, ya que el texto constitucional de 1833 no servía  a esos propósitos. Es por ellos que el 15 de Octubre de 1875 se dictó la Ley de Organización y Atribuciones de los Tribunales, ahora aplicables tanto a las Cortes de Apelaciones como a la  Corte Suprema, la que entró en vigencia el 1 de Marzo del año siguiente, derogando así todas las normas legales vigentes hasta ese momento. En consecuencia, esta ley constituye el antecedente histórico más importante, por cuanto es la primera ley de organización y atribuciones de los Tribunales del país e integración de los tribunales colegiados.





A falta de otros miembros no inhabilitados del Tribunal, del Fiscal o Fiscales y de los Jueces de Letras del departamento, se debía recurrir a los Abogados Integrantes. 





En efecto, el Art. 130 prescribía que el Presidente de la República nombrará 4 abogados para la Corte Suprema, los primeros días de Enero de cada año, e igual número para cada Corte de Apelaciones, es decir, para La Serena y Concepción, (que eran las únicas de provincia que existía a la sazón) así como para cada una de las salas de las Cortes de Apelaciones de Santiago. Este nombramiento se hacía en la misma forma que el de los Jueces, se publicaba en el Diario Oficial y se fijaba, además, permanentemente en la secretaría del Tribunal respectivo.





Los cuatro abogados nombrados, por su parte, desempeñaban por turno mensual el encargo que este artículo les confería; para el caso que ninguno de estos abogados estuviere en situación de integrar, se disponía que serían entonces llamados otro abogados designados especialmente para la ocasión por los miembros que quedaren del Tribunal, siempre que reunieran los requisitos para ser ministro de Corte.





El nombramiento de estos abogados integrantes debía hacerse saber a las partes con dos días de anticipación, a lo menos, de entrar en el ejercicio de sus funciones. Este complicado sistema dio origen a numerosos conflictos dentro del mismo tribunal, especialmente en cuanto a los nombres que proponían los diversos ministros para tal efecto, y por inconveniente y poco práctico, se derogó posteriormente.





Modificaciones posteriores fueron aumentando paulatinamente el número de abogados integrantes a lo largo del país, hecho que se unía a la creación de nuevas cortes de apelaciones y a la intervención del Consejo de Estado en la confección de las ternas de  donde el Presidente de la República debía elegir a los diversos abogados; pero puesta en vigencia la constitución de 1925, que suprimió dicho Consejo de Estado, vino a radicarse nuevamente en la Corte Suprema la confección de las ternas, que debían ceñirse a las listas enviadas previamente por los consejos de los colegios de abogados residentes en los asientos de las Cortes de Apelaciones. La legislación anterior a la promulgación del Código Orgánico de Tribunales de 1943, ya había agregado el requisito de preferirse a aquellos abogados que hubieren dejado el ejercicio activo de la profesión, el de tener residencia en la ciudad que sirve de asiento a la corte respectiva y reunir las calidades necesarias para ser ministro de corte. 

Opinión de este Tribunal



El proyecto aprobado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de la Honorable Cámara de Diputados, es muy distinto al que en junio de 2002 fue sometido a consideración de esta Corte.





En efecto, el texto remitido en esta oportunidad es más extenso, en cuanto modifica los artículos 198, 215, 217 y 219 del Código Orgánico de Tribunales. 





En la oportunidad anterior, el proyecto sólo incorporaba modificaciones al artículo 219 de dicho cuerpo legal, las que fueron informadas desfavorablemente por esta Corte Suprema.





A continuación se desarrolla el informe recabado, según las distintas materias tratadas en el proyecto: 





Forma de provisión de los cargos de abogados integrantes.





En lo esencial, las innovaciones propuestas en el proyecto, a través de la reforma al actual artículo 219 del Código Orgánico de Tribunales, consisten e que se dispone -por una parte- la verificación de un concurso público de antecedentes y -por la otra- la confección de listas (por las Cortes de Apelaciones o por la Corte Suprema, en su caso) que contendrán “el número exacto de nombres que sea necesario para la elaboración de las ternas…”.




a.- En lo que atañe al primer aspecto, esto es, el referido al concurso público de antecedentes, a modo de observación igualmente atingente al proyecto que se informa, cabe reiterar la opinión de esta Corte Suprema, vertida mediante Oficio N° 2010 de 6 de agosto de 2002, a propósito de un anterior proyecto sobre la materia. En efecto, expresó la Corte que:





“(…) III. Los números dos, tres y cuatro del artículo único del proyecto establecen la obligación de llamar a un concurso público de antecedentes, para que lo interesados en ser abogados integrantes postulen a dichos nombramientos. Es evidente que estas modificaciones conducen a una mayor transparencia en las designaciones; pero no obstante cabe tener presente que desde tiempo inmemorial y en la actualidad la costumbre es que sean los propios Ministros de las Cortes de Apelaciones los que proponen los candidatos a figurar en la lista y previas conversaciones informales entre los Ministros y consulta a los abogados propuestos. Se considera una tradición honrosa que sea la propia Corte la que ofrece al abogado de su preferencia, la oportunidad de integrar el tribunal en calidad de juez. Lo mismo ocurría antiguamente en que era el Colegio de Abogados respectivo el que confeccionaba la lista. Si se establece la obligación de participar en un concurso de antecedentes, puede ocurrir que al concurso no se presenten candidatos suficientes o que se presenten abogados que no han tenido mucho éxito profesional.”





b.- En lo referido al segundo de esos aspectos, vale decir, el relativo a la fijación de las listas respectivas al “número exacto de nombres que sean necesarios para la elaboración de las ternas”, debe señalarse que no parece aceptable esa modalidad  -particularmente cuando se trata de las propuestas para abogados integrantes de Cortes de Apelaciones-  toda vez que importa suprimir toda posibilidad de opción para este Tribunal.





2. Causales de Implicancia o Recusación aplicables a los Abogados Integrantes.





A este respecto, se modifica el artículo 198 del Código Orgánico de Tribunales, en el sentido de adecuar su redacción y de hacer más amplia la causal relativa al interés que pudiera tener el abogado integrante en la causa que le corresponda fallar. En efecto, ya no se restringe sólo al hecho de patrocinar causas en que se ventile la misma cuestión que deba resolver el tribunal, sino que se extiende la inhabilidad a “(…) las relaciones laborales, comerciales o societarias, con el abogado o procurador  de alguna de las partes, que permitan presumir que su imparcialidad se encuentra comprometida.”.





3. Calificación de Abogados Integrantes:





Sobre el particular, el proyecto sugiere el siguiente inciso final para el artículo 215 del Código Orgánico de Tribunales:





“Los abogados integrantes señalados en este articulo estarán sujetos a la calificación a que se refiere el artículo 273”





En opinión de esta Corte parece inadecuado sujetar a los Abogados Integrantes al mismo proceso de calificación de los funcionarios judiciales, máxime si en cuenta se tiene que no todos ellos son llamados a integrar con la frecuencia necesaria, particularmente en determinadas Cortes de provincia, dificultándose así el proceso de evaluación.  





 4. Llamamiento a los Abogados a integrar preferentemente una misma Sala de la Corte Suprema.





En relación a la materia, se reemplaza el inciso cuarto del artículo    217 del Código Orgánico de Tribunales, de modo tal que se debe oír al interesado antes de efectuar el llamamiento, según el orden asignado en la lista de nombramiento.





Asimismo, se establece la posibilidad  para la Corte de alterar dicho orden, por razones de buen servicio.





5. Número de Abogados Integrantes según la respectiva Corte de Apelaciones.





 Se modifican los incisos primero y segundo  del artículo 219 del Código Orgánico de Tribunales, con el fin de disminuir el número de abogados integrantes asignados a las diferentes Cortes de Apelaciones.





Acerca de este punto, se estima que no es conveniente reducir el número de Abogados Integrantes en las Cortes de Apelaciones, especialmente en aquellas ciudades de mayor población. En lo inmediato, porque, contrariamente a lo que pudiera pensarse, la aplicación de la Reforma Procesal Penal no trae consigo una eliminación inmediata de la labor inherente a los Ministros en visita a cargo de causas que se iniciaron bajo el sistema procesal penal anterior. Enseguida, porque la experiencia ha demostrado que los asuntos regidos por el nuevo Código Procesal Penal – verificados en audiencia pública – demandan para su atención una extensión de tiempo inclusive mayor que las demás materias.





Por lo tanto, se sugiere mantener el número actual de Abogados Integrantes.





6. Duración de la designación.





Se reforma el artículo 219 del Código Orgánico de Tribunales, en lo que se refiere a la duración del nombramiento, estableciéndose un plazo de cinco años, tanto para los Abogados Integrantes de Cortes de Apelaciones como de la Corte Suprema.





A este respecto, el parecer de esta Corte es que resulta más aconsejable fijar esa duración en 4 años, tratándose de la Corte Suprema, y en 3 años para las Cortes de Apelaciones. 





7. Límite de edad para ser designado como Abogado Integrante.




Se modifica el inciso tercero del artículo 219 del Código Orgánico de Tribunales y el inciso quinto del mismo, referidos respectivamente a abogados integrantes de Cortes de Apelaciones y Corte Suprema, de modo tal de hacer aplicable en ambos casos el límite de edad para ser Ministro, establecido en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, esto es, 75 años de edad.





En este aspecto, se sugiere la eliminación del límite de edad propuesto en el proyecto, teniendo en cuenta que los Abogados Integrantes no forman parte de la carrera judicial funcionaria y que no se advierten razones atendibles para implementar esa restricción.





8. Nuevos incisos en el artículo 219 del Código Orgánico de Tribunales.





I)  A continuación del inciso sexto, con el correspondiente cambio en la numeración de los siguientes incisos,  se intercala el siguiente:





“Sin perjuicio de las acciones emanadas de los delitos que pudieren configurarse, de incurrir los abogados integrantes de las Cortes de Apelaciones y de la Corte Suprema, en alguna de las conductas señaladas en el artículo 544 de este Código, de oficio o a petición de parte, el pleno de la Corte Suprema conocerá de los hechos sin forma de juicio, escuchando a las partes, y determinará la existencia o no de las conductas allí señaladas. De ser así, el abogado integrante será removido de su cargo. Contra la resolución que dicte el Pleno removiendo al abogado integrante sólo procederá recurso de reposición, dentro de quinto día.”





II) Agréganse, al final del  artículo, los siguientes incisos décimo, undécimo y duodécimo:





“A los abogados designados por el Presidente de la República para integrar la Corte Suprema, les está prohibido patrocinar causas que se ventilen ante los Tribunales de Justicia, desde el juramento a que se refiere el inciso segundo del artículo 303 y mientras se mantengan  en el cargo.





A los abogados designados por el Presidente de la República para integrar una Corte de Apelaciones, les está prohibido patrocinar juicios que se ventilen ante la Corte respectiva o que sean de competencia de tribunales que ejerzan jurisdicción dentro del territorio de dicha Corte, desde el juramento a que se refiere el inciso segundo del artículo 303 y mientras se mantengan en el cargo.





Sin perjuicio de lo establecido en los dos incisos anteriores, los abogados integrantes podrán ejercer las actividades señaladas cuando se trate de causas personales o de sus cónyuges o convivientes, ascendientes, descendientes, hermanos o pupilos, y en asuntos que sean de competencia del Tribunal Constitucional, del Tribunal Calificador de Elecciones, de los tribunales electorales regionales o de los tribunales militares en tiempos de guerra.”





Es pertinente observar que la normativa transcrita extrema las condiciones de inhabilidad, provocándose así una rigidez tal que redundará en hacer altamente difícil que puedan interesarse en postular para estos cargos abogados de prestigio y de calificada experiencia en el ejercicio de la profesión, privándose, de ese modo, a la administración de justicia del innegable aporte que puedan éstos efectuar.





Además de lo indicado, cabe reiterar  y reproducir la opinión manifestada por esta Corte Suprema, al conocer del primer proyecto ya referido:





“(…) IV.- las proposiciones del proyecto agregadas como incisos finales del artículo 219, relativas al ejercicio profesional en juicio o su asesoramiento, que quedan prohibidos; evidentemente que son muy atendibles, salvo la prohibición de ser juez árbitro que resulta exagerada. No obstante, cabe tener presente que esta prohibición va a contribuir aún más, especialmente en provincias, a disminuir el interés de los abogados para ser abogados integrantes. Es un hecho conocido de todos, que los abogados integrantes que quedan en tercer o cuarto lugar de la lista son llamados a integrar sólo de vez en cuando, lo que para ellos significaría renunciar a ejercer la profesión sin compensación alguna..”





En suma, se sugiere morigerar de alguna manera las restricciones al ejercicio de la profesión.





9. Participación de Abogados Integrantes en empresas   públicas.





A este respecto se agrega el siguiente artículo 221 bis en el Código Orgánico de Tribunales.





“Los abogados integrantes mencionados en los artículos anteriores no podrán desempeñar funciones en empresas públicas creadas por ley, y en sociedades en que el Estado, en forma directa o a través de órganos o servicios públicos, tuviere una participación mayor del 50% en su capital, administración o utilidades”.





Cabe señalar que dicha redacción coincide con la opinión emitida  por el máximo tribunal con fecha 18 de junio de 2002, al informar el proyecto de ley recaído en el Boletín N° 2953-07.

Declaración Jurada de inhabilidades





Se hace aplicable lo dispuesto en el artículo 323 bis, relativo a la obligación de prestar declaración jurada de intereses, tanto a los Abogados Integrantes de Cortes de Apelaciones como de la Corte Suprema.





11. Artículos Transitorios.





Los artículos transitorios primero y segundo del proyecto, contienen normas tendientes a regular la época de realización del primer concurso de antecedentes para proveer los nuevos abogados integrantes.





Debe reiterarse, en este punto, la observación efectuada en cuanto a no compartirse la modalidad del concurso público, en los términos concebidos en el proyecto.





En consecuencia, con las observaciones en cada caso planteadas, esta Corte Suprema informa favorablemente el proyecto en examen.





Sin perjuicio de lo anterior, se deja constancia que el Presidente Subrogante señor Álvarez García y los Ministros señores Benquis y Juica fueron de opinión de informar desfavorablemente la enmienda legal propuesta. Al margen de que, en la apreciación de los disidentes, los términos en que ha sido concebido el proyecto de ley determinarán la imposibilidad práctica de llevarlo a cabo, consideraron que los reiterados reproches de falta de imparcialidad y las permanentes críticas a la institución de los Abogados Integrantes, hacen necesario propender a su supresión, reemplazándolos por la creación de nuevos cargos de Ministros de Corte.





Asimismo, se deja constancia que el Ministro señor Pérez fue de parecer de plantear en el informe de que se trata, las siguientes observaciones adicionales:





a.- Para la confección de las listas o nóminas que deben conformarse por las Cortes de Apelaciones y Corte Suprema, encaminadas a proveer los cargos correspondientes, estuvo por sugerir que, al efecto, se recabe información de las Universidades y Asociaciones Gremiales de Abogados;





b.- Debiera conferirse un derecho preferente para figurar en las ternas respectivas a los ex Ministros de Corte y





c.- El plazo de la designación de Abogado Integrante, sea de Corte de Apelaciones o de Corte Suprema, debiera fijarse en 3 años.”.

- - - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL





El Ministro de Justicia, señor Luis Bates, destacó que el objetivo más relevante de la iniciativa en estudio es reformular la institución de los abogados integrantes a fin de garantizar y mejorar sus grados de independencia, imparcialidad y responsabilidad.





Informó que los principales contenidos del proyecto dicen relación con la circunstancia de que ahora el nombramiento, tanto para abogados de la Corte Suprema como de las Cortes de Apelaciones, se extiende a un período de 5 años; que las listas de abogados integrantes deberán ser elaboradas previo concurso público de antecedentes y que se aumenta su remuneración de 1/30 a un 1/20 de la remuneración de un Ministro de la Corte que integran, por cada integración. 





Asimismo, puso de relieve que el llamamiento de los abogados se realizará según el orden o distribución que establezca la Corte respectiva, una vez oídos los nombrados; que les afectará el límite de 75 años de edad; que se les hace aplicable la facultad de remoción de la Corte Suprema, por incurrir en las conductas descritas en el artículo 544 Código Orgánico de Tribunales y, además, se modifica el número de integrantes de las listas que cada Corte debe elaborar.





Reiteró que el número de abogados integrantes por cada Corte será el siguiente: Corte Suprema: 8; Corte de Apelaciones de Santiago: 13; Cortes de Apelaciones de Valparaíso y San Miguel: 9; Corte de Apelaciones de Concepción: 8; Corte de Apelaciones de Rancagua: 5; Corte de Apelaciones de Talca: 4; Cortes de Apelaciones de Antofagasta, La Serena, Temuco, Valdivia y Puerto Montt: 3 y, demás Cortes de Apelaciones: 2.





En cuanto a las inhabilidades que afectarán a los abogados integrantes, informó que se les hace extensivo el sistema general de implicancias y recusaciones. En concreto, se establece una causal especial de recusación basada en la existencia de relaciones laborales, comerciales o societarias, con el abogado o procurador de alguna de las partes, que permita presumir que su imparcialidad se encuentra comprometida.





Sobre el mismo punto, señaló que se establece un sistema más estricto de inhabilidades, que consiste, en síntesis, en el siguiente: a los abogados integrantes de Corte Suprema se le aplicará prohibición de patrocinar causas que se ventilen ante los Tribunales de Justicia y para los abogados integrantes de Corte de Apelaciones se establece la prohibición de patrocinar juicios que se ventilen ante la Corte Suprema, la Corte respectiva o que sean de competencia de tribunales que ejerzan jurisdicción dentro del territorio de dicha Corte. 





Aclaró que, sin embargo, de lo anterior, deben exceptuarse las causas personales o de sus cónyuges o convivientes, ascendientes, descendientes, hermanos o pupilos y los asuntos que sean de competencia del Tribunal Constitucional, del Tribunal Calificador de Elecciones, de los tribunales electorales regionales o de los tribunales militares en tiempos de guerra.





Del mismo modo, agregó el Secretario de Estado, no podrán desempeñar funciones en empresas públicas creadas por ley ni en sociedades en que el Estado, en forma directa o a través de órganos o servicios públicos, tuviere una participación mayor del 50% en su capital, administración o utilidades. 





Aunque no es un punto contenido en el proyecto, el Secretario de Estado planteó que podría analizarse en el marco de esta iniciativa la pertinencia de que abogados integrantes elaboren Informes en Derecho para ser acompañados en causas judiciales pendientes.





Concluyó expresando que serán nuevas obligaciones de los abogados integrantes las de prestar declaración jurada de intereses en forma previa a asumir su cargo y la de incorporarse al proceso de calificación que establece el Código Orgánico de Tribunales para los funcionarios del Poder Judicial.





A continuación, hizo uso de la palabra el Ministro de la Corte Suprema, señor Urbano Marín.





Como cuestión de orden general, expresó que la Corte Suprema tiene un especial interés por el desarrollo de esta iniciativa. Relató que desde los intercambios iniciales habidos en la denominada Mesa Judicial, ese Alto Tribunal compartió el criterio de introducir modificaciones a las normas que regulan la institución de los abogados integrantes antes que apoyar la alternativa de suprimirla. Lo anterior, toda vez que la existencia de los abogados integrantes responde a una verdadera necesidad para el funcionamiento de las Cortes.





Por otra parte, informó que por los estudios realizados por el Poder Judicial y las estimaciones de costos de fórmulas alternativas, han llegado a concluir que la mantención de los abogados integrantes presenta ventajas financieras respecto de mecanismos alternativos, como podría ser aumentar el número de cargos de Ministros de Corte.





Agregó que debe tenerse presente que otras iniciativas legales en curso, como la referida al Ministerio Público Judicial, y la puesta en práctica de la Reforma Procesal Penal, que prácticamente pone término a la figura del Ministro en Visita, disminuyen muy significativamente las necesidades de integración de Cortes y Salas.





Enseguida, insistió en algunos aspectos ya abordados en los informes hechos llegar al Parlamento por la Corte Suprema durante la tramitación de este proyecto de ley.





Por una parte, reiteró el planteamiento de que sería conveniente regular, a nivel nacional, por la Corte Suprema, bases generales para los concursos públicos, antes que cada Corte de Apelaciones fije criterios distintos. Sostuvo que de esta manera se hará efectivo de mejor forma el principio de igualdad en el acceso a los cargos públicos.





En segundo lugar, recomendó establecer que el número de abogados incluidos en las listas que deberá elaborar cada Corte no sea superior al necesario para formar las respectivas ternas.





En tercer término, consideró injustificado extender a los abogados integrantes el límite de edad para ser Ministro de Corte, toda vez que de esta manera se desaprovechan la experiencia y los conocimientos con que cuentan ex magistrados que reúnen las condiciones físicas y mentales para cumplir satisfactoriamente la labor de integrar Sala.





En cuanto a la inquietud manifestada por el señor Ministro de Justicia acerca de la procedencia de los Informes en Derecho elaborados por abogados integrantes, manifestó que, si bien el tema es discutible, en la década de los sesenta el Estatuto Administrativo habilitaba expresamente para evacuarlos, por tratarse de creaciones intelectuales que no están dirigidas a un caso en particular.





Luego, intervino como representante de la Asociación de Magistrados, el Ministro de la Corte de Apelaciones de Temuco señor Leopoldo Llanos.




Informó que en el seno de la entidad que representa se han formulado tres proposiciones respecto de la iniciativa en discusión. Primeramente, sugieren aumentar de tres a cuatro el número de integrantes de las Salas de las Cortes de Apelaciones y establecer que ellas podrán funcionar con un quórum mínimo de tres miembros.





Además, plantean que los nuevos cargos de Ministro de Corte se provean con quienes se desempeñan actualmente como fiscales judiciales. Recordó que ellos son llamados corrientemente a integrar Sala en regiones. De esta forma, añadió, se aprovecha la experticia con que ellos cuentan, especialmente en materia penal. Desde otro punto de vista, acotó que esta medida no irrogaría nuevos gastos.





En subsidio de la integración de Salas por fiscales judiciales, la Asociación adhiere a la mantención de los abogados integrantes en la forma que se propone en la iniciativa en discusión.





A continuación, advirtió que formularía algunas observaciones a título personal.





El Ministro señor Llanos estimó que si el proyecto se aprobara en los términos en que hoy está concebido, en regiones no sería fácil completar las listas que deben formar las Cortes en atención a la escasez de profesionales que cumplen lo requisitos y condiciones exigidos. Con el objeto de subsanar esta dificultad e incentivar el interés por ocupar estos cargos, propuso reducir a tres años la duración del cargo de abogado integrante y disminuir las limitaciones para el ejercicio de la profesión sólo al patrocinio de causas y alegatos ante la Corte de Apelaciones donde el abogado se desempeñe como integrante.





De lo contrario, conjeturó que las prohibiciones se volverían más aparentes que reales pues probablemente los integrantes ejercerían a través de otros colegas.





Luego el expuso el Presidente de la Corte de Apelaciones de Valparaíso, Magistrado don Rafael Lobos.




El Ministro señor Lobos valoró positivamente el proyecto, estimándolo como bien concebido.





Recordó que esta institución está presente en nuestra judicatura desde la Colonia y se ha mantenido porque es necesaria.





No obstante, convino en que es conveniente perfeccionarla y que, para este efecto, el concurso público y la calificación del desempeño son instrumentos adecuados.





Compartió la preocupación expresada en el sentido de que en algunas regiones resulte difícil que postulen a estos cargos profesionales en número suficiente para completar las listas que deben formarse, y acerca de la proposición de fijar en 2 o en 3 –y no en 5- el número de años que se ejercerá el cargo.





Finalmente, el Honorable Senador señor Viera-Gallo solicitó al Ministro de Justicia que el Gobierno patrocine las indicaciones que los Parlamentarios estimaren conveniente presentar para perfeccionar el texto del proyecto, cuando ellas se refieran a materias de iniciativa exclusiva del Jefe de Estado.





El señor Ministro de Justicia accedió a dicha solicitud haciendo presente que lo hacía en el ánimo de no entrabar el debate sobre ningún aspecto del proyecto, salvo que tales indicaciones representen gastos. Además, previno que si el Gobierno no compartía el contenido de las proposiciones, haría uso del mecanismo del veto en la oportunidad correspondiente.





La Comisión, luego de escuchar las exposiciones referidas, de efectuar el debate reseñado y teniendo presente el compromiso del señor Ministro, acordó aprobar en general el proyecto de ley.





Lo anterior fue acordado en forma unánime por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Viera-Gallo.

- - - - - -



En mérito del acuerdo precedentemente consignado, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento os propone aprobar en general el proyecto de ley en estudio, en los mismos términos que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.


Su texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:





“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales: 





1) Modifícase el artículo 198 en la forma que se indica:





a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:





“Artículo 198. Las causales de implicancia o recusación de los jueces, serán aplicables a los abogados llamados a integrar la Corte Suprema o las Cortes de Apelaciones.”.





b) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:





“Además, será causal de recusación respecto de los abogados a que se refiere el inciso anterior, la existencia de relaciones laborales, comerciales o societarias, con el abogado o procurador de alguna de las partes, que permitan presumir que su imparcialidad se encuentra comprometida.”.





2) Modifícase el artículo 215 de la siguiente manera:





a) Sustitúyese, en el inciso segundo, la frase “por el orden de su designación en la lista de su nombramiento” por la siguiente: “según el orden o distribución que establezca la Corte respectiva, una vez oído a los nombrados.”.





b) Agrégase el siguiente inciso final:





“Los abogados integrantes señalados en este artículo estarán sujetos a la calificación a que se refiere el artículo 273.”.





3) Modifícase el artículo 217 de la siguiente manera: 





a) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:





“El llamamiento de los abogados a integrar preferentemente una misma sala se hará según el orden que, luego de oído el interesado, se le asignó en la lista de nombramiento.   Sin embargo, la Corte podrá alterar dicho orden por razones de buen servicio.  Igual procedimiento se utilizará para llamar a los demás abogados integrantes cuando no sea posible hacerlo con los que hubieren sido asignados preferentemente a la sala de que se trate, o cuando la Corte así lo disponga.”.





b) Agrégase al artículo 217 el siguiente inciso final:





“Los abogados integrantes señalados en este artículo estarán sujetos a la calificación a que se refiere el artículo 273.”.





4) Modifícase el artículo 219 en la forma que se indica:





a) Sustitúyense los incisos primero y segundo, por los siguientes:





“Artículo 219. Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 215 y 217 de este Código, el Presidente de la República designará ocho abogados para la Corte Suprema; trece para la Corte de Apelaciones de Santiago; nueve para las Cortes de Apelaciones de Valparaíso y San Miguel; ocho para la Corte de Apelaciones de Concepción; cinco para la Corte de Apelaciones de Rancagua; cuatro para la Corte de Apelaciones de Talca; tres para las Cortes de Apelaciones de Antofagasta, La Serena, Temuco, Valdivia y Puerto Montt; y dos para las demás Cortes de Apelaciones, previa formación por la Corte Suprema de las respectivas ternas.  El respectivo decreto de nombramiento deberá ser publicado en el Diario Oficial. 





Los abogados designados para integrar las Cortes de Apelaciones y la Corte Suprema, lo serán por un periodo de cinco años, efectuándose el nombramiento en el mes de enero del año en que comienza el quinquenio respectivo.”.





b) Modifícase el inciso tercero de la siguiente forma:





Reemplázase, en el párrafo primero, la expresión “de cada año”, por “del año respectivo”, y elimínase la frase “,con excepción del límite de edad establecido en el artículo 77 de la Constitución Política de la República de Chile,”.





c) Sustitúyese el inciso cuarto por el siguiente:





“Estas listas contendrán el número exacto de nombres que sea necesario para la elaboración de las ternas por la Corte Suprema.  Para las referidas listas, la Corte de Apelaciones respectiva llamará a concurso público de antecedentes, mediante un aviso en el Diario Oficial y otro en un diario de circulación nacional, en el mes de septiembre del año respectivo, fijando en el llamado las normas administrativas por las que se regirá el concurso.  No podrán participar en dicho concurso público quienes hubieren ejercido cargos de confianza exclusiva del Presidente de la República, hubieren servido como Diputado o Senador o hubieren militado en algún partido político, durante los dos años previos al concurso.”.





d) Modifícase el inciso quinto de la siguiente forma:





“Las ternas para abogados integrantes de la Corte Suprema serán formadas tomando los nombres de una lista que, en el mes de diciembre en que termina el quinquenio respectivo, formará la misma Corte.  Esta lista contendrá el número exacto de nombres que sea necesario para la elaboración de las ternas, e incluirá sólo abogados que reúnan las condiciones requeridas para ejercer los cargos de ministros y que hayan destacado en la actividad profesional o universitaria.   A los efectos de esta lista, la Corte Suprema llamará a concurso público de antecedentes, mediante un aviso en el Diario Oficial y otro en un diario de circulación nacional, en el mes de septiembre del año respectivo, fijando en el llamado las normas administrativas por las que se regirá el concurso.  No podrán participar en dicho concurso público quienes hubieren ejercido cargos de confianza exclusiva del Presidente de la República, hubieren servido como Diputado o Senador o hubieren militado en algún partido político, durante los dos años previos al concurso.”.





e) Intercálase, a continuación del inciso sexto, el siguiente inciso séptimo, pasando los actuales séptimo y octavo a ser octavo y noveno, respectivamente:





“Sin perjuicio de las acciones emanadas de los delitos que pudieren configurarse, de incurrir los abogados integrantes de las Cortes de Apelaciones y de la Corte Suprema, en alguna de las conductas señaladas en el artículo 544 de este Código, de oficio o a petición de parte, el pleno de la Corte Suprema conocerá de los hechos sin forma de juicio, escuchando a las partes, y determinará la existencia o no de las conductas allí señaladas. De ser así, el abogado integrante será removido de su cargo. Contra la resolución que dicte el Pleno removiendo al abogado integrante sólo procederá recurso de reposición, dentro de quinto día.”.





f) Reemplázase en el actual inciso séptimo, que ha pasado a ser octavo, la frase “Si por cualquiera causa alguno de los abogados designados para la Corte Suprema”, por la expresión: “Si a consecuencia de lo señalado en el inciso anterior, o por cualquier otra causa, alguno de los abogados designados para la Corte Suprema o para las Cortes de Apelaciones”.





g) Sustitúyese el actual inciso octavo, que ha pasado a ser noveno, por el siguiente:





“La Corte Suprema remitirá al Presidente de la República las ternas, y adjuntará las copias autorizadas de los antecedentes invocados en las postulaciones para abogados integrantes que sirvieron de base  para la elaboración de las respectivas listas y ternas, tanto en la Corte Suprema como en las Cortes de Apelaciones, según sea el caso.”. 





h) Agréganse, al final del artículo, los siguientes incisos décimo, undécimo y duodécimo:





“A los abogados designados por el Presidente de la República para integrar la Corte Suprema, les está prohibido patrocinar causas que se ventilen ante los Tribunales de Justicia, desde el juramento a que se refiere el inciso segundo del artículo 303 y mientras se mantengan en el cargo. 





A los abogados designados por el Presidente de la República para integrar una Corte de Apelaciones, les está prohibido patrocinar juicios que se ventilen ante la Corte respectiva o que sean de competencia de tribunales que ejerzan jurisdicción dentro del territorio de dicha Corte, desde el juramento a que se refiere el inciso segundo del artículo 303 y mientras se mantengan en el cargo. 





Sin perjuicio de lo establecido en los dos incisos anteriores, los abogados integrantes podrán ejercer las actividades señaladas cuando se trate de causas personales o de sus cónyuges o convivientes, ascendientes, descendientes, hermanos o pupilos, y en asuntos que sean de competencia del Tribunal Constitucional, del Tribunal Calificador de Elecciones, de los tribunales electorales regionales o de los tribunales militares en tiempos de guerra.”.





5) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 221, la expresión “treintava” por la siguiente: “veinteava”.





6) Introdúcese, a continuación del artículo 221, el siguiente artículo 221 bis:





“Artículo 221 bis. Los abogados integrantes mencionados en los artículos anteriores no podrán desempeñar funciones en empresas públicas creadas por ley, y en sociedades en que el Estado, en forma directa o a través de órganos o servicios públicos, tuviere una participación mayor del 50% en su capital, administración o utilidades.”.





7) Agrégase, en el artículo 323 bis, el siguiente inciso final: 





“La obligación señalada en este artículo regirá también respecto de los abogados integrantes a que se refieren los artículos 215 y 217. El abogado integrante que no haya dado cumplimiento a este requisito no podrá integrar sala en la Corte que haya sido nombrado.”.





Artículo 2º.- La presente ley comenzará a regir el 1 de enero del año siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.





Artículo 3°.- El mayor gasto fiscal que irrogue en su primer año de aplicación la presente ley, se financiará con cargo a reasignaciones de los recursos considerados para dicho año en el presupuesto del Poder Judicial o del Tribunal Constitucional, en su caso.

Disposiciones transitorias





Artículo primero transitorio.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2º de la presente ley, el concurso público que se introduce en el inciso cuarto del artículo 219 del Código Orgánico de Tribunales por la modificación contenida en la letra c) del numeral 4) del artículo 1º, se llevará a efecto en el mes de septiembre inmediatamente siguiente a la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial o, en su caso, dentro de los quince días siguientes si se publicare en dicho mes o en uno posterior.





Artículo segundo transitorio.- Las personas que hubieren sido nombradas por el Presidente de la República como abogados integrantes de la Corte Suprema a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, permanecerán en dichas funciones hasta el fin del periodo por el cual fueron designados. En todo caso, les será aplicable lo dispuesto en los incisos décimo y duodécimo del artículo 219 y en el artículo 221 bis del Código Orgánico de Tribunales, ambos incorporados por la presente ley en la letra h) del numeral 4) del artículo 1º  y por el numeral 6) del mismo artículo, respectivamente.





De esta forma, el primer concurso público para proveer los cargos de abogados integrantes de la Corte Suprema, que se establece en el inciso quinto del artículo 219 del Código Orgánico de Tribunales, conforme a la modificación que introduce la letra d) del numeral 4) del artículo 1º de la presente ley, se llevará a cabo en el mes de septiembre del año anterior al término de dicho periodo.





Las vacantes que se produzcan en los cargos de abogados integrantes de la Corte Suprema, entre la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial y la fecha en que se debe llevar a cabo el primer proceso de nombramiento conforme lo dispuesto en el inciso precedente, no serán provistas con una nueva designación. 





Lo dispuesto en el inciso anterior no tendrá lugar en caso que el número de cargos de abogado integrante de la Corte Suprema que se encontraren siendo servidos sea inferior a seis, debiendo en tal caso procederse a la realización del concurso a que se refiere el inciso segundo del presente artículo para proveerlo de inmediato. La persona que fuere designada en aplicación de lo dispuesto en el presente inciso, permanecerá en su cargo por el periodo que faltare por cumplir a la vacante proveída, entendiéndose de pleno derecho nombrado como abogado integrante por el quinquenio siguiente.”.

- - - - - -


Acordado en sesión celebrada el día 5 de octubre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Hernán Larraín Fernández y José Antonio Viera-Gallo.


Sala de la Comisión, a 14 de octubre  de 2005.

(Fdo.):NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ,

Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES NARANJO Y VIERA-GALLO, QUE PENALIZA CONDUCTAS CONSTITUTIVAS DE GENOCIDIO Y CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD Y DE GUERRA

(3493-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, que se encuentra en primer trámite constitucional en el Senado.


A una de las sesiones en que vuestra Comisión trató esta iniciativa asistió el Honorable Senador señor Martínez.


Participaron, especialmente invitados, el Jefe del Departamento de Asesoría y Estudios del Ministerio de Justicia, señor Fernando Dazarola, y el abogado asesor de dicha Secretaría de Estado, señor Fernando Londoño. Concurrió, asimismo, el Subdirector Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Álvaro Arévalo.


Intervinieron los profesores señores Juan Domingo Acosta, Antonio Bascuñán y Juan Pablo Hermosilla.


Cabe hacer presente que los artículos 161 I y 161 J de la iniciativa dicen relación con las atribuciones de los tribunales de justicia, razón por la cual, en conformidad a lo establecido por los artículos 66 y 77 de la Constitución Política, tienen carácter orgánico constitucional y deben aprobarse con el voto favorable de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio.


Con fecha 8 de abril de 2004, se solicitó la opinión de la Excma. Corte Suprema, la cual evacuó su parecer mediante oficio N° 3.985, de 10 de mayo del mismo año. De su contenido se da cuenta más adelante.

- - - - - -

a. ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa, deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

b. A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

A. Legislación nacional

1) Constitución Política de la República

Artículo 1°





Establece que las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos.  Agrega que la familia es el núcleo fundamental de la sociedad. Dispone que el Estado reconoce y ampara a los grupos intermedios a través de los cuales se organiza y estructura la sociedad y les garantiza la adecuada autonomía para cumplir sus propios fines específicos.





Enseguida, manda que el Estado está al servicio de la persona humana y que su finalidad es promover el bien común, para lo cual debe contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material posible, con pleno respeto a los derechos y garantías que esta Constitución establece.





Finalmente, prescribe que es deber del Estado resguardar la seguridad nacional, dar protección a la población y a la familia, propender al fortalecimiento de ésta, promover la integración armónica de todos los sectores de la Nación y asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional.

Artículo 5°





Señala que la soberanía reside esencialmente en la Nación. Su ejercicio se realiza por el pueblo a través del plebiscito y de elecciones periódicas y, también, por las autoridades que esta Constitución establece. Ningún sector del pueblo ni individuo alguno puede atribuirse su ejercicio.





El ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana.  Es deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por esta Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

Artículo 6°





Prescribe que los órganos del Estado deben someter su acción a la Constitución y a las normas dictadas conforme a ella. Agrega que los preceptos de esta Constitución obligan tanto a los titulares o integrantes de dichos órganos como a toda persona, institución o grupo. Dispone que la infracción de esta norma generará las responsabilidades y sanciones que determine la ley.

Artículo 19, números 1°, 2°, 3° y 7°





Entre las garantías contempladas por este precepto, cabe destacar las siguientes:





“1º.- El derecho a la vida y a la integridad física y psíquica de la persona.





La ley protege la vida del que está por nacer.





La pena de muerte sólo podrá establecerse por delito contemplado en ley aprobada con quórum calificado.





Se prohibe la aplicación de todo apremio ilegítimo;





2º.- La igualdad ante la ley. En Chile no hay persona ni grupo privilegiados. En Chile no hay esclavos y el que pise su territorio queda libre. Hombres y mujeres son iguales ante la ley.





Ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias;





3º.- La igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos.





Toda persona tiene derecho a defensa jurídica en la forma que la ley señale y ninguna autoridad o individuo podrá impedir, restringir o perturbar la debida intervención del letrado si hubiere sido requerida.  Tratándose de los integrantes de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, este derecho se regirá, en lo concerniente a lo administrativo y disciplinario, por las normas pertinentes de sus respectivos estatutos.





La ley arbitrará los medios para otorgar asesoramiento y defensa jurídica a quienes no puedan procurárselos por sí mismos.





Nadie puede ser juzgado por comisiones especiales, sino por el tribunal que le señale la ley y que se halle establecido con anterioridad por ésta.





Toda sentencia de un órgano que ejerza jurisdicción debe fundarse en un proceso previo legalmente tramitado.  Corresponderá al legislador establecer siempre las garantías de un procedimiento y una investigación racionales y justos.





La ley no podrá presumir de derecho la responsabilidad penal.





Ningún delito se castigará con otra pena que la que señale una ley promulgada con anterioridad a su perpetración, a menos que una nueva ley favorezca al afectado.





Ninguna ley podrá establecer penas sin que la conducta que se sanciona esté expresamente descrita en ella;”.





Enseguida, el numeral 7° dispone lo que sigue:





“7º.- El derecho a la libertad personal y a la seguridad individual.





En consecuencia:





a) Toda persona tiene derecho de residir y permanecer en cualquier lugar de la República, trasladarse de uno a otro y entrar y salir de su territorio, a condición de que se guarden las normas establecidas en la ley y salvo siempre el perjuicio de terceros;





b) Nadie puede ser privado de su libertad personal ni ésta restringida sino en los casos y en la forma determinados por la Constitución y las leyes;





c) Nadie puede ser arrestado o detenido sino por orden de funcionario público expresamente facultado por la ley y después de que dicha orden le sea intimada en forma legal. Sin embargo, podrá ser detenido el que fuere sorprendido en delito flagrante, con el solo objeto de ser puesto a disposición del juez competente dentro de las veinticuatro horas siguientes.





Si la autoridad hiciere arrestar o detener a alguna persona, deberá, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, dar aviso al juez competente, poniendo a su disposición al afectado. El juez podrá por resolución fundada, ampliar este plazo hasta por cinco días, y hasta por diez días, en el caso que se investigaren hechos calificados por la ley como conductas terroristas;





d) Nadie puede ser arrestado o detenido, sujeto a prisión preventiva o preso, sino en su casa o en lugares públicos destinados a este objeto.





Los encargados de las prisiones no pueden recibir en ellas a nadie en calidad de arrestado o detenido, procesado o preso, sin dejar constancia de la orden correspondiente, emanada de autoridad que tenga facultad legal, en un registro que será público.





Ninguna incomunicación puede impedir que el funcionario encargado de la casa de detención visite al arrestado o detenido, procesado o preso, que se encuentre en ella. Este funcionario está obligado, siempre que el arrestado o detenido lo requiera, a transmitir al juez competente la copia de la orden de detención, o a reclamar para que se le dé dicha copia, o a dar él mismo un certificado de hallarse detenido aquel individuo, si al tiempo de su detención se hubiere omitido este requisito;





e) La libertad del imputado procederá a menos que la detención o la prisión preventiva sea considerada por el juez como necesaria para las investigaciones o para la seguridad del ofendido o de la sociedad. La ley establecerá los requisitos y modalidades para obtenerla.





La apelación de la resolución que se pronuncie sobre la libertad del imputado por los delitos a que se refiere el artículo 9°, será conocida por el tribunal superior que corresponda, integrado exclusivamente por miembros titulares. La resolución que la apruebe u otorgue requerirá ser acordada por unanimidad. Mientras dure la libertad, el imputado quedará siempre sometido a las medidas de vigilancia de la autoridad que la ley contemple;





f) En las causas criminales no se podrá obligar al imputado o acusado a que declare bajo juramento sobre hecho propio; tampoco podrán ser obligados a declarar en contra de éste sus ascendientes, descendientes, cónyuge y demás personas que, según los casos y circunstancias, señale la ley;





g) No podrá imponerse la pena de confiscación de bienes, sin perjuicio del comiso en los casos establecidos por las leyes; pero dicha pena será procedente respecto de las asociaciones ilícitas;





h) No podrá aplicarse como sanción la pérdida de los derechos previsionales, e





i) Una vez dictado sobreseimiento definitivo o sentencia absolutoria, el que hubiere sido sometido a proceso o condenado en cualquier instancia por resolución que la Corte Suprema declare injustificadamente errónea o arbitraria, tendrá derecho a ser indemnizado por el Estado de los perjuicios patrimoniales y morales que haya sufrido. La indemnización será determinada judicialmente en procedimiento breve y sumario y en él la prueba se apreciará en conciencia;”.

Artículo 76





Dispone que la facultad de conocer de las causas civiles y criminales, de resolverlas y de hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los tribunales establecidos por la ley. Ni el Presidente de la República ni el Congreso pueden, en caso alguno, ejercer funciones judiciales, avocarse causas pendientes, revisar los fundamentos o contenidos de sus resoluciones o hacer revivir procesos fenecidos.





Reclamada su intervención en forma legal y en negocios de su competencia, no podrán excusarse de ejercer su autoridad, ni aun por falta de ley que resuelva la contienda o asunto sometidos a su decisión.





Para hacer ejecutar sus resoluciones, y practicar o hacer practicar los actos de instrucción que determine la ley, los tribunales ordinarios de justicia y los especiales que integran el Poder Judicial, podrán impartir órdenes directas a la fuerza pública o ejercer los medios de acción conducentes de que dispusieren.  Los demás tribunales lo harán en la forma que la ley determine.





La autoridad requerida deberá cumplir sin más trámite el mandato judicial y no podrá calificar su fundamento u oportunidad, ni la justicia o legalidad de la resolución que se trata de ejecutar.

2) Código Penal


El proyecto de ley en estudio propone intercalar un nuevo Título III-A al Libro II del Código Penal, referido a los crímenes y simples delitos y sus penas.


No obstante que la iniciativa tipifica los ilícitos que crea, algunas de estas figuras dicen relación con delitos ya consagrados por el Código Penal, que es procedente mencionar. Es el caso del homicidio, contemplado en el artículo 391; de algunas de las agresiones sexuales contempladas en el párrafo 6 del Título VII del Libro II y de ciertos tipos de lesiones corporales contemplados en el párrafo 3 del Título VIII del mismo Libro.

3) Código Orgánico de Tribunales


Cabe citar, en forma específica, sus artículos 5° y 6°. El primero, dispone que a los tribunales que este precepto menciona corresponderá el conocimiento de todos los asuntos judiciales que se promuevan dentro del territorio de la República, cualquiera sea su naturaleza o la calidad de las personas que en ellos intervengan, sin perjuicio de las excepciones que establezcan la Constitución y las leyes. A su vez, el artículo 6° enumera los crímenes y simples delitos perpetrados fuera del territorio de la República que quedarán sometidos a la jurisdicción chilena.

4) Código de Justicia Militar


El Título III del Libro III, a través de sus artículos 259 a 264, contempla los delitos contra el Derecho Internacional. Otras disposiciones regulan ilícitos vinculados con aquellos propuestos por la iniciativa, como ocurre con los casos de ejercicio de violencia innecesaria previstos en el artículo 330.

B. Instrumentos internacionales


En la materia en estudio, incide una gran diversidad de instrumentos internacionales. Sin embargo, por tener una vinculación más estrecha y directa, se mencionan en este acápite únicamente los siguientes:

I. Estatuto de Roma, sobre creación de la Corte Penal Internacional:




Pese a no encontrarse vigente en nuestro medio, cabe tener presente este tratado, aprobado el 17 de julio de 1998 por la Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas.





Es dable señalar que se encuentra actualmente en trámite ante el Congreso Nacional un proyecto de reforma constitucional destinado a habilitar al Estado de Chile para ratificarlo. Ello, en cumplimiento de un fallo del Tribunal Constitucional de fecha 8 de abril de 2002, en el cual dicho organismo estableció que el reconocimiento de la jurisdicción de la Corte Penal Internacional requería de una reforma constitucional previa.





En el preámbulo, el Estatuto de Roma establece los Estados Contratantes hacen presente que los crímenes más graves para la comunidad internacional en su conjunto no deben quedar sin castigo y que, a tal fin, es menester adoptar medidas en el plano nacional e intensificar la cooperación internacional para asegurar que sean efectivamente sometidos a la acción de la justicia. Agregan que debe ponerse fin a la impunidad de sus autores y contribuir así a prevenir su reiteración. Por ello, convienen en establecer una Corte Penal Internacional de carácter permanente, independiente y vinculada con el sistema de las Naciones Unidas, que tenga competencia sobre los crímenes más graves de trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto, la cual será complementaria de las jurisdicciones penales nacionales.





El artículo 5 de esta convención dispone que la competencia de la referida Corte se limitará, como se ha dicho, a los crímenes más graves para la comunidad internacional en su conjunto, y nombra como tales el genocidio, los crímenes de lesa humanidad, los de guerra y el crimen de agresión.





Las disposiciones siguientes definen pormenorizadamente estas figuras, fijan sus elementos, precisan la competencia de la Corte, establecen el derecho que ésta aplicará y preceptúan que los crímenes de la competencia de la Corte no prescribirán.





Se abordan, asimismo, diversos aspectos de organización interna del tribunal, se proporcionan normas de procedimiento, se fijan las penas aplicables y se regulan los recursos procedentes. Finalmente, se establece una serie de deberes de cooperación para los Estados partes durante las diferentes etapas de la sustanciación de los procesos y de la ejecución de las penas.

II. Elementos de los Crímenes del Estatuto de Roma:





Es de interés mencionar también este acuerdo, que forma parte del Estatuto de Roma. En su introducción, señala que, de conformidad al artículo 9° del mencionado Estatuto, los elementos de los crímenes que aquí se proporcionan ayudarán a la Corte a interpretar y a aplicar los artículos 6, 7 y 8 del mismo en forma compatible con la totalidad del Estatuto.





Enseguida, entrega, a propósito de cada grupo de delitos que quedan bajo la competencia de la Corte Penal Internacional (el genocidio, los crímenes de lesa humanidad y los crímenes de guerra), un preámbulo introductorio y luego los tipifica en forma específica.

III. Respecto del crimen de genocidio:




La Comisión tuvo en consideración la Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 9 de diciembre de 1948 y ratificada por Chile mediante Decreto Supremo Nº 316 del Ministerio de Relaciones Exteriores, de fecha 5 de junio de 1953, publicado el 11 de diciembre de 1953.

IV. Respecto de los crímenes de lesa humanidad:





Se tuvo en cuenta los siguientes instrumentos internacionales:

a) La Convención sobre la Esclavitud adoptada en Ginebra el 25 de septiembre de 1926;

b) El Protocolo Modificatorio de dicha Convención, adoptado el 23 de octubre de 1953 por la Asamblea General de las Naciones Unidas por Resolución 794, y

c) La Convención Suplementaria sobre Abolición de la Esclavitud, la Trata de Esclavos y las Instituciones y Prácticas Análogas a la Esclavitud, adoptada el 7 de septiembre de 1956, en Ginebra.





Estos instrumentos fueron promulgados por el Estado de Chile mediante Decreto Supremo Nº 1.097 de fecha 24 de agosto de 1995, publicado el 7 de noviembre de 1995.

V. Respecto de los crímenes de guerra:





Se consideraron:

a) Los cuatro Convenios de Ginebra aprobados por la Conferencia para elaborar Convenios Internacionales destinados a proteger a las Víctimas de la Guerra del 12 de agosto de 1949, ratificados por Chile el 12 de octubre de 1950 y promulgados mediante Decreto Supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores Nº 752, de 5 de diciembre de 1950, publicado el 17 de abril de 1951. Son los siguientes: (i) Convenio de Ginebra para mejorar la suerte de los heridos y de los enfermos de las Fuerzas Armadas en Campaña; (ii)  Convenio de Ginebra para mejorar la suerte de los heridos, de los enfermos y de los náufragos de las Fuerzas Armadas en el Mar; (iii) Convenio de Ginebra relativo al Trato de Prisioneros de Guerra, y, (iv) Convenio de Ginebra relativo a la Protección de Personas Civiles en Tiempo de Guerra.

b) Los Protocolos Adicionales I y II a los Convenios de Ginebra de 1949, relativos a la (I) Protección de las Víctimas de los Conflictos Armados Internacionales, y (II)  Protección de las Víctimas de los Conflictos Armados sin Carácter Internacional. Ambos fueron aprobados el 12 de junio de 1977 por la Conferencia Penal Internacional sobre la Reafirmación y el Desarrollo del Derecho Internacional Humanitario Aplicable a los Conflictos Armados. Fueron suscritos por Chile el 12 de diciembre de 1977 y promulgados por Decreto Supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores Nº 752 de 17 de junio de 1991, publicado el 28 de octubre de 1991.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

La Moción


Los autores de la misma, Honorables Senadores señores Naranjo y Viera-Gallo, expresan que desde la antigüedad, con la sanción a la piratería marina, se instauró un tipo privilegiado de crímenes, cuyos autores son considerados como hostiles contra el género humano, por cuanto su conducta afecta más allá de sus víctimas directas, los intereses comunes de toda la comunidad internacional.





Explican que el fundamento teórico de estas figuras está en el Ius Cogens, derecho que se encuentra por sobre las naciones, que las obliga a la protección de los atributos fundamentales del ser humano y cuyos principios han sido recogidos en numerosos instrumentos internacionales. Es el caso de la Convención de Viena, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, de los Pactos de Ginebra y de los Estatutos de los Tribunales Internacionales para la ex Yugoslavia y Ruanda, por nombrar sólo algunos.





Añaden que, como consecuencia de la relevancia de estos delitos, surge la jurisdicción universal, como potestad que se reconoce a los Estados para investigar y juzgar a través de sus propios tribunales, a nombre de la comunidad internacional y de acuerdo a los principios y normas del Derecho Internacional generalmente aplicables, a las personas sospechosas de haber tenido participación en la comisión de delitos graves, que por su naturaleza representan un atentado contra toda la humanidad.





Recuerdan que, más sucintamente, según dice Brotons, “es el principio del derecho internacional que permite a los Estados afirmar su jurisdicción sobre determinados crímenes internacionales, sea cual sea el lugar en que se produzcan y con independencia del origen y condición de sujetos activos y pasivos.”





Sostienen que, reconociéndose las mejores condiciones de los tribunales nacionales competentes para ejercer la jurisdicción, se ha demostrado que éstos no siempre son suficientemente eficaces para sancionar los hechos, lo que ha obligado a establecer ciertos casos de extraterritorialidad a fin que ilícitos muy graves no queden impunes.





Indican que dos serán las líneas de acción en el desarrollo del Derecho Internacional Humanitario. Por una parte, avanzar en la superación de las dificultades a que da origen la aplicación del principio enunciado precedentemente, creando órganos jurisdiccionales supranacionales destinado a juzgar hechos de especial connotación. En este sentido, a la experiencia particular de los Tribunales de Nüremberg, Ruanda y Yugoslavia ha seguido la instauración, en fecha reciente, de la Corte Penal Internacional, que constituye un enorme logro de la comunidad internacional por su carácter multilateral y permanente.





Agregan que el avance de la comunidad internacional tiene también otra arista, cual es el progresivo acuerdo en un catálogo de conductas delictivas de especial gravedad, a cuya persecución están obligadas todas las naciones, tanto incorporando los ilícitos en su derecho interno, como promoviendo su investigación y sanción, sea ante sus propios tribunales o ante instancias internacionales, si fuere el caso.





Manifiestan que, precisamente, este último objetivo es el perseguido por el presente proyecto de ley, que se orienta a llenar un vacío en nuestra legislación penal, sancionando especialmente los ilícitos de mayor gravedad, sujetos por ello a la competencia de la Corte Penal Internacional, como son el genocidio y los crímenes de lesa humanidad y de guerra.





Con tal finalidad, la Moción propone incorporar un título especial en el Código Penal, tipificando las diversas hipótesis constitutivas de estos ilícitos y disponiendo ciertas reglas generales para su persecución.





El texto del proyecto propuesto se reproduce en la parte final de este informe.

C.- OTROS ANTECEDENTES CONSIDERADOS POR LA COMISIÓN

a) Oficio N°: 3.985 de la Excma. Corte Suprema,

de 10 de mayo de 2004





Respondiendo a una solicitud del Senado, el Máximo Tribunal efectúa, en primer lugar, una reseña de los objetivos perseguidos por el proyecto, de su contenido y de su estructura.





Enseguida, señala que si bien es cierto esta normativa es de naturaleza estrictamente penal y por tal razón, en rigor, este Tribunal no está obligado a pronunciarse sobre ella en los términos previstos en el artículo 77, inciso segundo, de la Constitución Política, resulta de interés efectuar una somera referencia a esas figuras penales, en función de la vinculación y relación que presentan con determinadas Convenciones o Acuerdos Internacionales en los que nuestro país ha sido parte, ha ratificado y se encuentran actualmente vigentes.





En efecto, sostiene, el artículo 161 A del nuevo Título que se introduce al libro segundo del Código Penal, tipifica la figura del genocidio y sanciona con la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado, al que con la intención de destruir total o parcialmente un grupo nacional, étnico, racial o religioso como tal, cometiere: a) homicidio de miembros del grupo en los términos señalados en el artículo 391 del Código Penal; b) agresiones sexuales de aquellas referidas en los artículos 361, 362, 363, 365 bis y 366 ter o lesiones o mutilaciones a los miembros del grupo, de las aludidas en los artículos 395 al 398 del Código Penal, y c) lesiones graves en la integridad mental de los miembros del grupo.





Continúa señalando que mediante el nuevo artículo 161 B, correspondiente a esta misma figura, se sanciona con la pena de presidio mayor en sus grados mínimos a medio, al que con los mismos fines señalados en el artículo examinado precedentemente, someta intencionalmente a los miembros del grupo a condiciones de existencia que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial o les imponga medidas destinadas a impedir nacimientos en su seno.





Ahora bien, sostiene que los mismos ilícitos descritos precedentemente lo están también, en general, en la Convención Internacional sobre Prevención y Sanción del Delito de Genocidio, de la que fue parte y firmó nuestro país, aprobada en la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas de 1948, la que se ratificó y aprobó mediante Decreto Supremo promulgatorio N° 316, de 5 de junio de 1 953.





Indica que como se trata, por consiguiente, de un acuerdo internacional incorporado en nuestro derecho interno, y como las partes contratantes se comprometieron a adoptar, con arreglo a sus Constituciones respectivas, las medidas legislativas para asegurar la aplicación de las disposiciones de la misma, y especialmente a establecer sanciones penales eficaces para las personas culpables de genocidio o de cualquier otro de los actos enumerados en el artículo 3° (art. V de la Convención), la normativa del proyecto en examen, en relación a la figura del genocidio, vendría a dar cumplimiento a la obligación que le impuso al respecto el artículo V de la Convención, situación que ha permanecido pendiente hasta ahora.





En lo que respecta a los crímenes de lesa humanidad, que se tratan en el nuevo artículo 161 C del Código Penal, de igual modo se encuentran vinculados con la figura del genocidio, puesto que mediante dicho precepto se establece que "El que, como parte de un ataque sistemático o generalizado en contra de una población civil de conformidad con las políticas de un Estado o de una organización para promover esas políticas, cometa cualquiera de los delitos o actos señalados en el inciso 1 del artículo 161 A sufrirá la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado. Si se hubiera cometido homicidio y concurrieren dos o más agravantes se impondrá siempre el presidio perpetuo simple o calificado".





En cuanto el proyecto trata de los crímenes de guerra, en virtud de la normativa que se pretende incorporar al Código Penal, interesa mencionar que en primer lugar se ocupa de definir lo que debe entenderse por conflicto armado de carácter nacional, conflicto armado de carácter no internacional y acerca de las personas protegidas. Y en los nuevos artículos 161 E y 161 F que se introducen, se detalla y describe una extensa enumeración de conductas que sancionan con las penas que se indican, al que con ocasión de un conflicto armado de cualquier tipo, realice alguna de las conductas que se detallan.





Agrega que, en general, se aprecia que todas esas conductas delictivas guardan relación con las que se describen en los denominados Convenios de Ginebra, relativos a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales y sin carácter internacional, que el Gobierno de Chile suscribió con fecha 12 de agosto de 1949, los que se  encuentran incorporados igualmente a nuestra normativa nacional, en virtud de su ratificación y promulgación mediante Decreto Supremo Nº 752, publicado en el Diario Oficial de 5 de diciembre de 1950.





El Máximo Tribunal manifiesta que, no obstante que, como ya lo dijo, no tiene obligación de informar sobre la normativa penal antes examinada, ello no obsta para expresar que le parece aconsejable la iniciativa, en razón de la gravedad de los ilícitos que se trata de penalizar y porque de tal modo se estaría adecuando nuestra legislación a los compromisos internacionales contraídos sobre la materia.





Sostiene que las disposiciones sobre jurisdicción, facultades y competencia de los tribunales, respecto de las cuales sí corresponde que la Corte informe, se encuentran contenidas en el proyecto en los nuevos artículos 161 I, y 161 J que se incorporan al Código Penal, los que se pasan a examinar.





Opina que en el primero de los artículos mencionados, se establece que “además de los casos señalados en el artículo 6º del Código Orgánico de Tribunales y en leyes especiales, serán sometidos a la jurisdicción chilena los delitos a que se refieren los párrafos anteriores, cuando hayan sido cometidos por chilenos o sus víctimas fueran connacionales, aún cuando hubieren ocurrido en el extranjero”. Se agrega en su inciso segundo que, sin embargo, en dichos casos tendrá lugar lo dispuesto en el artículo 13 del Código Procesal Penal.





La mencionada Corte indica que es sabido que, de acuerdo con lo que se establece en el Código Orgánico de Tribunales, corresponde a nuestros tribunales nacionales, mencionados en esa disposición, el conocimiento de todos los asuntos judiciales que se promuevan en el orden temporal dentro del territorio de la República, cualquiera que sea su naturaleza o la calidad de las personas que en ellos intervengan, sin perjuicio de las excepciones que establezcan la Constitución y las leyes.





A su vez, el artículo 6° del Código Orgánico de Tribunales, como se sabe, contempla numerosas excepciones en cuanto a la posibilidad de que los tribunales chilenos juzguen hechos acaecidos fuera del territorio de la República. De manera que conforme a lo que establece el proyecto, en el nuevo artículo 161 I que se pretende introducir al Código Penal, conforme a su tenor, resulta que se amplían las excepciones contempladas en el artículo 6° del Código Orgánico de Tribunales, en cuanto somete a la jurisdicción chilena los delitos que se describen y sancionan en el proyecto, cuando hayan sido cometidos por chilenos o sus víctimas fueran connacionales, no obstante que se hubieran cometido en el extranjero.





Añade que, por otra parte, el artículo 161 J que la iniciativa propone introducir al Código Penal, dispone que cuando se encontrare en territorio chileno o en lugares sometidos a su jurisdicción una persona sospechosa de haber cometido alguno de los delitos que en él se tipifican, deberán adoptarse todas las medidas necesarias para ejercer la jurisdicción respecto de dicho crimen si así lo permitieran los tratados internacionales ratificados por Chile o, en su defecto, ponerlo a disposición de los tribunales extranjeros o internacionales correspondientes.





Sostiene el Máximo Tribunal que es dable entender que el juzgamiento de que trata este precepto se refiere a personas sospechosas que sean extranjeras y que los ilícitos respectivos hayan ocurrido, por cierto, en el extranjero.





Finalmente, expresa que, atendiendo a la finalidad del proyecto y al carácter del precepto recién examinado y advirtiéndose que el ejercicio de la jurisdicción nacional y el juzgamiento correspondiente queda sujeto a las facultades que al efecto autorizan los tratados internacionales ratificados por Chile, la Corte comparte el establecimiento de tal preceptiva. En cuanto la posibilidad de poner al sospechoso a disposición de los tribunales extranjeros o internacionales, como se prevé en la disposición en examen, ello, desde luego, debiera tener lugar de acuerdo y con sujeción a los principios y normas que regulan la correspondiente extradición.

b) Opinión del Consejo de Defensa del Estado





La Comisión estimó conveniente conocer también el parecer del señalado organismo en torno a la iniciativa en estudio.





Mediante Oficio Nº 2.445, de fecha 1 de junio de 2005, dicha institución expresó lo que sigue:

I.- Antecedentes generales





Sostiene, en primer término, que, atendida la importancia que el tema abordado por el proyecto reviste en todos los aspectos de nuestra convivencia social, es necesario, dada la profundidad intelectual y jurídica que el desafío requiere, asentar el análisis sobre las siguientes bases:





a) La clara conciencia y aceptación sin reservas circunstanciales de los valores en que se sustenta la protección de los derechos esenciales del ser humano;





b) Efectuar el análisis del tema desde una visión omnímoda del derecho positivo, es decir, desde la perspectiva de su Teoría General o Dogmática Jurídica, sin caer en las simplificaciones que produce la consideración de sólo algunos de los compartimentos estancos en que el derecho se ha dividido para efectos de docencia o divulgación;





c) Atendido el hecho de que se ha requerido la opinión del Consejo sobre un tema de “lege ferenda”, mantener conciencia permanente de que el derecho es un fenómeno social y, en consecuencia, está sometido a un permanente proceso de cambio o evolución, en el cual a dicho Consejo le corresponde no sólo una tarea de aplicación del derecho vigente, sino también de abrir paso al futuro; 





d) Tener siempre presente que el Derecho Occidental es un modelo racional, de tal manera que su análisis y exposición debe caracterizarse por el desarrollo de las proposiciones dentro de la más estricta secuencia lógica.  No se hace Derecho cuando los asuntos jurídicos se enfrentan como una simple acumulación de argumentos desperdigados, y





e) Recordar que el Derecho, como toda disciplina especializada, tiene un lenguaje propio que debe ser utilizado en forma estricta por sus cultores, pues es la única manera de que ellos puedan entenderse.

II. Tratados internacionales por los que Chile ha adquirido el compromiso de incorporar a su legislación interna normas sobre la persecución y sanción de crímenes de derecho internacional

II.A. Crímenes contra la humanidad

1. Convención para la prevención y la sanción del delito de genocidio. Vigente en Chile desde el 11 de diciembre de 1953.





De acuerdo con el artículo II de esta Convención, se entiende por genocidio cualquiera de los actos mencionados a continuación, perpetrados con la intención de destruir total o parcialmente, a un grupo nacional, étnico, racial o religioso como tal:

a) Matanza de miembros del grupo;

b) Lesión grave a la integridad física o mental de los miembros del grupo;

c) Sometimiento intencional del grupo a condiciones de existencia que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial;

d) Medidas destinadas a impedir los nacimientos en el seno del grupo, y

e) Traslado por fuerza de niños del grupo a otro grupo.





El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, vigente en Chile desde el 29 de abril de 1989, extiende la protección de los derechos, en su artículo II, prohibiendo toda discriminación por razones de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquiera otra condición social.





El artículo V de la Convención dispone: “Las Partes contratantes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus Constituciones respectivas, las medidas legislativas necesarias para asegurar la aplicación de las disposiciones de la presente Convención, y especialmente a establecer sanciones penales eficaces para castigar a las personas culpables de genocidio o de cualquier otro de los actos enumerados en el artículo III”.

2. Convención contra la tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes. Vigente en Chile desde el 13 de marzo de 1991.





De acuerdo con el artículo 1º de la Convención, se entenderá por el término “tortura” todo acto por el cual se inflija intencionalmente a una persona dolores o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, con el fin de obtener de ella o de un tercero información o una confesión, de castigarla por un acto que haya cometido, o se sospeche que ha cometido, o de intimidar o coaccionar a esa persona o a otras, o por cualquiera razón basada en cualquier tipo de discriminación, cuando dichos dolores o sufrimientos sean infligidos por funcionarios públicos u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia. No se considerarán tortura los dolores o sufrimientos que sean consecuencia únicamente de sanciones legítimas o que sean inherentes o incidentales a éstas.





El artículo 2º agrega que todo Estado Parte tomará medidas legislativas para impedir los actos de tortura, respecto de los cuales no podrán invocarse circunstancias excepcionales como estado de guerra, inestabilidad política o cualquiera otra emergencia pública, ni podrá invocarse una orden de funcionario superior o de una autoridad pública como justificación de la tortura. El artículo 4º dispone: "Todo Estado Parte velará porque todos los actos de tortura constituyan delito conforme a su legislación penal."

3. Pacto internacional de derechos civiles y políticos. Vigente en Chile desde el 29 de abril de 1989.





Dispone el artículo 15: “Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no fueren delictivos según el derecho nacional o internacional. Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello.”. Agrega que “Nada de lo dispuesto en este artículo se opondrá al juicio ni a la condena de una persona por actos u omisiones que, en el momento de cometerse, fueran delictivos según los principios generales del derecho reconocidos por la comunidad internacional.”.





Estos principios fueron originalmente establecidos por los Tribunales de Nuremberg y Tokio y luego aprobados por Resolución de la Asamblea General de las Naciones Unidas, la que estableció los siguientes crímenes de derecho internacional:





a. Crímenes contra la paz. Planear, preparar o hacer una guerra de agresión o una guerra que viole tratados, acuerdos o garantías internacionales. Participar en un plan común o conspiración para la perpetración de cualquiera de los actos mencionados.





b. Crímenes de guerra. Las violaciones de las leyes o usos de la guerra, que comprenden, sin que esta enumeración tenga carácter limitativo, el asesinato, el maltrato o la deportación para trabajar en condiciones de esclavitud o con cualquier otro propósito, de la población civil de territorios ocupados o que en ellos se encuentra, el asesinato o el maltrato de prisioneros de guerra o de personas que se hallen en el mar, la ejecución de rehenes, el saqueo de la propiedad pública o privada. La destrucción injustificable de ciudades villas o aldeas, o la devastación no justificada por las necesidades militares.





c. Crímenes contra la humanidad. El asesinato, el exterminio, la esclavización, la deportación y otros actos inhumanos cometidos contra cualquier población civil, o las persecuciones por motivos políticos raciales o religiosos.





Destaca, además, en esta Resolución el siguiente principio: el hecho de que una persona haya actuado en cumplimiento de una orden de su Gobierno o de un superior jerárquico no la exime de responsabilidad conforme al derecho internacional, si efectivamente ha tenido la posibilidad de opción moral.

II.B. Crímenes de guerra

1. Convenio de Ginebra para mejorar la suerte de los heridos y enfermos de las Fuerzas Armadas en campaña. Vigente en Chile desde 1951.





Su artículo 49 señala que las Altas Partes Contratantes se comprometen a tomar toda medida legislativa necesaria para fijar las adecuadas sanciones penales que hayan de aplicarse a las personas que cometan o den orden de cometer cualquiera de las infracciones graves al presente Convenio.

2. Convenio de Ginebra para mejorar la suerte de los heridos, enfermos y náufragos de las fuerzas armadas en el mar.  Vigente en Chile desde 1951.





Su artículo 59 prescribe que las Altas Partes Contratantes se comprometen a tomar toda medida legislativa necesaria para fijar las sanciones penales adecuadas que han de aplicarse a las personas que hayan cometido o hayan dado orden de cometer cualquiera de las infracciones graves al presente Convenio.

3. Convenio de Ginebra relativo al trato de los prisioneros de guerra. Vigente en Chile desde 1951.





Su artículo 129 establece que las Altas Partes Contratantes se comprometen a tomar cualquier medida legislativa necesaria para determinar las sanciones penales adecuadas que deban aplicarse a las personas que hayan cometido o dado orden de cometer cualquiera de las infracciones graves al presente Convenio.

4. Convenio de Ginebra relativo a la protección de personas civiles en tiempo de guerra. Vigente en Chile desde 1951.





Según su artículo 146, las Altas Partes Contratantes se comprometen a tomar todas las medidas legislativas necesarias para fijar las sanciones penales adecuadas que hayan de aplicarse a las personas que cometieren o dieren orden de cometer cualquiera de las infracciones graves al presente Convenio.

5. Protocolo I Adicional a los Convenios de Ginebra relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales. Vigente en Chile desde 1991.





En virtud de su artículo 80, las Altas Partes Contratantes y las Partes en conflicto adoptarán sin demora todas las medidas necesarias para cumplir las obligaciones que les incumben en virtud de los Convenios y del presente  Protocolo.

6. Artículo 3 Común a todos los Convenios de Ginebra precedentemente referidos. Vigente en Chile desde 1951.





Establece las normas mínimas de protección que deben aplicarse a las personas que no participen directamente en las hostilidades, incluso los miembros de las fuerzas armadas que hayan depuesto las armas y las personas que hayan quedado fuera de combate por enfermedad, heridas, detención o por cualquier otra causa, en el caso de conflicto armado sin carácter internacional. A esta disposición, que constituye la norma fundamental en la materia, le es también aplicable la obligación de incorporación a la legislación interna de los Estados, vigente para todos los Convenios de Ginebra.

7. Protocolo II Adicional a los Convenios de Ginebra relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional. Vigente en Chile desde 1991.





De acuerdo a lo dispuesto por su artículo 1°, este Protocolo desarrolla y completa el Artículo 3º Común de los Convenios de Ginebra, sin modificar sus actuales condiciones de aplicación. En otras palabras, él amplía y precisa la norma básica, que es el Artículo 3º Común, sin modificar sus condiciones de aplicación, por lo que no puede ser interpretado como restrictivo de dicha disposición. En su carácter de pacto accesorio a los Convenios de Ginebra, los Estados Partes quedan sujetos a la obligación de adecuación de la legislación interna que rige para esos Convenios.

III.- Líneas centrales de la Moción





El Consejo de Defensa del Estado sostiene que la Moción de los Honorables Senadores señores Naranjo y Viera-Gallo busca penalizar las conductas constitutivas de genocidio y los crímenes de lesa humanidad y de guerra por tratarse todos ellos, en definitiva, de crímenes contra el género humano, los que, más allá de las víctimas directas, afectan los intereses comunes de toda comunidad internacional. Su fundamento está en el ius cogens, derecho que está por sobre las naciones y que las obliga a proteger los derechos fundamentales del ser humano.




Recuerda que el proyecto introduce un nuevo Título al Código Penal, a saber el Título III-A del Libro Segundo de tal cuerpo legal (artículos 161 A a 161 M). En el referido título se penalizan los delitos de genocidio (artículos 161 A a 161 B), los crímenes de lesa humanidad (artículo 161 C), los crímenes de guerra (artículos 161 D a 161 H) y se consideran, además, ciertas disposiciones comunes a los párrafos anteriores (artículos 161 I a 161 M).





Indica que el contenido jurídico del proyecto debería ser recogido en una ley especial sobre la materia, evitando adicionar al Código Penal preceptos individualizados alfabética y numéricamente, lo que, además de constituir una mala técnica legislativa, conduce a una confusión en su aplicación por la judicatura.





Respecto de la jurisdicción, sostiene que es necesario tener presente que la jurisdicción de los tribunales de justicia de un Estado puede ser territorial o extraterritorial. Respecto de la extraterritorialidad, ella se ha fundado, en la práctica jurídica internacional, en alguno de los siguientes principios: nacionalidad, personalidad pasiva y universalidad.





Explica que se aplica el principio de la nacionalidad cuando la ley del Estado establece que sus tribunales tendrán jurisdicción para conocer de todos los delitos o de determinados delitos cometidos por sus nacionales cualquiera que sea el lugar en que se encuentren. Agrega que se aplica el principio de la personalidad pasiva cuando la ley de un Estado establece que sus tribunales tendrán jurisdicción para conocer de los delitos que cometa una persona de cualquier nacionalidad y en cualquier lugar, cuando con tales delitos afecten a un nacional de tal Estado. Finalmente, se aplica el principio de la universalidad cuando la ley de un Estado establece que sus tribunales tendrán jurisdicción para conocer de los delitos cometidos por cualquier persona, en cualquier lugar.





En consecuencia, dice, la jurisdicción universal es una forma de jurisdicción extraterritorial.  Existe entre ambos conceptos una relación de especie a género.

IV.- Comentarios a las disposiciones del proyecto




En cuanto a la denominación del Título “De los crímenes y simples delitos contra la comunidad internacional”, observa lo siguiente:





Por la gravedad de las conductas tipificadas y la naturaleza de tales ilícitos, no puede calificarse, en caso alguno, de simple delito ninguna de las hipótesis que se regulan. En concordancia con los artículos 3º y 21 del Código Penal, el proyecto de ley asigna a cada uno de los delitos que sanciona penas propias de crímenes.





Indica que los delitos tipificados y sancionados, si bien son figuras que la comunidad internacional de manera universal repudia, infringen bienes jurídicos específicos que la denominación “contra la comunidad internacional” no permite identificar. Los ilícitos, en general, atentan contra bienes jurídicos como la vida, la dignidad humana, la libertad, la integridad física y psicológica, la integridad sexual, de personas o grupos de personas, bienes determinados, la paz, el ordenamiento del derecho de la guerra (ius in bello), etc. Una denominación alternativa es “Crímenes contra la paz, crímenes de guerra y crímenes contra la humanidad”, la que se ha venido utilizando desde los juicios de Nuremberg.





Vinculado a la observación precedente, el Consejo estima conveniente tener presente que el Código de Justicia Militar contiene un título especial denominado “Delitos contra el Derecho internacional” (Libro III, Título III), que en general se refiere a infracciones del derecho de la guerra (ius in bello), de manera que es necesario analizar su concordancia con los especiales crímenes de guerra que se regulan en los artículos 161 D a 161 H del proyecto.




Respecto del tipo de genocidio, en primer lugar, considera útil circunscribir el concepto que orientará la descripción de las conductas que configuran el delito. Explica que el diccionario de la Real Academia Española lo define como “exterminio o eliminación sistemática de un grupo social por motivo de raza, de religión o de política”.





A continuación, el informe efectúa un análisis comparativo con la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, de 1948.





Expresa que la referida Convención en su artículo II define, para los efectos de ese instrumento, lo que se entiende por genocidio. Al respecto señala: “... se entiende por genocidio cualquiera de los actos mencionados a continuación, perpetrados con la intención de destruir, total o parcialmente, a un grupo nacional (...)

a) Matanza de miembros del grupo;

b) Lesión grave a la integridad física o mental de los miembros del grupo;

c) Sometimiento intencional del grupo a condiciones de existencia que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial;

d) Medidas destinadas a impedir los nacimientos en el seno del grupo, y

e) Traslado por fuerza de niños del grupo a otro grupo.





Por su parte, el proyecto reitera el texto de la convención. Sin embargo, en la descripción se refiere a homicidio de miembros del grupo en los términos señalados en el artículo 391 del Código Penal, esto es, homicidio calificado. De esta disposición, se desprende que bastaría la ocurrencia de un acto de homicidio calificado para determinar la configuración del tipo penal del genocidio, en la medida que concurra el elemento de intencionalidad de destruir, total o parcialmente, a un grupo determinado. En cambio, el convenio se refiere a la expresión matanza, una de cuyas acepciones, según el mencionado Diccionario, es: mortandad de personas ejecutada en una batalla, asalto, etc. Mortandad es multitud de muertes causadas por epidemia, cataclismo, peste o guerra.





De acuerdo a lo expuesto, parece adecuado incluir el elemento de pluralidad en esta forma de conducta genocida, a menos que la expresión “homicidio de miembros” implique la pluralidad.





Por otra parte, el Tratado de Roma de 1998, contempla como conductas de genocidio las mismas que indica la Convención de 1948.





Respecto de la letra b) del proyecto, se considerarán delito de genocidio las “agresiones sexuales de aquellas referidas en los artículos 361, 362, 363, 365 bis y 366 ter o lesiones o mutilaciones  a los miembros de los grupos de las aludidas en los artículos 395 a 398 del Código Penal;”. Siguiendo la orientación inicial, esta figura no constituye el tipo de genocidio, por cuanto no implica la destrucción total o parcial de un grupo.





Explica que las formas de resolver este punto son definir el concepto de destrucción, total o parcial, entendiendo por tal las agresiones a la integridad física o mental del grupo o considerar que este tipo de conducta constituye un delito de lesa humanidad. Respecto de la letra c) del artículo 161 A del proyecto, referida a las lesiones graves a la integridad mental de los miembros del grupo, se hace extensiva la observación anterior.





Asevera que es necesario, entonces, reflexionar sobre la conveniencia de reconducir la figura del genocidio a aquellas conductas que siendo plurales, producen el resultado de muerte. Por lo tanto, se propone incluir aquellas conductas que atentan contra el bien jurídico vida excluyendo aquéllas que no atentan directamente contra ese bien.





Dice que la moción transforma en genocidio figuras que dentro del Estatuto de Roma (artículo 7º) se consideran delitos de lesa humanidad (agresiones sexuales). En el artículo161 A, letra a), parte final, después del punto seguido que se refiere a la concurrencia de dos o más agravantes, se rompe el sistema del Código Penal en cuanto a la compensación racional de atenuantes y agravantes, lo que no parece conveniente. Por otra parte, no se sabe si las agravantes que señala se refieren al delito complejo que se tipifica o solamente al homicidio o a cualquiera de ambas cosas.





Enseguida, manifiesta que en el artículo 161 B aparece la exigencia de un elemento subjetivo para la configuración del delito, referida al que “con los mismos fines señalados en el artículo precedente” (que a su vez establece la “intención de destruir”) y, a continuación, establece la exigencia de que “someta intencionalmente a los miembros del grupo a…”.  Parece que el vocablo “intencionalmente” es redundante, porque antes ya se precisó el elemento subjetivo y podría suprimirse.





Respecto de los crímenes de lesa humanidad, el artículo 161 C señala que incurre en éstos el que cometa cualquiera de los delitos o actos señalados en el inciso primero del artículo 161 A, en circunstancias que tal inciso primero no señala los delitos en forma específica, sino que enuncia, a continuación del primer párrafo, las conductas. Si se entiende que las conductas señaladas en las letras A, B y C, constituyen el primer inciso, la referencia es correcta; sin embargo, esto implica que debiera existir un inciso segundo a continuación, el que en el texto no se encuentra. La referencia debiera ser al artículo en su integridad.





Luego, agrega que en el artículo 161 C, en la última parte de su inciso primero, se rompe una vez más con las reglas generales de los artículos 65 a 68 bis del Código Penal sobre aplicación de las penas de acuerdo a la compensación racional de las modificatorias de responsabilidad, lo que no parece conveniente hacer para dejar a los jueces mayor libertad.





Añade que lo que sigue en el inciso 2° del mismo artículo 161 C, a su vez, debiera tener numeración correlativa diferente (v.gr. artículo161 D).





Enseguida, sostiene que en la definición de crímenes de lesa humanidad existen algunas figuras consideradas en el Estatuto de Roma no mencionadas en la Moción, como la del apartheid, y otras que no incluyen todas las hipótesis posibles como ocurre con el caso del artículo 7º letra g) del mencionado Estatuto, del cual no se han recogido los casos de violación y esclavitud sexual. La Moción distingue entre la prostitución forzada, la cual considera como crimen de guerra, de la violación, la cual considera como genocidio, en circunstancias que ambas son casos de crímenes de lesa humanidad en el Estatuto de Roma. La esclavitud sexual, a su vez, no está tratada en forma específica como sí lo hace el Estatuto de Roma.





En relación con los crímenes de guerra, si bien se consideran varios tipos posibles, existen algunos especialmente considerados en el Estatuto de Roma cuya incorporación no resulta del todo clara en la Moción, como es el caso de la toma de rehenes.





Opina que si bien el artículo 161 I indica que existirá una modificación al artículo 6º del Código Orgánico de Tribunales, sería conveniente modificar también directamente este artículo que contiene las excepciones al principio de la territorialidad de la ley procesal.





Respecto del artículo 161 L), que crea la eximente de responsabilidad por cumplimiento de una orden superior a cuyo cumplimiento se está obligado, cabe observar que la orden ineludible debe operar como exculpante, es decir, excluyente en el caso concreto de la culpabilidad. Se trata de situaciones ajenas a la antijuricidad de la orden criminal, la cual sigue siendo en todo caso, ilícita.





Respecto de las órdenes superiores como causal exculpatoria de la responsabilidad penal, el Consejo estima que cuando nos encontramos ante los delitos más atroces que se pueden imputar a un ser humano, delitos que hieren no sólo a la víctima, sino a la humanidad entera, no puede admitirse otro motivo de exculpación que no sea la falta de alternativa moral, esto es, la falta de opción, la carencia de la libertad suficiente en que se funda la culpabilidad, la inexigibilidad de otra conducta conforme a derecho.




Sostiene que se podría redactar un párrafo aparte para el caso infrecuente de lesión a los derechos humanos bajo la vigencia de un estado de derecho, con garantías para los uniformados sujetos a obediencia. Se produce, sin embargo, una inconsistencia con el inciso segundo de la misma norma que la hace inoperante.





El inciso segundo establece que la exculpación no operará cuando la orden sea manifiestamente ilícita. A continuación, señala que para los efectos de ese artículo se entenderá que las órdenes de cometer genocidio, crímenes de lesa humanidad o crímenes de guerra son siempre manifiestamente ilícitas. Por lo anterior, la norma es inoperante, haciendo inaplicable la causal exculpatoria señalada en el inciso primero.





Enseguida, señala que el proyecto omite la penalización de situación asociadas a tales crímenes que dicen relación con los grados de participación y con la asociación ilícita. En este sentido, aduce que resulta adecuado revisar el artículo III de la Convención de 1948 que señala que serán castigados los actos siguientes:

a) El genocidio;

b) La asociación para cometer genocidio;

c) La instigación directa y pública a cometer genocidio;

d) La tentativa de genocidio, y

e) La complicidad de genocidio.





Señala que el proyecto no incorpora el tipo de apología genérica y negación del genocidio, incorporado, por ejemplo, en el actual artículo 607 número 2º del Código Penal Español, el cual, a su vez, tiene sus orígenes en el delito introducido en el artículo 3 H de la Ley Constitucional de 8 de mayo de 1945, de prohibición del Partido Nacional Socialista Austríaco, y en el artículo 130 del Código Penal Alemán.





Luego, en cuanto al otorgamiento de jurisdicción extraterritorial a los tribunales de justicia, informa que ésta crea un problema de colisión de soberanías. La soberanía del Estado es un principio fundamental del derecho internacional, de tal modo que todo Estado puede actuar conforme a su autónoma, exclusiva y excluyente voluntad, salvo que el derecho internacional se lo prohíba en forma expresa. En consecuencia, todo Estado está facultado para otorgar jurisdicción extraterritorial a sus tribunales de justicia en la medida que lo estime conveniente y cuando la jurisdicción de dos o más Estados es aplicable respecto de un mismo hechor y hecho, nos encontramos frente a un problema de concurrencia de jurisdicciones y no de conflicto de soberanías. La concurrencia de jurisdicciones es una manifestación inequívoca de la soberanía de los Estados. En la práctica, es el Estado que detiene al delincuente el que decide a quien corresponderá juzgarlo, si él es también competente para hacerlo.





Informa que sobre este tema se presentó al Consejo, en 1998, un estudio que mostraba los riesgos judiciales que implicaban los viajes al extranjero de las personas que habían cometido violaciones a los derechos humanos en Chile, ante la situación de concurrencia de jurisdicciones nacionales.





Enseguida, indica que en el artículo 161 J se contempla que si se encontrare en Chile una persona “sospechosa” de haber cometido alguno de los delitos tipificados, debe ejercerse la jurisdicción de acuerdo a los tratados, o, en su defecto, “ponerlo a disposición de los tribunales penales extranjeros o internacionales correspondientes”. A este respecto, señala que no parece que una sospecha baste para tal disposición del individuo sin cumplirse previamente con las reglas generales en materia de extradición, de las que al parecer el proyecto está prescindiendo.





En el artículo 161 K, parece contradictorio con el principio de la culpabilidad el responsabilizar penalmente a quien “debió saber”.





Parece innecesaria, prosigue diciendo, la disposición del inciso primero del artículo 161 M, en el sentido de que el error de hecho exime de responsabilidad si hace desaparecer la intencionalidad (debió decir el dolo). Ello, porque se trata del denominado error de tipo -recae sobre sus elementos, v.gr. ser propia la cosa en el hurto- y que según aceptación unánime, exculpa penalmente. En cuanto al inciso segundo y último del mismo precepto, resulta confuso porque si bien al comienzo niega carácter exculpatorio al error de derecho, después lo considera eximente si elimina el elemento intencionalidad, con lo que está volviendo al concepto de error de tipo.





Señala que no parece conveniente introducir innovaciones a principios que la legislación penal común y nuestra jurisprudencia han mantenido, por vía de leyes especiales. Se contribuiría a cierta anarquía mientras no se revise la posibilidad de cambios al sistema general.





Adicionalmente, sostiene que el proyecto no trata el tema de la prescripción de los delitos internacionales, lo cual ciertamente podría generar alguna discusión, en particular teniendo en cuenta que en otros textos, como es el caso del Estatuto de Roma (artículo 29) la misma se considera en forma expresa. El tema de la irretroactividad de la ley penal, no obstante la falta de una referencia expresa (al modo de la contenida en el artículo 11.1. del Estatuto de Roma), no debería generar mayores dificultades en atención a lo dispuesto en los artículos 5º y 19 Nº 3 de la Constitución sobre el particular. El proyecto, asimismo, omite abordar la posibilidad de que operen respecto de los delitos en él considerados beneficios tales como el indulto y la amnistía.

V. Observaciones respecto del proyecto de ley en estudio





El oficio señala que la sola enumeración de tratados internacionales efectuada en el punto II, que no incluye los firmados por Chile y no ratificados, da suficiente cuenta de la amplitud del tema de los crímenes de derecho internacional, lo que lleva al señalado Consejo a pensar que la incorporación de los mismos al derecho interno chileno pasa primero por el establecimiento de una Política de Estado consensuada sobre la materia.





Dice que, en efecto, esta tarea requiere del desarrollo de diversas etapas técnicas e interdisciplinarias, que sólo puede alcanzar un nivel de excelencia si es desarrollada por comisiones altamente especializadas, que actúen dentro de una política internacional perfectamente definida.





Así, aparece como preliminar la necesidad de sistematizar los delitos de derecho internacional, dispersos en diversos tratados, y determinar cuáles serán incorporados al derecho chileno.





Luego vendrá la tarea de la incorporación misma de las normas internacionales al derecho interno, comenzando por la decisión técnico legislativa de si ello se hará agregando nuevos títulos al Código Penal, el que parece no resistir más correcciones y agregaciones, o dictando una ley especial sobre la materia.





Por otra parte, la incorporación de nuevos delitos al Derecho Penal está lejos de constituir sólo un esfuerzo de agregación, sobre todo si se considera que, tratándose de delitos de derecho internacional, con frecuencia nos encontraremos con ilícitos ya tipificados en el derecho interno, en los que la diferencia radica en la intencionalidad, como ocurre en los casos de homicidio-genocidio o lesiones-tortura.





La incorporación se transforma, entonces, en sistematización y compatibilización, que sólo es posible mediante una delicada labor especializada.





No menos importantes serán las tareas relacionadas con el derecho procesal, que abarcarán desde los temas sobre traspaso y concurrencia de jurisdicciones y jurisdicción extraterritorial, pasando por la homologación de procedimientos y llegando al establecimiento de normas sobre formas de comunicación.





El oficio concluye diciendo que, por estas razones, el Consejo estima que, reconociendo los méritos del proyecto, se permite insinuar, para la mejor comprensión de la finalidad que se propone, una sistematización acabada del tema de la incorporación de los crímenes de derecho internacional al derecho interno chileno.
c. DISCUSIÓN EN GENERAL


Para ilustrarse adecuadamente sobre la materia en estudio, la Comisión estimó conveniente escuchar a calificados especialistas, de cuyas exposiciones se da cuenta a continuación.


En primer término, hizo uso de la palabra el profesor señor Antonio Bascuñán Rodríguez.


Manifestó que centraría su posición frente al tema en análisis en tres órdenes de consideraciones generales.


Sostuvo que la regulación de los crímenes de mayor gravedad en el Derecho Internacional representa una prioridad inevitable en el mediano plazo. Explicó que, a consecuencia de este desarrollo del Derecho Internacional, los ordenamientos nacionales se ven ante la necesidad de adecuarse y efectuar las correspondientes incorporaciones de tales figuras penales. Ello, dijo, también dice relación con el interés de los Estados de ejercer su jurisdicción y de no verse ante la eventualidad de tener que cederla a órganos internacionales por no contar con estándares acordes con los del Derecho Internacional.


Informó que se advierten esfuerzos en esta línea tanto en naciones de Europa como de Sudamérica.


Es claro, dijo, en la actualidad resulta inevitable -aparte de razonable-, este proceso de adecuación de las legislaciones nacionales a las evoluciones que va experimentando el ordenamiento jurídico internacional, especialmente en materia penal.


Sin embargo, conjeturó que dicho proceso puede no resultar estrictamente necesario respecto de buena parte de los crímenes de genocidio, de lesa humanidad y de guerra, pues el Derecho Internacional exige de los Estados más bien el cumplimiento del deber de punición antes que el de tipificación. Por ejemplo, explicó, podría no ser indispensable proceder en base al delito de genocidio, sino que utilizarse algunas figuras penales de derecho interno que resulten congruentes. Lo importante, destacó, es que ante estos graves crímenes se pueda imponer una sanción y no se produzca la impunidad.


Expresó que la concordancia de las normas nacionales con las internacionales no significa necesariamente transcribir íntegramente en el plano interno los instrumentos de Derecho Internacional. Sin embargo, opinó que la asimilación entre unas y otras es conveniente pues clarifica situaciones y evita conflictos. Ahora bien, advirtió que son pocas las convenciones internacionales que admiten un proceso de transcripción exacta de los ilícitos que regulan en el plano interno.


Enseguida, explicó que, en términos generales, es preferible que la domesticación del Derecho Internacional se lleve a cabo a través de leyes especiales y no como se propone en la Moción en estudio, mediante la inclusión de un nuevo título al Código Penal.


En esta materia, recordó que el Estatuto de Roma contiene una detallada tipificación de la mayor parte de los delitos que quedan bajo su competencia. Sin embargo, puntualizó, también nuestro derecho penal interno contempla y tipifica figuras que guardan similitud. En consecuencia, es menester que la ley que incorpore los ilícitos del señalado Estatuto al ordenamiento nacional atienda a los términos de aquél, pero también considere cuidadosamente las categorías ya consagradas por el derecho interno, proporcionando, de este modo, las soluciones efectivas para estas situaciones.


Sostuvo que la domesticación del Derecho Internacional va estrechamente unida a aquellas reglas que tienen el carácter de generales; por tal razón, resulta incómodo establecer reglas particulares, por ejemplo, en aspectos tales como la determinación de las penas. Agregó que hay normas de Derecho Internacional que son diferentes de las internas, de modo que la labor de domesticación del ordenamiento internacional supone fundamentalmente un esfuerzo de congruencia entre lo que ofrece el Derecho Internacional y aquello que ya se ha consagrado en el ámbito interno.


Finalmente, señaló que también existen en el derecho interno instituciones que no están adecuadamente configuradas ni definidas, de manera que no constituyen una sede cómoda para recibir el Derecho Internacional. En tal situación, es preciso reformar la normativa interna y poner al día dichas disposiciones, de modo que resulte posible el logro de la necesaria congruencia y concordancia.


Enseguida, la Comisión escuchó la exposición del profesor señor Juan Pablo Hermosilla Osorio.


Expresó que el camino propuesto por la iniciativa en estudio coloca a Chile en el camino inverso al de otras naciones latinoamericanas, que ratificaron ya el Estatuto de Roma y se encuentran en la fase de adecuación de sus legislaciones internas.


Consideró conveniente recibir en el derecho interno las figuras penales que el proyecto propone, pues desde hace ya buen tiempo ellas se han sedimentado tanto en la doctrina como en la práctica y en la jurisprudencia internacionales.


Destacó el avance que representa el Estatuto de Roma en esta materia, pues, además de constituir un Código Penal, contiene también reglas de procedimiento. Discrepó del profesor señor Bascuñán, diciendo que un acto de genocidio debe castigarse como tal y no valiéndose de otros tipos penales como el homicidio. Es menester, dijo, hacer el esfuerzo de traer al derecho interno estas figuras del Derecho Internacional, pues poseen contenidos simbólicos diferentes. Enfatizó que los delitos contemplados en la iniciativa tienen un trasfondo de pacificación, que es diferente del de los ilícitos tradicionales.


Señaló que si bien el proyecto en estudio coincide en buena medida con el Estatuto de Roma en cuanto a los crímenes que sanciona, deja fuera otros como la agresión. Comentó que, sin embargo, hasta el momento ésta no se ha tipificado, de manera que no es una figura autosuficiente.


En este proceso de incorporación de delitos al derecho interno, recomendó valerse de textos debidamente traducidos, lo que evitará complejos problemas de interpretación.


Advirtió, asimismo, acerca del impacto que los nuevos delitos que se incluyan en el derecho penal interno pueden ocasionar en causas relacionadas con los derechos humanos, tanto sobre aquellas que están en trámite como incluso sobre otras ya cerradas. Esto, dijo, ya se ha observado en otras naciones. Por ende, aconsejó poner el debido cuidado en lo concerniente a este aspecto.


En cuanto a aspectos de tipo formal, expresó que no tiene una opinión clara acerca de si es preferible incorporar un título nuevo al Código Penal o crear una nueva ley. Señaló que, en todo caso, el impacto es el mismo. En consecuencia, cualquiera sea el camino que se siga, debe resguardarse el debido equilibrio con los tipos ya establecidos en el señalado Código.


Por su importancia, consideró que estos nuevos delitos deberían catalogarse como “contrarios al Derecho Internacional”. Ellos, añadió, ayudarán a constituir una nueva forma de Derecho Penal.


Luego, la Comisión conoció el parecer del profesor señor Juan Domingo Acosta Sánchez.




En primer término, sostuvo que existen, a lo menos, dos razones fundamentales para incorporar a la legislación interna los crímenes de que trata la iniciativa. La primera es posibilitar y hacer efectiva la pretensión del Estado de investigar, juzgar y sancionar preferentemente estos crímenes, de tal forma que la jurisdicción y competencia de la Corte Penal Internacional (CPI) sea complementaria.





Señaló que esta pretensión se ha explicitado en el texto de reforma constitucional recientemente aprobado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, autorizando al Estado para ratificar el Tratado de Roma. Agregó que una de las condiciones para que la jurisdicción y competencia de la CPI sea complementaria es el cumplimiento del principio de doble incriminación. Así se hace constar de modo expreso en el Mensaje del Presidente de la República al Senado, en que proponía la referida enmienda constitucional.





La segunda razón es el cumplimiento de compromisos internacionales adquiridos por el Estado de Chile. Esto último es muy claro en el caso de la Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 9 de diciembre de 1948 y ratificada por Chile mediante Decreto Supremo Nº 316 del Ministerio de Relaciones Exteriores, de fecha 5 de junio de 1953, publicado el 11 de diciembre de 1953.





Destacó que el artículo V de la Convención señala: “Las partes Contratantes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus Constituciones respectivas, las medidas legislativas necesarias para asegurar la aplicación de las disposiciones de la presente Convención y especialmente a establecer sanciones penales eficaces para castigar a las personas culpables de genocidio o de cualquier otro de los actos enumerados en el artículo III.”.





Sostuvo que si bien podría estimarse que Chile dará cumplimiento a esta obligación internacional al autorizarse constitucionalmente la ratificación del Tratado de Roma sin que se tipifique internamente el delito de genocidio, ello implicaría otorgar competencia exclusiva a la CPI para juzgar y sancionar este crimen, sin que el Estado pueda reclamar jurisdicción preferente.





Enseguida, anunció que formularía algunas observaciones generales en relación al proyecto.





1.- Forma de tipificar estos delitos (sistematización):

a) El proyecto se ha concebido como una modificación al Código Penal, introduciendo estos tipos penales (artículos 161-A a 161-M.

b) En su opinión, este sistema no es el más adecuado y es preferible dictar una ley especial que, a modo de un compendio o Código, regule estos delitos en forma autónoma, sin perjuicio de la aplicación supletoria de las normas generales del Código Penal en lo que no sea modificado por la ley especial.

c) Este último es el método que han seguido países como Alemania y el criterio adoptado por la Comisión o Foro para la Redacción de un Nuevo Código Penal, que funciona bajo el patrocinio del Ministerio de Justicia.

d) La razón de recomendar esta solución radica en que para recoger a cabalidad en nuestra legislación interna los crímenes establecidos en el Tratado de Roma, es necesario regular una serie de circunstancias y hechos que escapan a las reglas generales del Código Penal. Así ocurre, por ejemplo, con la prescripción del delito y de la pena, el iter criminis, referencias a instrumentos y fuentes internacionales para la interpretación de estos delitos, definiciones que es necesario incluir y que se encuentran en instrumentos internacionales, normas especiales en materia de concursos de delitos y de concurso de leyes penales, comisión por omisión, responsabilidades del superior, determinación de la pena, agravantes y atenuantes específicas, entre otras.

e) Este conjunto de normas y principios son de tal entidad que conforman un pequeño sistema autónomo, independiente y que difiere en varios aspectos de las normas del Código Penal.

f) Por lo tanto, su inclusión dentro del Código Penal en vigencia implicaría establecer un verdadero Estatuto (Código) Penal dentro del Código Penal, lo cual puede crear problemas de interpretación, en especial respecto de aquellos delitos comunes o generales.





2.- El proyecto debe recoger los términos en que fue aprobada la autorización constitucional para ratificar el Estatuto de la Corte Penal Internacional.





Indicó que para asegurar los fines para los cuales se dicta esta normativa, le parece útil y necesario que la ley recoja las declaraciones interpretativas o prevenciones con que el Constituyente autoriza la ratificación del Estatuto de la Corte Penal Internacional, lo que implica:





- Que Chile afirma la primacía de su jurisdicción criminal para investigar, juzgar y sancionar los crímenes de genocidio, de lesa humanidad y de guerra, cuya competencia corresponde a los tribunales chilenos. Ningún tribunal extranjero o internacional podrá reclamar jurisdicción o competencia en relación a estos crímenes si están o han sido investigados, juzgados o sancionados por tribunales chilenos.





- Ninguna persona podrá ser entregada por Chile a órganos extranjeros o internacionales por el crimen de genocidio, crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra hasta que los órganos chilenos hayan tenido la oportunidad de investigar, juzgar y sancionar el presunto crimen, cuando se encuentre dentro de la esfera de competencia de los órganos nacionales.





3.- El proyecto debe considerar varios tratados internacionales, convenios y protocolos ratificados por Chile en estas materias.





Señaló que, como es sabido, existen diversos tratados internacionales, convenios y protocolos suscritos y ratificados por Chile, que dicen relación con los crímenes materia de esta ley, los cuales forman parte del denominado Derecho Internacional Humanitario (DIH).





Agregó que para hacer efectivo el principio de doble incriminación y permitir así que el Estado pueda reclamar jurisdicción preferente para juzgar y sancionar estos delitos respecto de la CPI, así como para dar cabal cumplimiento a obligaciones internacionales adquiridas por Chile, es necesario recurrir a estas fuentes, tanto para construir los tipos penales como para considerarlos como fuentes auxiliares de interpretación de dichos delitos.





Lo anterior, dijo, incluye al menos los siguientes tratados, convenciones y protocolos internacionales:





1.- El Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, así como los Elementos de los Crímenes (criterios de interpretación), aprobado por la Asamblea de los Estados Partes conforme al artículo 9º de dicho Estatuto. Estos instrumentos se refieren tanto al genocidio, como a los crímenes de lesa humanidad y a los crímenes de guerra.





2.- Respecto del crimen de genocidio, la Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 9 de diciembre de 1948 y ratificada por Chile mediante Decreto Supremo Nº 316 del Ministerio de Relaciones Exteriores, de fecha 5 de junio de 1953, publicado el 11 de diciembre de 1953.





3.- Respecto de los crímenes de lesa humanidad, a) La Convención sobre la Esclavitud adoptada en Ginebra el 25 de septiembre de 1926; b) el Protocolo Modificatorio de dicha Convención, adoptado el 23 de octubre de 1953 por la Asamblea General de las Naciones Unidas por Resolución 794, y, c) la Convención Suplementaria sobre Abolición de la Esclavitud, la Trata de Esclavos y las Instituciones y Prácticas Análogas a la Esclavitud, adoptada el 7 de septiembre de 1956, en Ginebra. Estos instrumentos fueron promulgados por el Estado de Chile mediante Decreto Supremo Nº 1.097 de fecha 24 de agosto de 1995, publicado el 7 de noviembre de 1995.





4.- Respecto de los crímenes de guerra, se comprenden:





a) Los Convenios de Ginebra aprobados por la Conferencia para elaborar Convenios Internacionales destinados a proteger a las Víctimas de la Guerra del 12 de agosto de 1949, ratificados por Chile el 12 de octubre de 1950 y promulgados mediante Decreto Supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores Nº 752 de 5 de diciembre de 1950, publicado el 17 de abril de 1951. Estos son los siguientes: (i) Convenio de Ginebra para mejorar la suerte de los heridos y de los enfermos de las Fuerzas Armadas en Campaña; (ii)  Convenio de Ginebra para mejorar la suerte de los heridos, de los enfermos y de los náufragos de las Fuerzas Armadas en el Mar; (iii) Convenio de Ginebra relativo al Trato de Prisioneros de Guerra; y, (iv) Convenio de Ginebra relativo a la Protección de Personas Civiles en Tiempo de Guerra.





b) Protocolos Adicionales I y II a los Convenios de Ginebra de 1949, relativos a la (I) Protección de las Víctimas de los Conflictos Armados Internacionales, y (II)  Protección de las Víctimas de los Conflictos Armados sin Carácter Internacional. Ambos aprobados el 12 de junio de 1977 por la Conferencia Penal Internacional sobre la Reafirmación y el Desarrollo del Derecho Internacional Humanitario Aplicable a los Conflictos Armados; fueron suscritos por Chile el 12 de diciembre de 1977 y promulgados por Decreto Supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores Nº 752 de 17 de junio de 1991, publicado el 28 de octubre de 1991.





Luego, el profesor Acosta formuló algunas observaciones puntuales al proyecto.





En cuanto al genocidio, sus planteamientos fueron los siguientes:

1.- Sostuvo que la definición del genocidio y la descripción concreta de las conductas incriminadas debe hacerse considerando:





a) El Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, así como los Elementos de los Crímenes, aprobado por la Asamblea de los Estados Partes conforme al artículo 9º del Estatuto de Roma.





b) La Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 9 de diciembre de 1948 y ratificada por Chile mediante D. S. Nº 316 del Ministerio de RR. EE. de fecha 5 de junio de 1953, publicado el 11 de diciembre de 1953.

2. Es posible y razonable construir los tipos asociándolos a conductas ya incriminadas en el Código Penal (homicidio y lesiones principalmente).

3.- La referencia a las “agravantes” del artículo 391 no es correcta. Se trata de “calificantes”.

4.- Le parece que la inclusión de las agresiones sexuales (violación y y otros delitos) al genocidio no es correcta. Más bien forman parte de los crímenes de lesa humanidad. En todo caso, la referencia al artículo 366 ter, actualmente no parece correcta, salvo que se intercale la frase “en relación al” ya que los artículos 366 y 366 bis no están incluidos en el proyecto.

5.- La referencia a las lesiones debe ser más precisa.

6.- No se incluye el traslado forzoso de niños o menores de edad, que los instrumentos internacionales sí consideran como una forma de genocidio.

7.- Por último, debe resolverse si se trata de un tipo de hipótesis múltiples (tipicidad reforzada) o de varios tipos descritos en una misma norma. Esto es importante para determinar si puede haber concurso de delitos o de leyes. Se puede optar por esta última vía, asignando las penas mayores a las hipótesis de muerte.





En materia de crímenes de lesa humanidad, formuló las siguientes observaciones:

1.- Propuso una revisión de las conductas incriminadas, ajustándolas a:





a) El Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, así como los Elementos de los Crímenes, aprobado por la Asamblea de los Estados Partes conforme al artículo 9º del Estatuto de Roma.





b) Los siguientes instrumentos internacionales relativos a la esclavitud y prácticas análogas: a) La Convención sobre la Esclavitud adoptada en Ginebra el 25 de septiembre de 1926; b) el Protocolo Modificatorio de dicha Convención, adoptado el 23 de octubre de 1953 por la Asamblea General de las Naciones Unidas por Resolución 794; y, c) la Convención Suplementaria sobre Abolición de la Esclavitud, la Trata de Esclavos y las Instituciones y Prácticas Análogas a la Esclavitud, adoptada el 7 de septiembre de 1956, en Ginebra. Estos instrumentos fueron promulgados por el Estado de Chile mediante D. S. Nº 1.097, de fecha 24 de agosto de 1995, publicado el 7 de noviembre de 1995.

2.- Es posible construir estos tipos asociándolos a conductas delictivas ya existentes en el Código Penal, realizadas bajo determinadas circunstancias, las que deben ser definidas con arreglo a los instrumentos internacionales ya mencionados.

3.- También debe resolverse el problema de si todas o algunas de estas conductas constituyen delitos de tipicidad reforzada o tipos distintos. En general, opinó que es posible formar grupos de tipos con multiplicidad de hipótesis.





En cuanto a los crímenes de guerra, sus comentarios fueron los siguientes:

1.- Las conductas deben ajustarse a los instrumentos internacionales respectivos:





a) El Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, así como los Elementos de los Crímenes, aprobado por la Asamblea de los Estados Partes conforme al artículo 9º del Estatuto de Roma.





b) Los Convenios de Ginebra (4) aprobados por la Conferencia para elaborar Convenios Internacionales destinados a proteger a las Víctimas de la Guerra del 12 de agosto de 1949, ratificados por Chile el 12 de octubre de 1950 y promulgados mediante D. S. del Ministerio de Relaciones Exteriores Nº 752, de 5 de diciembre de 1950, publicado el 17 de abril de 1951. Incluye cuatro Convenios: (i) Convenio de Ginebra para mejorar la suerte de los heridos y de los enfermos de las Fuerzas Armadas en campaña; (ii)  Convenio de Ginebra para mejorar la suerte de los heridos, de los enfermos y de los náufragos de las Fuerzas Armadas en el mar; (iii) Convenio de Ginebra relativo al trato de prisioneros de guerra, y, (iv) Convenio de Ginebra relativo a la protección de personas civiles en tiempo de guerra.





c) Los Protocolos Adicionales I y II a los Convenios de Ginebra de 1949, relativos a la (I) Protección de las Víctimas de los Conflictos Armados Internacionales, y (II)  Protección de las Víctimas de los Conflictos Armados sin Carácter Internacional. Ambos aprobados el 12 de junio de 1977 por la Conferencia Penal Internacional sobre la Reafirmación y el Desarrollo del Derecho Internacional Humanitario Aplicable a los Conflictos Armados. Fueron suscritos por Chile el 12 de diciembre de 1977,  promulgados por D. S. del Ministerio de Relaciones Exteriores Nº 752, de 17 de junio de 1991, publicado el 28 de octubre de 1991.

2.- Parece razonable distinguir entre conflictos armados internacionales y conflictos armados sin carácter internacional, como lo hacen los Protocolos Adicionales (o bien conflictos armados en general y conflictos armados internacionales).

3.- También resulta necesario resolver si los tipos se construirán como delitos únicos con multiplicidad de hipótesis.

4.- Por último, entre los diversos tipos es conveniente establecer reglas de concursos, tanto de delitos como de leyes.





Finalmente, el profesor Acosta proporcionó un conjunto adicional de recomendaciones sobre diversos aspectos que, a su juicio, es menester considerar. Son las siguientes:

1.- Reglas de competencia. Señaló que, según se desprende del proyecto, se mantiene el principio de territorialidad como regla base, sin perjuicio de las excepciones del artículo 6º del Código Orgánico de Tribunales. Agregó que le parece razonable extenderla al principio de nacionalidad activa y pasiva, como lo hace el artículo 161-I. 

2.- Reafirmación del principio de reserva o legalidad y tipicidad. Por tratarse de un cuerpo legal autónomo, estimó procedente reiterar el principio de reserva y legalidad en sus diversas acepciones (nullum crimen nulla poena scripta, stricta y proevia). Lo anterior, dijo, es además armónico con el Estatuto de la CPI.

3.- Responsabilidad personalísima. Consideró necesario reiterarla, como lo hace el Estatuto de la CPI.

4.- Exigencia subjetiva. Le parece conveniente reafirmar que sólo es punible la comisión dolosa, excluyéndose la culpa.

5.- Omisión. Señaló que sería útil una regla relativa a la comisión por omisión, la cual puede ser muy habitual en estos delitos.

6.- Iter criminis. Le parece apropiado establecer una regla especial respecto de algunos actos preparatorios, que, por regla general, son impunes en Chile. Ello para ajustar el proyecto al Estatuto de Roma, que determina la punibilidad de la proposición (artículo 25 Nº 3 letra b). Sostuvo que una solución razonable es sancionar la conspiración (proposición aceptada). Agregó que debe resolverse si la tentativa (y la conspiración) tendrán la misma pena que el delito consumado o una inferior.

7.- Autoría y participación. En este aspecto, aconsejó resolver si los partícipes tendrán la misma pena de los autores o no. Además, propuso determinar la responsabilidad del superior (autoría mediata) y la obediencia debida.

8.- Atenuantes y agravantes. En este punto, dijo que hay dos opciones: remitirse a las generales del Código Penal o agregar nuevas atenuantes y agravantes, además de las comunes.

9.- Reglas de determinación de la pena. A este respecto, propuso también dos caminos: remitirse a las generales del Código Penal o establecer reglas especiales.

10.- Error de tipo y de prohibición. En esta materia, explicó que se pueden establecer reglas que se ajusten a los sistemas más modernos. En lo tocante al error de prohibición, la que hoy goza más aceptación es la solución de la teoría limitada de la culpabilidad (en principio, el error inevitable excluye la culpabilidad, salvo que recaiga sobre un elemento de hecho de una causal de justificación en que se trata como error de tipo).

11.- Prescripción de los delitos y de la pena. Señaló que si se trata de seguir ciegamente el criterio del Estatuto de Roma, debería establecerse la regla de imprescriptibilidad de los crímenes. En cambio, este cuerpo no tiene normas sobre prescripción de la pena. Si se quiere mantener una regla de prescripción de los delitos, parece razonable hacer una referencia, por una parte, a los delitos permanentes y, por otra, a que los plazos comiencen a correr una vez concluidas las circunstancias en que ocurrió el delito (por ejemplo, el estado de guerra).

12.- Reglas del derecho aplicable. Le parece necesario hacer referencia a los tratados internacionales del Derecho Internacional Humanitario como fuente mediata. De la misma forma, sería razonable establecer una regla de aplicación supletoria de las normas comunes penales de derecho interno.

13.- Especialidad. Para evitar distorsiones con la legislación común, es conveniente establecer que las reglas especiales de esta ley se aplicarán sólo a ésta.

14.- Conductas concurrentes. Le parece apropiado establecer tipos especiales para algunas conductas concurrentes a la comisión de delitos como la asociación ilícita, las amenazas y la proposición o incitación pública.

15.- Modificaciones de algunas normas de derecho común. Estimó necesario derogar los artículos 261, 262 y 263 del Código de Justicia Militar (Delitos Contra el Derecho Internacional), que serían reemplazados por los crímenes de guerra de esta ley. En cambio, los tipos de los artículos 259 y 260 no estarían comprendidos en éstos. Más bien corresponderían al crimen de agresión, que no ha sido tipificado por el Estatuto de Roma. Del mismo modo, puede ser necesario revisar y eventualmente modificar los delitos de secuestro y sustracción de menores del Código Penal (artículos 141, 142 y 142 bis); el de amenazas (artículos 296, 297 y 298); el de favorecimiento de la prostitución y traslado de personas con ese fin (artículos 367, 367 bis y 494 Nº 5); y el de lesiones (artículos 397, 398 y 399), entre otros. Lo anterior debe hacerse tanto para precisar la redacción del tipo penal como para ajustar su penalidad a la de los crímenes que creará esta ley.


El autor de la Moción en estudio, Honorable Senador señor Viera-Gallo, informó que presentó esta iniciativa, además de un proyecto de reforma constitucional destinado a habilitar al Estado de Chile para reconocer la jurisdicción de organismos jurisdiccionales internacionales. Sin embargo, aclaró que la Moción en estudio es autónoma y resulta necesaria, aun cuando Chile no adhiera al Estatuto de Roma.


Coincidió con muchas de las observaciones que los expositores escuchados por la Comisión hicieron notar. No obstante, opinó que aun cuando existan escollos, peor es no provocar ningún avance en este importante ámbito del derecho. Destacó el aspecto pedagógico que caracteriza el Derecho Penal, aparte de su faceta punitiva.


Agregó que la iniciativa se inspira en el Estatuto de Roma, pero no es idéntica. Sin embargo, señaló, el objetivo fue hacer el esfuerzo de remisión de aquellas figuras penales a nuestro Código Penal, precisándolas al máximo y adecuándolas a nuestro derecho interno. Ahora bien, no obstante que planteó, como fórmula, la incorporación de un nuevo título al Código Penal, se mostró dispuesto a buscar un camino diferente si éste resulta más conveniente.


El profesor señor Bascuñán recordó que el Estatuto de Roma consagra un sistema de “filtro previo”, al establecer un sistema de admisibilidad de las causas. Esta materia, dijo, puede resultar algo compleja, de modo que la diferenciación debe ser nítida. Agregó que el Estatuto de Roma carece pretensiones codificadoras y que tampoco tiene el carácter de norma de clausura. Por ello, la inserción de sus normas en el plano interno no es simple.


El profesor señor Hermosilla recomendó no perder de vista que también existen otras convenciones internacionales que obligan al Estado de Chile a este esfuerzo de domesticación en el derecho interno.


El profesor señor Bascuñán concordó en que existen otros mandatos internacionales pendientes, de modo que también existe el deber de punición frente a esas convenciones. Sin embargo, resaltó la gravedad de los crímenes que la iniciativa en estudio y el Estatuto de Roma penalizan.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, puso de relieve la importancia de este debate, así como la conveniencia de avanzar en el estudio de este proyecto, aun cuando el Estatuto de Roma no se haya ratificado todavía.


El Honorable Senador señor Chadwick coincidió con el interés y la necesidad de efectuar este estudio.


Igual parecer manifestó el Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, quien destacó los méritos de las exposiciones escuchadas. Puso de manifiesto la necesidad de que nuestro país se ponga al día con sus obligaciones internacionales en esta materia. Como camino más adecuado, prefirió la dictación de una ley especial antes que una enmienda al Código Penal.


El Subdirector Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Álvaro Arévalo, expresó que el tema en análisis reviste la más alta importancia para esa Secretaría de Estado. Indicó que existen diversas convenciones internacionales suscritas hace bastante tiempo, que imponen a nuestro Estado la obligación de efectuar las adecuaciones del caso al derecho interno. Informó que muchas de ellas contemplan normas que son insuficientes por sí mismas, o bien que no son autoejecutables, de allí que los ajustes a nuestra normativa interna sean aún más necesarios en estos casos.


Señaló que no debe perderse de vista que, en el plano externo, el Estado de Chile no puede invocar la ausencia de normas internas como justificación para el incumplimiento de sus deberes internacionales.


La iniciativa en debate, dijo, viene a llenar un vacío en un ámbito del Derecho Internacional caracterizado por un gran dinamismo, como es el Derecho Penal Internacional, que se vincula, a su vez, con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos.


Indicó que sobre los aspectos técnicos específicos del proyecto le cabe una participación más activa al Ministerio de Justicia, sin perjuicio de que el Ministerio de Relaciones Exteriores continuará colaborando.


Finalizó su intervención instando una vez más a ponerse en sintonía con las obligaciones que el Estado de Chile tiene en el plano internacional y a actualizar la normativa penal, introduciendo las enmiendas legislativas que resulten pertinentes.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo destacó la importancia de iniciar este debate, cualquiera sea el camino por el que en definitiva se opte. Puso de manifiesto, asimismo, la favorable opinión emitida por la Corte Suprema. Un propósito de fondo, añadió, consiste en que, frente a los crímenes de que trata el proyecto, el Estado de Chile pueda invocar y ejercer su jurisdicción y cuente con legislación interna aplicable.


El Honorable Senador señor Martínez hizo notar que los tres grupos de delitos abordados por el proyecto pueden relacionarse, en una u otra forma, con la acción global del terrorismo. Podría darse el caso, señaló, que la acción terrorista sea contraargumentada diciéndose que se está entrando, por ejemplo, en el terreno del genocidio. Advirtió sobre la necesidad de delimitar con celo los alcances de estos crímenes. Sobre el particular, indicó que podría suceder que nuestras tropas destacadas en Haití incurran en algún hecho que pueda ser alegado ante los órganos de Naciones Unidas como genocidio o alguna de las figuras de los crímenes de lesa humanidad.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo informó que durante la elaboración del Estatuto de Roma se intentó incluir el terrorismo, esfuerzo que, sin embargo, no fructificó. Sostuvo que es evidente que complejos hechos como, por ejemplo, el ataque a las torres gemelas de Nueva York –que puede catalogarse de terrorismo-, demuestran que el Derecho Internacional tiene muchos aspectos por desarrollar. Otra faceta importante derivada de lo anterior son las reacciones que las naciones adoptan frente al terrorismo. Es el caso de la reacción de Estados Unidos en el mencionado caso, en relación a Afganistán.


En cuanto a las situaciones en que podrían verse envueltas nuestras tropas en Haití, aconsejó estudiar detenidamente el estatuto jurídico de aquéllas que salen del territorio nacional en misiones de paz y verificar si lo hacen bajo los auspicios de Naciones Unidas, lo cual podrá ayudar a dilucidar la situación procesal de quien pueda incurrir en un ilícito y a precisar el procedimiento y el derecho aplicable.


El Honorable Senador señor Aburto sostuvo que la tipificación de los delitos de que trata la iniciativa en estudio debe hacerse en forma muy acuciosa y, en lo posible, dentro de una ley especial que regule de manera específica tan delicado tema. Dicha ley debe cubrir todos los aspectos pertinentes, tales como la ya mencionada tipificación de los ilícitos, las reglas de procedimiento pertinentes y las sanciones aplicables, de modo que la jurisdicción de los tribunales nacionales pueda operar en forma expedita y eficiente. Es conveniente también, agregó, examinar la posibilidad de incluir otros graves ilícitos, como es el caso de los actos terroristas, que tan graves estragos causan en la sociedad.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, consideró que la Comisión se encontraba en condiciones de votar la idea de legislar. Solicitó a los profesores informantes, así como a las autoridades del Ejecutivo, continuar prestando su colaboración a la Comisión durante la discusión particular, oportunidad en la cual podrán introducirse las enmiendas que resulten necesarias a la iniciativa.


Finalizado el debate, en virtud de las consideraciones expuestas precedentemente, vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Aburto, Espina y Viera-Gallo, dio su aprobación en general al proyecto de ley en estudio.

- - -


En virtud del acuerdo precedente, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene a honra proponeros la aprobación del siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único: Incorpórase en el Código Penal, a continuación del artículo 161, el siguiente Título III-A, nuevo, del Libro Segundo:

“TITULO III-A

(Artículos 161 A a161 M)

DE LOS CRÍMENES Y SIMPLES DELITOS CONTRA LA COMUNIDAD INTERNACIONAL

1.- Del genocidio

(Artículos 161 A a 161 B)





Articulo 161 A. El que con la intención de destruir total o parcialmente un grupo nacional, étnico, racial o religioso, como tal, cometa cualquiera de los actos que a continuación se señalan, sufrirá la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado.





a) Homicidio de miembros del grupo en los términos señalados en el artículo 391 del Código Penal. Si concurrieren dos o más agravantes se impondrá siempre el presidio perpetuo, simple o calificado;





b) Agresiones sexuales de aquéllas referidas en los artículos 361, 362, 363, 365 bis y 366 ter o lesiones o mutilaciones a los miembros del grupo de las aludidas en los artículos 395 a 398 del Código Penal, o





c) Lesiones graves a la integridad mental de los miembros del grupo.





Articulo 161 B. El que, con los mismos fines señalados en el artículo precedente, someta intencionalmente a los miembros del grupo a condiciones de existencia que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial o les imponga medidas destinadas a impedir nacimientos en su seno será sancionado con la pena de presidio mayor en sus grados mínimo a medio.

2.- De los crímenes de lesa humanidad

(Artículo 161 C)





Artículo 161 C. El que, como parte de un ataque sistemático o generalizado contra una población civil, de conformidad con la política de un Estado o de una organización o para promover esas políticas, cometa cualquiera de los delitos o actos señalados en el inciso primero del artículo 161 A, sufrirá la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado. Si se hubiera cometido homicidio y concurrieren dos o más agravantes se impondrá siempre el presidio perpetuo, simple o calificado.





Será sancionado con la pena de presidio mayor en sus grados mínimo a medio, el que con los fines anteriores realice algunas de las conductas siguientes:





a) Someta intencionalmente a la población civil a condiciones de existencia que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial;





b) Someta a uno o más de sus miembros a la esclavitud, ejerciendo a su respecto los atributos del derecho de propiedad, incluido el ejercicio de éstos en el tráfico de personas;





c) Practique deportaciones o traslados forzosos, desplazando a una o más personas, por expulsión u otros actos coactivos, de la zona en que están legítimamente presentes a otro Estado o lugar dentro del territorio de la República, sin motivos autorizados por el Derecho Internacional;





d) Encarcele o prive en forma grave e ilegal de la libertad, en violación de normas fundamentales de Derecho Internacional;





e) Aprehendiere, detuviere o secuestrare a una persona, seguida de la negativa a informar sobre dicha privación de libertad o sobre la suerte o el paradero de la víctima, con la intención de dejarlo fuera del amparo de la ley;





f) Ejecute actos de tortura como los descritos en el artículo 150 A del Código Penal y 330 del Código de Justicia Militar;





g) Imponga a otro el ejercicio de la prostitución en forma forzada o a través de engaño o abuso de autoridad;





h) Prive a una persona de su capacidad reproductiva contra su voluntad y sin justificación en un tratamiento médico o clínico o forzare el embarazo de una mujer con la intención de modificar la composición étnica de la población;





i) Cause cualquiera otra clase de lesiones no comprendidas en la letra b) y c) del inciso primero del artículo 161 A, o





j) Prive a otro, en forma intencional y grave, de sus derechos fundamentales en razón de su pertenencia a un grupo o colectividad con identidad propia fundada en motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de género u otros.





Los actos ejecutados en el contexto de un régimen institucionalizado de opresión y dominación sistemáticas de un grupo racial sobre uno más grupos raciales y con la intención de mantener este régimen se considerarán siempre como un ataque de aquéllos referidos en el Inciso primero.

3.- De los crímenes de guerra

(Artículos 161 D a161 H)





Artículo 161 D. Para los efectos de este Párrafo se entenderá por:





a) Conflicto armado de carácter internacional: Los casos de guerra declarada o de cualquier otro conflicto armado que surja entre dos o más Estados, aunque uno de ellos no haya reconocido el estado de guerra, así como los casos de ocupación total o parcial del territorio de un Estado, aunque tal ocupación no encuentre resistencia militar.





b) Conflicto armado de carácter no internacional: Aquél que tiene lugar en el territorio de un Estado cuando existe un conflicto armado entre las autoridades gubernamentales y grupos armados organizados o entre tales grupos, cuando dichos grupos armados tengan un control territorial. No constituyen conflicto de este carácter las situaciones de disturbios y tensiones internas que constituyan actos aislados y esporádicos, como los motines.





c) Personas protegidas:





1) Los heridos, enfermos o náufragos y el personal sanitario o religioso, protegidos por el I y II Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 o por el Protocolo I Adicional del 8 de junio de 1977;





2) Los prisioneros de guerra protegidos por el III Convenio de Ginebra del 12 de agosto de 1949 por el Protocolo I Adicional del 8 de junio de 1977;





3) La población civil y las personas civiles protegidas por el IV Convenio de Ginebra del 12 de agosto de 1949 o por el Protocolo I Adicional del 8 de junio de 1977;





4) Las personas fuera de combate y el personal de la Potencia Protectora y de su sustituto, protegidos por los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 o por el Protocolo I Adicional del 8 de junio de 1977;





5) Los parlamentarios y las personas que los acompañen, protegidos por el Convenio II de La Haya de 29 de Julio de 1899;





6) El personal de Naciones Unidas y personal asociado, protegidos por la Convención sobre la Seguridad del Personal de Naciones Unidas y del Personal Asociado, de 9 de Diciembre de 1994;





7) En el caso de los conflictos armados de carácter no internacional, las personas que no participen directamente en las hostilidades o que hayan dejado de participar en ellas, incluidos los miembros de las fuerzas armadas que hayan depuesto las armas y las personas puestas fuera de combate por enfermedad, herida, detención o por cualquier otra causa, amparadas por el artículo 3º común a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 o por el Protocolo II Adicional del 8 de junio de 1977, y





8) En general, cualquiera otra persona que tenga dicha condición en razón de algún tratado internacional suscrito por Chile.





Artículo 161 E. El que, con ocasión de un conflicto armado de cualquier tipo, realice alguna de las conductas que se detallan a continuación, sufrirá, además de la pena que correspondiere por los resultados lesivos producidos, la pena de presidio mayor en su grado mínimo:





a) Capturar, detener o mantener a una persona protegida, amenazando con matarla, herirla o mantenerla detenida con el objeto de obligar a un Estado, a una organización internacional, una persona natural o jurídica o un grupo de personas a que actúen o se abstengan de actuar como condición expresa o tácita de la seguridad o la puesta en libertad de esa persona;





b) Practicar en contra de una persona protegida actos de tortura, en los términos descritos en los artículos 150 A del Código Penal y 330 del Código de Justicia Militar; causarle deliberadamente grandes dolores o sufrimientos físicos o mentales; atentar gravemente contra su integridad física o salud o someterle a experimentos biológicos que pongan en grave peligro su vida e integridad y que no se hayan realizado con fines terapéuticos o no estuvieran justificados por razones médicas ni se hayan llevado a cabo en interés de la persona;





c) Utilizar como escudo a una persona protegida, buscando la seguridad de un objetivo o zona militar;





d) Detener ilegalmente a una persona protegida, en violación de normas fundamentales de Derecho Internacional, deportarla o trasladarla ilegalmente, desplazándosele, por expulsión u otro actos coactivos, de la zona en que legítimamente está presente, a otro Estado o lugar dentro del territorio, sin motivos autorizado por el Derecho Internacional;





e) Condenar o ejecutar a una persona protegida sin sentencia previa pronunciada por un tribunal constituido regularmente y que haya ofrecido todas las garantías judiciales generalmente reconocidas como indispensables o, en cualquier circunstancia, denegarles su derecho a un juicio justo;





f) Obligar a una persona protegida a participar en operaciones bélicas contra su país o sus fuerzas armadas o a servir en las fuerzas de una potencia extranjera, o





g) Destruir o apropiarse de bienes de una persona protegida, por causas no justificadas por necesidades militares y efectuadas a gran escala, ilícita y arbitrariamente.





Artículo 161 F. Se aplicará, asimismo, adicionalmente a la pena que corresponda por el resultado lesivo de las conductas, la de presidio mayor en su grado medio al que en el marco de un conflicto armado de cualquier tipo:





a) Lance un ataque contra una población civil en cuanto tal o contra personas que no participen directamente en las hostilidades; contra bienes de carácter civil, esto es que no sean objetivos militares; contra ciudades, aldeas, pueblos o edificios que no estén defendidos y que no sean objetivos militares; contra un enemigo que haya depuesto las armas o que, al no tener medios para defenderse, se haya rendido o, en general, contra cualesquiera de los objetivos anteriores, a sabiendas de que causará pérdida de vidas y lesiones a civiles o daños a objetos de carácter civil o daños extensos, duraderos y graves al medio natural, manifiestamente excesivos en relación con la ventaja militar concreta y directa del conflicto que se prevea;





b) Utilizare como escudo a una población civil, buscando la seguridad de un objetivo o zona militar;





c) Privare a personas civiles de objetos indispensables para su supervivencia con la intención de hacerlos padecer hambre como método de guerra, será sancionado con la pena de presidio mayor en su grado medio a presidio perpetuo;





d) Ordene, directa o indirectamente, el traslado de parte de su propia población a un territorio ocupado o la deportación, expulsión o traslado de la población civil del territorio ocupado fuera o dentro de ese territorio;





e) Lance un ataque contra una persona, edificio, unidad o medios de transporte sanitario u otros bienes que utilicen de conformidad con el derecho internacional un emblema distintivo u otro método de identificación que indique que gozan de protección con arreglo a los Convenios de Ginebra o contra el personal, instalaciones, material, unidades o vehículos participantes en una misión de mantenimiento de la paz o de asistencia humanitaria de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas y que tengan derecho a la protección a la otorgada a las personas civiles o bienes de carácter civil con arreglo al derecho internacional, o





f) Ataque uno o más edificios dedicados a la religión, instrucción, artes, ciencias o beneficencia, monumentos históricos, hospitales o lugares en que se agrupe a enfermos y heridos que no sean objetivos militares.





La misma pena, además de aquélla previstas por el resultado de las conductas lesivas cometidas, se aplicará al que, en el marco del conflicto armado:





a) Actúe a traición, ganándose la confianza de una o más personas pertenecientes a la nación o ejército enemigo, haciéndoles creer que tenía derecho a protección o que estaba obligado a protegerlos en virtud de las normas del derecho internacional aplicable a los conflictos armados, cometiere homicidio o lesiones en contra de ellos;





b) Ordene o haga una declaración en el sentido que no hayan sobrevivientes para amenazar a un adversario u ordene proceder a las hostilidades de manera que no quedasen sobrevivientes;





c) Destruya o se apropie de un bien de la parte enemiga protegido por el Derecho Internacional de los conflictos armados y que no esté justificado por necesidades militares;





d) Disponga la abolición, suspensión o inadmisibilidad de las acciones y derechos de los nacionales de la potencia extranjera ante un tribunal, será sancionado con la pena de presidio mayor en su grado mínimo a máximo;





e) Obligue a los nacionales de la parte enemiga a participar en operaciones bélicas dirigidas contra su propio país, aunque hubieran estado al servicio de su país antes del inicio de la guerra, será sancionado con la pena de presidio mayor en su grado mínimo a medio, o





f) Se apropie, sin la voluntad de su dueño, de un bien del enemigo para su uso personal o privado.





Artículo 161 G. Se aplicará, además de la que corresponda por el resultado lesivo de sus conductas, la pena de presidio mayor en su grado máximo al que, en el marco de un conflicto armado de cualquier tipo:





a) Use armas que descarguen sustancias que, como resultado de su uso, siguiendo el curso normal de los acontecimientos, causen la muerte o un grave daño para la salud por sus propiedades tóxicas;





b) Emplee gases asfixiantes, tóxicos o similares o cualquier líquido, material o dispositivo análogo que, siguiendo el curso normal de los acontecimientos, cause la muerte o un grave daño para la salud por sus propiedades asfixiantes o tóxicas;





c) Use, conociendo sus resultados, balas que se abran o aplasten fácilmente en el cuerpo humano, será sancionado con la pena de presidio mayor en sus grados mínimo a máximo, o





d) Reclute o aliste a una o más personas menores de quince años en las fuerzas armadas nacionales o grupos armados o las haya utilizado para participar activamente en las hostilidades.





Artículo 161 H. Será sancionado con la pena de presidio mayor en su grado mínimo el que en el marco de un conflicto armado:





a) Use la bandera blanca para fingir una intención de negociar cuando no se tenía esa intención;





b) Use la bandera, insignia o uniforme enemigo en una forma prohibida por el Derecho Internacional de los conflictos armados, mientras se lleva a cabo un ataque;





c) Use la bandera, insignia o uniforme de las Naciones Unidas en una forma prohibida por el Derecho Internacional de los conflictos armados, o





d) Use los emblemas distintivos de los Convenios de Ginebra de 12 de Agosto de 1949 para fines de combate en forma prohibida por el derecho internacional de los conflictos armados.

4.- Disposiciones comunes a los párrafos anteriores

(Artículos 161I a161 M)





Artículo 161I. Además de los casos señalados en el artículo 6º del Código Orgánico de Tribunales y en leyes especiales, serán sometidos a la jurisdicción chilena los delitos a que se refieren los párrafos anteriores, cuando hayan sido cometidos por chilenos o sus víctimas fueran connacionales, aún cuando hubieran ocurrido en el extranjero.





Sin embargo, en dichos casos tendrá lugar lo dispuesto en el artículo 13º del Código Procesal Penal.





Artículo 161 J. Cuando se encontrare en territorio chileno o en lugares sometidos a su jurisdicción una persona sospechosa de haber cometido alguno de los delitos tipificados en los párrafos precedentes, deberán adoptarse todas las medidas necesarias para ejercer la jurisdicción respecto de dicho crimen si así lo permitieran los tratados internacionales ratificados por Chile o, en su defecto, ponerlo a disposición de los tribunales penales extranjeros o internacionales correspondientes.





Artículo 161 K. El jefe militar o el que actúe efectivamente como jefe militar será responsable como autor por los delitos tipificados en esta ley que hubieren sido cometidos por fuerzas bajo su mando y control efectivo, o su autoridad y control efectivo, según sea el caso, en razón de no haber ejercido un control apropiado sobre esas fuerzas cuando:





a) Hubiere sabido o, en razón de las circunstancias del momento, hubiere debido saber que las fuerzas estaban cometiendo esos crímenes o se proponían cometerlos, y





b) No hubiere adoptado todas las medidas necesarias y razonables a su alcance para prevenir o reprimir su comisión o para poner el asunto en conocimiento de las autoridades competentes a los efectos de su investigación y enjuiciamiento.





En lo que respecta a las relaciones entre superior y subordinado distintas de las señaladas en el inciso anterior, el superior será penalmente responsable como autor por los crímenes que hubieren sido cometidos por subordinados bajo su autoridad y control efectivo, en razón de no haber ejercido un control apropiado sobre esos subordinados, cuando:





a) Hubiere tenido conocimiento o deliberadamente hubiere hecho caso omiso de información que indicase claramente que los subordinados estaban cometiendo esos crímenes o se proponían cometerlos;





b) Los crímenes guardaren relación con actividades bajo su responsabilidad y control efectivo, y





c) No hubiere adoptado todas las medidas necesarias y razonables a su alcance para prevenir o reprimir su comisión o para poner el asunto en conocimiento de las autoridades competentes a los efectos de su investigación y enjuiciamiento.





Artículo 161 L. Quien hubiere cometido un crimen establecido en esta ley en cumplimiento de una orden emitida por un gobierno o un superior, sea militar o civil, será eximido de responsabilidad penal si estuviere obligado por ley a obedecer dichas órdenes y no supiera que la orden era ilícita.





No procederá la eximente de responsabilidad anterior en el caso que la orden fuera manifiestamente ilícita. A los efectos del presente artículo, se entenderá que las órdenes de cometer genocidio, crímenes de lesa humanidad o crímenes de guerra son siempre manifiestamente ilícitas.





Artículo 161 M. El error de hecho eximirá de responsabilidad penal únicamente si hace desaparecer el elemento de intencionalidad requerido por el crimen.





El error de derecho acerca de si un determinado tipo de conducta constituye un crimen previsto en esta ley no se considerará eximente. Con todo, el error de derecho podrá considerarse eximente si hace desaparecer el elemento de intencionalidad requerido por ese crimen o si queda comprendido en el artículo anterior.”.”.

- - - - - -





Acordado en sesiones celebradas los días 19 de julio de 2004 y 11 de octubre de 2005, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Marcos Aburto Ochoa, Andrés Chadwick Piñera, José Antonio Viera-Gallo Quesney y Andrés Zaldívar Larraín.





Sala de la Comisión, a 14 de octubre de 2005.

(Fdo.): NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ,

      Abogado Secretario.
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MOCIÓN DE LOS HONORABLE SENADORES CANTERO, ESPINA, HORVATH, PROKURICA Y RÍOS CON LA QUE PRESENTAN  UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE NORMAS ESPECIALES PARA ENJUICIAMIENTO DE DELITOS QUE INDICA

(4026-07)

honorable senado:
El artículo 1° de la Constitución, que enuncia los valores y principios fundamentales que informan el ordenamiento institucional chileno, señala que el Estado está al servicio de las personas, que su finalidad es promover el bien común y que uno de sus deberes primordiales es dar protección a la población y a la familia, esto es, ampararlas, resguardarlas, defenderlas de los peligros o perjuicios que la amenacen, a fin de que puedan vivir tranquilas, sin temor, libres de atentados a sus derechos fundamentales, garantizándoles las condiciones de orden y respeto a las leyes que les permitan trabajar y esforzarse por su desarrollo material y espiritual. Asimismo, el artículo 5° de la Carta Fundamental establece que el respeto a los derechos fundamentales de las personas representa un límite al ejercicio de la soberanía y hace pesar sobre los órganos del Estado el deber fundamental de respetar y promover tales derechos.

Durante los últimos años se han introducido numerosas modificaciones legales orientadas a perfeccionar las normas que regulan el proceso penal, a fin de agilizar la investigación de los delitos, resguardar los derechos de las partes y lograr la pronta sanción de los culpables. El avance más notable lo representa el reemplazo del antiguo Código de Procedimiento Penal, de 1906, respecto del cual existía la opinión generalizada de que no respetaba adecuadamente los derechos fundamentales, por un nuevo sistema de enjuiciamiento criminal que contempla garantías claramente más compatibles con la vigencia de un Estado democrático de derecho.

En contraste con los avances producidos en la legislación, es un hecho que la delincuencia ha ido en aumento, afectando a millares de personas que han sido víctimas de delitos gravísimos, creando en una parte importante de la población la sensación de temor de ser la víctima del próximo delito.

Lo más grave es que los delitos que aumentan sostenidamente son aquellos que tienen mayor reproche social y que afectan los principales derechos de la ciudadanía, tales como los robos, asaltos, abusos sexuales y tráfico de drogas.

Prueba de lo anterior es un estudio efectuado respecto de los delitos de robo cometidos durante los primeros 77 días desde la puesta en marcha de la Reforma Procesal Penal en la Región Metropolitana. De acuerdo a la información emanada de las Fiscalías del Ministerio Público, en ese período de tiempo se denunciaron 26.796 casos de robo, lo que significa que se cometen 348 robos por día, 14,5 por hora y 1 cada 4 minutos.

La mantención de esta situación es contraria al bien común, atenta contra los derechos fundamentales de una gran mayoría y no se condice con la obligación del Estado de dar protección a la población y a la familia.

El aumento de la delincuencia y su peligrosidad son la consecuencia principal de la impunidad del delincuente, como lo determinó el estudio Peyrefítte hecho en Francia. El delincuente que sabe que no va a ser castigado pese a conocerse su identidad, vuelve a delinquir y a ser más audaz en su actividad delictual. Lo anterior se une a otras causas que dicen relación con la pobreza, la cesantía, la falta de expectativas de la juventud, las insuficiencias y falta de fiscalización de los programas implementados durante los últimos años, las graves falencias del sistema carcelario, la errónea interpretación de las normas vigentes por parte de los Jueces de Garantía, el déficit en el número de policías y las carencias de medios materiales para que puedan cumplir adecuadamente su función, etc.

La situación que atraviesa nuestro país a causa de la delincuencia, unida a la ineludible obligación que asiste a los Poderes Públicos de velar por que existan condiciones favorables al respeto de los derechos de las personas, a la tranquilidad y a la seguridad de la población, demandan asumir la responsabilidad de enfrentar la situación con medidas legislativas excepcionales, como las que proponemos mediante la presente iniciativa, cuya duración y alcance podrán ser analizados en profundidad durante el debate parlamentario.

Queremos abocarnos, con responsabilidad de Estado, con seriedad y con realismo, a adoptar medidas concretas que contribuyan a desincentivar la comisión de aquellos delitos de mayor connotación social de más común ocurrencia -perpetrados generalmente por delincuentes reincidentes- que son, precisamente, los que contribuyen a generar esa indeseable sensación de inseguridad que la comunidad nos exhorta a terminar con prontitud.

Proponemos medidas legislativas de excepción y de carácter transitorio, destinadas a ser aplicadas únicamente al juzgamiento de ciertos delitos graves que se cometan durante un lapso acotado en el tiempo, pues no se justifica, a nuestro juicio, modificar en forma permanente y general la legislación procesal y sustantiva, ni revisar las instituciones del nuevo sistema de enjuiciamiento criminal, ya enriquecido por el proceso de ajuste que han tenido durante su implementación gradual, el cual ha culminado con los perfeccionamientos recientemente aprobados por el Congreso Nacional. Transcurrido el plazo que se acuerde, recuperara su vigencia la normativa permanente.

Las leyes temporales constituyen un mecanismo válido que permite enfrentar situaciones especiales o de emergencia, sin entrar a modificar en forma permanente las instituciones y la legislación, evitando las complejidades y riesgos que ello implica. Es un medio que ha sido empleado en el pasado y es reconocido por la doctrina como una realidad, por lo que los textos de derecho generalmente se ocupan de estudiar las consecuencias de esta clase de legislación, al analizar los efectos de la ley penal en el tiempo. No se trata, por tanto, de un medio inédito o improvisado de legislar ante situaciones excepcionales, como la que el país enfrenta.

Creemos en un esfuerzo conjunto de las fuerzas políticas representadas en el Congreso Nacional y del Poder Ejecutivo, a fin de analizar y despachar, en el más breve plazo estas medidas, que permitirán:

1. 1.- Facilitar y agilizar la investigación y la sanción de los delitos más graves, esto es, los robos, violación, homicidio y tráfico de drogas.

2. 2.- Cerrar los espacios de impunidad a menudo originados por erradas interpretaciones de la ley.

3. 3.- Evitar la impunidad, desalentando realmente a los delincuentes, especialmente a los habituales, evitando que ciertas garantías procesales sean aprovechadas para que queden en libertad.

4. 4.- Asegurar el cumplimiento efectivo de las condenas, suprimiendo los beneficios que permiten cumplir éstas en libertad, para proteger a la gran mayoría de la población, que vive con una sensación generalizada de inseguridad, al sentirse amenazada por una criminalidad cada día más extendida, frecuente y violenta.

5. 5.- Las normas especiales que proponemos se aplicarán durante el lapso de tres años al enjuiciamiento de los delitos mencionados en el número 1.- anterior.

CONTENIDO ESPECIFICO DEL PROYECTO
Describimos a continuación el contenido específico de las reglas especiales que la iniciativa propone:

Durante un período de tres años, los delitos de homicidio; violación; robo con violencia o intimidación en las personas; robo por sorpresa; robo con fuerza en las cosas efectuado en lugar habitado o destinado a la habitación, y tráfico de drogas, serán juzgados de acuerdo a las reglas siguientes, que prevalecerán sobre las del Código Procesal Penal en las materias de que tratan:

1. La resolución que declara ilegal la detención de un inculpado de delito flagrante será siempre apelable por parte del Ministerio Público. Ello permitirá que el tribunal superior pueda revisar el criterio empleado por el juez de garantía para dejar en libertad a delincuentes habituales por defectos menores en el procedimiento policial.

2. Con la sola solicitud del fiscal, el juez de garantía deberá ampliar el plazo de detención del imputado hasta por cinco días, lo que permitirá al Ministerio Público practicar las diligencias y reunir los antecedentes necesarios para formalizar la investigación y solicitar la prisión preventiva del imputado por estos delitos. Esto evitará que éste sea dejado en libertad por falta de mérito suficiente, como suele ocurrir en la actualidad, ante la imposibilidad de los fiscales de reunir todos los antecedentes en un plazo que resulta demasiado breve. Así, los delincuentes peligrosos, que son claramente culpables, no podrán aprovechar su libertad momentánea para eludir la acción de la justicia y volver a delinquir como ocurre demasiadas veces.


Actualmente, el Fiscal sólo tiene 24 horas desde la detención para poner al delincuente a disposición del Juez de Garantía y, de forma excepcionalísima, este último puede extender el plazo hasta por 3 días.

3. Procederá la prisión preventiva inmediata para los reincidentes de los delitos de homicidio, violación, robo en sus distintas formas y tráfico de drogas, sea que hayan sido condenados, se encuentren procesados de acuerdo al sistema antiguo o se haya formalizado investigación en su contra por alguno de los delitos indicados.


Tratándose de primerizos, el Juez de Garantía deberá decretar la prisión preventiva, salvo que por resolución fundada indique los motivos por los cuales la libertad del imputado no constituye un peligro para la seguridad de la sociedad o del ofendido o para el éxito de las diligencias de la investigación. En el evento de que el Juez otorgue la libertad, deberá siempre dejar al imputado sujeto a la vigilancia de la autoridad a fin de prevenir que vuelva a delinquir. Esta medida está destinada a evitar que el delincuente cometa un nuevo delito o aproveche su libertad para amenazar a los testigos y ocultar las pruebas que lo incriminan.

4. Para evitar que se declare ilegal la detención de delincuentes sorprendidos in fraganti cometiendo estos graves delitos, por haberse demorado la policía en ubicarlos y detenerlos a raíz del retardo en recibir la denuncia, como ocurre en muchos casos, se establece que el delito seguirá considerándose flagrante durante todo el tiempo que la víctima demore en hacer la denuncia y, tras ésta, el que demore la captura del delincuente, fijándose un tope razonable de doce horas para la conclusión de estos procedimientos. Con esta medida se evitará que se continúe con la práctica habitual de declarar ilegal la libertad de delincuentes peligrosos, únicamente por la demora en capturarlos, a causa de una errónea interpretación del concepto de inmediatez que establece la ley.

5. En caso de delito flagrante cometido en zonas apartadas, de difícil acceso o con dificultades de comunicación, en que no sea posible ubicar de inmediato al fiscal, la policía podrá iniciar de inmediato las diligencias e interrogar a los imputados sobre los coautores y cómplices del delito. Lo anterior, con la finalidad de que no se perjudique la investigación por una demora excepcional en comunicarse con el fiscal respectivo.

6. Mientras el imputado se encuentre detenido o en prisión preventiva, el fiscal estará facultado para hacerlo traer a su presencia cuantas veces fuere necesario para los fines de la investigación, sin más trámite que dar aviso al juez y al defensor.

7. No será necesario acreditar la preexistencia de las especies robadas o hurtadas ni la identidad de la víctima, cuando la perpetración de un delito de robo o hurto haya quedado registrada claramente por cámaras de vigilancia, públicas o privadas. Esta medida permitirá cerrar todo espacio de impunidad a los múltiples delitos que a diario sufren transeúntes y pasajeros de locomoción colectiva, que actualmente quedan impunes por no poder acreditarse la identidad de la víctima ni la preexistencia de las especies robadas, no obstante que existe una prueba irrefutable de la comisión del delito, de la identidad del delincuente y de haber sido éste capturado. Así se evitará que éstos sigan quedando de inmediato en libertad, como ocurre hoy en estos casos.

8. A fin sancionar con mayor rigor la delincuencia callejera, se considerará robo y se castigará con presidio menor en sus grados medio a máximo, (541 días a 5 años) la apropiación, cualquiera sea la forma o modo en que se realice, de dinero u otras especies que las víctimas lleven consigo en calles, plazas, parques, centros comerciales u otros lugares de libre acceso al público o en medios de transporte público.


Esta conducta actualmente se considera un hurto, con una bajísima penalidad, quedando habitualmente en libertad los delincuentes, todo lo cual hace que este tipo de delitos aumente y prolifere permanentemente.

9. Desde el primer delito cometido, los condenados por el delito de robo con violencia o intimidación en las personas deberán cumplir efectivamente la pena que les imponga la justicia. Los responsables de estos gravísimos delitos no podrán optar a la libertad condicional, la remisión condicional de la pena, la reclusión nocturna ni la libertad vigilada, aunque sean primerizos.

10. No procederá la suspensión condicional del procedimiento ni los acuerdos reparatorios.

Por las consideraciones expresadas, presentamos al H. Senado el siguiente:

proyecto de ley:
Artículo Primero: A contar de la fecha de publicación de la presente ley y por el plazo de tres años, tratándose de los delitos de homicidio, violación, robo con violencia o intimidación en las personas, robo por sorpresa, robo con fuerza en las cosas efectuados en lugar habitado o destinado a la habitación y tráfico ilícito de drogas y estupefacientes, regirán las siguientes normas especiales, las que prevalecerán sobre cualquier otra normativa:

1. El Juez de garantía, a requerimiento del Fiscal, ampliará el plazo de detención previsto en el artículo 132 del Código Procesal Penal por el tiempo requerido y hasta por un máximo de cinco días. Será fundamento suficiente para la ampliación de dicho plazo el sólo requerimiento del fiscal.

2. Se decretará la prisión preventiva del imputado por ser necesaria para la seguridad de la sociedad en todos aquellos casos en que éste haya sido anteriormente condenado, se encuentre procesado o se haya formalizado en su contra investigación por alguno de los delitos a que se refiere este artículo.


En el caso de tratarse de un primer delito de los indicados en este artículo, el Juez de Garantía deberá decretar la prisión preventiva, salvo que por resolución fundada indique los motivos por los cuales la libertad del imputado no constituye un peligro para la seguridad de la sociedad o del ofendido o para el éxito de las diligencias de la investigación.


En el evento de que el Juez otorgue la libertad, deberá siempre dejar al imputado sujeto a la medida que establece la letra b) del artículo 155 del Código Procesal Penal por todo el tiempo que dure la investigación y el proceso penal respectivo, sin perjuicio de decretar otras medidas cautelares personales. También se aplicará lo dispuesto en este artículo en los casos previstos en el artículo 145 del Código Procesal Penal.

3. En el caso de delitos flagrantes cometidos en zonas rurales o de difícil acceso, la Policía deberá de inmediato practicar las diligencias de investigación pertinentes, dando cuenta al fiscal que corresponda de lo hecho, con la mayor brevedad. Asimismo, en caso de delito flagrante, sin que sea necesario esperar la presencia del fiscal o del defensor del imputado, podrá interrogar a éste acerca de la identidad de los coautores y cómplices del delito.

4. En el caso de flagrancia, el tiempo inmediato a la perpetración de un delito comprenderá todo el necesario para que la víctima pueda formular la denuncia a la policía y, conocida la ejecución de un delito y fugado el imputado, el tiempo que transcurra entre la comisión del delito y la captura del delincuente en virtud de la acción policial o de terceros, siempre que no hayan transcurrido más de doce horas.

5. Mientras el imputado se encuentre detenido o en prisión preventiva, el fiscal estará facultado para hacerlo traer a su presencia cuantas veces fuere necesario para los fines de la investigación, sin más trámite que dar aviso al juez y al defensor.

6. En aquellos casos en que en la comisión del delito haya sido grabada por cámaras de vigilancia, públicas o privadas, no será necesario acreditar la preexistencia de las especies robadas o hurtadas ni la identidad de la víctima, cuando el delito haya sido cometido en medios de locomoción colectiva o en lugares públicos o de libre acceso público.

7. La resolución que declare ilegal una detención será siempre apelable.

8. No procederán  los acuerdos  repáratenos ni la suspensión  condicional del procedimiento.

Artículo Segundo: Durante el período señalado en el artículo primero se considerará como robo, y se castigará con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo, la apropiación, cualquiera sea la forma o modo en que se realice, de dinero u otras especies que los ofendidos lleven consigo en calles, plazas, parques, centros comerciales u otros lugares de libre acceso público o en medios de transporte público.

Artículo Tercero: En el período indicado en el artículo primero, las penas impuestas a los condenados por el delito de robo con violencia o intimidación a las personas deberán cumplirse efectivamente, sin que a los condenados les sea aplicable lo establecido en el decreto ley N° 321, de 1925, y en la ley N° 18.216.



(Fdo.):Alberto Espina O.



Baldo Prokurica P.



       Senador




        Senador



Carlos Cantero O.



Mario Ríos S.



      Senador




    Senador






Antonio Horvath K.






      Senador

Valparaíso, Octubre 18 de 2005.
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MOCIÓN DE LOS HONORABLE SENADORES MORENO, PÁEZ, SABAG, ZALDÍVAR (DON ADOLFO) Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS) CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL SISTEMA ELECTORAL

(4027-06)

Honorable Senado:


La mantención del sistema electoral binominal establecido por la Constitución de 1980 ha sido motivo de intensos debates políticos y académicos, a pesar de la evidencia de que una amplia mayoría de los ciudadanos considera inconveniente su mantención.

Existe, en los hechos, un amplio acuerdo respecto a la necesidad de contar con un sistema electoral que cumpla las dos condiciones básicas expuestas por el actual Gobierno durante la tramitación de las últimas reformas constitucionales: Por una parte, representar a las regiones en una forma que no sea desproporcionada entre ellas, atendido su tamaño, y, por otra, que sea proporcional en cuanto a la representación de los ciudadanos.

Aunque no se señaló en esa oportunidad en forma taxativa por el Gobierno, es parte del compromiso de la Concertación avanzar en la democratización de las instituciones nacionales, y desde ese punto de vista resulta evidente que un sistema electoral que permite a las dos principales coaliciones políticas obtener la misma cantidad de parlamentarios electos, aunque una alcance el 60 por ciento de los sufragios y la otra solamente el 40 por ciento de la votación, no permite la expresión fidedigna de la soberanía popular y, por ende, no es plenamente democrático y se ha constituido en un facto de descontento de la ciudadanía respecto al Poder Legislativo, y por lo tanto insistir en la mantención de este sistema binominal es considerado como una muestra de un interés político específico que se aparta de la concepción tradicional de la democracia que considera al Parlamento como órgano representativo de la ciudadanía.

Esta incoherencia ha sido esgrimida como una de las razones que explican la baja en la valoración de la ciudadanía del Congreso, con una progresiva pérdida de confianza tanto respecto del Senado como de la Cámara de Diputados y de los partidos políticos, en general.

Se ha planteado que el sistema binominal ha permitido la estabilidad política de Chile, pero ello es nuevamente un argumento interesado que no responde a la aspiración de los chilenos por contar con un Congreso Nacional que los represente con la mayor fidelidad posible, y a los argumentos a favor del sistema binominal se oponen los de vastos sectores que no se sienten representados por los parlamentarios y que se han expresado de forma clara por medio de la abstención, el voto nulo o la decisión de las personas de no inscribirse en los registros electorales.

De hecho, encuestas públicas han mostrado un mayoritario respaldo a la idea de realizar reformas que permitan la expresión parlamentaria de las fuerzas políticas que permanecen ajenas al Congreso Nacional, así como una baja adhesión a la Constitución y la impresión de que esta fue impuesta considerando el interés de un solo grupo político.

Es un imperativo ético y político reconocer que el Parlamento chileno no es una expresión fiel de la soberanía popular, porque no es justo que vastos sectores no estén representados o que las fuerzas que sí tienen representación parlamentaria estimen que no se reconoce su real importancia en la sociedad. Es un deber político también remediar esta situación porque en la medida que más personas se marginen del proceso político, las instituciones llamadas a encarnar la democracia irán perdiendo sentido y validez ante la ciudadanía, arriesgándose un estado de pérdida de legitimidad que puede poner en riesgo la subsistencia del conjunto de la institucionalidad.

Aunque las últimas reformas constitucionales representan un avance en el propósito de la democratización del Parlamento, en la medida que la eliminación de los senadores no electos por votación popular permite que el conjunto del Poder Legislativo esté integrado por personas validadas por el voto ciudadano, la mantención del sistema binominal constituye un obstáculo a la libre y fidedigna expresión de la soberanía que debe ser resuelto.

Considerando lo expuesto, se hace necesario realizar un debate serio sobre el sentido que debe tener una modificación del sistema electoral, ya que insistir en analizar la necesidad de su reemplazo es un tema agotado.

Desde esta perspectiva, junto a los objetivos señalados por el Gobierno con oportunidad de las últimas reformas constitucionales, esto es la adecuada representatividad de la ciudadanía y el derecho de las regiones a tener una representación en el Congreso que les ayude a velar por sus intereses, existen otros aspectos que se deben tener en cuenta, dentro de los cuales es necesario constatar la necesidad de establecer un sistema que evite que fuerzas políticas con distinto nivel de respaldo popular tengan la misma cantidad de parlamentarios electos; evitar el empate de las fuerzas políticas al interior de cada región, permitir la expresión de las fuerzas minoritarias y de la oposición en forma paralela al efectivo predominio de los pactos mayoritarios que permitan al Presidente contar con la adhesión del Poder Legislativo a sus propuestas, respetando el sentido de la proporcionalidad en conjunto con el principio de la gobemabilidad.

Por otra parte, la introducción de estas reformas es una oportunidad para definir un sistema de elección de las autoridades legislativas en que se respete la proporcionalidad entre el número de parlamentarios electos y la población de cada región o distrito, así como la conveniencia de dar mayor representación a las zonas geográficas más despobladas con el fin de lograr un equilibrio tanto entre Santiago y las regiones como entre los principales centros urbanos del territorio nacional y el conjunto de las comunas.

Finalmente, es necesario recoger la experiencia de los últimos años respecto al funcionamiento de las dos ramas del Poder Legislativo, ya que la Cámara de Diputados ha logrado operar con una cifra de 120 integrantes pero en el caso del Senado el trabajo se ha realizado sobre la base de 47 ó 48 miembros, por lo que es necesario corregir la situación generada por las últimas reformas constitucionales que, al eliminar los senadores no electos, ha establecido en la práctica una Cámara Alta de 38 integrantes, lo que es considerado insuficiente frente a la actividad que se debe desarrollar, especialmente en el trabajo en comisiones.

En virtud de lo expuesto, y en uso de mis atribuciones constitucionales, vengo en someter a la consideración del H. Senado el siguiente:
PROYECTO DE LEY
1.- Reemplazar el inciso primero del artículo 4° de la Ley 18.700 Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios por el siguiente:

"Las declaraciones de candidaturas a Senadores o Diputados que deseen presentar los partidos políticos o los pactos electorales podrán incluir un número indeterminado de postulantes, sin importar el número total de Senadores o Diputados que se elijan en cada Región o Distrito, según corresponda".
2.- Reemplazar el artículo 109° bis de la Ley 18.700 Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios por el siguiente:

En el caso de elecciones de Parlamentarios, el Tribunal proclamará elegidos Senadores o Diputados a los candidatos que hayan obtenido las primeras mayorías individuales de cada región o distrito.

Si se produjera un empate entre dos o más candidatos, resultarán electos los candidatos empatados de la lista que tenga mayor votación, sin considerar que pertenezcan al partido político o sean independientes, debiendo el Tribunal proclamar elegidos Senadores o Diputados a aquellos candidatos que hubieren obtenido las más altas mayorías. En caso de empate entre candidatos de una misma lista o entre candidatos de distintas listas que a su vez estuviesen empatadas, el Tribunal procederá, en audiencia pública, a efectuar un sorteo entre ellos, y proclamará electos a quienes salgan favorecidos.

Sin embargo, en el caso de la elección de diputados si un partido o pacto logra más del 5 por ciento de la votación nacional, excluyendo los sufragios blancos y nulos, tendrá derecho a que su candidato con mayor votación porcentual se incorpore a la Cámara de Diputados en reemplazo de la quinta mayoría individual producida en el distrito por el cual postuló.
3.- Reemplazar los artículos 178° a 181° de la Ley 18.700 Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios por los siguientes artículos nuevos:
"178 Para la elección de los miembros de la Cámara de Diputados habrá veinticuatro distritos electorales, cada uno de los cuales elegirá cinco diputados.
"179  Los distritos electorales serán los siguientes:

1° distrito, constituido por las comunas de Iquique, Camina, Colchane, Huara, Pica, Pozo Almonte, Arica, Camarones, Putre y General Lagos;

2° distrito, constituido por las comunas de Antofagasta, Mejillones, Sierra Gorda, Taltal, Calama, Ollagüe, San Pedro de Atacama, Tocopilla y María Elena;

3° distrito, constituido por las comunas de Copiapó, Caldera, Tierra Amarilla,

Chañaral, Diego de Almagro, Vallenar, Alto del Carmen, Freirina y Huasco;

4° distrito, constituido por las comunas de La Serena, Coquimbo, Andacollo, La Higuera, Paiguano, Vicuña, Illapel, Canela, Los Vilos, Salamanca, Ovalle, Combarbalá, Monte Patria, Punitaqui y Río Hurtado;

5° distrito, constituido por las comunas de Valparaíso, Casablanca, Concón, Juan Fernández, Puchuncaví, Quilpué, Quintero, Villa Alemana, Viña del Mar, Isla de Pascua, Los Andes, Calle Larga, Rinconada, San Esteban, La Ligua, Cabildo, Papudo, Petorca y Zapallar;

6° distrito, constituido por las comunas de Quillota, Calera, Hijuelas, La Cruz, Limache, Nogales, Olmué, San Antonio, Algarrobo, Cartagena, El Quisco, El Tabo, Santo Domingo, San Felipe, Catemu, Llaillay, Panquehue, Putaendo y Santa María;

7° distrito, constituido por las comunas de Santiago, Cerro Navia, Colina, Lampa, Tiltil, Quilicura, Maipú, Conchalí, Huechuraba, Renca, Independencia y Recoleta;

8° distrito, constituido por las comunas de El Bosque, La Cisterna, San Ramón, Lo Espejo, San Joaquín, Macul, La Granja, La Pintana, Puente Alto, Pirque y San José de Maipo;

9° distrito, constituido por las comunas de La Reina, Peñalolén, Ñuñoa, Las Condes, Lo Bamechea, Vitacura, Providencia y La Florida;

10° distrito, constituido por las comunas de San Bernardo, Buin, Calera de Tango, Paine, Melipilla, Alhué, Curacaví, María Pinto, San Pedro, Talagante, El Monte, Isla de Maipú, Padre Hurtado, Peñaflor, Estación Central, Pedro Aguirre Cerda, San Miguel, Cerrillos, Lo Prado, Quinta Normal y Pudahuel;

11° distrito, constituido por las comunas de Rancagua, Codegua, Coínco, Coltauco, Doñihue, Graneros, Las Cabras, Machalí, Malloa, Mostazal, Olivar, Peumo, Pichidegua, Quinta de Tilcoco, Rengo, Requínoa y San Vicente;

12° distrito, constituido por las comunas de Pichilemu, La Estrella, Litueche, Marchihue, Navidad, Paredones, San Femando, Chépica, Chimbarongo, Lolol, Nancagua, Palmilla, Peralillo, Placilla, Pumanque y Santa Cruz;

13°  distrito, constituido por las comunas de Talca, Constitución, Curepto, Empedrado, Maule, Pelarlo, Pencahue, Río Claro, San Clemente, San Rafael, Curicó, Hualañé, Licantén, Molina, Rauco, Romeral, Sagrada Familia, Teño y Vichuquén;

14° distrito, constituido por las comunas de Cauquenes, Chanco, Pelluhue, Linares, Colbún, Longaví, Parral, Retiro, San Javier, Villa Alegre y Yerbas Buenas;

15° distrito, constituido por las comunas de Concepción, Coronel, Chiguayante, Florida, Hualqui, Lota, Penco, San Pedro de la Paz, Santa Juana, Talcahuano y Tomé;

16° distrito, constituido por las comunas de Lebu, Arauco, Cañete, Contulmo, Curanilahue, Los Álamos y Tirúa;

17° distrito, constituido por las comunas de Los Ángeles, Antuco, Cabrero, Laja, Mulchén, Nacimiento, Negrete, Quilaco, Quilleco, San Rosendo, Santa Bárbara, Tucapel y Yumbel;

18° distrito, constituido por las comunas de Chillan, Bulnes, Cobquecura, Coelemu, Coihueco, Chillan Viejo, El Carmen, Ninhue, Ñiquén, Temuco, Pinto, Portezuelo, Quillón, Quirihue, Ránquil, San Carlos, San Fabián, San Ignacio, San Nicolás, Treguaco y Yungay;

19° distrito, constituido por las comunas de Temuco, Carahue, Cuneo, Curarrehue, Freiré, Galvarino, Gorbea, Lautaro, Loncoche, Melipeuco, Nueva Imperial, Padre las Casas, Perquenco, Pitrufquén, Pucón, Saavedra, Teodoro Schmidt, Toltén, Vilcún y Villarrica;

20° distrito, constituido por las comunas de Angol, Collipulli, Curacautín, Ercilla, Lonquimay, Los Sauces, Lumaco, Purén, Renaico, Traiguén y Victoria;

21° distrito, constituido por las comunas de Osomo, Puerto Octal, Purranque, Puyehue, Río Negro, San Juan de La Costa, San Pablo, Valdivia, Corral, Futrono, La Unión, Lago Raneo, Lanco, Los Lagos, Máfil y Mariquina;

22° distrito, constituido por las comunas de Puerto Montt, Calbuco, Cochamó, Fresia, Frutillar, Los Muermos, Llanquihue, Maullin, Puerto Varas, Castro, Ancud, Chonchi, Curaco de Vélez, Dalcahue, Puqueldón, Queilén, Quellón, Quemchi, Quinchao, Chaitén, Futaleufu, Hualaihué y Palena;

23° distrito, constituido por las comunas de Coyhaique, Lago Verde, Aisén, Cisnes, Guaitecas, Cochrane, O'Higgins, Tortel, Chile Chico y Río Ibáñez;

24° distrito, constituido por las comunas de Punta Arenas, Laguna Blanca, Río Verde, San Gregorio, Cabo de Hornos, Antartica, Porvenir, Primavera, Timaukel, Natales y Torres del Paine.

"180 Para la elección de los miembros del Senado, cada región constituirá una circunscripción senatorial.

"181 Las circunscripciones senatoriales correspondientes a las regiones Metropolitana de Santiago; VIH, del Bíobío; y X, de Los Lagos elegirán cada una seis Senadores.


"Las circunscripciones senatoriales correspondientes a las regiones IV, de Coquimbo; V, de Valparaíso; VI, del Libertador General Bernardo O'Higgins; VII, del Maule;y IX, de la Araucanía elegirán cada una cuatro Senadores.


“Las circunscripciones senatoriales correspondientes a las regiones I, de Tarapacá y u, de Antofagasta elegirán cada una tres senadores.


"Las circunscripciones senatoriales correspondientes a las regiones III, de Atacama; XI, Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo; y XII, de Magallanes y de la Antártica Chilena elegirán cada una dos Senadores."

(Fdo.):RAFAEL MORENO R.,




SERGIO PÁEZ V.,

Senador.







Senador.

HOSAÍN SABAG C.,




ADOLFO ZALDÍVAR L.,


Senador.






Senador.
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INFORME DE COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE SUSPENDE INSCRIPCIÓN DE AUTOMÓVILES COLECTIVOS Y BUSES EN REGISTROS NACIONAL DE SERVICIOS DE TRANSPORTE DE PASAJEROS

(3399-15)

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS,

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión Mixta constituida en conformidad con lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponeros la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas entre el Honorable Senado y la Honorable Cámara de Diputados, durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en el rubro.

- - - - - - - - -



En sesión del Senado, celebrada el día 5 de octubre de 2005, se dio cuenta del Oficio Nº 5.868 de 4 de octubre de 2005, de la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunicó que ha rechazado la enmienda propuesta por el Honorable Senado al proyecto de ley en análisis. 


Asimismo, dicho Oficio dio a conocer la nómina de los integrantes de ese organismo ante la Comisión Mixta, cuya designación recayó en los Honorables Diputados señores Fidel Espinoza Sandoval, René Manuel García García, Patricio Hales Dib, Iván Norambuena Farías y Edmundo Salas De la Fuente.


En esa misma sesión, el Senado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 46 del Reglamento de la Corporación, acordó que su representación ante la referida Comisión Mixta recayera en los señores Senadores miembros de su Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, Honorables Senadores señores Roberto Muñoz Barra, Jovino Novoa Vásquez, Jorge Pizarro Soto, Baldo Prokurica Prokurica y Hosain Sabag Castillo.


Citados los señores Senadores y Diputados miembros de ella, por orden del señor Presidente del Senado, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 de la ley Nº 18.918, y en el artículo 48 del Reglamento del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día martes 11 de octubre de 2005, en la Sala 11 de Comisiones del Senado, con la asistencia de los Honorables Senadores señores, Jovino Novoa Vásquez, Roberto Muñoz Barra y Baldo Prokurica Prokurica, y de los Honorables Diputados señores Fidel Espinoza Sandoval, René Manuel García García, Patricio Hales Dib, Alejandro García-Huidobro Sanfuentes (Iván Norambuena Farías) y Edmundo Salas De la Fuente.


Luego de constituirse, la Comisión Mixta eligió como Presidente, por la unanimidad de los miembros presentes, al Honorable Senador señor Jovino Novoa Vásquez, quien lo es también de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, abocándose de inmediato a su cometido.

- - - - - - 


A la sesión en que se consideró este proyecto de ley asistió, además de los miembros titulares de vuestra Comisión, el Honorable Senador señor Andrés Chadwick Piñera.


Durante el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Subsecretario de Transportes, señor Guillermo Díaz y del Asesor Legislativo de dicha Subsecretaría, señor Lautaro Pérez.

MATERIA DE LA DIVERGENCIA

Posiciones de ambas ramas del Congreso Nacional


La controversia se ha originado por el rechazo de la Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, a la enmienda introducida por el Honorable Senado, en su segundo trámite constitucional, a este proyecto de ley.


A continuación, se efectúa una relación de la diferencia suscitada entre ambas Corporaciones durante la tramitación del proyecto, así como de los acuerdos adoptados al respecto.

ARTÍCULO ÚNICO


El texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, propone suspender por el plazo de cinco años, contado desde la publicación de esta ley, la inscripción de taxis, en cualquiera de sus modalidades, en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros establecido en el artículo 3° de la ley N° 18.696 y en el artículo 10 de la ley N° 19.040.


Su inciso segundo indica que esta medida no afectará el derecho a solicitar el reemplazo o cambio de modalidad, de los taxis actualmente inscritos en el Registro mencionado, conforme a las normas establecidas por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.

El texto aprobado por el Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, propone reemplazar el inciso segundo por el siguiente:


“Esta medida no afectará el derecho a solicitar el reemplazo, cambio de modalidad o cambio de inscripción de una región a otra, de los taxis actualmente inscritos en el Registro mencionado, conforme a las normas establecidas por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”

La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la enmienda introducida por el Honorable Senado.


Durante la discusión de esta materia, la totalidad de los miembros de la Comisión manifestaron la necesidad de aprobar este proyecto de ley antes del 16 de noviembre del año en curso, plazo en que vence la congelación de la inscripción de taxis, en cualquiera de sus modalidades en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros.


El debate se centró en el derecho a solicitar el cambio de inscripción de una Región a otra de los taxis actualmente inscritos en el Registro.



Quienes sostuvieron la tésis de mantener este derecho que se encuentra actualmente en la ley vigente recordaron que esta iniciativa legal prorroga la suspensión de la inscripción en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros que data del año 1998, es decir, es una ley que limita las actividades de las personas. La primera suspensión se otorgó por 2 años y la segunda prorrogó la anterior por 5 años más y ahora esta iniciativa legal propone prorrogar nuevamente por 5 años más, con lo cual durante 12 años ha existido una norma que impide a muchas personas que no tienen trabajo desempeñarse como taxista.



Señalaron que no se puede asegurar que de la Región Metropolitana vayan a emigrar un número importante de taxistas a las otras Regiones pero sí podría suceder que de otras Regiones se quieran trasladar a la Región Metropolitana lo que no podrán hacer y constituirá un grave problema.



Agregaron que de acuerdo a las informaciones proporcionadas por la Subsecretaría de Transportes en la Región Metropolitana, en el año 2000 habían alrededor de 45.000 taxis, actualmente, la cifra es cercana a los 30.000 y para un servicio adecuado se requieren alrededor de 27.000 taxis. Muchos han dejado de trabajar porque existe una gran competencia en el mercado y los ingresos que reciben no permiten la renovación de los vehículos. 



Informaron que la Subsecretaría de Transportes, con el propósito de introducir una medida que desincentivara tanto los cambios de modalidad como los traslados entre los registros regionales, en el año 2002,  exigió que los vehículos que solicitaran dichos trámites debían ser del año. En efecto, el inciso tercero del artículo 72 del D.S. 212/92, establece que los taxis inscritos en el Registro Nacional respecto de los que se solicite cambio de modalidad o traslado entre los Registros Regionales de Servicios de Transporte de Pasajeros deberán ser nuevos, entendiéndose por tales aquellos cuyo modelo corresponda al mismo año o al posterior a aquel en que se realice la solicitud, y cumplir con los requisitos establecidos en el  Reglamento. Además, precisaron que las normas técnicas para los vehículos de transportes se fijan y deben ser cumplidas en todas las regiones del país.



Producto de esta medida, según informó esa Subsecretaría, se recibieron múltiples reclamos provenientes de taxistas que se vieron impedidos de realizar sus solicitudes, aludiendo en muchos casos a problemas familiares ocasionados con el no poder trasladar su herramienta de trabajo.


La Subsecretaría de Transportes entregó en esa oportunidad un cuadro estadístico que da cuenta de los traslados efectuados, de una Región a otra, los que son muy escasos.



Finalmente, quienes estuvieron por aprobar el texto propuesto por el Honorable Senado, que no hace otra cosa que mantener en los mismos términos el inciso segundo de la ley Nº 19.593, actualmente vigente, señalaron que lo hacían en mérito a la información entregada y también a que el no permitir el cambio de inscripción de una región a otra constituiría una limitación al ejercicio de una actividad económica lícita, afectándose el derecho al trabajo. Sería, por ejemplo, como prohibir ejercer la profesión de médico, ingeniero o de abogado en algunas regiones, lo que constituye una nueva limitación a las garantías constitucionales. 



Quienes sostuvieron la tésis de la Honorable Cámara de Diputados que no permite el cambio de inscripción de una Región a otra, expresaron que la situación de cada región del país es distinta, así, en el caso de la VI Región hubo 450 patentes clonadas que perforaron el espíritu del congelamiento del Parque. 



Por otra parte, el Plan Transantiago y toda la modernidad del sistema de transportes de Santiago, significará que los cupos en las regiones serán usados por empresas de Santiago, que adquiriendo un vehículo nuevo lo trasladarán a las regiones y afectarán seriamente el trabajo que realizan pequeños y medianos empresarios de este rubro.



Además, manifestaron que la lógica del sistema de congelamiento del Parque obedece a una norma jurídica ordenadora, reguladora y, al mismo tiempo, protectora del pequeño y mediano empresario que se dedica al transporte colectivo. Con la norma aprobada por la Honorable Cámara de Diputados se pretenden evitar perforaciones que se puedan dar al objetivo que el congelamiento busca. Nadie pretende hacer un congelamiento si, al mismo tiempo, se contempla la posibilidad para que se produzcan traslados entre regiones



Para continuar con la lógica jurídica, reguladora y ordenadora se deben buscar los mecanismos para evitar que la norma sea desvirtuada. Hay un potencial riesgo, principalmente, por un hecho nuevo que es la modernización del sistema de transportes de la Región Metropolitana y se desconoce cómo se comportará el mercado de transporte colectivo. No se conocen las rentabilidades de las licitaciones, como sucedió en Rancagua, en que en el proceso ordenador de licitación del transporte público habiendo transcurrido 7 meses, desde su inicio, se encuentra actualmente en revisión la rentabilidad de las empresas que licitaron.



Reiteraron que ante la existencia de hechos nuevos y que no conocen cuál será el comportamiento de los mercados resulta preferible evitar el riesgo de que en el futuro se afecte una ley que todos los sectores comparten. Las regiones que pueden verse más afectadas son las que se encuentran más próximas a la Región Metropolitana.



La exigencia de contar con un vehículo nuevo para trasladar las inscripciones, entre regiones, significará favorecer el traslado de aquellos que cuenten con mayor capital, -las empresas- , y no resulta conveniente que por un efecto del mercado se afecte el congelamiento del Parque Automotriz, con lo cual se pretende evitar que a las regiones más cercanas de Santiago lleguen las empresas que tienen la capacidad económica de adquirir vehículos nuevos y amplíen su competencia.  A través del cambio de inscripción se afectará la lógica de la ley vigente, ahora si el cambio de inscripción se refiere sólo a 2 ó 3 casos, no vale la pena correr el riesgo futuro.


- Sometida a votación esta controversia, se acordó, por 5 votos a favor y 3 en contra, mantener el texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Muñoz Barra y los Honorables Diputados señores Espinoza, García (don René Manuel), García Huidobro y Salas. Votaron por la negativa los Honorables Senadores señores Novoa y Prokurica y el Honorable Diputado señor Hales.

- - - - - - - - - - 

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA



En mérito de lo expuesto y de los acuerdos adoptados, vuestra Comisión Mixta tiene el honor de proponeros, como forma y modo de resolver la diferencia suscitada entre ambas ramas del Congreso Nacional, durante la tramitación del proyecto de ley en estudio, que prestéis vuestra aprobación a la siguiente proposición, sobre el inciso materia de esta controversia:

ARTÍCULO ÚNICO


“Esta medida no afectará el derecho a solicitar el reemplazo o cambio de modalidad, de los taxis actualmente inscritos en el Registro mencionado, conforme a las normas establecidas por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.

- - - - - - - - 



A continuación, y a título meramente informativo se inserta, el texto final del proyecto de ley que suspende la inscripción de automóviles colectivos y buses en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros, el que de aprobarse la proposición de vuestra Comisión Mixta, quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Suspéndese por el plazo de cinco años, contado desde la publicación de esta ley, la inscripción de taxis, en cualquiera de sus modalidades, en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros establecido en el artículo 3° de la ley N°18.696 y en el artículo 10 de la ley N°19.040.


Esta medida no afectará el derecho a solicitar el reemplazo o cambio de modalidad, de los taxis actualmente inscritos en el Registro mencionado, conforme a las normas establecidas por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.

- - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día de hoy 11 de octubre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jovino Novoa Vásquez (Presidente), Roberto Muñoz Barra y Baldo Prokurica Prokurica, y de los Honorables Diputados señores Fidel Espinoza Sandoval, René Manuel García García, Patricio Hales Dib, Alejandro García-Huidobro Sanfuentes (Iván Norambuena Farías) y Edmundo Salas De la Fuente.

Sala de la Comisión Mixta, a 11 de octubre de 2005.


(Fdo.):ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA,

Abogado Secretario de la Comisión.

_924333119

